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ESTUDIO INTRODUCTORIO: LA 
ACCIÓN PÚBLICA/COLECTIVA COMO 
FUNDAMENTO DE LA GOBERNANZA 

METROPOLITANA

Carlos Alberto Navarrete Ulloa
(Universidad de Guadalajara)

En América Latina, los estudios metropolitanos han trascendido las 
fronteras disciplinarias, consolidándose como un campo de investi-
gación donde convergen diversas disciplinas para abordar realidades, 
retos y problemas transterritoriales. Sin embargo, persisten voces que 
instan a ir más allá del enfoque multidisciplinario. Estas propuestas 
abogan por establecer diálogos interdisciplinarios genuinos, como 
antesala a una ambiciosa meta: crear un espacio transdisciplinario 
en el que las distintas perspectivas se integren, ofreciendo una visión 
más rica y profunda sobre la compleja realidad metropolitana.

En los estudios metropolitanos se observa la configuración 
de dos corrientes, una pragmática, orientada al asesoramiento de 
gobiernos y que tiende a enmarcar sus estudios en los límites del esquema 
institucional, por ejemplo, adoptando definiciones del marco jurídico; y 
una corriente de investigación que impulsa la búsqueda de métodos y 
conceptos que posibiliten la realización de estudios comparativos. El 
primer caso podría denominarse “análisis de políticas metropolitanas”, 
que se constituye por la revisión de casos a escala metropolitana o por 
la hechura de propuestas de programas o políticas de alcance metro-
politano. En esta corriente entran tanto publicaciones de consultores 
urbanísticos y planificadores como estudios académicos con enfoque 
crítico de la acción urbanística con pretensión metropolitana. 

La segunda corriente es quizá más acotada, pues engloba la 
investigación que busca crear convergencias conceptuales y meto-
dológicas para producir conocimiento acumulativo y se destaca 
por crear diálogos interdisciplinarios, escalar los estudios de casos 
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con la visión de contribuir a estudios comparativos o directamente 
contribuir con estudios comparativos. La segunda corriente podría 
denominarse “estudios de la acción pública/colectiva metropolitana” 
(acción PCM), término que pretende destacar la orientación a la 
comprensión de problemas multiplex, idea que se desarrolla poste-
riormente pero que coloca el énfasis en el fenómeno transterritorial, 
multiactoral, multinivel y policéntrico.

Los estudios que enfocan la acción PCM reconocen cinco 
premisas básicas:

1.	 Lo metropolitano es una realidad de hecho, aun cuando el 
derecho no logre una definición ni un consenso sobre la forma 
y los límites de la cuestión. 

2.	La alta complejidad es inherente a la cuestión metropolitana.
3.	La cuestión metropolitana comporta singularidades que 

la distinguen y autonomizan de la cuestión urbana y de los 
asuntos municipales.

4.	La insuficiencia del urbanismo-arquitectura-planificación y el 
municipalismo se deriva de:

i.	 el carácter retorcido (multiplex) de los asuntos metropolitanos, 
ii.	 su peculiar integración territorial y espacial (forma territorial),
iii.	el carácter multi y transescalar/territorial/sectorial de las 

áreas metropolitanas.

5.	Lo metropolitano es un tejido fractal entre lugares urbanos 
y rurales.

Las cinco premisas anticipan la respuesta a una problemática inhe-
rente a las inercias unidisciplinares: ¿Cómo transitar de estudios 
sectoriales-municipales en grandes ciudades a la cuestión metropo-
litana? La respuesta toma forma en la medida que se multiplican los 
estudios que entienden e integran la lógica de la arquitectura de la 
complejidad (Simon, 1962) mediante saberes para abordar problemas 
complejos (Bammer et al., 2020).
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Este estudio introductorio busca contribuir a la corriente de la 
acción PCM mediante la síntesis de la evolución teórica que sustenta 
la aproximación a los complejos problemas de orden metropolitano, 
o problemas multiplex. Asimismo, pretende acercarse a debates 
que prometen tender puentes entre ambas corrientes, identificando 
las dimensiones y factores que dan forma a la gobernanza y que se 
convierten en elementos observables para los estudios metropolitanos.

Un recuento integrado de la densa producción de 
conocimiento sobre la gobernanza

En los estudios sobre gobernanza, es posible rastrear su aplicación 
en diversos propósitos, escalas territoriales y campos del conoci-
miento, aunque carece de convergencias sustantivas y sistémicas que 
cohesionen estas aproximaciones. Su atractivo, expansión y exten-
sión derivan de las connotaciones asociadas al orden, la legitimidad, 
la efectividad y la eficacia. Podría decirse que el concepto define el 
“qué” y el “por qué” pero deja abierto el “cómo”, permitiendo su adap-
tación según el ámbito de aplicación.

El concepto de gobernanza, con su capacidad de adaptarse a 
múltiples contextos y necesidades, ha sido objeto de análisis desde 
diversas perspectivas. En este sentido, Porras (2016) realizó un 
estudio exhaustivo en el que identificó 59 usos del término apli-
cados en esferas privadas, marcos globales, territorios, el Estado y 
los mercados. Tal amplitud de usos sugiere la existencia de diversas 
teorías de la gobernanza para abordar la interacción de actores, 
jurisdicciones y escalas que intercambian conocimiento y coordinan 
acciones, con lo cual se entiende mejor el papel de dichos actores 
en procesos sociopolíticos, sus impactos variados, fallas y oportuni-
dades para mejorar la producción de valor público.

Años atrás Torfing et al. (2012) identificaron ocho trayec-
torias que condujeron a la gobernanza interactiva, y en cada una 
de ellas se agrupan enfoques teóricos; incluimos una tabla sinté-
tica que da cuenta de las ideas planteadas por dichos enfoques y los 
autores en la obra de referencia (Tabla 1).
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Tabla 1. Gobernanza interactiva: trayectorias y enfoques teóricos

Trayectoria 
teórica

Enfoques 
teóricos

Planteamiento Referencias 

1. Corporativismo 
y redes

Corporativismo y 
neocorporativismo

Descripción de la interacción Estado-sociedad mediante 
acceso privilegiado y vínculos estrechos entre organizaciones 
pico funcionales en arenas políticas institucionalizadas.

Schmitter (1974); Lehm-
bruch (1984); Cawson 
(1985).

Redes de políticas
Arenas de políticas con acceso más abierto y participa-
ción, con acoplamientos sueltos entre actores con diversos 
recursos y una interacción esporádica de consulta.

Marsh y Rhodes (1992); 
Rhodes (1997a); Marsh 
(1998)

Redes de gober-
nanza

Producción de valor público a través de la interacción públi-
co-privada.

Koppenjan y Klijn (2004); 
Sørensen y Torfing (2007)

2. Behaviorismo y 
sistemas

Behaviorismo
Descripción de patrones de comportamiento individual sin 
intento de comprender procesos políticos, instituciones y 
funciones.

Dahl (1961); Eulau (1961); 
Almond y Verba (1963); 
Rhodes (1995)

Teoría de sistemas

Análisis de sistemas políticos como cajas negras que traducen 
entradas políticas en salidas de políticas, con integración de 
cibernética para comprender comunicación y coordinación 
organizacional.

Parsons (1951); Easton 
(1965a); Deutsch (1963)

Subsistemas de 
políticas

Interacción de actores sociales y políticos en contextos insti-
tucionalizados que condicionan y moldean sus acciones e 
inacciones.

Peters (1999); March y 
Olsen (1995); Scharpf 
(1997)

3. Estado, 
Sociedad e 
interactividad

Teoría centrada en 
la sociedad

El Estado como resultado de fuerzas y presiones políticas 
arraigadas en la sociedad civil y la economía.

Dahl (1963); Poulantzas 
(1978); Miliband (1983)

Teoría centrada en 
el Estado

Reconocimiento de la autonomía y capacidades políticas 
del Estado para resistir presiones sociales y económicas e 
impulsar la formulación de políticas.

Evans et al. (1985); Jessop 
(1990)

Gobernanza 
interactiva

Interacción horizontal de actores públicos y privados, cada 
uno con su propia base de reglas y recursos, prestando aten-
ción a la interdependencia y autonomía operativa.

Kooiman (2003)

4. Organizaciones 
y sistemas mecá-
nicos 

Organizaciones 
como sistemas 
mecánicos

Organizaciones concebidas como máquinas integradas y 
organizadas racionalmente con límites y tareas claramente 
definidos.

Morgan (1986)

Organizaciones 
como sistemas 
abiertos

Adaptación de organizaciones a cambios en su entorno, vistas 
como sistemas abiertos.

Mintzberg (1979)

Intercambio inte-
rorganizacional

Enfoque en el intercambio de información y recursos entre 
organizaciones mediante redes estables.

Benson (1978); Aldrich 
(1979); Powell y DiMaggio 
(1983)

5. Aplicación y 
mapeo retros-
pectivo

Aplicación 
descendente

Explicación de la brecha entre resultados deseados y reales 
de políticas examinando problemas y barreras desde el nivel 
ejecutivo hasta los sistemas de entrega.

Pressman y Wildawsky 
(1973)

Aplicación ascen-
dente

Análisis de las estrategias de los burócratas de nivel local para 
manejar presiones cruzadas en la entrega de servicios.

Lipsky (1980)

Mapeo retroactivo
Identificación de un resultado de política específico y mapeo 
retroactivo de las redes y procesos complejos que llevaron a 
su producción.

Hjern y Porter (1981); 
Hjern y Hull (1984); Elmore 
(1985)

6. Regulación y 
autorregulación

Instrumentos regu-
latorios tradicio-
nales

Herramientas basadas en la coerción para el cumplimiento de 
políticas.

Formas voluntarias 
de cumplimiento y 
autorregulación

Herramientas de gobernanza más suaves e interactivas que 
involucran a los grupos e individuos afectados, minimizando 
la invasión en la vida de los ciudadanos.

Salamon (2002); Howlett 
(2000); Mörth (2004)

7. Interguber-
namentalidad y 
formas multinivel

Intergubernamen-
talismo

La UE como organización internacional basada en estados 
soberanos.

Moravcsik (1998)

Supranaciona-
lismo

La UE como sistema político supranacional. Hix (1994)
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Gobernanza 
multinivel

Poderes políticos distribuidos en diferentes niveles, insti-
tuciones y actores conectados a través de redes en la UE, 
“sistema de gobierno en red” 
 / formando un “sistema de gobernanza multinivel”.

Kohler-Koch y Eising 
(1999);
 Scharpf (2001)

8. Relaciones 
internacionales

Teorías realistas 
de RI

IR como una anarquía en la que los Estados soberanos usan 
su poder para perseguir sus intereses nacionales.

Morgenthau (1954)

Teorías liberales 
de RI

Reconocimiento de que los Estados nacionales no son los 
únicos actores en la política internacional, con énfasis en 
normas y valores universales como la paz y la democracia.

Keohane y Nye (1977); 
Waltz (1979); Wendt 
(1992)

Teorías de gober-
nanza global

Interacción de actores públicos y privados en arenas de 
gobernanza, construyendo reglas, normas e ideas a través de 
luchas hegemónicas en múltiples arenas.

Keohane y Nye (1977); 
Wendt (1992)

Elaboración propia a partir de Torfing et al. (2012).

Las contribuciones bosquejadas revelan que la gobernanza se 
comprende por medio de diversas dimensiones que incluyen la inte-
racción entre el Estado y la sociedad, participación en políticas, 
producción de valor público, análisis de sistemas políticos, contextos 
institucionalizados y la autonomía del Estado. Además, se toman en 
cuenta la interacción horizontal de actores públicos y privados, la 
concepción de organizaciones, la aplicación de políticas y las herra-
mientas de gobernanza, así como el papel de la Unión Europea y las 
relaciones internacionales. Estas dimensiones reflejan la complejidad 
y diversidad en los enfoques y teorías que buscan explicar cómo se 
ejerce y se gestiona el poder en diferentes contextos. A diferencia de 
las políticas públicas el concepto de gobernanza trasciende la centra-
lidad del aparato estatal en favor de redes y procesos interactivos con 
amplia participación distribuida o heterárquicos.

La evolución de los estudios de gobernanza también queda 
representada por los numerosos handbooks y publicaciones colec-
tivas elaboradas desde el clásico Modern governance. La producción 
de conocimiento sobre gobernanza representada en estas obras 
colectivas muestra una evolución significativa en las últimas tres 
décadas y media, la cual revela cómo los enfoques y las teorías han 
cambiado y se han adaptado a las realidades políticas, sociales y econó-
micas de cada periodo. Presentamos una breve reseña del periodo:

Década de 1990. Inicios y fundamentos de la gobernanza moderna

La formalización de la gobernanza como campo de estudio emergió 
en la década de 1990 como respuesta a las limitaciones e insuficien-
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cias del modelo estatal tradicional y a la fragmentación del sector 
público consecuencia de la Nueva Gestión Pública (Ansell y Torfing, 
2022, p.6). Este periodo abrió un horizonte hacia redes, interacción 
sociopolítica y adaptabilidad frente a desafíos complejos y globali-
zados. En Modern Governance: New Government-Society Interac-
tions (1993), Kooiman analizó la transformación de la gobernanza 
moderna como respuesta a la incapacidad del Estado para abordar 
la complejidad social. Este libro introdujo el marco de la gobernanza 
sociopolítica, formulando un enfoque novedoso sobre las formas de 
interacción entre gobierno y sociedad. Además, subrayó la relevancia 
de la co-gobernanza y la cooperación para enfrentar los desafíos 
colectivos y sociales en las sociedades contemporáneas.

A partir de la gobernanza entendida como proceso sociopo-
lítico, la reflexión evolucionó hacia formas de interacción en red. 
En Understanding Governance: Policy Networks, Governance, 
Reflexivity and Accountability (1997), Rhodes señaló que la gober-
nanza en red surge en el contexto de la erosión del modelo de West-
minster, caracterizado por un ejecutivo centralizado, la soberanía 
parlamentaria y la responsabilidad ministerial. Este texto también 
explora las redes de políticas, la “desagregación del Estado” y los 
desafíos asociados a la rendición de cuentas, proponiendo enfoques 
reflexivos y metodologías innovadoras para comprender transforma-
ciones institucionales complejas.

Década de 2000: Expansión y diversificación

La expansión de los enfoques en gobernanza durante las primeras 
décadas del siglo XXI se refleja en diversas obras que abordan la 
interacción entre actores, la descentralización del poder y la inno-
vación en políticas públicas. Un ejemplo destacado es el trabajo de 
Hajer y Wagenaar (2003), Deliberative Policy Analysis: Understan-
ding Governance in the Network Society, que replantea el análisis 
tradicional de políticas. Este libro propone un enfoque deliberativo 
basado en la interpretación, el diálogo y la cooperación, elementos 
clave para afrontar la complejidad y la descentralización en las demo-
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cracias modernas. Con estudios de caso, demuestra cómo el diálogo 
colaborativo puede fomentar la confianza, la innovación y una gober-
nanza inclusiva dentro del marco de la gobernanza en red.

En el ámbito metropolitano, los conceptos de gobernanza 
encontraron nuevas aplicaciones. Metropolitan Governance: 
Conflict, Competition and Cooperation, editado por Feiock (2004), 
redefine la gobernanza al introducir la acción colectiva institucional 
(ICA) como marco teórico para la cooperación interjurisdiccional en 
áreas fragmentadas. Este enfoque resalta la gobernanza policéntrica 
sobre los modelos centralizados, promoviendo la colaboración entre 
actores locales, privados y cívicos. Además, integra teoría y análisis 
empírico para abordar problemas regionales complejos, destacando 
el liderazgo político como factor clave para superar los retos de acción 
colectiva. Complementando este análisis, Heinelt y Kübler (2005), en 
Metropolitan Governance: Capacity, Democracy and the Dyna-
mics of Place, examinan modelos que oscilan entre la consolidación 
institucional y la cooperación en red. Su obra subraya cómo “el lugar 
importa” en la construcción de capacidades, y aborda las tensiones 
entre eficiencia, democracia y cohesión social. Proponen un equi-
librio entre capacidad administrativa y participación democrática, 
destacando el papel de redes funcionales y actores no estatales.

Por otro lado, Kooiman et al. (2005), en Fish for Life: Interac-
tive Governance for Fisheries, amplían la reflexión hacia un enfoque 
interactivo de gobernanza. Este modelo reconoce la interdepen-
dencia, diversidad y complejidad de los sistemas, proponiendo que la 
gobernanza sea una responsabilidad compartida entre actores esta-
tales, privados y civiles, articulada a través de niveles y principios 
normativos. La obra explora instituciones como pilares de coopera-
ción, analiza los desafíos globales relacionados con la sostenibilidad 
ecológica y social, y aborda dilemas éticos en la gestión de recursos 
compartidos mediante herramientas y estrategias adaptativas.

Finalmente, Bevir y Trentmann (2007), en Governance, 
Consumers and Citizens: Agency and Resistance in Contemporary 
Politics, aportan un giro epistémico al conceptualizar la gobernanza 
como un fenómeno cultural moldeado por creencias y tradiciones. 



14

Carlos Alberto Navarrete Ulloa

Destacan la idea de agencia situada, que reconoce a los individuos 
como influenciados por sus herencias culturales, pero con capacidad 
para innovar y resistir. La obra critica enfoques reduccionistas y 
resalta narrativas históricas y disputas que configuran problemas 
y soluciones políticas. Asimismo, subraya la importancia del ciuda-
dano activo, quien, influido por discursos y culturas, reinterpreta las 
políticas a través de prácticas locales, desafía las teorías neoliberales 
y participa activamente en la reconfiguración de significados y diná-
micas de poder.

Década de 2010: Consolidación y nuevas perspectivas

La década de 2010 marcó un punto clave en la consolidación de la 
gobernanza como un campo multisectorail, incorporando perspec-
tivas sobre autogobierno, gobernanza multinivel y colaborativa. En 
este periodo, las redes, la pluralidad y la coproducción emergen como 
pilares centrales para enfrentar los desafíos de legitimidad, sostenibi-
lidad y coordinación en sistemas descentralizados e interconectados.

En este contexto, The Politics of Self-Governance de Sørensen 
y Triantafillou (2009) analiza el auge del autogobierno en las democra-
cias liberales. Aquí, la sociedad es redefinida como un recurso activo en 
la solución de problemas públicos, con ciudadanos, empresas y organi-
zaciones asumiendo roles clave en decisiones y políticas. Este modelo 
de cogobernanza entre el estado y la sociedad refuerza las capacidades 
a través de redes y políticas descentralizadas, conectando niveles 
macro y micro mediante estructuras intermedias. Sin embargo, el 
autogobierno también presenta retos importantes, como el equilibrio 
entre la autonomía de los actores y el control estatal necesario.

Por su parte, Bevir (2010), en The SAGE Handbook of Gover-
nance, examina la gobernanza desde perspectivas teóricas, prácticas y 
críticas. Este manual explora su desarrollo en contextos locales, nacio-
nales y transnacionales, destacando cómo las configuraciones híbridas 
integran redes y actores diversos. No obstante, también señala los 
desafíos que enfrentan estos sistemas: la coordinación multijurisdic-
ción, la integración de actores heterogéneos y la coherencia política en 
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sistemas descentralizados. Se interesa también en procesos como la 
externalización de servicios y profundiza en dilemas fundamentales 
como la legitimidad, la colaboración y la sostenibilidad.

En línea con esta reflexión, Handbook on Multi-Level Gover-
nance, de Enderlein (2010), examina cómo los distintos niveles de 
gobierno interactúan y se coordinan en la formulación y aplicación 
de políticas. Este enfoque resalta la importancia de la integración 
vertical y horizontal para enfrentar las complejidades de la gober-
nanza en contextos interconectados.

Finalmente, Osborne (2010), en The New Public Governance?, 
retoma el criticado recurso de la novedad e introduce una Nueva 
Gobernanza Pública (NPG), que se presenta como una evolución inte-
gradora de paradigmas previos como la Administración Pública y la 
Nueva Gestión Pública. Este modelo combina elementos de ambos 
enfoques, enfatizando las redes, la pluralidad y la interacción para 
abordar problemas complejos con soluciones innovadoras. La NPG 
resalta la colaboración entre gobiernos, ciudadanos y el tercer sector, 
revalorizando el papel de este último en la coproducción y renova-
ción de servicios públicos. Además, sitúa la confianza como un motor 
de cooperación e innovación en redes, adecuados para garantizar la 
eficacia y la adaptabilidad de las políticas públicas.

Década de 2010 (derivaciones): Respuestas a la turbulencia y 
complejidad

Desde otra perspectiva, la década de 2010 marcó un énfasis significa-
tivo por responder a la turbulencia y la complejidad en la gobernanza. 
Los autores exploraron dinámicas colaborativas, teorías avanzadas y 
herramientas adaptativas, enfatizando la interacción entre actores 
estatales y no estatales, así como estrategias para gestionar incerti-
dumbres en contextos interconectados.

En un esfuerzo por redefinir las dinámicas del gobierno, 
Interactive Governance: Advancing the Paradigm de Torfing et 
al. (2012) propone un enfoque colaborativo donde actores con inte-
reses diversos trabajan juntos para alcanzar objetivos comunes. Este 
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modelo enfatiza el intercambio de ideas, recursos y la participa-
ción empoderada, integrando capacidades estatales y actores no 
estatales en procesos interactivos. Los autores destacan el papel 
del Estado en la metagobernanza, asegurando condiciones estruc-
turales efectivas y democráticas para estas interacciones. Asimismo, 
abordan debates sobre el impacto democrático de la Gobernanza 
Interactiva (GI), proponiendo un modelo de evaluación basado en 
procedimientos formales, grupos participantes, ciudadanía territo-
rial y esfera pública. Finalmente, subrayan la necesidad de adaptar el 
papel estatal a un entorno cada vez más interconectado.

Con un enfoque más amplio, Rotberg (2015), en On Gover-
nance: What It Is, What It Measures and Its Policy Uses, refuerza la 
visión paraguas de la gobernanza con el objetivo de abordar la medi-
ción y aplicaciones políticas. Este enfoque destaca la relevancia de una 
gobernanza efectiva para el desarrollo y la estabilidad. En contraste, 
Ansell y Torfing (2016), en Handbook on Theories of Governance, 
presentan un compendio exhaustivo de teorías contemporáneas de 
gobernanza. Subrayan cómo la gobernanza se ha consolidado como 
un paradigma notable, ofreciendo herramientas analíticas para 
estructurar interacciones sociales y económicas hacia objetivos nego-
ciados colectivamente. Los autores exploran conceptos clave como 
heterarquía, redes, participación, representación y deliberación, mien-
tras profundizan en teorías discursivas, institucionales y adaptativas. 
Además, abordan la metagobernanza como una estrategia para coor-
dinar jerarquías, mercados y redes en contextos de incertidumbre, con 
énfasis en sostenibilidad y manejo de recursos naturales.

Cerrando esta reflexión, Ansell et al. (2017) analizan en Gover-
nance in Turbulent Times cómo gestionar turbulencias y adaptarse 
a condiciones políticas y económicas cambiantes. Esta obra ofrece 
enfoques prácticos para enfrentar incertidumbres y fortalecer la 
capacidad de resiliencia en contextos de complejidad global.
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Década de 2020: hacia una gobernanza integrativa, cocreada y 
resiliente

En la década de 2020, la gobernanza evolucionó hacia modelos más 
integradores, cocreados y resilientes. Estas obras exploran estrategias 
para gestionar la complejidad, fomentar la participación inclusiva y 
promover soluciones innovadoras, destacando la colaboración entre 
actores estatales y no estatales frente a desafíos contemporáneos.

En Putting Civil Society in Its Place (2020), Bob Jessop 
replantea el papel de la sociedad civil como un modo híbrido que 
combina redes y cooperación entre actores. Propone la “contin-
gencia necesaria” como reconocimiento de las fallas inevitables en 
la gobernanza debido a la complejidad social, objetivos contradic-
torios, conflictos y sobrecarga institucional; por lo cual destaca la 
importancia de aprender del fracaso y ajustar estrategias a contextos 
específicos. Jessop entiende la metagobernanza como la gestión de 
procesos interactivos bajo la “sombra de la jerarquía”, que mantiene 
el rol persistente del Estado. Y analiza la gobernanza multiespacial, 
operativa en escalas locales y globales, y critica discursos como el 
de “buena gobernanza” por ocultar desigualdades estructurales. 
Concluye con la necesidad de modelos híbridos que promuevan parti-
cipación, innovación social y soluciones democráticas y efectivas.

Siguiendo esta línea, Ansell y Torfing, en Public Governance 
as Co-creation (2021), presentan la cocreación como una estrategia 
para revitalizar la gobernanza pública y afrontar problemas sociales 
complejos. Introducen el concepto de “gobernanza generativa”, que 
no solo responde a desafíos existentes, sino que también crea capaci-
dades e ideas nuevas mediante plataformas y arenas. Las plataformas 
organizan la atención pública y facilitan la interacción estratégica, 
mientras que las arenas son espacios dinámicos donde se desarrollan 
los procesos de cocreación para generar valor público. Los autores 
estudian el proceso de cocrear valor público, y reconocen la impor-
tancia de una interacción continua y adaptativa entre actores, abor-
dando desafíos como la exclusión y las asimetrías de poder. Frente a 
estos desafíos proponen estrategias para garantizar la inclusión y la 
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representación equitativa, fortalecer la sostenibilidad democrática y 
mejorar el impacto positivo de la cocreación.

Por su parte, Bosin (2023), en Governance in the 21st Century, 
diferencia entre administración, centrada en operaciones diarias, 
y gobernanza, que aborda estrategias para “hacer lo correcto” y 
hacerlo correctamente. Su modelo integrador se basa en tres pilares 
clave: variedad requerida, complejidad y reflexividad. La variedad 
asegura recursos adecuados en áreas críticas, la complejidad reco-
noce soluciones emergentes a partir de dinámicas autoorganizadas 
y la reflexividad fomenta la autoconciencia para ajustar enfoques. 
Bosin critica la insuficiencia de las estructuras jerárquicas tradi-
cionales y aboga por una gobernanza adaptativa y colaborativa, que 
integre paradigmas funcionalistas que suponen entornos ordenados, 
con interpretativos, que valoran la construcción social, y críticos, 
que enfatizan las desigualdades estructurales. 

En suma, el estudio de la gobernanza ha transitado por una 
evolución que refleja la creciente complejidad de las dinámicas 
sociales, políticas y económicas. En la década de 1990, la gobernanza 
emergió como un concepto crítico en respuesta a las limitaciones 
del modelo estatal tradicional, marcando un cambio hacia la inte-
racción entre el gobierno y la sociedad. Obras como las de Kooiman 
y Rhodes introdujeron nociones fundamentales, como la cogober-
nanza y la gobernanza en red, reconociendo la necesidad de modelos 
más interactivos e interdependientes para abordar la fragmentación 
y la complejidad.

La década de 2000 amplió estas bases hacia la exploración 
de enfoques deliberativos, metropolitanos e interactivos, destacando 
la importancia de las redes, la pluralidad y la cooperación para 
enfrentar desafíos regionales y globales. La gobernanza interactiva, 
los estudios de acción colectiva institucional y los análisis de polí-
ticas multinivel consolidaron un marco más amplio que conecta lo 
local con lo global, promoviendo un equilibrio entre eficiencia admi-
nistrativa y participación democrática.

En la década de 2010, el foco se trasladó hacia la consolidación 
de teorías avanzadas y herramientas adaptativas. Modelos como la 
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metagobernanza y la gobernanza colaborativa profundizaron en la 
capacidad de gestionar turbulencias e incertidumbres. Los debates 
sobre legitimidad, sostenibilidad y coordinación enfatizaron la inte-
gración de actores públicos, privados y civiles.

Finalmente, en la década de 2020, la gobernanza evolucionó 
hacia enfoques cocreados y resilientes. Se destaca la creación de 
valor público mediante estrategias inclusivas y colaborativas que 
enfrentan dinámicas complejas, reconociendo la centralidad de la 
participación, la reflexividad y la innovación social en sentido amplio 
y diverso. Nuestra selección y recorrido subraya cómo la gobernanza, 
desde sus orígenes hasta hoy, se adapta para responder correcta-
mente a sus propias limitaciones y responder a las demandas de un 
mundo donde las propias formas de la complejidad evolucionan al 
ritmo de las tecnologías.

Condiciones para la emergencia de la gobernanza

Aun cuando a partir de la década de 1990 se observa un denso debate 
teórico en torno al concepto de gobernanza, se mantiene como refe-
rencia clásica la reflexión de Jan Kooiman (1993), quien acuñó la idea 
de formas –interactivas– de gobernar como gobernanza sociopolí-
tica. El concepto se aplica a una nueva realidad, una en la que actores 
públicos y privados, debido a la naturaleza de los problemas, actúan 
en acuerdos co; por tanto, la gobernanza son patrones –colabora-
tivos, cocreativos, cooperativos– que emergen de la interacción entre 
actores sociales, políticos y administrativos. Se trata de problemas 
complejos, dinámicos y diversificados que vuelven caduca o inefec-
tiva la actuación de un centro jerárquico como lo es el gobierno 
político de las sociedades, por lo que ahora se hablará de interdepen-
dencia. Así es como el enfoque adquiere la cualidad de sociopolítico, 
y se hablará de formas sociopolíticas de gobernar, o gobernanza 
sociopolítica (interactiva).

Los problemas que conducen a pensar en clave de gobernanza 
suelen ser llamados problemas retorcidos o wicked problems (Rittel 
y Webber, 1973), en alusión a que son problemas cuya resolución 
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resiste por la vía de la planificación o las vías de gobierno tradicional. 
Con el objetivo de asignar un referente más concreto a este tipo de 
problemas, les llamaremos problemas multiplex (Graham y Healey, 
1999) para denotar problemas en contextos complejos, dinámicos y 
diversificados. Por su carácter complejo, no pueden ser comprendidos 
mediante análisis uni o mono: dimensional, territorial, sectorial, 
actoral, institucional, etc. La diversidad sugiere que cada problema 
tiene especificidades espacio-temporales que determinan su lógica y 
comportamiento. El aspecto dinámico de estos problemas implica que 
se resisten a ser capturados como fotogramas de una secuencia debido 
a su carácter contingente.

Se puede decir, entonces, que la gobernanza emerge como 
respuesta a nuevas condiciones socioeconómicas, sociotécnicas y 
socioculturales. En esta lógica, Kooiman identificó que las condi-
ciones que favorecen la gobernanza sociopolítica son fallas persis-
tentes de las estructuras existentes y tradicionales, patrones de 
mediación de intereses en transición, cuestiones de compartida 
preocupación público-privada y convergencia de objetivos e inte-
reses (1993, p. 251). Se suman a las anteriores otras condiciones de 
carácter cultural, como la confianza mutua, la disposición a la cola-
boración, las orientaciones positivas hacia la participación política y 
el apoyo social.

La que Kooiman pone de relieve es la descripción de condi-
ciones frente a las que se reclaman nuevas respuestas. Si las estruc-
turas jerárquicas son persistentemente inefectivas, la realidad 
reclama nuevas formas de actuación; no obstante, la capacidad de 
respuesta será condicionada por las bases materiales y culturales 
desde donde se actúa.

Es significativo que, en la búsqueda de casos de gobernanza 
interactiva, Torfing et al. (2012, p. 25) identifican condiciones favo-
rables para la colaboración público-privada en Europa Occidental, 
derivadas del Estado de derecho, reglas institucionales estables, 
alto nivel de confianza mutua y una combinación única de Estados y 
sociedades civiles fuertes. A esto se suma que: 
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a)	 Las redes interactivas han facilitado la participación empode-
rada y la innovación en políticas. 

b)	Han facilitado el intercambio de recursos y creado sinergias. 
c)	 La creación de cuasimercados ha ayudado a reducir el gasto 

público y aumentar la flexibilidad en la prestación de servicios.
d)	Las formas interactivas de gobernanza han sido intensamente 

estudiadas, con una segunda generación de estudios centrada 
en la evaluación del desempeño y la mejora de la gobernanza a 
través de la metagobernanza.

En contraste, explican que en Sudamérica existen barreras por el 
corporativismo, el clientelismo y los sistemas informales de auto-
ridad, aun cuando existen iniciativas destacadas que promueven 
una nueva ciudadanía participativa. El relato deja al descubierto la 
tensión existente entre instituciones democráticas en formación y la 
persistencia de prácticas y estructuras antidemocráticas.

El caso latinoamericano

En América Latina, el predominio del mercado o del Estado se ha 
intercalado durante las recientes cinco décadas, con efectos particu-
lares acordes al contexto sociopolítico. La región ha experimentado 
una transformación articulada de doble dimensión: democratiza-
ción del régimen político y cambios en el modelo socioeconómico. 
El cambio de un régimen autoritario a uno democrático vivido a 
partir de la década de 1980 transformó las relaciones entre Estado 
y sociedad. Se crearon a la par las bases para el desarrollo de un 
sistema electoral competitivo, y de forma menos robusta, para la 
emergencia de nuevos esquemas de democracia participativa. El 
conjunto de transformaciones ocurrió mientras permanecieron 
latentes estructuras del antiguo corporativismo y clientelismo, 
fuentes inexorables de corrupción. 

En el plano económico, la región pasó de un modelo de desa-
rrollo centrado en el Estado a uno dominado por el mercado. De 
acuerdo con Zurbriggen (2014), las “reformas de primera generación” 
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se enfocaron en la desregulación y la reducción del gasto público, 
mientras que las “reformas de segunda generación” buscaron forta-
lecer las capacidades estatales y generar instituciones eficientes, 
manteniendo el enfoque neoliberal. Estas reformas redujeron la inter-
vención estatal y abrieron oportunidades para operadores privados, 
pero fallaron en materia de rendición de cuentas y desarrollo equi-
librado con equidad. En el nuevo milenio, emergió un “retorno del 
Estado” asociado al neoestructuralismo y la Nueva Izquierda, con 
un discurso enfocado en el bienestar y la ciudadanía (pp. 307-309). 
El largo proceso, observado como un conjunto, ha revelado el inade-
cuado abordaje del aspecto político vinculado a las fragilidades del 
marco institucional, lo cual limita el proceso de transformación y la 
generación de reformas coherentes y a largo plazo. 

Un sistema democrático es coexistente con un Estado de 
derecho que es garante de la división de poderes y el principio de lega-
lidad, la independencia judicial y el respeto a los derechos humanos. 
Esto significa control vertical del poder mediante elecciones compe-
titivas, y control horizontal a través de contrapesos y separación de 
poderes. El reto en América Latina ha sido el establecimiento de un 
funcionamiento efectivo del sistema y su correlato en los procesos 
sociopolíticos o el institucionalismo informal (Navarrete, 2016) que 
es el ámbito de las prácticas políticas y el complejo entramado rela-
cional entre actores gubernamentales, privados y sociales.

Esto significa que una ingeniería constitucional coherente con 
los principios de la democracia, y estructurante de una administra-
ción pública racional con arreglo a fines, no es garantía de prácticas 
sociopolíticas democráticas. A partir del siglo xix, los Estados lati-
noamericanos organizaron la competencia electoral en torno a entra-
mados de mediación y pretensión de representación de intereses con 
persistente orientación particularista, corporativa y oligárquica, al 
tiempo de marginar las opciones de acción colectiva o ciudadana a 
relaciones clientelares. La asimetría entre las cúpulas políticas y 
las bases sociales se retroalimenta con reciprocidades explicadas 
principalmente gracias a grandes proporciones de población 
marginada del desarrollo económico y el bienestar, para quienes 
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el acceso a oportunidades de mejora es condicionado por una red 
relacional a la sombra del formalismo institucional.

Aunque los objetivos colectivos de las sociedades latinoa-
mericanas están plasmados en sus constituciones políticas, resulta 
evidente la inefectividad de sus Estados y el reciente clamor por 
un mayor involucramiento sustantivo de la diversidad de actores 
sociales, directa o indirectamente implicados. A un nivel menos 
macro, las instituciones de la democracia representativa elaboran y 
reelaboran legítimamente estos “objetivos colectivos” (Torfing et al., 
2012, p. 77), lo que puede derivar en fallas dentro del proceso demo-
crático. Tales fallas pueden conducir a regresiones, manifestadas en 
experiencias fallidas o incluso autoritarias, marcadas por el vaivén 
entre la jerarquía estatal y las dinámicas de mercado. Si bien las 
desviaciones de los objetivos pueden responder a causas legítimas, 
también es probable que deriven en corrupción (2012, p. 78) y en el 
fortalecimiento de procesos clientelares.

¿De qué hablamos cuando entrelazamos acción pública y acción 
colectiva?

La idea estructurante de esta sección es la interrelación entre acción 
pública y acción colectiva como un eje clave para comprender la gober-
nanza metropolitana, poniendo de relieve la necesidad de superar el 
sesgo gubernamentalista, planificador o institucional formal, para 
integrar las interacciones multiactorales que caracterizan la acción 
pública en contextos multiplex.

En el campo de las políticas públicas existe una interesante 
discusión en relación con el carácter público de las políticas (Aguilar, 
2000 [1992]; Cabrero, 2007; Canto, 2000). El asunto nace desde los 
orígenes de la materia y se expresa en la crítica realizada por Thoenig 
(1997), quien observa un riesgo inherente a la cuestión de tender al 
estadocentralismo, donde las autoridades políticas y administrativas 
ocupan una posición de predominio en el tratamiento de problemas 
públicos, por lo cual el estudioso de la política debe busca comprender 
cómo el Estado y sus instituciones abordan los problemas colectivos 
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y estructuran las arenas de poder e influencia mediante las deci-
siones adoptadas. Dicho enfoque se centra en las policies (políticas 
públicas) y su relación con las politics (política), donde se evalúan la 
eficacia y legitimidad de la acción pública, la manera en que las polí-
ticas públicas responden a los problemas sociales y cómo refuerzan 
o minan la legitimidad de las instituciones políticas. El corolario del 
asunto queda ejemplificado con los llamados al regreso del Estado al 
primer plano, o el planteamiento naif del nuevo institucionalismo de 
que las instituciones importan. 

En contraste con dicha trayectoria de las políticas públicas, 
Thoenig plantea que la “acción pública” pone el acento “sobre la sociedad 
en general, no solo sobre la esfera institucional del Estado” (1997, p. 28). 
El enfoque trasciende la desmedida atención en la actividad guberna-
mental y resalta la relevancia de lo político o la naturaleza de lo que 
constituye la esfera pública. Este giro permite la reintroducción de una 
teoría de lo político y replantea la idea de autoridad gubernamental 
como administración de un conjunto institucional fijo o la gestión de 
influencias por terceros (acción de gubernamentalidad), para incor-
porar la idea de una autoridad que crea configuraciones de creencias, 
intereses y conductas que permiten la coordinación y dirección.

Planteado el problema como asunto de grados (dónde se 
coloca el acento), el tema queda irresuelto y la discusión se mantiene 
y permea entre disciplinas y búsqueda de explicaciones de aplica-
ción general a la cuestión de cómo gobernar sociedades produciendo 
valor público. Para Bob Jessop, por ejemplo, el Estado es el sitio clave 
donde cristalizan las relaciones de poder y cuyo núcleo son insti-
tuciones y organizaciones que definen y hacen cumplir decisiones 
vinculantes en nombre del interés general (Jessop, 2008). Esta defi-
nición “preliminar” del Estado descansa sobre una serie de supuestos 
que incorporan las contradicciones y dilemas que configuran el 
discurso político, donde uno de ellos es clave para nuestro interés: 
independientemente de la retórica sobre el interés común, cualquier 
intento de definirlos es selectivo-estratégico, y refleja la articula-
ción y agregación desigual de intereses, opiniones y valores, por lo 
cual el resultado será siempre asimétrico ya que margina unos inte-
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reses y privilegio otros (Jessop, 1990, pp. 341-342). En la noción de 
la selectividad estratégica descansa el carácter relacional del Estado, 
lo cual significa que: 1) el poder estatal se resuelve como conjunto de 
centros de poder que crean oportunidades desiguales dentro y fuera 
del Estado; 2) los poderes son activados por conjuntos cambiantes de 
políticos y funcionarios, y 3) se entiende como una relación social. 
En resumen, el poder del Estado resulta de un equilibrio de fuerzas 
dentro de a) el Estado y b) el sistema político y relaciones sociales en 
las que el Estado está incrustado (Jessop, 2020, p. 60). 

Recurriendo a Jessop, es claro que la acción pública queda atra-
vesada por una compleja red estratégico relacional y espacio-temporal 
donde los objetivos colectivos se disputan con resultados cambiantes. 
El enfoque resulta iluminador para comprender el proceso sociopo-
lítico en una escala macro y para incorporar al análisis un enfoque 
sobre los problemas complejos que incluye una orientación metodoló-
gica, ontológica y epistémica cimentada en la noción de la “necesidad 
contingente”, aparente contradicción de que los acontecimientos del 
mundo real deben suceder, pero lo hacen como productos necesarios 
de interacciones contingentes (Jessop, 2020, pp. 37-38). Se concluye 
entonces que la gobernanza es un proceso que ordena la acción pública 
reduciendo complejidad, desarrollando capacidad de aprendizaje 
social, construyendo métodos para coordinar acciones y desarrollando 
un sistema de metagobernanza que establezca los límites, o la visión 
común, para la acción individual.

Crear métodos de coordinación de acciones y establecer un 
sistema de gobernanza nos recuerda que la política implica rela-
ciones de fuerza, como alertó en su momento Maquiavelo: “En todas 
las ciudades existen estos dos tipos de humores; que nacen del hecho 
de que el pueblo no quiere ser gobernado ni oprimido por los grandes, 
y en cambio los grandes desean dominar y oprimir al pueblo” (en 
Lefort, 2010 [1973], p. 515). Esto supone una desconfianza de origen 
hacia la clase política, la cual debe ser gestionada mediante el esta-
blecimiento de instituciones de vigilancia sobre los posibles excesos 
o abuso de poder.
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Tras estas ideas se expresa el conocimiento de que el gober-
nante instalado procurará permanecer en el poder por todos los 
medios a su alcance, con lo cual los asuntos públicos están some-
tidos a la tensión entre oligarquías que disputan-conservan el poder 
y la efectiva atención a la cosa pública. De lo anterior se sigue lo 
que nos ilustra Maquiavelo: “Todas las leyes que se hacen en favor 
de la libertad nacen de la desunión del pueblo y de los grandes”; y 
Claude Lefort remata: “La concordia es un señuelo bajo cuyo manto 
la opresión busca desarmar las reivindicaciones que la constriñen a 
nombrarse y que la ponen en peligro” (2010 [1973], p. 518). Significa 
entonces que la ampliación del bienestar social se sujeta a procesos 
instituyentes que pasan por el conflicto y la creación de orden. En 
este contexto, la función de gobernanza consistiría en desalentar 
los mecanismos destructores del conflicto y estimular procesos 
concordia. En el primer caso, entra en juego la capacidad del sistema 
de gobernanza para procesar las inconformidades y reclamos sociales 
que se suelen expresar en la acción colectiva.

Esto nos remite de nuevo al rol del Estado en la producción 
de valor público. Colebatch (2014) plantea que el gobierno no ha sido 
exclusivo del Gobierno desde antes de que se acuñara el concepto 
de gobernanza como constructo analítico. La afirmación incurre 
en el mismo error que, en su momento, cometió el policy analysis: 
reducir el carácter público de las políticas al rol del Gobierno como 
actor central. Conforme al análisis que hemos realizado hasta aquí, 
lo que la gobernanza coloca en el centro del debate es que los actores 
no gubernamentales importan y condicionan la efectividad guberna-
mental, lo cual implica que el proceso político deja de ser predomi-
nantemente vertical.

En la narrativa de Colebatch subyace algo que no explora el 
autor, el germen de la gobernanza se gestó a la par que evolucionaba 
el estudio de las políticas públicas, en dicho proceso, sin embargo, no 
terminó de tomar forma una noción que condensara de forma más 
coherente el gobierno por el gobierno con la realidad del gobierno con 
la sociedad. En efecto, las políticas públicas centraron su atención en la 
dualidad políticos-funcionarios, y a partir de ello incorporaban compo-
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nentes contextuales como la incidencia de grupos de interés; pero al 
final, gobernanza significa zanjar el escollo de la dualidad e incorporar 
la riqueza de interacciones de mucho mayor densidad, diversidad y 
dinamismo, que no niegan la existencia de dichos fenómenos en el 
pasado, pero representa la carencia de categorías analíticas que incor-
poraran esta realidad como central. De esta manera se crea, además, 
la oportunidad de tender puentes entre la acción pública y la colectiva, 
en la comprensión de que el conflicto es parte del proceso.

La gobernanza entendida como un espacio de interacción entre 
la acción pública y la acción colectiva, se configura en el contexto 
del giro de un enfoque estatalista hacia un modelo multiactoral que 
reconoce la centralidad de las relaciones sociales, los conflictos y las 
dinámicas de cocreación. En síntesis, la gobernanza implica tanto la 
gestión de la complejidad como la incorporación de prácticas inclu-
sivas y adaptativas que antes permanecían como epifenómenos. Al 
resaltar la multiactoralidad y el rol del capital social, este marco analí-
tico nos ofrece una comprensión más rica y robusta de los procesos 
que estructuran el valor público y el orden sociopolítico en contextos 
metropolitanos, estableciendo las bases para futuras exploraciones 
metodológicas y aplicadas.

Esbozo de nuevas propuestas para una gobernanza óntica

La noción de necesidad contingente facilita tener claro y actual el 
conocimiento de que los fallos del Estado, del gobierno o de la acción 
pública son resultado necesario de interacciones contingentes, esto 
es, las interacciones pueden ser o podrían haber sido diferentes de 
como ocurrieron, o incluso no existir (Hui, 2022). La idea se puede 
plantear a la inversa, como imposibilidad del éxito completo:

Si bien el éxito completo y permanente en un mundo complejo es 
improbable, se puede optar por cómo fracasar. Por tanto, es esen-
cial elegir sabiamente. En este contexto, la mejor oportunidad para 
reducir la probabilidad de fracaso parece residir en la inteligencia 
colectiva de las partes interesadas y otros socios relevantes a través 
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de formas de democracia participativa […] de formas de gobernanza 
participativa que apunten a equilibrar la eficiencia, la eficacia y la 
rendición de cuentas democrática (Jessop, 2012, p. 82).

En el planteamiento de Jessop subyace la noción de que existen 
formas o modos de acción pública (él habla de modos de gobernanza), 
con modos variables de inclusión de la diversidad de actores clave. 
En modo jerárquico y democrático, la inclusión se da por medio de 
mecanismos de representación de intereses sociales; en modo de 
mercado, sería mediante la libertad de acción de los particulares, lo 
que supone que la inclusión ocurre a la manera como actúa la mano 
invisible; y existen modos heterárquicos (Jessop, 2020) que resisten 
a los anteriores y prometen mayor capacidad frente a patrones de 
interdependencia multiplex.

Planteo en plural el modo heterárquico dado que podemos 
encontrar enfoques que conservan el énfasis en el primado del 
gobierno, mientras que otros elevan el primado para colocarlo en el 
espacio del Estado, sobre el cual incluso descansarían las capacidades 
o el espacio de la metagobernanza. Ambos enfoques convergen en que 
el actor sociedad política es el que posee los recursos para gestionar 
la metagobernaza, o gobernanza de la gobernanza. Otros enfoques, 
sin embargo, insisten en la importancia de reintegrar la primacía a la 
sociedad civil. A escala macro, el constructo epistémico sobre el Estado 
permite la convergencia de los enfoques; las diferencias comienzan 
cuando se baja hacia escalas meso, donde existe la exigencia de reduc-
ción de complejidad ya que esta es en esencia selectiva; si los procesos 
sociopolíticos de reducción de complejidad son ampliamente inclu-
sivos, se puede esperar que la pluralidad de participantes deposite 
mayores capacidades y recursos en la sociedad civil. 

Los enfoques que naturalizan el predominio de recursos en 
el gobierno, aun cuando elaboran un modo de gobernanza cola-
borativo y en cierto sentido heterárquico, en el fondo plantean un 
modo blando de jerarquía y cargan el peso de los instrumentos de la 
gobernanza en el nivel de la administración pública. Es por esto que 
además suelen mezclar o confundir las estrategias de actuación de 



29

Estudio introductorio

heterárquicas con las jerárquicas; o dicho de otro modo, sus diseños 
de gobernanza colaborativa quedan condicionados por mecanismos 
de gestión y administración pública cuando no determinados.

El involucramiento de la sociedad se relaciona con la emer-
gencia de la gobernanza. Significa que hay una correlación entre 
el grado de gobernanza y el grado de implicación de la sociedad. 
Se dice implicación porque esta puede ocurrir de forma proactiva 
desde la sociedad, lo cual implicaría capital social, o puede ocurrir 
por promoción e inclusividad desde los ámbitos gubernamentales. 
Esta idea también se puede plantear como proceso de vigorización de 
la acción pública mediante la creación de espacios y arenas de rela-
ciones entre múltiples actores.

Se trata entonces de una especie de checks and balances que 
ocurre entre entidades gubernamentales y sectores de la sociedad. 
Por tanto, no es un equilibrio de poderes propiamente, sino un equi-
librio de actores o sociedades: por una parte, la sociedad gobernante, 
y por la otra, la sociedad civil. 

En esta tesitura, propongo entender la gobernanza como 
la realización dinámica de equilibrios entre estabilidad y cambio 
en el sistema sociopolítico mediante el ordenamiento de la acción 
pública, resultado de la concurrencia en arenas públicas de actores 
gubernamentales y de la sociedad dotados de acervos de recursos y 
capacidades diferenciados que se traducen en relaciones en interde-
pendencia de coordinación, cocreación y colaboración.

El orden dinámico que se genera significa que el cambio y el 
conflicto se procesan mediante estrategias, instrumentos y mecanismos 
inclusivo-relacionales que atraviesan la administración y la gestión 
públicas en tanto estructuras que incorporan prácticas y procesos 
sociopolíticos. La Figura 1 busca sintetizar estas ideas:
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Figura 1. Actores, Estructuras, Procesos

Elaboración propia. 

Lo óntico de la gobernanza se refiere a su materialización como prác-
tica en la interacción de actores, estructuras y procesos sociopolíticos. 
Desde esta perspectiva:

1.	 Dimensión relacional: La gobernanza óntica se construye en las 
relaciones entre actores gubernamentales y de la sociedad civil, 
cuyo grado de implicación determina la eficacia de los procesos 
de coordinación y cocreación.

2.	Dinámica inclusiva: Requiere mecanismos que reduzcan la 
complejidad y promuevan la participación amplia y diversa, 
garantizando la representación de múltiples intereses en la 
toma de decisiones.

3.	Espacios y estructuras: Se fundamenta en la creación de arenas 
públicas y sistemas de metagobernanza que organicen la acción 
pública y aseguren su sostenibilidad.

4.	Experimentación y aprendizaje: La gobernanza óntica avanza 
mediante procesos iterativos de experimentación y prototi-

Acción Pública

Esta- 
bilidad

Cambio

In
estabilidad

Orden
Gobierno

Sociedad 

Sistema
Sociopolítico

Estado

RégimenAdmon. 
Pública

Gestión 
Pública

Gobernanza

Acción 
Colectiva

Actores Estructuras Procesos

Desorden

Politics Polity Policy

Antisistema

Cambio



31

Estudio introductorio

pado, que permiten ajustar y mejorar las prácticas conforme se 
multiplican y consolidan en estructuras más amplias.

Entendida así, la gobernanza se configura como marco analítico y 
de actuación estratégica. El marco de la gobernanza plantea la nece-
sidad de entender que su desempeño descansa sobre un tejido cohe-
sionado entre actores, procesos y estructuras. A falta de estructuras 
democráticas consolidadas, las condiciones serán a contracorriente 
para la realización de prácticas y procesos de coordinación y cocrea-
ción, pero es posible su realización mediante experimentación, proto-
tipado y proyectos bien delimitados. Se esperaría, en el horizonte de 
efectuación de prácticas acotadas de gobernanza y su multiplicación, 
que terminara por impactar las estructuras generales.

Robustecer las instituciones y el proceso del gobierno 
como eslabón de la larga cadena de la gobernanza

La discusión sobre los modos de la gobernanza, entendidos grosso 
modo como tipos de relación entre actores gubernamentales y no guber-
namentales, se ha centrado en encontrar una respuesta correcta a los 
fallos de las modalidades jerárquica y de mercado. Esto ha llevado al 
debate sobre los modos no jerárquicos, como la gobernanza colaborativa o 
la gobernanza en red, como solución a dichos fallos.

Howlett y Ramesh (2014) sintetizan adecuadamente esta 
discusión. Plantean que, en los años ochenta y noventa, las técnicas de 
gobernanza basadas en el mercado eran preferidas sobre la jerarquía 
gubernamental. Sin embargo, esto dio un giro hacia la gobernanza en 
red, bajo el argumento de que los acuerdos tradicionales son inadecuados 
para los problemas contemporáneos debido a su dimensión intersecto-
rial o multiactor. Critican la afirmación de que la gobernanza en red 
combina lo mejor de las alternativas gubernamentales y de mercado, 
reuniendo a actores públicos y privados de manera constructiva y 
eficiente. La cuestión, dicen, carece de pruebas empíricas sólidas y tanto 
la lógica como las evidencias sugieren que las redes también presentan 
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fallos. Por tanto, proponen un modelo para comprender los fallos de los 
distintos modos de gobernanza y diseñar respuestas adecuadas.

La propuesta de entender los tipos de fallos bosqueja la exis-
tencia de problemas que pueden resolverse de mejor forma por uno u 
otro de los “modos de gobernanza”. Asuntos que requieren coerción 
alta se cruzan con incentivos bajos o altos, y de este cruce surgen dos 
cuadrantes sobre tipos de problemas y formas de solución (Howlett y 
Ramesh, 2014, p. 323).

En la sección anterior presentamos un modelo que no es exclu-
yente entre formas de acción pública –preferimos llamar acción pública a 
los tipos de relación Estado-sociedad para reservar gobernanza al modo 
interactivo y relacional de coordinación conforme a lo arriba descrito–. 
Nuestra propuesta destaca la necesidad de pensar en problemas 
multiplex y que para hacer frente a esos problemas el constructo de 
la gobernanza, si bien no está libre de fallas como es propio de la nece-
sidad contingente, sí es superior a la supremacía del mercado o de la 
jerarquía gracias a que se constituye de forma híbrida para incorporar 
las capacidades coercitivas del Estado, las emprendedoras del mercado 
y las innovadoras de las formas heterárquicas.

En diversos estudios de aparición reciente, Ansell y colabora-
dores han desarrollado un enfoque de gobernanza que intenta dar 
respuesta a problemas que ocurren en contextos turbulentos. La idea 
sostiene que la gobernanza es desafiada por turbulencias o situaciones en 
las que interactúan diversas condiciones, las cuales crean cambios alta-
mente variables, incoherentes e inesperados (Ansell et al., 2017). 
Eventos como recesiones económicas, guerras, conflictos sociales o, 
más recientemente, pandemias globales crean agitación e incluso 
caos. Frente a estas realidades, los autores proponen un enfoque 
de robustez de las instituciones y procesos de gobierno, con lo cual 
asignan el concepto de gobernanza al ámbito de la administración 
pública, y desarrollan conocimiento organizacional a partir de tipos 
de dilemas que enfrentan y estrategias para afrontarlos.

Ansell, Sørensen y Torfing (2023) enfocan su atención en las 
formas de gestionar la relación entre estabilidad y cambio, y proponen 
que la robustez es la propiedad clave para lograrlo, ya que conserva 
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funciones mediante la innovación constante, lo cual permite una 
adaptación continua frente a la turbulencia. Así, la gobernanza 
robusta aprovecha las oportunidades que la turbulencia y las crisis 
ofrecen para avanzar en ambiciones, funciones y valores básicos de 
maneras nuevas y mejores. A diferencia de la gobernanza de redes, 
la gobernanza robusta se centra menos en la inclusión y la colabo-
ración, destacando la necesidad de soluciones adaptativas e innova-
doras para problemas cambiantes y dinámicos.

Aunque se propone la figura del liderazgo construida con tres 
fuentes de legitimidad (participación de actores relevantes, respeto a 
procedimientos formales e informales, y resultados prácticos y visi-
bles), el enfoque reclama una clara distinción entre administración 
pública y gobernanza. El giro de nuestro modelo radica en que la idea 
de la robustez se plantea como mecanismos de gestión y administra-
ción en la acción pública.

En resumen, es altamente relevante todo planteamiento de 
robustecimiento de los diferentes eslabones para lograr una gober-
nanza robusta, pero sería un error hacerlo olvidando el entramado del 
sistema sociopolítico. En el modelo de gobernanza desarrollado aquí, 
la acción colectiva, que podría considerarse un generador de turbu-
lencia, es uno de los factores relevantes para una gobernanza efectiva.

Enmarcando los apartados y capítulos de la obra

Hasta aquí hemos realizado la revisión al desarrollo conceptual exis-
tente sobre gobernanza y ofrecimos nuestra propuesta con el interés 
puesto en contribuir al establecimiento de bases metodológicas, 
ontológicas y epistémicas para la creación de conocimiento acumula-
tivo por la vía de los estudios comparativos. Es importante destacar 
que el análisis y selección de las referencias se realizó pensando en 
contribuir a la lectura crítica de la obra que tiene en sus manos. 

La obra se organiza en dos tomos. El primer tomo agrupa estu-
dios que observan la acción colectiva en ámbitos metropolitanos y 
tratan de comprender las formas de su inserción en esquemas de 
gobernanza en contextos, unas veces de inclusividad y otras de relega-
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miento por parte de las autoridades gubernamentales. El presente tomo, 
segundo, se divide en dos secciones; la primera agrupa trabajos que 
reflexionan sobre el problema de la conceptualización institucional 
de la cuestión metropolitana y de la medición de participación como 
factor de la gobernanza en estas entidades. La segunda sección presenta 
estudios que colocan al territorio como eje central de reflexión sobre las 
posibilidades de gobernanza en condiciones adversas, de barreras institu-
cionales o hibridación rural-urbana.

La obra abre con el capítulo que recupera un concepto 
acuñado por expresiones críticas marxistas: la política prefigurativa, 
o movimientos sociales prefigurativos, que como esencia pugna por 
la organización horizontal y participativa basada en redes. El estudio 
de Carlos Navarrete y Roberto Govela presenta un caso de acción 
colectiva surgido en la Zona Metropolitana de Guadalajara (zmg). El 
capítulo analiza el caso a partir de la categoría de movimiento social 
urbano prefigurativo (msup), atendiendo a las afectaciones padecidas 
por ciudadanos de la colonia Providencia Norte, derivadas de nuevas 
realidades urbanas. El concepto de la prefiguración sale del ámbito 
gubernamental y centra la atención en la lógica y mecanismos de la 
organización social informal con capacidad de innovación, experi-
mentación y preparación de actores colectivos. 

El enfoque de la prefiguración permite un foco de atención 
original y novedoso en formas de movilización social que reaccionan 
frente a las fallas del Estado y movilizan recursos novedosos para 
lograr transformaciones de abajo arriba. El estudio aborda un caso 
peculiar en la metrópoli de Guadalajara debido a que se trata de un 
movimiento de clases sociales de estratos económicos altos, cansados 
del deterioro de la calidad de los servicios urbanos, lo que servirá a 
los autores para contrastar el caso con movimientos de base en otras 
latitudes. La contribución central del capítulo es que el caso estu-
diado ejemplifica la política prefigurativa, que crea nuevas formas de 
organización social y participación ciudadana basadas en los valores 
y objetivos de la comunidad. 

En el capítulo segundo, Mario Ramírez explora la complejidad 
y las dinámicas en la planificación y ejecución de grandes proyectos 
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urbanos en Ciudad de México, y destaca que las coaliciones promo-
toras estructuran estrategias de renovación urbana en la ciudad 
central, en tanto que los gobiernos locales o las alcaldías median 
entre grupos inmobiliarios y agencias gubernamentales. Los casos 
de los proyectos Mitikah y Nuevo Polanco en Ciudad de México ilus-
tran cómo empresas constructoras e inmobiliarias influyen en polí-
ticas y definición de normas urbanas mediante funcionarios públicos, 
los cuales favorecen de forma discrecional a las coaliciones promo-
toras, con el resultado de que se priorizan criterios financieros para 
asegurar altas tasas de ganancia y los propósitos de revitalizar áreas 
degradadas son aprovechados instrumentalmente para fines particu-
laristas. Entre los hallazgos del estudio se encuentra que algunos traba-
jadores alternan entre empleos en empresas y en el servicio público, 
con lo cual quebrantan normativas; existe transgresión de programas 
urbanos para facilitar construcciones; planes desactualizados favo-
recen la judicialización de proyectos; la participación ciudadana es 
simulada y controlada con frecuencia; la falta de transparencia genera 
conflictividad urbana.

Estos hallazgos proporcionan una visión detallada de la comple-
jidad y las dinámicas en los grandes proyectos urbanos en Ciudad de 
México, pero de manera especial se configuran las arenas y procesos 
adversos para la creación y promoción de instrumentos de gober-
nanza en grandes proyectos urbanos propios de las áreas metropolitanas. 
El estudio abre incógnitas sobre las posibilidades de la gobernanza en 
contextos donde la corrupción permea en las redes público-privadas, 
y los recursos y capacidades de movimientos sociales son insufi-
cientes para contener o contrarrestar dichos procesos.

En su investigación, Oliver Hernández y Esmeralda Pliego 
analizan las formas contemporáneas de despliegue del capital en la 
Zona Metropolitana del Valle de Toluca, las afectaciones en el terri-
torio y los discursos críticos de subjetividades políticas desde el ecofe-
minismo. Se enfoca en cómo las luchas contemporáneas visibilizan 
las “externalidades” del desarrollo neoliberal, de manera particular 
en actividades extractivas, industriales y de hiperurbanización, que 
son respaldadas acríticamente por la narrativa oficial. Las problemá-
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ticas ambientales e hídricas, como la reducción de disponibilidad de 
agua y la contaminación, evidencian la contradicción entre el desa-
rrollo capitalista y la naturaleza.

La investigación tiene un enfoque interdisciplinario que 
abarca la ciencia política y los estudios urbanos, y emplea el ecofemi-
nismo como marco teórico para cuestionar la relación entre patriar-
cado y explotación de la naturaleza. Destaca la interconexión entre 
problemas ambientales, sociales y de género, reconociendo cómo las 
decisiones de desarrollo territorial afectan la vida de las personas y 
el entorno.

La amplitud de la asignatura revela la importancia de estudios 
basados en datos empíricos y estudios de caso locales, y la comple-
jidad del tema pone de relieve la necesidad de enfoques de gobernanza 
con orientación a comprender los problemas multiplex para tejer 
narrativas críticas fundadas en perspectivas éticas y normativas con 
métodos y ontologías para el estudio de sistemas sociopolíticos vincu-
lados a lo político inherente a lo ecológico. Este capítulo contribuye 
al entendimiento de las dinámicas de desarrollo territorial bajo la 
lógica capitalista y patriarcal, y abre incógnitas para futuros estudios 
sobre cómo aplicar propuestas de desarrollo que prioricen la vida y el 
cuidado sobre la acumulación de capital, y cómo integrar perspectivas 
interseccionales que aborden la opresión en múltiples dimensiones.

El capítulo cuatro, firmado por Alejandro May, analiza empí-
ricamente la participación de jóvenes y mujeres en los comités de Parti-
cipación Ciudadana de los Sistemas Estatales Anticorrupción en México. 
Explora cómo estos grupos enfrentan exclusiones institucionales y 
desigualdades de representación. Se confirma que los lineamientos jurí-
dicos de conformación de los comités prácticamente imposibilitan la 
participación juvenil. Además, hay una menor representación de mujeres 
en puestos de presidencia, lo cual muestra la necesidad de replantear 
cómo se conforman estas plataformas de participación ciudadana en 
aspectos legales y procedimentales. Se alienta también a futuros estu-
dios para analizar la representación de otros grupos sociales definidos 
por etnicidad, situación socioeconómica, discapacidades, orientación 
sexual, etc. En resumen, el texto evidencia exclusiones institucio-
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nales que obstaculizan la participación política igualitaria de ciertos 
grupos sociales históricamente marginalizados.

El Tomo II, en sus manos, conjuga tres estudios en su primera 
sección, los cuales, desde diferentes enfoques, exploran las diná-
micas metropolitanas en contextos diversos. La razón de reunir estos 
trabajos radica en su contribución conjunta a la comprensión de los 
retos y características de la gobernanza en áreas metropolitanas, 
subrayando las diferencias y similitudes en la delimitación territo-
rial, la participación ciudadana y la respuesta a crisis emergentes.

Abril Varela examina las formas en que se entiende y delimita 
lo metropolitano en México. Analiza cómo cuatro metrópolis del país 
han utilizado diversas categorías para definir su estatus formal y 
alcance espacial, donde destacan dos tendencias principales: la deli-
mitación top-down por el Gobierno federal y los procesos locales de 
reconocimiento mediante declaratorias, convenios o leyes. El trabajo 
problematiza la delimitación e identificación de las formas territo-
riales metropolitanas en México, destacando la falta de una defini-
ción única y universal de lo metropolitano. Según diferentes fuentes, 
como el Estado Global de las Metrópolis 2020 de la Onu-Hábitat, la 
ocde y el grupo interinstitucional Sedatu-Conapo-Inegi, hay discre-
pancias significativas en el número de áreas metropolitanas en el 
país, que varían de 54 a 92.

Varela examina cómo cada entidad utiliza metodologías y 
categorías propias para definir lo metropolitano, influenciando la 
caracterización de la “realidad metropolitana”. Considera que el 
documento Metrópolis de México 2020 refleja una reflexión exhaus-
tiva sobre esta realidad, al incorporar ajustes metodológicos en un 
intento de capturar la complejidad del fenómeno metropolitano. 
Critica la perspectiva empirista que define lo metropolitano mediante 
variables estadísticamente medibles, como el entorno construido y 
las relaciones funcionales, por sus limitaciones epistemológicas y la 
carencia de datos pertinentes. Además, cuestiona el uso de límites 
político-administrativos locales en algunas metodologías, y subraya 
la complejidad de comprender el espacio desde una lógica zonal.
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Narra cómo el proceso de metropolización en México comenzó 
en los años cuarenta, pero la falta de información sistematizada 
impidió su caracterización adecuada. Un hito significativo fue el 
documento  Delimitación de las zonas metropolitanas 2000  en 
2004, que estableció una definición común y operativa, estandari-
zando el conocimiento de lo metropolitano alrededor de las zonas 
metropolitanas definidas por el Gobierno federal. Este análisis invita 
a reflexionar sobre las construcciones sociopolíticas de las unidades 
espaciales utilizadas para referirse a lo metropolitano y su impacto 
en la planificación y gobernanza urbana.

La inquietud que guía el estudio de Socorro Flores y Fran-
cisco Rosas se centra en evaluar la gobernanza territorial en las 
Regiones VII Lerma y XVII Toluca del Estado de México, utilizando 
indicadores que abarcan aspectos como dependencia federal, trans-
parencia, autonomía financiera, participación ciudadana, instru-
mentos en materia de territorio y sistemas de gestión catastral. El 
objetivo es entender la evolución de estos indicadores y proponer 
acciones para fortalecer la gobernanza territorial en estas regiones. 
El artículo analiza el estado actual de la participación ciudadana y sus 
organizaciones. Se discute en referencias teóricas sobre gobernanza 
territorial, tipos de participación, su institucionalización y los instru-
mentos legales en México. El índice de participación ciudadana (IPC) 
se construye combinando cuatro factores clave que reflejan el grado 
de involucramiento de la población en diferentes aspectos de la vida 
pública. Primero, se evalúan las actividades de planeación urbana, desa-
rrollo urbano y ordenamiento territorial realizadas por cada municipio. 
Segundo, se considera la cantidad de espacios creados específicamente 
para que los ciudadanos puedan participar activamente en instituciones 
con actividad territorial. Tercero, se incluye el porcentaje de partici-
pación electoral en las elecciones presidenciales de 2018, que muestra 
el nivel de compromiso político de los habitantes. Por último, se tiene en 
cuenta la tasa de organizaciones de la sociedad civil por cada cien mil 
habitantes por entidad federativa, indicando la presencia y actividad de 
grupos organizados que trabajan en beneficio de la comunidad. Estos 
cuatro factores se combinan con diferentes ponderaciones para obtener 
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el índice final: el primer y el último factor tienen un peso de 20% cada 
uno, mientras que los dos factores intermedios (espacios de partici-
pación y participación electoral) tienen un peso de 30% cada uno.

El capítulo de Rodrigo Carmona busca comprender cómo los 
municipios del Área Metropolitana de Buenos Aires enfrentaron los 
desafíos de la pandemia del covid-19. Para el análisis empírico, se 
parte de una revisión de conceptos que guían el análisis. La discusión 
teórica aborda la centralidad de las ciudades en el capitalismo actual, 
donde resalta su papel como epicentros de reestructuración social, 
económica y política en un contexto de globalización, concentración 
poblacional, desigualdad social y cambios tecnoculturales. En espe-
cífico, las áreas metropolitanas enfrentan desafíos debido a la diver-
sidad de niveles gubernamentales involucrados, lo cual crea una 
realidad institucionalmente compleja. Carmona explica que, frente 
a esta realidad, las relaciones intergubernamentales son esenciales 
para organizar y regular la gestión pública entre diferentes niveles 
de gobierno, además de facilitar la colaboración necesaria para la 
gobernanza metropolitana. En tanto que la gobernanza metropoli-
tana requiere considerar diversos territorios y adoptar paradigmas 
creativos y sostenibles, modelos de gobernanza supramunicipales, 
representativos, corporativos y asociativos presentan desafíos y 
no siempre garantizan una acción efectiva. La inquietud central es 
cómo articular de modo eficaz la gobernanza metropolitana en una 
realidad institucionalmente compleja y socialmente diversa.

La sección “Territorios líquidos: cruces, límites, (des)equili-
brios” conjunta cuatro estudios que exploran la gobernanza metro-
politana y reflejan la complejidad y fluidez de las fronteras y diná-
micas urbanas. Estos capítulos se unen en su examen de cómo la 
gobernanza metropolitana enfrenta y gestiona la complejidad de las 
dinámicas territoriales, revelando los desafíos y proponiendo estra-
tegias para una administración urbana más inclusiva y equilibrada. 
La inquietud central es cómo mejorar la gobernanza metropolitana 
para abordar eficazmente las complejidades y desigualdades territo-
riales en contextos fluidos y multifacéticos.
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Eliud Gálvez trata sobre los desafíos de la gobernanza en zonas 
metropolitanas, destacando la interacción con disciplinas como la 
sociología y la antropología. Su capítulo muestra cómo las prác-
ticas cotidianas, como caminar, revelan la naturaleza y límites de la 
gobernanza en contextos metropolitanos complejos. Aborda la rela-
ción entre las “regiones fantasmales” y la (des)gobernanza en las zonas 
metropolitanas. La discusión se centra en la Zona Metropolitana del 
Valle de México y destaca la importancia de estudiar la producción 
del hábitat y las formas de habitar y caminar en estos entornos. La 
región se concibe como una dimensión de la realidad que estructura 
prácticas diferenciadas, con una relación estrecha entre la población y 
las extensiones territoriales urbanas.

La revisión del concepto de región se fundamenta en la confe-
rencia de Michel Foucault en 1967, donde describió la configuración 
territorial de las ciudades como “emplazamientos” definidos por rela-
ciones de proximidad entre puntos o elementos. Este enfoque resalta 
cómo las regiones, como construcciones analíticas y metodológicas, 
pueden variar desde macroterritorios hasta franjas fronterizas. La 
región se ve como una construcción socializadora que estructura 
prácticas sociales con un orden espacio-temporal específico.

El concepto de región fantasma se introduce para describir 
áreas marcadas por eventos históricos dramáticos, como la guerra, 
que dejan huellas de violencia e incompletud. Estas regiones fantas-
males actúan como dispositivos socioculturales que encarnan 
eventos y discursos del pasado, y afectan la experiencia del terri-
torio y sus habitantes. La metáfora fantasmagórica se utiliza para 
entender la intervención del Gobierno en la gestión urbana y la apli-
cación incompleta de políticas públicas.

Finalmente, la región fantasma se presenta como un reflejo 
de la fragmentación socioterritorial de las metrópolis, que revela 
desigualdades en servicios e infraestructuras. La gobernanza metro-
politana, compuesta por diseño institucional, gestión pública y polí-
ticas, enfrenta desafíos en estas regiones debido a la falta de coor-
dinación, lo que se define como desgobernanza. Estas regiones, 
producto de la acción o inacción del Estado, evidencian las violencias 
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estructurales y simbólicas, y cuestionan la promesa de la gobernanza 
metropolitana al tiempo de sugerir la necesidad de enfoques trans-
disciplinarios para su transformación.

En el trabajo “Reto de gobernanza interestatal: Puerto Vallar-
ta-Bahía de Banderas”, Karimen Zamora y Raúl Agraz analizan la 
gestión de zonas metropolitanas que abarcan más de un estado, ilus-
trando los desafíos ecológicos y socioeconómicos. Se enfoca en la 
necesidad de instrumentos de planificación metropolitana y propone 
estrategias para mejorar la gobernanza en un contexto multinivel.

La investigación de Zamora y Agraz aborda la gobernanza 
metropolitana en Puerto Vallarta y Bahía de Banderas, con foco en 
los planes de ordenamiento territorial que buscan regular y desarro-
llar sosteniblemente el territorio. La reflexión conceptual destaca la 
importancia de la gobernanza como mecanismo para la participa-
ción ciudadana y la coordinación entre actores no gubernamentales 
y políticos, crucial para enfrentar los desequilibrios territoriales que 
el mercado no puede solucionar.

Metodológicamente, el estudio se basa en los obstáculos iden-
tificados por Charbit (2011) y Durand y Decoville (2018) que inhiben 
la coordinación metropolitana, tales como asimetrías en la informa-
ción, insuficiencia en capacidades técnicas, y fragmentación secto-
rial. El problema central es el crecimiento demográfico y económico 
desigual entre Puerto Vallarta y Bahía de Banderas, impulsado por 
el turismo y la construcción, que no benefician equitativamente a 
las comunidades locales. En 2021, la conurbación recibió más de 
2.9 millones de turistas, con una ocupación hotelera del 50%, pero 
persisten desigualdades en las comunidades locales.

Los resultados revelan obstáculos institucionales, políticos, 
culturales e interpersonales que impiden una gobernanza metro-
politana efectiva. La Comisión de Ordenamiento Metropolitano y el 
Consejo Consultivo de Desarrollo Metropolitano carecen de influencia 
real, y el Instituto Metropolitano de la Bahía, aunque existente, no 
cuenta con recursos suficientes. Políticamente, los estados de Jalisco y 
Nayarit no priorizan la agenda metropolitana, y en cuanto a la cultura, 
existe una percepción de inferioridad en Bahía de Banderas respecto 
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a Puerto Vallarta. Además, la falta de liderazgo entre los presidentes 
municipales y la subvaloración de la planificación metropolitana 
agravan la situación. Comparaciones con experiencias internacionales 
y nacionales subrayan la necesidad de una mayor colaboración y reco-
nocimiento de los actores empresariales en el proceso de gobernanza.

La sección cierra con los trabajos de Omar Roque y de Daniel 
Hernández. El primero, titulado “Redes urbano-rurales para la 
región Ciénega del Chapala. Aálisis de la propuesta de vínculos urba-
no-rurales para la agenda Onu-Hábitat II”, discute la relación entre 
áreas urbanas y rurales, siguiendo las pautas de la agenda Onu-Há-
bitat. El estudio argumenta por una integración más estrecha entre 
lo urbano y lo rural, proponiendo una red rururbana para abordar 
problemas clave de desarrollo. Hernández, por su parte, en “Gober-
nanza metropolitana, vivienda periurbana y desequilibrios terri-
toriales”, examina los desequilibrios en la vivienda periurbana, y 
evidencia la fragmentación de la gobernanza y la inadecuación de 
las políticas nacionales de vivienda. Se centra en el impacto de estas 
políticas en la ocupación y uso del suelo en áreas metropolitanas.

Este Tomo concluye, a manera de corolario, con una reflexión 
crítica sobre la interdisciplina. Josep Vidal busca la atención reflexiva de 
los estudiosos e interesados en los estudios de la gobernanza metropoli-
tana, con la claridad de que el campo tiene en sus asignaturas pendientes 
el desarrollo de capacidades de diálogos ente disciplinas para la genera-
ción de conocimiento sobre las complejas dinámicas transterritoriales. 
Este documento presenta diez tesis sobre los desafíos, paradojas y posi-
bilidades de la interdisciplinariedad en la actualidad. Josep Pont Vidal 
plantea una reflexión crítica sobre la aceptación teórica, pero limitada 
aplicación práctica, de la interdisciplinariedad en el ámbito académico 
y científico.

La cuestión problemática central gira en torno a las barreras 
epistemológicas, conceptuales, metodológicas e institucionales que 
dificultan la integración real de diferentes disciplinas para abordar 
fenómenos complejos. A pesar del reconocimiento de la necesidad 
de enfoques interdisciplinarios, persisten obstáculos como bajo 
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reconocimiento profesional, dificultades de publicación, falta de 
financiación y trabas administrativas.

El autor cuestiona la hegemonía del pensamiento lineal 
causa-efecto y la excesiva especialización disciplinaria. Propone la 
búsqueda de un nuevo vocabulario conceptual, la introducción de 
otra lógica de pensamiento más sofisticada y la necesidad de asumir 
supuestos comunes entre investigadores para facilitar el diálogo 
interdisciplinario.

En tono crítico pero propositivo, Pont Vidal intenta generar 
reflexión y debate sobre las paradojas y desafíos que enfrenta la inter-
disciplinariedad en la práctica académica y científica actual. Presenta 
argumentos epistemológicos y sociológicos para cuestionar las limita-
ciones de los enfoques disciplinarios tradicionales frente a la comple-
jidad de los fenómenos contemporáneos.

De esta manera concluye una nueva fase de colaboración y 
producción de estudios sobre la cuestión metropolitana en el marco 
de una red temática especializada. Queda en manos del lector una obra 
que es fruto de un proceso que se gesta en múltiples espacios de diálogo 
y reflexión, encuentros que toman la forma de talleres, coloquios, semi-
narios de revisión de pares, y concluye con dos procesos, uno de lectura 
y sugerencias de mejora de un par entre los propios autores, y el segundo 
proceso que se realiza interactivamente, con la revisión y sugerencias de 
mejora por parte de los coordinadores de la obra.
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¿CONURBACIÓN, ÁREA, REGIÓN O ZONA 
METROPOLITANA? 

UN ACERCAMIENTO A LA COMPRENSIÓN DE LO METROPOLITANO EN MÉXICO 
ENTRE OBJETO EMPÍRICO Y CONCEPTO INSTITUCIONAL1

Abril Varela Varela2

(El Colegio de México)

1	 Este artículo forma parte de la tesis doctoral “El papel de los Institutos Metropolitanos de Planeación 
en la gobernanza de las zonas metropolitanas de México”, presentada por la autora como requisito 
para la obtención del grado de doctora en Estudios Urbanos y Ambientales en El Colegio de México.

2	 Maestra en Planeación y Políticas Metropolitanas por la Universidad Autónoma Metropolitana. 
Doctora por el Centro de Estudios Demográficos Urbanos y Ambientales de El Colegio de México.

Resumen

En México, la delimitación e identificación de las formas territoriales 
metropolitanas se ha realizado desde la categoría de zona metropoli-
tana, siendo esta la unidad espacial que ha estandarizado el estudio 
de lo metropolitano. Sin embargo, la categoría no se retoma necesa-
riamente para la constitución formal del territorio metropolitano. La 
investigación explora cómo se entiende lo metropolitano en el ámbito 
local en cuatro metrópolis del país, las cuales han utilizado diferentes 
categorías al definir el estatus formal y el alcance espacial del fenómeno 
metropolitano. Se identifican dos tendencias que se disputan la forma 
de entender lo metropolitano. De un lado, la delimitación de zonas 
metropolitanas por parte del Gobierno federal, que es considerada una 
acción top down; y del otro, procesos locales de reconocimiento de 
territorios metropolitanos mediante declaratorias, convenios o leyes. 
Los hallazgos invitan a reflexionar sobre qué es lo metropolitano, al 
plantear que las unidades espaciales utilizadas para referirse a este 
fenómeno son más bien construcciones sociopolíticas.

Palabras clave: Gobernanza metropolitana, coordinación intergu-
bernamental, Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).
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¿Conurbación, área, región o zona metropolitana?

3	 En México, de las 74 zonas metropolitanas identificadas en 2015, solo 58% cuentan con una de-
claratoria de zona metropolitana o zona conurbada. Mientras que 65% del total tienen un plan o 
programa de ordenación de zona conurbada o metropolitana. Más aún, se debe señalar que los te-
rritorios definidos en dichos instrumentos no necesariamente coinciden con los límites de la zona 
metropolitana establecidos por el grupo interinstitucional. Por ejemplo, de los 352 municipios 
que conforman las 43 zonas metropolitanas con declaratoria, solo aproximadamente 84% forman 
parte de la declaratoria que le correspondería (es decir, 296 municipios).

“Lo metropolitano en realidad no existe”, fue una frase que mencionó 
el funcionario de una institución metropolitana durante el proceso 
de la presente investigación. Con esta aseveración, más que negar 
el fenómeno metropolitano, el funcionario buscaba expresar que no 
existía una zona metropolitana formalmente reconocida que defi-
niera al territorio como tal. Esto, a pesar de que el territorio al que 
hacía referencia sí es identificado como zona metropolitana desde 
2004 en los diferentes ejercicios de delimitación realizados por el 
Gobierno federal. Sin embargo, el funcionario afirmó que, a raíz de 
una declaratoria estatal de 2005, existe una zona conurbada cuyo 
alcance espacial, expresado en número de municipios, difiere de lo 
establecido para la zona metropolitana. 

Este tipo de situaciones permite ilustrar, de fondo, la crítica 
a una de las principales certidumbres de la investigación metropoli-
tana en el país, esto es, que las zonas metropolitanas delimitadas por 
el grupo interinstitucional son unidades espaciales que aprehenden 
la realidad metropolitana. Y que, al ser resultado de ejercicios esta-
dísticos descriptivos “neutrales”, se supondría que las zonas metro-
politanas serían categorías compartidas por los diferentes actores. 
Pero, como se vio, hay metrópolis en las que no solo se cuestiona 
el uso del concepto de zona metropolitana, sino también el alcance 
espacial establecido en dichas unidades espaciales.

Algunos datos sugieren que no todas las zonas metropolitanas 
identificadas por el grupo interinstitucional cuentan con una defini-
ción de su estatus formal y alcance espacial –sea mediante un instru-
mento jurídico o de planeación–,3 por lo que su “reconocimiento” 
como territorialidad metropolitana se basa exclusivamente en el 
ejercicio de delimitación federal. Sin embargo, un reconocimiento 
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formal –en particular desde procesos locales– es relevante no solo 
porque promueve una definición compartida del alcance espacial del 
territorio metropolitano entre los diversos actores, sino porque ello 
define los actores que participan en el proceso de coordinación, los 
objetivos de la colaboración y sus mecanismos de gobernanza. 

No obstante, en el país no se ha prestado suficiente atención 
a la delimitación y definición del estatus formal de estos territorios 
en lo local, y así se pierde de vista que estas son acciones fundamen-
tales para la gobernanza metropolitana. El presente artículo explora 
cómo se define lo metropolitano en el ámbito local más allá de las 
delimitaciones del Gobierno federal, en cuatro metrópolis del país 
(La Laguna, Monterrey, Guadalajara y Tampico). No pretende, sin 
embargo, adentrarse en un análisis exhaustivo de los diferentes 
procesos de reconocimiento de lo metropolitano para cada uno de 
los casos estudiados, y se limita a ofrecer un panorama general a fin 
de resaltar la relevancia de los procesos locales en la comprensión del 
fenómeno metropolitano. 

El capítulo se divide en dos apartados, además de ofrecer 
algunas reflexiones finales. En el primero, se argumenta que lo metro-
politano ha sido tratado desde una perspectiva empirista que lo equi-
para a una unidad espacial –en el caso de México, a una zona metropo-
litana– como territorio sujeto a límites establecidos y, por tanto, “objeto 
empírico de una realidad dada” que puede ser aprehensible mediante 
determinadas metodologías. Pero se sostiene que este entendimiento 
de lo metropolitano ha impedido comprender a las zonas metropoli-
tanas como construcciones sociopolíticas cuyos límites resultan de la 
negociación entre diversos actores. Y con ello, se vislumbra la consti-
tución de otras territorialidades metropolitanas “paralelas”, definidas 
en torno a la coordinación interestatal e interestatal.

El segundo apartado examina de manera general los procesos 
locales de reconocimiento institucional de lo metropolitano en cuatro 
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metrópolis de México.4 Se plantea que no todas las metrópolis del 
país se entienden en el ámbito local bajo la misma categoría de imagi-
nario espacial o figura jurídica de zona metropolitana, y que además 
no necesariamente coinciden con los límites de la zona metropolitana 
establecidos por el Gobierno federal. Así, se identifican otras deno-
minaciones como zonas conurbadas, áreas metropolitanas, o incluso 
regiones metropolitanas, como categorías con las que se define una 
comunidad o arena metropolitana especifica. En este escenario, se 
resalta el papel que tienen los Gobiernos estatales en definir los terri-
torios metropolitanos.

4	 En síntesis, a la llamada Zona Metropolitana de Tampico se le denomina en el ámbito de la loca-
lidad como Zona Conurbada del Sur de Tamaulipas; la ZM de Guadalajara se entiende como área 
metropolitana de Guadalajara; la ZM de Monterrey se comprende más como una región metropo-
litana; mientras que la zona metropolitana de la Laguna, si bien mantiene el nombre y delimitación 
propuesta, expresa escepticismo de los municipios que abarca.

5	 Aunque en el folleto se hable de “metrópolis”, se estaría haciendo referencia propiamente a las 
aglomeraciones urbanas o áreas metropolitanas, al utilizar datos de la Revisión de 2018 de Pers-
pectivas de la Urbanización Mundial (o wup, por sus siglas en inglés). Por esta razón, el documento 
especifica que “las definiciones de ciudades, aglomeraciones urbanas y áreas metropolitanas varían 
según los criterios legales, administrativos, políticos, económicos o culturales en los respectivos 
países y regiones”. En concreto, la Base de Datos Global de Metrópolis 2020 compila varias hojas 
de microdatos de la Revisión de 2018 de las Perspectivas de la Urbanización Mundial de un-desa. 
Para dicha Revisión, el archivo WUP2018-DataSource-UrbanAgglomeration-and-CapitalCities.xls 
da cuenta de una contabilización de 54 áreas metropolitanas.

6	 Las áreas metropolitanas son las áreas urbanas funcionales (functional urban area o fua, por sus 
siglas en inglés) que son mayores a 250 000 habitantes. Este criterio de tamaño poblacional cam-
bió en 2019 respecto a los criterios utilizados en 2013 por la misma ocde, pues antes se consideraba 
que era categorizada como tal a partir de los 500 000 habitantes.

Lo metropolitano, ¿objeto empírico o concepto 
institucional? 

De acuerdo con información presentada en el Folleto de datos pobla-
cionales del estado global de las metrópolis 2020, elaborado por el 
Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos 
(onu-Hábitat), en México hay 54 metrópolis.5 La Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde), por su parte, iden-
tificó 63 áreas metropolitanas en México en 2018.6 En contraste, la 
delimitación e identificación de zonas metropolitanas del Gobierno 
mexicano, elaborada por el grupo interinstitucional sedatu-cona-
po-inegi, señalaba que existían 74 de estas zonas en 2015. Aunque 
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la reciente publicación del documento Metrópolis de México 2020, 
realizado por el mismo grupo interinstitucional, identifica 92 metró-
polis en el país, siendo 48 de ellas zonas metropolitanas.

Se observa así que coexisten diferentes caracterizaciones 
del fenómeno metropolitano en México, las cuales usan sus propias 
metodologías e incluso diversas categorías para denominar a este 
fenómeno. En este escenario, si se considera al número de zonas 
metropolitanas u otra unidad espacial como un indicador del proceso 
de metropolización –similar a como lo hace sedesol-conapo-inegi 
(2012)–, la selección de uno de estos ejercicios de delimitación e 
identificación de territorios metropolitanos influiría a la postre en la 
caracterización de la “realidad metropolitana” del país. 

El documento Metrópolis de México 2020 presenta, por 
ejemplo, ajustes metodológicos significativos respecto a ejercicios 
anteriores, como parte de “una exhaustiva reflexión sobre la realidad 
metropolitana del país”, cuyos resultados sugerirían que algunos 
municipios “dejaron” de ser metropolitanos y que se “redujo” el 
número de zonas metropolitanas. Sin embargo, esto responde a 
cambios metodológicos para la caracterización de los territorios, 
antes que un “retroceso” de las formas metropolitanas.

La diversidad de metodologías y categorías es posible dado 
que lo metropolitano no tiene una definición única ni universal, por 
lo que tampoco hay consenso en su operacionalización. No obstante, 
en este artículo se argumenta que existe un consenso en los términos 
delineados por Brenner y Schmid (2015), esto es, equiparar el fenó-
meno a una unidad espacial o tipo de asentamiento.7 De esta manera, 
si bien no hay consenso sobre qué es lo metropolitano, la pregunta 
se aborda fundamentalmente desde una perspectiva empirista cuya 
respuesta alude a una metrópoli, región, área o zona metropolitana, 
por mencionar algunos de los términos más utilizados para referirse 
a territorios cuyos límites pasan a contener lo metropolitano.

7	  Brenner y Schmid refieren propiamente la equiparación que se hace entre urbano y ciudad. Para 
estos autores, la metrópolis y otros conceptos similares, como el de área metropolitana, son más 
bien una forma de “reescalar” los límites la ciudad.
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La perspectiva empirista, sostienen Brenner y Schmid (2015), 
presupone que la ciudad puede definirse mediante variables estadís-
ticamente medibles, o por una combinación de ellas, que describen 
condiciones codificadas como “urbanas” o “no urbanas” dentro de 
una zona administrativa delimitada. Desde esta perspectiva, los 
criterios usualmente utilizados para una demarcación metropoli-
tana son el área continua de entorno construido, el área basada en 
la distancia del centro y el área basada en relaciones funcionales 
(Andersson, 2017). Con este tipo de variables se busca describir atri-
butos morfológicos y socioeconómicos de lo metropolitano, y pueden 
considerarse parte de lo que Gatica (1976) identifica como “criterio 
funcional”,8 el cual sería el más próximo a la definición “real” de la 
entidad metropolitana. 

 Sin embargo, esta perspectiva empirista no escapa de cues-
tionamientos epistemológicos sobre la forma de comprender la 
“realidad” metropolitana. En particular, se plantea que la aplica-
ción de un criterio funcional para definir los límites metropolitanos 
es una tarea complicada, puesto que requiere de investigaciones 
precisas y rigurosas que no necesariamente serían posibles (Gatica, 
1976), o que definir dichos límites es casi imposible debido a la falta 
de información o datos (Tapia-McClung et al., 2023). Asimismo, se 
ha criticado el hecho de que se han retomado –en algunas metodo-
logías– los límites político-administrativos locales como criterio de 
demarcación de lo metropolitano, ya que se argumenta que estos no 
logran “capturar” la realidad del fenómeno, o la distorsionan (Gatica, 
1976; Bosker et al., 2019; Dijkstra et al., 2019). De ahí que haya un 
interés en hacer un “recorte de la realidad metropolitana” no condi-
cionada a los límites político-administrativos. 

Haesbaert (2014) reconoce la complejidad de la compren-
sión del espacio y de capturar “la realidad efectiva” desde una lógica 
zonal, entendida como aquella moldeada por disposiciones en área 

8	  Según Gatica, este criterio supone una “delimitación de un área funcional en torno un centro pun-
tual, con base en las relaciones de intercambio entre la población, las áreas periféricas próximas 
y la población del núcleo central”. Así pues, agrega el autor, “la delimitación de tal área funcional 
requiere medir la distribución espacial de la población que satisface sus necesidades diarias” den-
tro de esta. 
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y relacionada con el cierre, fijación y continuidad del espacio. Sin 
embargo, el autor señala que esta lógica ha sido clave como instru-
mento de análisis ante la necesidad de delimitar áreas de estudio. De 
esta manera, estas delimitaciones se revelan necesarias, “sea para 
la comprensión de una ‘realidad concreta’ que, de otra forma sería 
prácticamente incomprensible, sea para la intervención que, de otra 
manera, sería inviable” (2014, p. 27). Con esta lectura, se puede plan-
tear que la identificación de territorios o unidades espaciales es un 
acercamiento al estudio de lo metropolitano.

En México, se dice que el proceso de metropolización se inició 
en los años cuarenta del siglo pasado, pero que en dicho periodo se 
carecía de información sistematizada que permitiera caracterizar 
y dimensionar el fenómeno (sedesol-conapo-inegi, 2012). En este 
sentido, los primeros ejercicios de delimitación de lo metropolitano 
de la segunda mitad del siglo xx, provenientes del ámbito académico 
(Unikel et al., 1976; Negrete y Salazar, 1986; Sobrino, 1993), fueron 
precursores en la comprensión de lo metropolitano en el país. Sin 
embargo, fue la publicación en 2004 del documento Delimitación de 
las zonas metropolitanas 2000, elaborado por el Gobierno federal, 
lo que cambió de manera significativa el estudio de lo metropolitano 
en México. 

En efecto, este ejercicio de delimitación e identificación de 
zonas metropolitanas realizado por el Gobierno federal, por medio 
del grupo interinstitucional sedesol-conapo-inegi (hoy sedatu-cona-
po-inegi), marcó un hito en el análisis y comprensión de lo metropo-
litano en México, al establecer una definición común –fundamen-
talmente operativa– de la zona metropolitana. A partir de dicha 
delimitación de 2004, y gracias a las subsecuentes actualiza-
ciones de este ejercicio, el conocimiento de lo metropolitano en el 
país se ha estandarizado al construirse en torno a las unidades espa-
ciales denominadas zonas metropolitanas por el Gobierno federal. 

Lo anterior no quiere decir que no se hayan dado otras propuestas 
metodológicas para definir lo metropolitano en México. En una reciente 
publicación, por ejemplo, Orihuela y Sobrino (2023) proponen una iden-
tificación y delimitación de 62 zonas metropolitanas en 2020, la cual 
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puede asumirse como una contrapropuesta al documento del grupo 
interinstitucional. Aunque se pueden nombrar algunos esfuerzos 
similares, u otros que cuestionan la categoría de zona metropolitana 
en su capacidad de reflejar la realidad del fenómeno, lo cierto es que 
la metodología federal de zonas metropolitanas es la que se retoma 
principalmente en el proceso de definir y establecer los límites y 
alcances de una investigación metropolitana. 

De tal modo, incluso autores –como Zentella (2005)– que han 
reconocido la pertinencia de los debates para definir y precisar los 
conceptos utilizados para caracterizar lo metropolitano, así como sus 
formas de medición, terminan por utilizar las delimitaciones guberna-
mentales con fin de facilitar su acercamiento al objeto de estudio. Este 
tipo de decisión de utilizar las unidades espaciales institucionalizadas 
puede ser una cuestión pragmática –por ejemplo, para poder utilizar 
fuentes estadísticas gubernamentales (Stephens y Wikstrom, 2000)–, 
pero no por ello deja de tener implicaciones epistemológicas, teóricas 
y metodológicas. Dos observaciones se pueden hacer en este sentido. 

Primero, al analizar, examinar o comprender lo metropoli-
tano mediante unidades espaciales, habría que preguntarse si esta 
equiparación no cae en un “territorialismo metodológico”. Esto es, el 
suponer que los procesos sociales están contenidos en espacios clara-
mente delineados (Brenner y Schmid, 2016) conlleva el riesgo de 
dejar fuera del análisis influencias o elementos que transcienden los 
límites fijados para dichas unidades. Este sesgo asumiría que toda 
cuestión o asunto es considerado metropolitano en cuanto se ubica 
dentro de los “límites” de las unidades espaciales definidas como 
tal (ej. zona metropolitana). Se leen, por ejemplo, títulos de investi-
gaciones que hablan de criminalidad, vivienda, empleo o cualquier 
otro fenómeno en determinada zona metropolitana, los cuales siguen 
la delimitación del grupo interinstitucional, sin que esto necesaria-
mente busque tratarlo desde la especificidad metropolitana.

Por lo anterior, conviene retomar las palabras de Conrad J. 
Weiler Jr. (1972), quien considera que una definición operacional de lo 
metropolitano puede ser de beneficio para la investigación metropoli-
tana (sobre todo en sus inicios) ante la ausencia de una teoría general, 
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ya que permite tener acceso a lo metropolitano como objeto de estudio 
“sin preocuparse indebidamente por sutilezas teóricas” (1972, p. 28). 
Sin embargo, el autor advierte que la reducción de lo metropolitano a 
una unidad espacial no ha permitido explorarlo como una categoría 
teórica. Esto, incluso, conlleva examinar la dimensión ontológica de 
lo metropolitano que, similar a lo planteado por Hiernaux (2006) para 
el caso de lo urbano, tendría que ir más allá del marco de sus dimen-
siones demográficas, morfológicas o económicas. 

En segundo lugar, se sostiene que las zonas metropolitanas en 
México son un concepto institucional y una construcción sociopolí-
tica cuyos “límites” territoriales son negociados antes que ser resul-
tado de un ejercicio neutral de corte estadístico-descriptivo (Varela, 
2023). En este sentido, los cambios que los mismos criterios de deli-
mitación han tenido a lo largo de los ejercicios de delimitación, sin 
aparente justificación teórico-metodológica, lleva a preguntarse si la 
zona metropolitana es un concepto más bien moldeable. Esta argu-
mentación no sería particularmente una sorpresa para los estudiosos 
de lo metropolitano en México, ya que desde hace años se ha denun-
ciado, en los debates sobre el desaparecido Fondo Metropolitano, la 
laxitud de los criterios de delimitación que resultó en una “prolifera-
ción” de zonas metropolitanas que no necesariamente habrían sido 
calificadas como tal (Silva y De la Torre, 2021).

De esta manera, se puede retomar la crítica que hacen 
Orihuela y Sobrino (2023) respecto a que, además del “componente 
político” que fue el Fondo Metropolitano, hubo un “interés protagónico 
de la Sedatu en la comisión, que significó adicionar criterios subjetivos 
para la delimitación de zonas metropolitanas” (2023, p. 878). Así pues, 
los autores terminan por calificar de “desafortunada” la delimitación de 
zonas metropolitanas de 2015. No obstante, lo cierto es que la definición 
operativa de la zona metropolitana antes del ejercicio de delimitación de 
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2015 ha expresado en sí misma cierta arbitrariedad o discrecionalidad 
reflejada en la selección de los criterios.9 

Con este tipo de observaciones no se pretende negar la exis-
tencia de lo metropolitano, sino que se cuestiona una perspectiva 
empirista que lo reduce a un objeto con límites establecidos de una 
realidad incuestionable y aprehensible, y que no permite dimensionar 
el rol que finalmente tienen estos límites en la comprensión de lo 
metropolitano. Por tanto, en palabras de Haesbaert (2014), “más que 
preguntarnos sobre la ‘realidad’ de esos recortes, debemos indagar 
para qué sirven –lo que hacemos con ellos– o cuáles son sus efectos, 
especialmente políticos” (p. 27). Con ello, es necesario señalar que el 
ejercicio de delimitación se enmarcaría en lo que Haesbaert (2014) 
identifica como una lógica zonal en la comprensión espacial con 
perspectiva instrumento-normativa o de acción política en el reor-
denamiento territorial, la cual busca volver viable la intervención en 
el territorio para el planeamiento estatal mediante unidades básicas 
basadas en las divisiones administrativas. 

La comprensión de los territorios metropolitanos como sujetos 
de políticas públicas explicaría, en parte, por qué en México se consi-
dera que hay zonas metropolitanas conformadas por un solo muni-
cipio.10 Sin embargo, no deja de recibirse con cierto escepticismo que 
algunas metodologías identifiquen y delimiten territorios metropo-
litanos que comprenden una sola unidad político-administrativa. 
Esto, en cuanto se considera que un rasgo esencialmente metropoli-
tano es la idea de una ciudad que sobrepasa los límites administra-
tivos de las unidades locales y se extienden en territorios jurisdiccio-
nales de varios gobiernos locales (Gatica, 1976; Gómez-Álvarez et al., 
2017). De esta manera, una de las características de las metrópolis 

9	  Un aspecto central de la crítica recae en los municipios metropolitanos seleccionados por criterio 
de planeación y política urbana, como un mecanismo que ha permitido la inclusión de municipios 
a zonas metropolitanas sin que necesariamente esto se sostenga mediante estudios desde el pri-
mer ejercicio de delimitación de 2004. Sin embargo, en el recién publicado Metrópolis de México 
2020, uno de los cambios más importantes es que ya no se incluyeron municipios exteriores por 
planeación y política urbana. Se dice que pocos municipios definidos con este criterio de planea-
ción tendrían un carácter metropolitano en términos estadísticos y geográficos, por lo que esto fue 
finalmente una justificación para que en la nueva delimitación desapareciera esta categoría. 

10	  En 2015, el grupo interinstitucional Sedatu-Conapo-Inegi identificó dieciséis de estas zonas, y 
para 2020 estas aumentaron a veintidós y pasaron a denominarse “metrópolis municipales”.
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es que estas deben gestionarse mediante los límites jurisdiccionales 
(onu-Hábitat, 2020).

Villanueva (2019) hace notar que las metrópolis no pueden 
simplemente entenderse como un agregado espacial de territorios 
continuos, sino como áreas complejas que requieren esquemas de 
colaboración para garantizar acciones. Gatica (1976), por su parte, 

considera que uno de los aspectos centrales que caracterizan a lo 
metropolitano, además de un determinado tamaño poblacional, es 
“una vasta extensión areal determinada por precisas relaciones de 
interdependencia entre los miembros de la comunidad ecológica 
que la ocupa”. Esto se interpreta aquí como una alusión a la frag-
mentación y las relaciones de interdependencia que emergen de ella. 
Por consiguiente, se considera que una clave para la conceptuali-
zación de lo metropolitano es la fragmentación y, bajo el marco de 
gobernanza, la idea de coordinación entre unidades político-admi-
nistrativas para atender los problemas transterritoriales. 

En suma, si bien la racionalidad para definir áreas metropo-
litanas se basa en las externalidades (sociales, económicas, ambien-
tales o física), también lo hace desde la gobernanza (Ingram, 2014). 
En este escenario, más allá de ser un ejercicio estadístico-descrip-
tivo, habría que enmarcar la definición del alcance espacial de lo 
metropolitano y la definición de su estatus formal como acciones 
fundamentales para la gobernanza metropolitana (Van der Grift-Si-
meonova et al., 2018). Esto no solo porque promueven una definición 
compartida del territorio metropolitano entre los diversos actores en 
la comprensión de lo que es y lo que no es parte de la metrópoli, sino 
porque estas acciones definen los actores que participan en el proceso 
de construcción o consolidación de un espacio político y en confor-
mación de una comunidad metropolitana. Es decir, un proceso en el 
cual se establecen los objetivos de la colaboración y los mecanismos 
de gobernanza.

En este sentido, conviene subrayar que, de acuerdo con sede-
sol-conapo-inegi (2012), uno de los objetivos del ejercicio de delimi-
tación es “establecer un marco de referencia común que contribuya 
a fortalecer y mejorar las acciones de los tres órdenes de gobierno 
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en la planeación y gestión del desarrollo metropolitano” (p. 18). No 
obstante, esta postura se matiza en el documento de Metrópolis de 
México 2020, el cual parece alejarse de las pretensiones de previos 
ejercicios de delimitación de equiparar la “identificación” de zonas 
metropolitanas con su definición de estatus formal. 

En efecto, el documento establece que la actualización del ejer-
cicio refleja el fenómeno metropolitano en el país tomando ciertos 
indicadores como parte de una descripción estadístico-espacial. Sin 
embargo, este ejercicio sería “orientativo”, mas no limitativo, pues se 
reconoce la posibilidad de que, en términos de coordinación intermu-
nicipal e interestatal, se puedan incorporar otras variables que carac-
tericen y delimiten la funcionalidad de cada metrópoli. Por tanto, los 
resultados del ejercicio se entienden como “apoyo y orientación” para 
la organización y planeación de sus zonas, o como “referente” para 
los órdenes de gobierno en la constitución de zonas metropolitanas 
o conurbadas, en congruencia con el artículo 32 de la Ley general 
de asentamientos humanos, ordenamiento territorial y desarrollo 
urbano (lgahotdu).

Procesos locales del reconocimiento institucional de lo 
metropolitano en México

En México, el grupo interinstitucional sedatu-conapo-inegi ha utili-
zado la categoría de zona metropolitana de manera sistemática 
desde 2004, para caracterizar la condición metropolitana del país. 
No obstante, los actores locales no retoman o reconocen plenamente 
tal categoría en la definición de la escala espacial de lo metropo-
litano y en la definición de su estatus formal. Así, al comparar los 
casos de estudio seleccionados (Guadalajara, Monterrey, La Laguna 
y Tampico), se puede observar que estas metrópolis mexicanas son 
definidas mediante otras categorías, como zona conurbada, área o 
región metropolitana.

Las metrópolis utilizan sus propias figuras legales para 
definir el estatus formal de lo metropolitano y su alcance espacial, 
de acuerdo con lo establecido en las leyes en la materia. Por ejemplo, 
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la Ley de asentamientos humanos, ordenamiento territorial y desa-
rrollo urbano para el estado de Nuevo León dispone tres categorías 
territoriales relacionadas con la metropolización: las zonas conur-
badas, las zonas metropolitanas y las regiones. Mientras que la Ley 
de coordinación metropolitana del estado de Jalisco retoma como 
conceptos al área y a la región metropolitana. De tal manera, la zona 
metropolitana no es necesariamente la única unidad espacial que 
refleja la “realidad” del fenómeno metropolitano en el país. 

A diferencia de las zonas metropolitanas identificadas por 
el grupo interinstitucional, las legislaciones estatales establecen 
los instrumentos o mecanismos de reconocimiento de los territorios 
metropolitanos como espacios institucionales, y ya no solo como ejer-
cicio estadístico, pudiendo ser estos mecanismos o instrumentos las 
declaratorias, leyes, instrumentos de planeación, convenios de coordi-
nación, entre otros, donde se define no solo su alcance espacial, sino 
su estatus formal.

En este sentido, un aspecto clave es definir quién tiene el poder 
de categorización de lo metropolitano. En concreto, la Ley general de 
asentamientos humanos, ordenamiento territorial y desarrollo urbano 
(lgahotdu) establece que el Gobierno federal está facultado para emitir 
los criterios y lineamientos normativos para la delimitación territorial 
de zonas metropolitanas y conurbaciones, así como para participar en la 
identificación, delimitación y planeación de las zonas metropolitanas 
y conurbadas. No obstante, la ley también señala que la Federación, 
las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones terri-
toriales deberán convenir la delimitación y constitución de una zona 
metropolitana o conurbada cuando sea procedente el estudio y planea-
ción conjunta de dos o más centros de población, situados en el terri-
torio de una entidad federativa o en el territorio de entidades federa-
tivas vecinas (Artículo 32). Por tanto, no es una atribución exclusiva 
del Gobierno federal definir territorios metropolitanos.

En específico, se observa que en todas las legislaciones estatales 
de los casos estudiados (Tamaulipas, Veracruz, Coahuila, Durango, 
Jalisco y Nuevo León) se establece como atribución del Gobierno 
estatal reconocer, declarar o delimitar una zona metropolitana. Aunque 
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a veces esta disposición se matiza al considerarse que debe darse 
“en convenio” con el Gobierno federal y los Gobiernos municipales. En 
cualquier caso, es bajo esta atribución que, por ejemplo, en el estado 
de Jalisco se reconocen dos áreas metropolitanas adicionales (la del 
Sur de Jalisco y de Autlán de Navarro) a las identificadas por el grupo 
interinstitucional sedatu-conapo-inegi (iieg, 2022).11 En este escenario, 
como señalan Silva y De la Torre (2021), la falta de armonización y 
claridad en los mecanismos locales de reconocimiento metropolitano 
genera que exista una disparidad del número de municipios metro-
politanos que consideran las instancias federales y las estatales. Así 
lo demuestran los siguientes casos de estudio.

Ciertamente, en la metrópoli de Tampico, la Zona Metro-
politana de Tampico es una zona interestatal que comprende dos 
estados (Veracruz y Tamaulipas) y cinco municipios, de acuerdo 
con la delimitación del Grupo interestatal de 2015, manteniéndose 
el mismo número de municipios en la delimitación de Metrópolis 
de México 2020. Mientras que el Decreto de reconocimiento núm. 
LIX-158, publicado en 2005, establece la Zona Conurbada de la 
Desembocadura del Río Pánuco con solo tres municipios del estado 
de Tamaulipas. 

La metrópoli de la Laguna, por su parte, se denomina Zona 
Metropolitana de la Laguna, conformada por cinco municipios 
pertenecientes a dos estados: Coahuila y Durango; es decir, es zona 
interestatal. Esto, de acuerdo con la delimitación de 2015. Pero en 
el reciente ejercicio para 2020, se considera que la zona comprende 
solo cuatro municipios. En 2020, el Convenio de coordinación para 
impulsar la gobernanza metropolitana comprende los mismos 
cinco municipios de 2015, aunque las evidencias en este espacio 
hablan de una tendencia a considerar un mayor número de muni-
cipios como parte de su identidad regional local (Varela, 2023). 
Pero también hay evidencias de pensar que solo cuatro municipios 
tienen una “función metropolitana”.

11	 h t t p s : / / i i e g . g o b . m x / n s / w p - c o n t e n t / u p l o a d s / 2 0 2 2 / 0 3 / A n % C 3 % A 1 l i s i s - G e n e -
ral-del-%C3%81rea-Metropolitana-de-Guadalajara-2020.pdf
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La metrópoli de Guadalajara, en su forma como zona metro-
politana definida por el grupo interinstitucional, se conformaba por 
diez municipios en 2015. No obstante, en el más reciente ejercicio de 
delimitación para 2020, se toman en cuenta solo siete municipios 
como pertenecientes a la Zona Metropolitana de Guadalajara. Mien-
tras que la Declaratoria del Área Metropolitana de Guadalajara (2015), 
como el mecanismo que crea formalmente la territorialidad metro-
politana, considera que son nueve municipios los que componen al 
área metropolitana. 

Finalmente, la Zona Metropolitana de Monterrey se delimita 
con diecinueve municipios de acuerdo con el ejercicio de 2015, pero 
pasa a conformarse por dieciséis municipios en el ejercicio del grupo 
interinstitucional de 2020. Sin embargo, el Convenio de coordina-
ción para el reconocimiento e integración de la zona metropolitana 
de Monterrey (8 de julio de 2020) solo cuenta nueve municipios para 
la territorialidad metropolitana. Aunque, en esta metrópoli también 
se identifica una forma asociada a la regionalidad, con la región 
metropolitana de Monterrey, con veinticuatro municipios, a partir 
de la delimitación propuesta por un instrumento de planeación.

En general, en los casos estudiados hay una coincidencia en consi-
derar la delimitación de zonas metropolitanas como una acción top-down 
impulsada por el Gobierno federal. No obstante, se pueden identificar dos 
tipos de posturas en respuesta a esta acción. Por un lado, se encuentra 
una postura que se distancia de la escala espacial de la zona metropoli-
tana establecida por el grupo interinstitucional en la definición local de su 
estatus formal. Por consiguiente, se considera necesario llevar a cabo 
procesos que permitan precisar en lo local la conformación de terri-
torios metropolitanos, y así sostener su existencia en su dimensión 
institucional. Por otro lado, hay una postura en la cual los procesos 
locales de reconocimiento de lo metropolitano y la definición de su 
estatus formal procura alinearse a la definición del alcance espacial 
de la zona metropolitana de la delimitación federal. 

En efecto, una primera postura sostiene que la delimitación por 
parte del grupo interinstitucional es fundamentalmente un ejer-
cicio descriptivo basado en criterios socioespaciales, por lo que no 
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es vinculante para la definición del estatus formal de territorios 
metropolitanos, ni debe ser una imposición para la conformación 
de estos territorios en su dimensión político-institucional. En esta 
línea, se observan procesos locales intencionados y deliberados 
de reconocimiento de lo metropolitano a fin de distinguirse de la 
figura de zona metropolitana. 

De los cuatro casos estudiados, los territorios de las metró-
polis de Tampico y de Guadalajara son emblemáticos en este sentido. 
Esto, en cuanto las personas entrevistadas identifican claramente 
procesos locales de reconocimiento de lo metropolitano, es decir, de 
definición de su alcance espacial y estatus formal. Pero, sobre todo, 
en ambos territorios hay un expreso distanciamiento de la zona 
metropolitana como unidad espacial equiparable a lo metropolitano. 

En concreto, los actores locales de dichas metrópolis destacan 
que la Zona Metropolitana de Tampico “no existe”, pero sí la zona 
conurbada del sur de Tamaulipas;12 y que la Zona Metropolitana de 
Guadalajara es diferente al Área Metropolitana de Guadalajara. En 
ambos casos, esta distinción no solo se da debido al alcance espa-
cial en el número de municipios que incluyen estos territorios, sino 
porque es resultado de un proceso de institucionalización del terri-
torio metropolitano dado desde lo local, mientras que el otro es parte 
de un ejercicio estadístico-descriptivo realizado por el Gobierno 
federal para la estrategia nacional de ordenamiento territorial. 

Este tipo de reconocimiento de lo metropolitano implica una 
negociación entre los actores de los diferentes órdenes de gobierno, al 
significar una reestructuración del sistema político. De esta manera, 
el reconocimiento político e institucionalización de las áreas metro-
politanas pasa por otros ámbitos de gobierno que lo aceptan o que 
muestran resistencia (Tomas, 2020), por lo que establecer lo metro-
politano como entidad política es un proceso político que puede ser 
conflictivo (Lefevre, 2005; Andersson, 2017).

12	  Aunque los funcionarios tienen en claro una distinción entre zona metropolitana de Tampico y 
zona conurbada del sur de Tamaulipas, esto no excluye la posibilidad de que en las comunicaciones 
cotidianas entre estos se haga referencia a la zona metropolitana, como parte del lenguaje que se ha 
promovido desde el Gobierno federal para nombrar a las expresiones territoriales metropolitanas. 
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Para ilustrar lo anterior, pongamos por caso la metrópoli inte-
restatal de Tampico. En esta se puede observar que la Ley de asen-
tamientos humanos, ordenamiento territorial y desarrollo urbano 
del estado de Tamaulipas13 dispone que se requiere celebrar un 
convenio de coordinación entre el Ejecutivo del estado y los Ayunta-
mientos interesados para reconocer e integrar una zona metropoli-
tana (Artículo 35). De manera similar, la Ley de desarrollo urbano, 
ordenamiento territorial y vivienda para el estado de Veracruz 
de Ignacio de La Llave otorga al Gobierno estatal la facultad de 
proponer la declaración y delimitación de las zonas metropolitanas, 
como propuesta que debe ser emitida por el Congreso del Estado. 

En este contexto, dado que ni el estado de Tamaulipas ni 
el de Veracruz han reconocido formalmente una zona metropolitana 
de Tampico mediante estos mecanismos, esa zona interestatal no 
existe como territorio metropolitano en su dimensión institucional, 
según lo expresaron los actores gubernamentales entrevistados. 
Esto, a pesar de que el grupo interinstitucional identifica y delimita 
la Zona Metropolitana de Tampico desde 2000 como una zona inte-
restatal compuesta por cinco municipios y dos estados. En palabras 
de uno de los informantes:

En la zona, lo metropolitano solo fue de nombre, pero por decreto 
oficial es zona conurbada del sur de Tamaulipas. La delimitación de 
sedatu es más que nada algo estadístico, porque de beneficio ni como 
zona metropolitana, ni como zona conurbada, la verdad. La delimi-
tación que se hizo de las zonas metropolitanas fue muy de escritorio 
en la ciudad de México. Desde el 95, con la delimitación de zonas 
metropolitanas, donde se incluyeron al norte de Veracruz, pero no 
legalmente. El estatus como zona metropolitana no está en la ley. 
Entonces aquí sí es un problema integrarnos con el norte de Vera-
cruz, porque para hacer una zona metropolitana debe darse todo lo 
que dice la ley.

13	  Última reforma realizada en enero de 2022,
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Así pues, aunque la territorialidad de dicha metrópoli no se ha defi-
nido formalmente desde la categoría de zona metropolitana, sí lo ha 
hecho desde la conurbación (Zona Conurbada de la Desembocadura 
del Río Pánuco), de acuerdo con el decreto de reconocimiento núm. 
LIX-158, publicado el 21 de diciembre de 2005 en el Periódico Oficial 
del Gobierno de Tamaulipas. En esta línea, conviene subrayar que 
esta declaratoria de conurbación debe distinguirse de su antece-
dente de 1978, año en que el Gobierno federal publicó el decreto para 
la declaración de una zona conurbada del mismo nombre pero que 
incluía, además de a los municipios de Altamira, Ciudad Madero y 
Tampico, a los de Pánuco, Pueblo Viejo y Tampico el Alto, del estado 
de Veracruz. 

La distinción entre la zona conurbada definida por la declaración 
federal de 1978 y la zona conurbada de la declaración estatal de 2005 se 
dio con base en el argumento de que no había sustento legal de carácter 
estatal que validara la creación de la primera, por lo que se consideró nece-
sario contar con una declaratoria local. Y fue mediante este instrumento 
que, en su estatus formal, se integró una metrópoli sin los municipios 
del estado de Veracruz, por lo que la zona conurbada pierde su carac-
terística interestatal. Con ello, se puede argumentar que el Gobierno 
estatal evitó, con esta declaratoria local, parte de la complejidad de las 
relaciones intergubernamentales metropolitanas que implica una metró-
poli de dos Gobiernos subnacionales.

Por otra parte, el caso de la metrópoli de Guadalajara, también 
sería emblemático de esta primera postura que sostiene la necesidad 
de procesos locales de reconocimiento de lo metropolitano. Los 
actores entrevistados distinguen, fundamentalmente, entre el Área 
Metropolitana de Guadalajara y la Zona Metropolitana de Guada-
lajara, en cuanto la primera corresponde a una figura legal para la 
definición de la escala y estatus formal del territorio metropolitano, 
cuyo reconocimiento se da mediante una declaratoria emitida por el 
Congreso del Estado. 

El Código Urbano del Estado de Jalisco define al área metro-
politana como “centro de población, geográficamente delimitado, 
asentado en el territorio de dos o más municipios, con una pobla-
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ción de cuando menos cincuenta mil habitantes, declarada por el 
Congreso del Estado con ese carácter, de conformidad con los crite-
rios que para tal efecto establezca la ley en la materia de coordina-
ción metropolitana” (Artículo 5, fracción VIII). Así pues, la definición 
del área metropolitana dispuesta en la ley da cuenta de que la “exis-
tencia” misma de lo metropolitano, en un sentido legal y de formali-
zación de su estatus, depende de dicha declaratoria. 

En el Código Urbano del Estado de Jalisco, no existe propia-
mente la zona metropolitana como categoría. Sin embargo, la Ley 
de Coordinación Metropolitana del Estado de Jalisco se modificó 
en 2019 para agregar a la definición del área metropolitana, que es, 
“en su caso, la reconocida como zona metropolitana administrati-
vamente por los procedimientos y leyes aplicables”. Asimismo, se 
adiciona a la Ley de Coordinación Metropolitana el Artículo 25 Bis, 
del Capítulo V sobre el reconocimiento de las zonas metropolitanas 
federales. Con ello, se entiende como “área metropolitana, la recono-
cida administrativamente como zona metropolitana por un comité 
interinstitucional de la autoridad federal correspondiente, se le apli-
cará la Ley de Coordinación Metropolitana del Estado de Jalisco y las 
demás disposiciones legales metropolitanas”. 

Estas modificaciones a la ley estatal de Jalisco permiten 
evidenciar el poder de categorización que mantiene el Gobierno 
federal para la comprensión del territorio en materia metropolitana. 
Esto lleva a introducir la segunda postura en respuesta a la acción 
top-down de identificación y delimitación de zonas metropolitanas 
realizada por el grupo interinstitucional, la cual busca “alinearse” 
a dichas territorialidades. Esta segunda postura parte de reco-
nocer que las zonas metropolitanas son las categorías territoriales 
a partir de las cuales se diseña la política metropolitana del país. 
Por esta razón, algunos actores entrevistados se inclinan por utilizar 
el alcance espacial de la delimitación e identificación de zona metropo-
litana del grupo interinstitucional para sus metrópolis. En particular, 
esta postura de alineación toma relevancia en cuanto es considerada 
como una acción necesaria para obtener recursos federales. Aunque esto 
no excluye la posibilidad de cuestionamientos a la delimitación federal. 
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Esta segunda postura se ilustra claramente con el caso de la 
Zona Metropolitana de la Laguna, donde se identificó un interés por 
parte de los actores locales en definir un alcance espacial y estatus 
formal del territorio que coincidiera con la delimitación federal. Sin 
embargo, este alcance espacial no termina por convencer a los actores 
locales respecto a la pertinencia de incluir en mecanismos de recono-
cimiento metropolitano al municipio de Francisco I. Madero, que se 
integró a la zona metropolitana de la Laguna en el ejercicio de 2015 bajo 
la categoría de municipio exterior con el criterio de planeación y polí-
ticas urbanas. Una categoría que no se ve libre de cuestionamientos 
vinculados a si esta posee realmente un carácter metropolitano, y que 
finalmente se eliminaría en la delimitación de 2020, por lo que Fran-
cisco I. Madero deja de ser un municipio de la Zona Metropolitana 
de la Laguna.

En la Laguna no hay una declaratoria de zona metropolitana 
interestatal.14 No obstante, a finales de 2021 el Gobierno federal, los 
Gobiernos estatales de Coahuila y Durango, así como los Ayunta-
mientos de los cinco municipios de la Laguna, firmaron un Convenio 
de coordinación para impulsar la gobernanza metropolitana de la 
zona metropolitana de la Laguna. Este documento se alinea con la 
delimitación de las zonas metropolitanas de sedatu-inegi-conapo. En 
este proceso de firma del Convenio de Coordinación de La Laguna se 
observa al Gobierno federal como el principal actor promotor de la 
creación de estos instrumentos de gobernanza metropolitana, y con 
ello, de cómo se define la espacialidad de la zona desde una lógica 
más bien vertical. Sin embargo, el caso de la metrópoli de Monterrey 
da cuenta de que el Gobierno federal puede convenir con los actores 
locales el reconocimiento de lo metropolitano con otro alcance espa-

14	  En la Ley de asentamientos humanos, ordenamiento territorial y desarrollo urbano del estado de 
Coahuila de Zaragoza se definen a las zonas metropolitanas como territorios que deben ser formal-
mente reconocidos mediante una declaratoria. En tanto, la Ley de desarrollo urbano para el estado 
de Durango (última reforma, en junio de 2020) solo se establecía la declaración de zonas conur-
badas. Lo anterior expresaba dos figuras diferentes de territorialidades metropolitanas para una 
misma metrópoli. No obstante, estas diferencias se eliminaron a la postre con la promulgación, en 
junio de 2022, de la Ley de asentamientos humanos, ordenamiento territorial y desarrollo urbano 
del estado de Durango, la cual, al alinearse a la lgahotdu, retoma la figura de zona metropolitana, 
cuya delimitación y constitución es resultado de un convenio entre los estados y los municipios.
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cial que no sea el de la zona metropolitana establecida por el grupo 
interinstitucional. 

En efecto, si bien el Convenio de coordinación para el reco-
nocimiento e integración de la zona metropolitana de Monterrey (8 
de julio de 2020), firmado por el Gobierno federal, el Gobierno del 
estado de Nuevo León y los Gobiernos municipales, retoma el mismo 
nombre de la Zona Metropolitana de Monterrey de la delimitación 
federal, este contiene diferencias significativas en su alcance espa-
cial. El convenio comprende solo nueve municipios, mientras que la 
zona metropolitana del grupo interinstitucional abarca dieciocho. 
Más aún, si bien el convenio menciona que los nueve municipios 
forman parte de la zona conurbada de Monterrey, lo cierto es que este 
número no coincide con los doce municipios conurbados que identifica 
el grupo interinstitucional en su ejercicio de delimitación de 2015. 

Por otra parte, habría que señalar que la expresión metropolitana 
de Monterrey se aprehende también desde una regionalización. Concre-
tamente, en el Plan Estatal de Desarrollo Urbano 2021 se regionalizó 
al estado de Nuevo León en siete subregiones, las cuales retoman el 
Plan 2030 en su planeación y gestión del territorio. En dicho docu-
mento, se define la subregión Área Metropolitana de Monterrey con los 
nueve municipios de la zona conurbada de 1988; y la subregión peri-
férica con trece municipios. No obstante, de fondo, en la metrópoli 
de Monterrey es posible observar una superposición de categorías de los 
imaginarios espaciales metropolitanos entre la conurbación, zona y 
región metropolitanas al momento de tratar esta metrópoli. En este 
escenario, pareciera que se vuelven equiparables la zona metropo-
litana, la zona conurbada y el área metropolitana de Monterrey, por 
lo que cabe preguntarse cuál es el objetivo de contar con categorías 
diferentes en términos de políticas públicas. En particular, porque esta 
sobreposición deriva en una confusión entre los funcionarios de los 
municipios metropolitanos de dicha metrópoli. 

Así pues, sin tener claridad de este tipo de procesos locales de reco-
nocimiento formal de lo metropolitano, los funcionarios poseen imagi-
narios socioterritoriales metropolitanos más bien limitados, mediante 
los cuales desconocen o carecen de certeza de qué municipios comprende 
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la “forma” de zona metropolitana en sus respectivas metrópolis. Pero 
también abre la puerta para cuestionar, de fondo, las formas metro-
politanas como espacios políticos.

Reflexiones finales

Los aspectos desarrollados en este trabajo son una adaptación de un 
capítulo de mi investigación de tesis doctoral, el cual en sus inicios 
buscaba analizar qué es lo metropolitano. Aunque la respuesta a esta 
interrogante suele hacer referencia a las zonas metropolitanas, los 
resultados del análisis documental y las entrevistas con funciona-
rios, así como investigaciones previas (Varela, 2018; 2023)– llevaron 
a pensar más allá de la delimitación de zonas metropolitanas del 
grupo interinstitucional. Y con ello, a examinar los postulados epis-
temológicos del estudio de lo metropolitano basado en este tipo de 
unidades espaciales. En este sentido, se considera un error pensar 
que la discusión en torno a la delimitación de zonas metropolitanas 
corresponde solo a ciertas disciplinas interesadas en características 
socioeconómicas y morfológicas. Esta, como una postura que respon-
dería a la idea de una perspectiva empirista que ve a lo metropolitano 
como un objeto aprehensible. 

En particular, se resalta que la categoría de zona metropoli-
tana no es necesariamente la forma en la que se comprende y trata 
la territorialidad metropolitana en lo local, como se pudo observar 
en los casos estudiados. Esto no solo refiere a utilizar otros tipos de 
conceptos, como área metropolitana, zona conurbada o región metro-
politana, sino distintos números de municipios que le conforman 
respecto a la delimitación de zona metropolitana de cada metrópoli. 

De esta manera, se observan dos tendencias de comprender 
las unidades espaciales de lo metropolitano, con lo que parece 
alejarse de la pretensión de tener en un solo ejercicio de delimitación 
una lógica zonal descriptiva y una lógica de intervención, como lo 
fueron los primeros ejercicios de delimitación del Gobierno federal. 
Por el contrario, el reciente documento de Metrópolis de México 
2020 parece reconocer que lo metropolitano es también un concepto 
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institucional definido en términos de gobernanza, y caracterizado 
por la fragmentación e interdependencia político-administrativa, 
donde la unidad espacial la “constituyen” los actores metropolitanos. 
Aunque, sin duda, futuras investigaciones deben examinar en qué 
medida estas definiciones formales de lo metropolitano no caen en 
disputas de una reestructuración político-administrativa que favo-
recen a ciertos gobiernos locales o estatales. 

La distinción entre dos formas metropolitanas tendría impli-
caciones directas en términos metodológicos, puesto que plantea 
reconsiderar el alcance espacial de los objetos que buscan estudiar 
o intervenir lo metropolitano. Por ejemplo, si se evalúa una política 
pública metropolitana que solo se aplicó en el territorio definido 
localmente como metropolitano, ¿qué tipo de unidad de análisis 
sería la adecuada? Al tratar de responder esta pregunta, conviene 
retomar el cuestionamiento al concepto de zona metropolitana como 
aquel que refleja la “realidad metropolitana”, al enmarcarlo como un 
concepto mutable cuyos criterios de delimitación no han escapado a 
la arbitrariedad y discrecionalidad. 
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Resumen

Considerando que las sociedades modernas se distinguen, entre 
otros aspectos, por una notable participación ciudadana en diversas 
esferas de la vida social, económica, territorial, ambiental, cultural 
y política, el presente trabajo centra su atención en la construcción 
de un índice sintético de participación ciudadana, que permita, 
mediante el análisis de la información oficial reciente, obtener un 
panorama general de los avances y retrocesos que en esta materia 
experimentan las diversas zonas metropolitanas de México, parti-
cularmente en lo referente a las acciones que los Ayuntamientos han 
ejecutado en materia de planeación urbana, desarrollo urbano, orde-
namiento territorial, espacios de participación ciudadana, porcen-
taje de votación y organizaciones de la sociedad civil.

Los resultados muestran un panorama heterogéneo en cada 
zona metropolitana, que se cataloga en cuatro rangos que van desde 
el rezago o estancamiento donde se ubican once municipios, hasta el 
avance constante y progresivo que distingue a diecisiete demarcaciones 

mailto:sflores@cua.uam.mx
mailto:ferrusca2001@yahoo.com.mx


76

Socorro Flores Gutiérrez y Francisco Javier Rosas Ferrusca

territoriales del Estado de México. Este índice constituye una herra-
mienta que permite, con una visión crítica, valorar los rubros que 
demandan acciones contundentes para que la participación ciuda-
dana se consolide como un instrumento efectivo de la gobernanza en 
el contexto metropolitano.

Palabras clave: Participación ciudadana, organizaciones de la sociedad 
civil, zona metropolitana, planeación urbana, ordenamiento territorial.
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Considerando que la Red Gobernanza Metropolitana (redgobmet), 
registrada ante el Consejo Nacional de Humanidades, Ciencia y 
Tecnología (conahcyt) desde 2017 como una red temática que busca 
orientar y ampliar la discusión teórica, conceptual, metodológica 
y práctica de los estudiosos en temas metropolitanos, el presente 
trabajo centra su atención en la exploración de parámetros de medición 
de la gobernanza metropolitana, y en particular de la participación 
ciudadana como uno de sus componentes centrales que se expresa 
por medio de diversas formas de representación social, local, comu-
nitaria o regional presentes en el territorio.

La participación ciudadana se muestra como una condi-
cionante de la gobernanza territorial, y por esta razón este trabajo 
analiza el estado actual de la participación ciudadana y sus organi-
zaciones por zona metropolitana de las trece grandes ciudades de 
México; se parte de referencias teóricas acerca de la gobernanza 
territorial y de la participación ciudadana desde sus tipos, su insti-
tucionalización y los instrumentos jurídicos que existen en México 
para legitimarla.

Posterior a ello, se emplea una metodología cuantitativa que 
parte de la construcción de un índice sintético de participación ciuda-
dana por zona metropolitana (2022) para analizar y caracterizar en el 
territorio el estado actual de la participación ciudadana en México. Esta 
forma de abordaje permite configurar un panorama actual del objeto de 
estudio, al analizar los fenómenos que intervienen en él, como son 
los mecanismos de colaboración, los espacios de apertura, los actores 
estratégicos y las organizaciones de la sociedad civil.

Para la construcción del índice, se realizó una ponderación 
de las variables que se señalan del i) Censo nacional de gobiernos 
municipales y demarcaciones territoriales de la Ciudad de México 
(INEGI, 2021): realización de actividades de planeación urbana, ejecu-
ción del desarrollo urbano y ordenamiento territorial; comisiones en los 
Ayuntamientos por municipio según tema; tasa de solicitudes de infor-
mación recibidas por cada cien mil habitantes por entidad federativa 
y condición de apertura de espacios para la participación o consulta 
ciudadana por municipio; ii) Cómputos distritales para elecciones 
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federales (ine, 2021), el porcentaje de participación electoral en elec-
ciones federales y iii) directorio de organizaciones de la sociedad civil 
(2021), la tasa de organizaciones de la sociedad civil (OSC) por cada 
cien mil habitantes por entidad federativa.

Los resultados proporcionan, por un lado, un análisis territo-
rial de la participación ciudadana en zona metropolitana, y por otro, 
la posibilidad de mapear el comportamiento en las tres zonas metro-
politanas que involucran al Estado de México, con lo cual es posible 
mostrar las implicaciones que tiene la gobernanza territorial para 
lograr ser un referente dentro de las políticas públicas y ser tomada en 
cuenta como parte de un modelo de desarrollo urbano que se distinga 
por el trabajo colaborativo donde los ciudadanos influyan de manera 
positiva y proactiva en la toma de decisiones.

17	  En la óptica de Bobbio (2014, p.24), la única manera de entender la democracia es caracterizán-
dola como un conjunto de reglas (primarias o fundamentales) que establece a quién se autoriza 
para tomar las decisiones colectivas y bajo qué procedimientos. Asimismo, quienes toman dichas 
decisiones deben contar con diversas alternativas, por lo que es preciso garantizarles libertad de 
opinión, expresión, reunión y asociación, entre otras formas de integración.

Participación ciudadana, premisa de las sociedades 
modernas

A lo largo de la historia, la participación ciudadana se ha asociado, 
entre otros aspectos, a un determinado grado de conocimiento, 
opinión y decisión de la sociedad en asuntos de diversa índole de la 
vida cotidiana, situación que, desde la perspectiva de diversos autores, 
es parte del despertar cívico que implica una mayor conciencia de la 
población para exponer sus opiniones en asuntos de carácter público. 
Al promover cambios sociales, mediante la mejora de la calidad de 
vida e incidir en las decisiones gubernamentales, puede concebirse 
como sinónimo de democracia.17

En la revisión histórica que efectúa Palma (2015, p. 53), es 
posible precisar que la categoría de ciudadanía nació en Atenas, donde 
se la empleaba para referirse al grupo de personas con la responsa-
bilidad de decidir y guiar los destinos de la ciudad. Es así como la 
democracia se caracterizaba entonces por la participación directa del 
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ciudadano en los espacios tecnocráticos de la polis, “dándose una 
coincidencia entre ciudadanía y ejercicio político pleno” (1995, p. 53).

Cabe señalar que, a finales del siglo xix, en diversos países, 
los movimientos sindicalistas del sector obrero provocaron la reivin-
dicación de la democracia directa, lo que con el paso de los años 
contribuyó a la visión moderna de la ciudadanía formalizada 
mediante las Constituciones de las naciones como instrumento 
jurídico garante de los derechos y obligaciones civiles y políticos. 
Es precisamente este aspecto el que propicia la institucionali-
zación de derechos sociales, donde los habitantes delegan a sus 
representantes el mandato para que, en su nombre y representa-
ción, ejecuten las decisiones que satisfagan sus demandas.

En la perspectiva de Serrano (2015, p. 97), la participación 
ciudadana requiere que el Estado construya las condiciones que 
permitan hacerla efectiva. En este sentido, todo sistema político 
necesita cuatro requisitos para lograr consolidarla: a) El respeto de 
las garantías individuales; b) los canales institucionales y marcos 
jurídicos; c) la información, y d) la confianza por parte de los ciuda-
danos hacia las instituciones democráticas.

Hoy en día, la participación ciudadana involucra más que el 
solo acto de votar y manifestar la decisión electoral en las urnas; esta 
es solo una de las diversas formas de participación que la población 
tiene reconocidas formalmente. Villareal (2010) identifica cuatro 
tipos de participación: social, comunitaria, política y ciudadana.

La primera reconoce la pertenencia de las personas a organi-
zaciones o asociaciones que tienen como objetivo la defensa de sus 
intereses por medio de otras instituciones de carácter social; en la 
segunda, las personas se agrupan para enfrentar adversidades, o 
bien para actuar en pro de un desarrollo comunitario; autores como 
Cunill (1997) ubican a esta categoría como parte de autoayuda social 
que pugna por obtener apoyos o subsidios del Gobierno. El tercer tipo 
de participación, la política, integra a los ciudadanos en el sistema 
político mediante organizaciones de representación social, especí-
ficamente en partidos políticos, ayuntamientos, gremios, cámaras, 
entre otras instancias que, en ocasiones, suelen organizarse en torno 
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a intereses sindicales, marchas, huelgas, paros y manifestaciones; es 
precisamente en esta categoría donde el voto adquiere importancia.

El cuarto tipo ubica a la participación ciudadana como 
aquella donde la sociedad posee una injerencia directa con el 
Estado, con una visión más amplia de lo público. Esta partici-
pación se relaciona de forma estrecha con el involucramiento de 
los ciudadanos en la administración pública. Serrano (2015, p. 96) 
afirma que “los mecanismos de democracia directa (iniciativa de 
ley, referéndum, plebiscito y consultas ciudadanas), la revocación 
de mandato (recall) y la cooperación de los ciudadanos en la pres-
tación de servicios o en la elaboración de políticas públicas son 
formas de participación ciudadana”.

De los cuatro tipos de participación expuestos, este trabajo se 
centra en la ciudadana, y retoma la definición propuesta por Serrano 
(2015), complementada con aportaciones de Isunza (2006) y Olvera 
(2007), que la conciben como

la intervención organizada de ciudadanos individuales o de organi-
zaciones sociales y civiles en los asuntos públicos, que se lleva a cabo 
en espacios y condiciones definidas; esto es, en interfaces (Isunza, 
2006) […] y que permiten el desarrollo de una capacidad relativa de 
decisión en materia de políticas públicas, control de la gestión guber-
namental o evaluación de las políticas públicas a través de diversas 
formas de controlaría ciudadana (Olvera, 2007, pp. 26-27).

En los últimos treinta años, México ha intensificado la labor legisla-
tiva permitiendo abrir nuevos esquemas formales de participación 
ciudadana, que si bien en algunos momentos, se han caracterizado 
por altibajos, en épocas recientes se encuentra reconocida, observada, 
vigilada y monitoreada por instituciones que intentan consolidar su 
relevancia en el diseño, ejecución y evaluación de políticas públicas 
sectoriales, impulsando la transparencia, la rendición de cuentas, la 
credibilidad y confianza, y la protección de los derechos ciudadanos.

En este sentido, el modelo de desarrollo económico que preva-
lece en México ha contribuido a una mayor intervención de la población 
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en sectores asociados a la educación, la salud, el ambiente, la economía, 
los movimientos migratorios, la marginación, la pobreza y, por 
supuesto, la incesante urbanización. Es en este último ámbito donde 
el presente trabajo analiza el comportamiento de las zonas metro-
politanas del país mediante las actividades de planeación urbana, 
ejecución del desarrollo urbano y ordenamiento territorial, las comi-
siones de participación ciudadana, transparencia y mejora de la gestión 
gubernamental, las solicitudes de acceso a la información pública y 
protección de datos personales, la condición de apertura de espacios 
para la participación o consulta ciudadana, y el porcentaje de pobla-
ción que acude a emitir el voto.

Desde la perspectiva de Arzaluz (2013), en México existen 
diversas leyes que institucionalizan la participación en el ámbito 
local, como son los consejos de participación, comités de obras y 
programas sociales, entre otros; sin embargo, destaca que “cada 
Gobierno o programa incide de diferente manera”, por lo cual la parti-
cipación ciudadana en México sigue presentándose como un proceso 
en su mayoría de forma clientelar, ya que cada uno de los niveles 
de gobierno federal, estatal y municipal la aplican de una manera 
diversa, lo cual genera un territorio heterogéneo.

Por ello se observa relevante que el Gobierno establezca, dentro 
de su marco legal, la normatividad necesaria que institucionalice 
los mecanismos de participación ciudadana (Sánchez, 2015), ya que la 
sociedad se exhibe como una variable indispensable para la cons-
trucción de verdaderos procesos de participación; por este motivo, la 
administración pública debe realizar los ajustes necesarios para que 
en todo el territorio, dentro de sus organismos, existan áreas de parti-
cipación ciudadana que promuevan y fomenten el ejercicio de la ciuda-
danía dentro de todo el ciclo de la construcción de políticas públicas.

La participación ciudadana a través de los instrumentos 
jurídicos

Los estudios realizados por el Instituto Mexicano de la Competiti-
vidad (imco) indican que hasta 2016 la legislación que sustenta los 
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mecanismos de participación ciudadana en México presentaba un 
panorama diferenciado; prueba de ello es que en diecinueve entidades 
enfrentan limitaciones la regulación electoral y fiscal, la responsabi-
lidad de los servidores públicos y la transparencia, y solo en once 
estados existe evidencia clara de la reglamentación de las iniciativas 
ciudadanas en el contexto municipal, además de que solo en cuatro 
de veinticinco se identifican leyes de participación ciudadana en los, 
por otro lado, que se carece de mecanismos para impugnar actos.

Por su parte, la revisión de los archivos de la Cámara de Dipu-
tados, mediante el Centro de Estudios Sociales y de Opinión Pública 
(Cesop, 2021), refleja que, en el ámbito federal, México no posee 
con una ley de participación ciudadana, pero sí cuenta con una Ley 
federal de fomento a las actividades realizadas por organizaciones 
de la sociedad civil y con la Ley federal de transparencia y acceso a la 
información pública gubernamental. Cabe señalar que existen otras 
leyes que regulan el desarrollo de la participación ciudadana; entre 
ellas destacan la Ley de asistencia social, la Ley general de desa-
rrollo social y la Ley sobre el sistema nacional de asistencia social.

De los treinta y dos estados de la república mexicana, solo trece 
cuentan con una ley de participación ciudadana, veintiocho tienen una 
ley de transparencia y acceso a la información, de los cuales solo trece 
han creado un organismo de transparencia; veintiún estados cuentan 
con una comisión legislativa relacionada con estos dos temas, mien-
tras que ocho estados cuentan con comisiones de gestión y quejas 
que, si bien no abordan directamente el tema de la participación 
ciudadana, son las que están vinculadas con la relación entre el 
Estado y la sociedad civil. Por otro lado, Chiapas, Oaxaca y Tabasco 
se ubican como los estados más rezagados en estos asuntos, ya que 
no cuentan con ninguna ordenación en la materia, lo cual confirma 
una regulación heterogénea en el país (cesop, 2021).



83

Índice sintético de participación ciudadana por zona metropolitana

Construcción del índice sintético de participación 
ciudadana por zona metropolitana

Partimos de que la conceptualización del fenómeno metropolitano se 
distingue, en la perspectiva de Navarrete (2023), por dos factores: su 
población y la extensión territorial, y que de la interacción de ambos 
se deriva la complejidad de los procesos urbanos, y de su fragmenta-
ción resulta indispensable explorar mecanismos de medición de los 
diversos componentes de la gobernanza metropolitana, sobre todo 
en entidades que, como el Estado de México, poseen dentro de sus 
límites geográficos y administrativos a tres zonas metropolitanas, 
y que dos de ellas se ubican en las primeras cinco posiciones de la 
clasificación que ha publicado la sedatu a través del Sistema Urbano 
Nacional (2018).

Materiales y método

Considerando que este trabajo tiene como fundamento empírico la 
elaboración de un índice que agrupe un conjunto de variables que den 
cuenta del nivel de participación ciudadana, en principio en el contexto 
municipal, agrupado en escala de zona metropolitana, su confección 
requirió acudir a fuentes documentales oficiales, específicamente 
tres que corresponden a: (i) el Instituto Nacional de Estadística y 
Geografía (inegi), (ii) el Instituto Nacional Electoral (ine) y, (iii) la Secre-
taría de Gobernación (segob), mediante la Unidad para la Atención de 
las Organizaciones Sociales y del Directorio de Organizaciones de la 
Sociedad Civil.

Referente al Instituto Nacional de Estadística y Geografía, se 
consultó el Censo nacional de gobiernos municipales y demarca-
ciones territoriales de la Ciudad de México (inegi, 2021), a fin de 
procesar y analizar dos tablas:

•	 Instituciones con actividad territorial, por municipio o demarca-
ción territorial según la realización de actividades de planeación 
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urbana, ejecución del desarrollo urbano y ordenamiento territo-
rial, los datos corresponden a 2020.

•	 Espacios para la participación ciudadana generados en las 
instituciones con actividad territorial, por municipio o demar-
cación territorial según tema; datos de 2020.

Respecto al Instituto Nacional Electoral, se consultaron, descargaron 
y analizaron los datos del Sistema de Consulta de la Estadística de las Elec-
ciones del Proceso Electoral, particularmente los resultados de la elección 
a la presidencia de la república del proceso electoral federal (ine, 2018) (c).

Finalmente, de la Secretaría de Gobernación (segob), específi-
camente de la Unidad para Atención de las Organizaciones Sociales, a 
través del Directorio de Organizaciones de la Sociedad Civil, se consul-
taron y descargaron los datos del número de organizaciones de la 
sociedad civil (osc) registradas con estatus “activo” de tres actividades: 

Cívicas, enfocadas a promover la participación ciudadana en asuntos 
de interés público; de cooperación para el desarrollo comunitario en 
el entorno urbano o rural, [y] de apoyo para el aprovechamiento de 
los recursos naturales, la protección al ambiente, la flora y la fauna, 
la preservación y restauración del equilibrio ecológico, así como la 
promoción del desarrollo sustentable a nivel regional y comunitario, 
de las zonas urbanas y rurales18 (segob, 2021) (d).

El siguiente paso consistió en definir la ponderación o el peso relativo 
que tendría cada una de las variables para la elaboración del índice 
sintético, expresado mediante la fórmula:

IPC=a(0.20)+b(0.30)+c(0.30)+d(0.20)
Donde:
IPC=Índice de participación ciudadana por municipio
a= Realización de actividades de planeación urbana,ejecución del desa-
rrollo urbano y ordenamiento territorial
b= Espacios para la participación ciudadana generados
18	  Se calculó una tasa de OSC por cada cien mil habitantes por municipio.
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c= Porcentaje de participación electoral en elecciones a presidencia 
nacional 2018
d=Tasa de OSC por cada 100 000 habitantes por entidad federativa.

De esta forma, se obtuvo un índice con valor entre 0.0 y 1.0 
por municipio, en el que 0.0 indica la ausencia de las variables selec-
cionadas y 1.0 la presencia de todos los factores considerados.

Resultados

Estos son los resultados obtenidos agrupados por zona metropoli-
tana. De acuerdo con el Sistema Urbano Nacional (sun) definido por 
el Consejo Nacional de Población y el Instituto Nacional de Estadís-
tica y Geografía, en el país existen 74 zonas metropolitanas (zm) que 
albergan a 85% de la población que comprende el sun. De esas 74 zm, 
por tamaño de población existen 2 de más de 5 millones de habi-
tantes, 13 de entre 1 y 4 999 999 habitantes, 22 de entre 500 000 
y 999 999 habitantes; finalmente, 37 zm cuentan con población de 
entre 100 000 y 499 999 habitantes (Tabla 1, disponible en https://
doi.org/10.5281/zenodo.14370849).

En cuanto a los resultados del índice de participación por 
tamaño de zona metropolitana, en la Tabla 2 se observa que en los 
417 municipios que integran las zonas metropolitanas del sistema 
urbano nacional, se registró un valor mínimo de 0.1456, que corres-
ponde al municipio de San Sebastián Tutla, en la zm de Oaxaca; el 
valor más alto que se registró fue de 0.7338, en la alcaldía Miguel 
Hidalgo, en Ciudad de México. El valor promedio fue de 0.4152, con 
una desviación estándar de 0.1131, lo que indica la cercanía de los 
datos con el promedio de estos.

En cuanto a los datos registrados por tamaño de zona metro-
politana; en aquellas de 100 000 a 499 999 habitantes hubo un valor 
mínimo de 0.2711, un máximo de 0.6667 y en promedio 0.4246. 
En las zonas de 500 000 a 999 999 habitantes, se registró un valor 
mínimo de 0.2527, un máximo de 0.6826 y promedio de 0.4430. 
Sobre las zonas metropolitanas de 1 000 000 a 4 999 999 habitantes, se 

https://doi.org/10.5281/zenodo.14370849
https://doi.org/10.5281/zenodo.14370849
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reportó un valor mínimo de 0.3641, un máximo de 0.5931 y valor 
promedio de 0.4495. Finalmente, para aquellas de cinco millones o 
más habitantes, se registró un valor mínimo de 0.4385, máximo de 
0.4912 y promedio de 0.4663.

En la Tabla 2 se aprecia el número de municipios o demarcaciones 
territoriales que manifestaron realizar actividades de planeación urbana 
(pu), desarrollo urbano (du) y ordenamiento territorial (ot), además del 
porcentaje promedio de votaciones registradas en la elección para la presi-
dencia de la república en 2018, el total de organizaciones de la sociedad 
civil (las seleccionadas y señaladas antes) y la tasa de osc por cada cien 
mil habitantes.

En cuanto a los datos desagregados por zona metropolitana, en 
la Tabla 3 (disponible en https://doi.org/10.5281/zenodo.14370849) 
se observa el tamaño de la zona metropolitana, su nombre, el número 
de municipios que la integran, la población registrada en 2018, el 
número de demarcaciones territoriales que manifestó realizar acti-
vidades de planeación urbana, desarrollo urbano y ordenamiento 
territorial, así como el número de espacios abiertos para la partici-
pación ciudadana, porcentaje promedio de votación en las elecciones 
para presidencia de la república en 2018 y la tasa promedio de osc por 
cada cien mil habitantes, para cerrar con el índice promedio, mínimo y 
máximo registrados.

La zona metropolitana que registró un valor mínimo en 
el índice de participación ciudadana es Reynosa, que para 2018 
contaba con dos municipios que concentraban 843 968 habitantes. 
En promedio, posee un índice de 0.25, un valor mínimo de 0.17 y un 
máximo de 0.33.

En contraparte, la zona metropolitana que registró el valor 
más alto del índice de participación fue Culiacán, cuyo municipio 
homónimo, de manera unitaria forma la zona metropolitana con una 
población de 966 609 personas en 2018, con un índice de 0.68.

Para las 74 zonas metropolitanas, el valor promedio del índice 
fue de 0.4356; en 39 casos se registró un valor por debajo de ese 
promedio y en 35 un valor por encima del promedio nacional. Los 

https://doi.org/10.5281/zenodo.14370849
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datos a detalle se aprecian en la Tabla 3 (disponible en https://doi.
org/10.5281/zenodo.14370849).

A manera de ejemplo, se presentan los resultados a detalle 
municipal, de tres zonas metropolitanas del Estado de México: 
Toluca, Tianguistenco y Valle de México.

En el caso de Toluca, integrada por 16 municipios que 
albergan a 2 386 157 habitantes (Tabla 4, disponible en https://doi.
org/10.5281/zenodo.14370849), y relacionado con la manifestación 
de realizar actividades de planeación urbana, desarrollo urbano y 
ordenamiento territorial, reporta que la mayoría de los municipios 
señalaron hacerlo. En cuanto al número de espacios abiertos a la 
participación ciudadana, los valores van desde cero hasta siete como 
máximo, manifestado por el municipio de San Mateo Atenco.

El porcentaje de participación municipal en la elección para 
presidencia de la república en 2018, en promedio, registró un alto 
porcentaje (76%), un valor mínimo de 68% en los municipios de 
Almoloya de Juárez y Metepec, y un valor máximo de 85% en el 
municipio de Otzolotepec.

Respecto a la tasa de osc por cada 100 000 habitantes, en 
promedio se registró un valor de 2.94. En cuatro de los dieciséis 
municipios no hay actividades de osc (elegidas) y el municipio con la 
tasa más alta es Metepec, con un valor de 12.35.

Sobre el valor del índice de participación ciudadana por 
municipio que integra la zona metropolitana, en promedio se 
registró un valor de 0.4590, un mínimo de 0.3553 en el municipio 
de Rayón y un máximo de 0.6011 en el de San Mateo Atenco.

Los datos descritos pueden observarse en la Gráfica 1, en donde se 
identifica que los municipios de San Mateo Atenco, Almoloya de Juárez, 
Tenango del Valle, Temoaya, Toluca y Metepec registran un valor por 
encima del promedio de la zona metropolitana, y los restantes diez 
(de dieciséis) municipios reportan un valor por debajo del promedio.

https://doi.org/10.5281/zenodo.14370849
https://doi.org/10.5281/zenodo.14370849
https://doi.org/10.5281/zenodo.14370849
https://doi.org/10.5281/zenodo.14370849
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Gráfica 1. Índice de participación ciudadana por municipio de la ZM de Toluca

Fuente: Elaborado con datos de (INE, 2018) (CONAPO & SEDATU, 2018)Territorial y Urbano (sedatu 
(SEGOB, 2021).

En el Mapa 1 se observa la ubicación municipal en el contexto de la zona 
metropolitana y en relación con las otras dos zonas metropolitanas. En 
la primera columna de la Tabla 4 se indica la clave municipal, la cual 
puede identificarse en el Mapa 1, que se clasificó en cuatro intervalos 
de clase para las tres zonas metropolitanas para precisar los valores 
municipales en el contexto regional.

Referente a la zona metropolitana de Toluca, de los cuatro inter-
valos de clase, no hay municipios en el extremo inferior (color rojo), 
en el extremo superior existen tres municipios y la capital del estado, 
homónima a la zona, aparece en un intervalo abajo del máximo.

Por su parte, la zona metropolitana de Tianguistenco se 
conforma de seis municipios en los que residen 188 474 habitantes. 
El total de los municipios refirió realizar actividades de planea-
ción urbana, desarrollo urbano y ordenamiento territorial. Solo los 
municipios de Capulhuac (5) y Atizapán (1) señalaron abrir espacios 
para la participación ciudadana. El resto de los municipios (4 de 6) 
no lo reportaron.
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Sobre el porcentaje de población que acudió a votar, en 
promedio lo hizo el 71%, se registró un valor promedio de 62% en el 
municipio de Capulhuac y un valor máximo de 82% en Texcalyacac. 
Respecto a la tasa de osc por cada 100 000 habitantes, en tres de los 
seis municipios se identificó la presencia de este tipo de organiza-
ciones: Atizapán, Almoloya del Río y Xalatlaco.

Finalmente, en cuanto al índice de participación ciudadana 
calculado, en promedio en la zona metropolitana se obtuvo un valor 
de 0.4492, el mínimo registrado es de 0.3890, que corresponde al 
municipio de Tianguistenco –que es, además, el más poblado de la 
zona metropolitana– y el máximo registrado es de 0.5110, corres-
pondiente al municipio de Capulhuac.

En la Gráfica 2 se puede observar que, de los seis municipios, tres 
registran un valor por encima del promedio de la zona metropolitana: 
Capulhuac, Atizapán y Almoloya del Río. Y en tres casos se registró un 
valor por abajo del promedio: Texcalyacac, Xalatlaco y Tianguistenco.

En el Mapa 1 se puede observar la ubicación municipal en el 
contexto de la zona metropolitana y en relación con las otras dos. 
En la primera columna de la Tabla 5 (disponible en https://doi.
org/10.5281/zenodo.14370849) se indica la clave municipal, la cual 
puede identificarse en el Mapa 1, que se clasificó en cuatro intervalos 
de clase para las tres zonas metropolitanas, para ubicar los valores 
municipales en el contexto regional.

En la zona metropolitana de Tianguistenco no se registran 
valores municipales del índice de participación ciudadana en los 
extremos de los intervalos de clase en los que se agruparon los valores.

https://doi.org/10.5281/zenodo.14370849
https://doi.org/10.5281/zenodo.14370849
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Gráfica 2. Índice de participación ciudadana por municipio de la ZM de 
Tianguistenco

Fuente: Elaborado con datos de (INE, 2018) (CONAPO & SEDATU, 2018)Territorial y Urbano (sedatu 
(SEGOB, 2021).

La zona metropolitana más grande del país corresponde a Valle de 
México, en la que habitan 21 800 320 personas; se integra por 76 
demarcaciones territoriales, de las cuales 59 son municipios del 
Estado de México, 16 alcaldías de Ciudad de México y 1 municipio 
del estado de Hidalgo.

Los datos a detalle se pueden observar en la Tabla 6. En la 
primera columna se presenta la clave municipal, aquellas unidades 
territoriales cuya clave comienza con los dígitos 09 corresponden 
a Ciudad de México; las que comienzan con 15 son del Estado de 
México y la que comienza con 13 es de Hidalgo.

Pese a que estas 76 demarcaciones territoriales integran la 
metrópoli más poblada del país, presentan condiciones muy dife-
rentes. En cuanto al porcentaje de ciudadanos que acudieron a emitir 
su voto, en promedio se registró un 71%; el valor mínimo identificado 
es de 58%, que corresponde al municipio de Hueypoxtla (Estado de 
México), y un máximo de 82% para el municipio de Tlalmanalco 
(Estado de México).

En cuanto a la tasa de osc por cada 100 000 habitantes, de las 76 
demarcaciones territoriales, en diez casos no hay presencia de este 
tipo de organizaciones que realizan actividades seleccionadas. En 
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promedio se registró una tasa de 10.85; un valor mínimo de 0.0 y 
un máximo de 102.5141, que pertenece a la alcaldía Benito Juárez 
(Ciudad de México).

Sobre el valor del índice de participación ciudadana calcu-
lado, se registró un valor promedio de 0.4385, un mínimo de 0.2250, 
que corresponde al municipio de Tonanitla (Estado de México), y un 
máximo de 0.7339, correspondiente a la alcaldía Miguel Hidalgo 
(Ciudad de México).

En la Gráfica 3 se representa el valor municipal del índice de 
participación, así como el promedio de los datos por zona metropo-
litana. En treinta y seis unidades territoriales se registró un valor 
por arriba del promedio, en un caso estos valores son iguales y en 
treinta y nueve casos se reconoció un dato por abajo del promedio 
de la zona metropolitana.

Gráfica 3. Índice de participación ciudadana por municipio de la ZM de  
Valle de México

Fuente: Elaborado con datos de (INE, 2018) (CONAPO & SEDATU, 2018) (SEGOB, 2021).

En el Mapa 1 se observa la ubicación municipal en el contexto de 
la zona metropolitana y en relación con las otras dos zonas. En la 
primera columna de la Tabla 6 (disponible en https://doi.org/10.5281/
zenodo.14370849) se indica la clave municipal, la cual puede identi-
ficarse en el Mapa 1. El mapa, como ya apuntamos, se clasificó en 

https://doi.org/10.5281/zenodo.14370849
https://doi.org/10.5281/zenodo.14370849
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cuatro intervalos de clase para las tres zonas metropolitanas, para 
ubicar los valores municipales en el contexto regional.

De estos cuatro intervalos de clase, en la zona metropoli-
tana del Valle de México se puede observar en su totalidad que 
la mayoría de los datos se ubican en los dos rangos intermedios 
(50); los restantes en 11 en el extremo inferior (color rojo) y 15 en el 
extremo superior.

Mapa 1. Índice de participación ciudadana por municipio de las ZM Valle de 
México, Toluca y Tianguistenco

Fuente: Elaborado con datos de (INE, 2018) (CONAPO y SEDATU, 2018) (SEGOB, 2021) (INEGI, 2020).

Conclusiones

El diseño del índice de participación ciudadana requirió de insumos 
estadísticos básicos que no siempre se actualizan, ya que los Gobiernos 
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locales no reportan en forma oportuna su respectiva información ante las 
instancias correspondientes, situación que limita su diseño e interpre-
tación acorde a la realidad que experimenta cada uno. Pese a ello, el 
índice se valoró con la información disponible, donde se logró una 
aproximación al año 2021 que permite vislumbrar los avances y retro-
cesos de los municipios en materia de planeación urbana, desarrollo 
urbano, ordenamiento territorial, espacios de participación ciuda-
dana, porcentaje de votación y organizaciones de la sociedad civil.

El análisis comparativo de las tres zonas metropolitanas en 
las que participa el Estado de México con algún municipio refleja 
que el índice de participación ciudadana tiene, en promedio, un 
comportamiento que puede catalogarse de bajo o moderado, estatus 
que caracteriza a más de treinta y cinco demarcaciones territoriales. 
Por su parte, el rezago o estancamiento más crítico se presenta en once 
municipios, donde el índice demanda la urgente necesidad de redoblar 
esfuerzos para avanzar en cada una de las variables tomadas en cuenta.

Replicar este ejercicio en la totalidad de las zonas metropoli-
tanas permitiría contar con un mapa o radiografía de la participa-
ción ciudadana en México, y puede constituirse en una herramienta 
fundamental para los tomadores de decisiones que tienen a su cargo 
la responsabilidad de involucrar a la población en la planeación del 
territorio, de fortalecer los esquemas de participación ciudadana e 
innovar en su diseño, seguimiento y evaluación, así como en la elabo-
ración y ejecución de instrumentos de ordenamiento territorial.
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El capítulo analiza la respuesta de los municipios del conurbano 
bonaerense dentro del Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA) 
ante la pandemia de la covid-19, destacando los desafíos políticos e 
institucionales que emergen en la etapa pospandemia. La gestión 
gubernamental buscó contener la crisis mediante estrategias coor-
dinadas entre el Gobierno nacional, la Provincia de Buenos Aires, la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los municipios. Sin embargo, 
la densidad poblacional del AMBA y la expansión del virus más 
allá de los límites jurisdiccionales demandaron esfuerzos inéditos de 
cooperación intergubernamental, marcados por tensiones y dificul-
tades en la institucionalización de estos procesos.

Desde un enfoque de gobernanza metropolitana y en relación 
con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), el capítulo examina 
las capacidades municipales para enfrentar la crisis, las dinámicas 
intergubernamentales desplegadas y la necesidad de potenciar inter-
venciones territoriales más articuladas. Se identifican limitaciones 
normativas y presupuestarias que restringen la acción municipal, 
generando una sobrecarga institucional en un contexto de vulnera-
bilidad social y económica.

19	 El trabajo se presentó previamente en el V Congreso Latinoamericano y Caribeño de Ciencias So-
ciales de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, Uruguay.

20	 Doctor en Ciencias Sociales por la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, mención hono-
rífica (Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales-Argentina). Profesor e investigador asociado 
del Instituto del Conurbano de la Universidad Nacional de General Sarmiento e investigador de 
carrerra del onsejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas.
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Las conclusiones subrayan que la pandemia evidenció la fragi-
lidad estructural de la gobernanza en el AMBA y la importancia de 
fortalecer la coordinación intergubernamental. Se destaca la necesidad 
de reformular atribuciones y competencias locales, promoviendo 
nuevas lógicas de articulación entre los distintos niveles de gobierno 
para gestionar los desafíos metropolitanos en la pospandemia.

Palabras clave: Gobernanza metropolitana, coordinación intergu-
bernamental, Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).
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El presente trabajo tiene como objetivo central analizar cómo los 
municipios del conurbano bonaerense, que integran el área metro-
politana de Buenos Aires (amba) enfrentaron los impactos de la enfer-
medad por coronavirus-19 (covid-19) en sus respectivos territorios y 
qué desafíos en términos políticos e institucionales se abren en la etapa 
pospandemia. En efecto, el accionar gubernamental ante la emer-
gencia sanitaria buscó contener las consecuencias de la crisis con el 
despliegue de distintos instrumentos de política y acciones institucio-
nales de diferente alcance. El Gobierno nacional, por su lado, asumió 
así la rectoría y la gestión supraestructural de la pandemia coordi-
nada con las Provincias. De la misma forma, los Ayuntamientos del 
tuvieron un papel relevante en la contención y gobernabilidad terri-
torial ante las consecuencias económicas, sociales y sanitarias que 
dejó el virus a su paso. Los municipios del conurbano bonaerense del 
amba afrontaron algunas complejidades extra. Por un lado, sus carac-
terísticas sociourbanas al formar parte del territorio más densamente 
poblado del país la hicieron el epicentro de la enfermedad. Por otro, la 
expansión del virus más allá de los límites jurisdiccionales que dividen 
a los municipios entre sí y con la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
obligó a un proceso de colaboración y coordinación sin precedentes, 
aunque con tensiones políticas y dificultades para institucionalizar 
este tipo de procesos. 

En estos términos, desde una perspectiva de gobernanza 
metropolitana y análisis respecto al seguimiento de los Objetivos del 
Desarrollo Sostenible (ODS), el trabajo se propone evaluar los distintos 
aprendizajes y retos que se plantean en materia política-institucional 
para los municipios del conurbano bonaerense. Se analizan las capa-
cidades municipales para la gestión de la crisis ante la irrupción de 
la covid-19 y las distintas relaciones intergubernamentales desarro-
lladas tanto en el plano sanitario como de preservación de la acti-
vidad económica. En un marco de gran complejidad y necesidades 
sociales que acentuó la pandemia, se requerirá potenciar interven-
ciones territoriales más coordinadas y articuladas entre los dife-
rentes niveles gubernamentales, así como enfoques transdisciplina-
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rios que permitan respuestas más amplias en términos científicos y 
actorales.

El trabajo se organiza de la siguiente forma. En primer lugar, 
se examinan los debates respecto a la problemática metropolitana, las 
relaciones intergubernamentales, la gobernanza y los aspectos políti-
co-institucionales implicados. Posteriormente, se hace un análisis terri-
torial y político-institucional del amba frente a la pandemia y las distintas 
relaciones intergubernamentales desarrolladas. Finalmente, se hacen 
algunas consideraciones finales sobre las problemáticas abordadas y los 
principales desafíos abiertos en términos políticos e institucionales.

Debates sobre la dimensión metropolitana, las 
relaciones intergubernamentales, la gobernanza y los 
aspectos político-institucionales implicados

Las ciudades constituyen un espacio determinante del capitalismo contem-
poráneo y conforman un lugar de reestructuración de las relaciones 
sociales, económicas y políticas. Precisamente, los procesos combi-
nados de globalización económica, concentración de la población 
en grandes urbes, desigualdad social y segregación urbana, menor 
preponderancia y capacidad regulatoria de los Estados nacionales 
junto a profundos cambios en los planos científico-tecnológico y socio-
cultural, redefinen las funciones y el peso específico de estos ámbitos 
y las modalidades tradicionales de intervención urbana. De la misma 
forma, son lugares de especial complejidad y suponen una construc-
ción colectiva variada, contradictoria y en constante transformación 
(Castells, 2002: Pírez, 1995; Sassen, 2003, Harvey, 2007).

Estas cuestiones plantean distintos problemas y desafíos para 
las áreas metropolitanas. En primer término, se evidencian dificultades 
de tipo político-institucional ante la diversidad de niveles guberna-
mentales implicados. La participación de distintos Gobiernos muni-
cipales, junto a uno o más Gobiernos regionales/provinciales según 
el caso y el Gobierno federal muestra una realidad metropolitana 
compleja, difícil de ser articulada institucionalmente. Las debili-
dades propias que presentan los municipios (con escasos recursos 
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y dependencia financiera, falta de personal calificado y equipos, 
marcos institucionales restringidos) y los procesos predominantes 
de acumulación política que establecen relaciones directas entre las 
instancias municipales y los Gobiernos provinciales (y entre estos 
últimos y el nivel central) impiden el tratamiento de la cuestión metro-
politana desde una perspectiva sistémica y de colaboración interguber-
namental (Pírez, 2008a; Carmona, 2012).

En este escenario, resulta de vital importancia tomar en 
cuenta las relaciones intergubernamentales (rig) desplegadas en este 
tipo de ámbitos. A partir de la literatura consideramos a las rig como un 
concepto amplio que remite a los vínculos entre las distintas unidades 
de gobierno existentes, esto es un conjunto de actividades o interac-
ciones que ocurren entre las unidades gubernamentales que integran el 
aparato estatal (Wright, 1997; Méndez, 1997; Jordana, 2002). Este 
enfoque resalta el conocimiento sobre los grados de autonomía, las 
formas de interrelación de los niveles de gobierno y los resultados 
que están detrás de estas articulaciones. Así, las rig conforman 
mecanismos políticos y administrativos que colaboran en regular, 
organizar y, en última medida, posibilitar la gestión pública entre los 
diferentes ámbitos y niveles intervinientes (Escolar et al., 2011). 

Por otra parte, el tema de la gobernanza metropolitana 
comienza a ser aplicado a la realidad de las grandes ciudades cuando 
esta comienza a ser revalorada en el contexto de la globalización. 
Gestionar una ciudad o realidad metropolitana supone tomar en 
cuenta diversos ámbitos territoriales implicados. Las ciudades en la 
sociedad global, como destaca Prats i Català (2005), se definen por 
la posición que ocupan en las estructuras reticulares de ciudades y 
territorios en las que se insertan. La dimensión metropolitana de la 
globalización, en efecto, como afirma Gomà (2018), exige un cambio 
de paradigma en el entendimiento y en el modo de actuar sobre los 
territorios metropolitanos. Por un lado, las representaciones de las 
metrópolis industriales monocéntricas fueron sustituidas de forma 
progresiva, en el transcurso de las últimas décadas del siglo xx, por 
perspectivas que problematizan la conformación de metrópolis poli-
céntricas vinculadas a regímenes de acumulación flexible o posin-
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dustriales. Por el otro, la metrópoli del siglo xxi se afirmaría, según el 
autor, en paradigmas creativos de producción en red, en los cuales la 
planeación estratégica, la regeneración urbana y la transición ecoló-
gica tendrían un papel relevante.

Para otros autores, tales como Sellers y Hoffmann-Martinot 
(2008), el problema de la gobernanza metropolitana seria principalmente 
de orden institucional. Una vez aceptada la hipótesis de la transforma-
ción paradigmática de las dinámicas productivas de las metrópolis y 
sus desafíos, es necesario preguntarse sobre cuáles modelos de coordi-
nación o regulación de las relaciones metropolitanas serían adecuados 
para tornar más eficiente la acción colectiva, sea de los actores institu-
cionales o de la sociedad civil. Algunos de esos modelos son presentados 
esquemáticamente: i) supramunicipales; ii) representativos; iii) corpo-
rativos; iv) asociativos. Pero también advierten que en muchos casos no 
garantizan una acción efectiva sobre el territorio, y que también existen 
aquellas (metrópolis) que no poseen instituciones propias y que, a pesar 
de eso, desarrollan formas de cooperación y articulación institucional a 
escala metropolitana. Se trata, en fin, de una problemática que la litera-
tura aborda extensamente y en el contexto latinoamericano, donde se 
exploran las relaciones entre las diferentes instancias de gobierno para 
pensar la gobernanza metropolitana (como, por ejemplo, el concepto de 
gobernanza multinivel) (Silva, 2021; Carmona, 2014 y 2015; Heinrichs 
et al., 2009; Pírez, 2008b, Navarrete, 2022).

Es, sin embargo, como parte del cumplimiento de los Objetivos 
del Desarrollo Sostenible (ods) –en su Objetivo 11, “Ciudades y comu-
nidades sostenibles”– (junto con la nueva agenda urbana de Hábitat 
III), que estas cuestiones relativas a la gobernanza metropolitana 
alcanzan mayor visibilidad en la agenda pública. Al comprometer 
políticamente a los países a adoptar preceptos de inclusión social, 
protección ambiental y calidad de vida en la planeación de las ciudades, 
para evitar, sobre todo, los efectos de segmentación social y ambiental 
(o la dualización en ciertos casos) provocados por la globalización, 
la nueva agenda urbana se vuelve, de alguna manera, y respetando las 
diferencias, más representativa y universal del conjunto de desa-
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fíos metropolitanos que hoy movilizan los esfuerzos colectivos de 
reflexión y acción (Navarrete, 2020). 

Los problemas retorcidos (wicked problems), en tanto situa-
ciones intrincadas que caracterizan la realidad social y metropolitana 
actual, no pueden abordarse de manera adecuada desde el análisis 
de una sola disciplina o desde un solo actor, dados los múltiples 
factores interrelacionados y vinculados en un metasistema que 
impide que puedan resolverse de manera aislada (Rittel y Webber, 
1973). Para la superación de estos retos, los enfoques transdisci-
plinarios aparecen cada vez más como alternativas para generar 
conexiones entre distintas disciplinas de la ciencia y actores externos 
a la academia de modo de brindar soluciones más amplias y codiseñar 
nuevas respuestas en el plano de la investigación y el diseño de polí-
ticas públicas (Pohl y Hadorn, 2008; Jahn et al., 2012; Hoffmann et 
al., 2017; Bammer et al., 2020; Zurbriggen y Sierra, 2021).

En tal sentido, las ciudades y metrópolis latinoamericanas, atra-
vesadas por cuestiones sociales y ambientales de antigua data, como la 
pobreza y la exclusión, han encontrado en esas formulaciones nuevos 
respaldos para las políticas públicas que inciden sobre sus territorios, 
lo que no quiere decir de manera alguna que la cuestión metropoli-
tana en América Latina haya encontrado un camino para su solución. 
Es justamente la dificultad que supone la actuación sobre tal escala 
de problemas (y soluciones) lo que mantiene actual el debate sobre la 
gobernanza metropolitana (Silva, 2021).

Amba, relaciones intergubernamentales e impactos 
en los planos sanitario y económico en municipios del 
conurbano bonaerense ante la covid-19

El Área Metropolitana de Buenos Aires (amba), conformada por 
la Ciudad Autónoma de Buenos y los distintos partidos o munici-
pios de la Provincia de Buenos Aires que la circundan, constituye 
el espacio geográfico de flujos sociales, económicos y de circu-
lación más importante de Argentina. Esta “ciudad real”, que se 
extiende desde las principales cabeceras de ferrocarril hacia las 
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diversas jurisdicciones, carece de un órgano de gobierno preexistente 
que articule las distintas iniciativas. La irrupción de la pandemia de 
la covid-19 en este territorio metropolitano, al ser en sus inicios el 
principal epicentro de la enfermedad, planteó de hecho la necesidad 
de avanzar en clave de articulación entre la nación, la provincia de 
Buenos Aires –con sus municipios involucrados– y la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires. 

El espacio territorial definido como amba durante la pandemia 
de la covid-19 y el “aislamiento social, preventivo y obligatorio” (aspo) 
establecido por las autoridades desde marzo de 2020, comprendió a la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires junto con los cuarenta partidos 
o municipios de la Provincia de Buenos Aires, que la asimilan en 
términos espaciales a la región del mismo nombre (Gráfica 1). Este 
territorio se extiende sobre una superficie de 13 285 km2 y cuenta con 
14.8 millones de habitantes que representan 37% de la población total 
de Argentina, según el último censo nacional.
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Mapa 1. El amba en el marco de la pandemia de COVID-19.

Fuente: Observatorio Metropolitano, CPAU.

En materia sanitaria, el amba no presenta un órgano metropolitano 
con competencia en la prestación de servicios de salud. La responsa-
bilidad en la materia está asignada por la Constitución nacional a cada 
provincia en virtud del carácter federal del gobierno, y la Provincia de 
Buenos Aires organiza la prestación por medio de las regiones sanita-
rias que representan al Ministerio de Salud en el territorio provincial. 
Sin embargo, existe una tensión importante en la convergencia de 
diferentes jurisdicciones que prestan servicios de salud al mismo 
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tiempo en un territorio cuya población con gran dependencia del 
sistema público. 

En el conurbano bonaerense, 44.5% de la población carece de 
cobertura privada de salud pública y depende de la prestación de servi-
cios estatales, mientras que en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
(caba) es de solo 10%. Particularmente, a partir de la pandemia la 
población en el conurbano con coberturas privadas u obras sociales 
caería en siete puntos porcentuales (de 37 a 44%), producto de la pérdida 
de empleos y la reducción del poder adquisitivo salarial. Del mismo 
modo, esta área metropolitana es la zona de mayor riesgo sociosani-
tario por sus condiciones de acceso al agua, densidad poblacional y 
grado de hacinamiento. El amba concentra además 35% de los barrios 
populares del país (1 005 barrios), en los cuales habitan 321 219 fami-
lias en condiciones ambientales, de vivienda y conectividad suma-
mente precarias (renabap, 2018; Carmona y Couto, 2020).

La disponibilidad de recursos para la atención de la salud 
evidencia también brechas históricas significativas. El gasto per 
cápita en la caba es tres veces y medio superior al gasto en el conur-
bano bonaerense, y más significativa es esta cifra cuando se consi-
dera que el gran flujo de pacientes residentes en este último que se 
atienden en la primera (Chiara, 2018). 

A partir de la emergencia sanitaria, los gobiernos de la nación, 
provincia de Buenos Aires, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 
los municipios que integran el Área Metropolitana debieron coor-
dinar acciones con vistas a la prestación de los servicios de salud 
y la provisión de los insumos críticos. El Ejecutivo nacional buscó 
oficiar desde un primer momento de promotor de una estrategia 
integrada de intervención (que abarcara la salud como el transporte 
y las actividades esenciales) con la participación del jefe de Gobierno 
de la Ciudad Autónoma y el gobernador de la Provincia de Buenos 
Aires. Respecto a los insumos críticos, respiradores y materiales 
de protección para personal de la salud, se centralizó en el Estado 
nacional la compra para evitar el desabasto en el sector público y 
el sobreprecio por parte de actores concentrados. Por otra parte, 
se buscó aumentar la provisión de camas críticas necesarias y de 
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camas de internación para casos moderados en distintos municipios 
del conurbano (Jiménez et al., 2021). 

Ello planteó, en el plano de las relaciones intergubernamentales, 
diversos problemas de articulación entre nación, provincia y la mayor 
parte de los municipios del amba (con una posición de mayor cuidado del 
tema sanitario y restricciones a las actividades y circulación) respecto 
a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, fundamentalmente luego de la 
primera etapa, la más crítica. Por otra parte, se sumaron inconve-
nientes derivados de las asimetrías territoriales entre municipios 
en términos de capacidades de gestión y disponibilidad de recursos 
técnicos, humanos y financieros. El gasto en salud per cápita muni-
cipal muestra brechas significativas entre los municipios del amba, según 
posean hospitales propios o no. Muchos municipios de grado medio bajo 
de desarrollo económico han instalado hospitales de alta complejidad 
para percibir mayores ingresos fiscales por coparticipación, pero 
enfrentan serias dificultades para atender/resolver los problemas deri-
vados del funcionamiento de la infraestructura hospitalaria de alta 
complejidad (Martínez, 2020; Lucero, 2020). 

Por otro lado, el arribo de la pandemia afectó duramente a 
la economía, lo cual incidió de forma grave en el conurbano bonae-
rense, con un cuadro recesivo de base y altos niveles de pobreza y 
desocupación. En efecto, por ser el foco de los mayores contagios, el 
amba tuvo mayores restricciones que el resto del país, que avanzó 
luego de una primera etapa hacia una reapertura progresiva de las 
actividades. De este modo, los rubros que pudieron operar con 
estrictos protocolos tanto en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
como en los municipios de la Provincia de Buenos Aires del área 
metropolitana fueron los denominados “esenciales”, que en cuanto 
a lo productivo involucraban centralmente industrias de alimen-
tación, su cadena productiva e insumos; de higiene personal y 
limpieza; de equipamiento médico, medicamentos, vacunas y otros 
insumos sanitarios. Posteriormente, se avanzó hacia la posibilidad 
de reabrir empresas en diversas ramas donde los establecimientos 
pudieran proporcionar de manera detallada la organización de 
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horarios, medidas de distanciamiento, mecanismos de seguridad y 
transporte privado de cada empresa. 

Al inicio de la emergencia sanitaria, la industria en el conurbano 
bonaerense registraba niveles bajos de actividad en un contexto de 
estancamiento y reducción de alrededor de 35 000 empleos industriales 
para el periodo 2014-2019. Esa caída se profundizaría durante el primer 
trimestre de 2020, como resultado de las medidas de aislamiento y otras 
restricciones que afectaron tanto la producción como la propia demanda 
industrial. En la segunda mitad de 2020, se apreció una recuperación 
que se fue acentuando en el tiempo, inclusive, con niveles mayores que 
el año anterior a la pandemia. Esa mejora del empleo industrial no 
solo sería absoluta, sino que es mayor a la evidenciada en otras acti-
vidades registradas (construcción, comercio, servicio, en gran medida 
debido a una baja en el resto de los otros sectores, el aprovechamiento de 
capacidad instalada y menor impacto comparativo de las restricciones 
(Carmona et al., 2021a).

Se evidenciaría así un primer momento de fuerte impacto 
de la pandemia y adecuación en el tiempo a la covid-19, aunque con 
diversidad de situaciones. En distintas empresas, junto al apoyo 
municipal, se pudieron aplicar y desplegar protocolos de protec-
ción. En otras, las modificaciones y adaptaciones han sido relativamente 
marginales. En muchos casos, la transformación implicó una diversidad 
de cambios en los esquemas de producción, administración y comer-
cialización. Se registraron también algunas firmas que pudieron 
desarrollar procesos de reconversión, incorporación de tecnologías 
e inversiones (mayormente vinculados a rubros esenciales, como 
alimentos, salud y servicios). Así, luego de una etapa inicial de 
grandes restricciones a la actividad, se pasaría a una apertura más 
amplia que abarcaría prácticamente al conjunto de sectores, con 
niveles de utilización de capacidad instalada mayores a los que había 
antes de la pandemia (Carmona, 2021a; 2021b).

En todo el proceso, la acción estatal sería relevante al destinar 
múltiples recursos y generar una amplia batería de instrumentos e 
iniciativas de apoyo con fuerte protagonismo del nivel nacional, pero 
también de la Provincia de Buenos Aires. Entre ellas, se destacan en 



109

Retos a nivel político e institucional en municipios del conurbano bonaerense...

el sector formal la prohibición de despidos, el programa Asistencia de 
Emergencia al Trabajo y la Producción (atp) –que con el pago de hasta 
la mitad del sueldo abarcó entre 70 y 80% de las empresas en los muni-
cipios y fue clave para mantener los niveles de empleo, en especial 
durante los momentos de mayor restricción y caída de las ventas–, 
la reducción de contribuciones patronales, créditos subsidiados y el 
mecanismo de validación de suspensiones con pago de 75% del 
salario. Posteriormente, se buscaría una ampliación del Programa 
de Recuperación Productiva (repro) a fin de atender la situación de 
empresas o sectores que atravesaban situaciones críticas. Del mismo 
modo, la intervención de los Ayuntamientos resultaría central para 
favorecer programas de los otros niveles de gobierno y aplicar proto-
colos, medidas diversas de contención y apoyo a sectores afectados, 
acciones de articulación institucional, capacitación digital, comer-
cialización y asistencia productiva más general. 

Desde mediados de 2020, el Gobierno nacional, el de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires y de la Provincia de Buenos 
Aires decidieron pasar a una etapa de mayor despliegue de activi-
dades. Esta propuesta, consensuada ante la dificultad de mantener 
más duramente las restricciones, se planteó como una instancia de 
prueba, si bien se haría difícil restringir las actividades como en 
los inicios. Pasado el tiempo, la prioridad sería continuar las activi-
dades en funcionamiento aun con el comienzo de la segunda ola de 
la covid-19. Se permitió así la apertura de industrias, comercios y 
actividades profesionales con protocolos de prevención y la posibi-
lidad de retroceder si fuera necesario. Desde el Gobierno nacional 
y la Provincia de Buenos Aires –con articulación directa con los 
Ayuntamientos–, se fueron estimulando diversos apoyos e instru-
mentos, principalmente medidas tributarias, de financiamiento y 
de asistencia para sostener el empleo, con el Repro como programa 
clave. Por parte de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se desple-
garon muy pocas iniciativas propias de apoyo a la producción y se 
aprovecharon los instrumentos generados desde el nivel nacional. 
Las relaciones intergubernamentales más decididas en este plano 
se dieron así entre la Nación, la Provincia de Buenos Aires y los 
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Ayuntamientos, con el objeto de sostener el desarrollo de las activi-
dades productivas ante la emergencia sanitaria, con mayor o menor 
grado de restricciones según la etapa.

Consideraciones finales 

El impacto de la pandemia de la covid-19 en el contexto argentino ha 
puesto a debate la importancia de desarrollar nuevos mecanismos 
de colaboración e intercambio en los planos político e institucional. 
En el marco del Área Metropolitana de Buenos Aires, la gestión de 
la emergencia sanitaria supuso el mayor proceso de coordinación y 
articulación intergubernamental desplegado hasta el momento. Una 
vez pasada la etapa más crítica de la pandemia, las instancias de arti-
culación institucional desarrolladas se fueron disolviendo y se planteó 
la relevancia de lograr institucionalizar en lo sucesivo este tipo de 
procesos para un mejor funcionamiento en el ámbito metropolitano.

En efecto, el Gobierno nacional asumió la conducción integral 
del proceso al desplegar distintas acciones de contención sanitaria y de 
ayuda social y económica de manera coordinada con la Provincia 
de Buenos Aires –con diversos programas propios– y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. Del mismo modo, los municipios del Área 
Metropolitana de Buenos Aires tuvieron un papel protagónico en 
la contención de la crisis y la aplicación de políticas en el plano 
territorial con el objeto de paliar las consecuencias más urgentes 
provocadas por la covid-19. Luego de una primera etapa, las diferencias 
entre los criterios más restrictivos de la Nación y la Provincia de Buenos 
Aires (y gran parte de los Ayuntamientos) respecto a la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires fueron generando dificultades para afianzar 
mayores niveles de coordinación.

Por otra parte, no es novedad que los Gobiernos locales, ante las 
distintas transformaciones en curso, vienen teniendo un papel desta-
cado em los ámbitos social e institucional. Los cambios del capita-
lismo en un marco de globalización extendida con eje en las ciudades 
y sus efectos en materia productiva, sobre los mercados de trabajo de 
los países y el propio funcionamiento de los Estados nacionales en 
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sus diferentes niveles de intervención, provocan que los municipios 
ganen lugar como referencia de la vida social al considerar diversas 
demandas, cuestiones y asumir un papel político-institucional de 
mayor alcance. Ello, no obstante, muestra por lo general un desequi-
librio entre los problemas que se han de resolver y las capacidades 
y competencias locales que son mayormente restringidas. En un 
escenario como el del Área Metropolitana de Buenos Aires, las 
limitaciones de tipo normativo y presupuestario impiden mayor-
mente el despliegue de una batería de políticas propias y las nuevas 
funciones son asumidas de hecho, lo cual genera fuertes niveles de 
sobrecarga sobre las estructuras municipales. 

Desde una perspectiva de gobernanza para el seguimiento de 
los Objetivos del Desarrollo Sostenible (ods), los problemas comunes 
que afectan a estos municipios –como diversos déficits estructu-
rales y problemas sociales, vinculados a las condiciones de pobreza 
y vulnerabilidad social y ambiental, al acceso de servicios básicos de 
salud, educación y vivienda, la segregación urbana y precarización del 
mercado de trabajo, junto a restricciones financieras y el impacto más 
reciente de la crisis sanitaria en el territorio– obligan a pensar tanto 
en abordajes transdisciplinarios de análisis como en el fortalecimiento 
institucional de los gobiernos locales del Área Metropolitana de Buenos 
Aires en tanto actores estratégicos, con el objeto de promover una 
mayor coordinación intergubernamental entre los distintos niveles 
de gobierno implicados. 

Precisamente, la pandemia de la covid-19 puso al desnudo y 
acentuó los problemas sociourbanos mencionados y dio cuenta de la 
importancia, en términos de gobernanza, de evaluar nuevas atribu-
ciones y capacidades de gestión local como de generar nuevas relaciones 
y lógicas de articulación en los planos intergubernamental y social. Ello, 
sin duda en el contexto del Área Metropolitana de Buenos Aires, 
requerirá fundamentalmente de la voluntad política de los prin-
cipales referentes institucionales de cada una de las jurisdicciones 
involucradas: desde la Provincia de Buenos Aires y los distintos Ayun-
tamientos del conurbano respecto a pensar la posibilidad de nuevas 
competencias y márgenes de autonomía local, con la Nación y la Ciudad 
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Autónoma de Buenos Aires para la coordinación intergubernamental 
y el mejor funcionamiento de este complejo territorio metropolitano 
fragmentado en el plano político-administrativo, pero socialmente 
integrado en estos tiempos de pospandemia. 
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Resumen

El tema de la gobernanza se posiciona en un lugar importante en 
la actualidad, logrando permear todas las esferas, en los campos 
académico y político-administrativo, e incluso en el imaginario 
social asociado a las nociones de redes, cogestionar, coproducir, cola-
boración y participación horizontal, entre otras. En el tema de los 
estudios de la ciudad, la gobernanza reconoce la importancia para 
la gestión urbana en contextos metropolitanos complejos y contin-
gentes. Sin embargo, últimamente también se reconoce que todavía 
no es un paradigma consolidado, y prueba de ello es que se ha reajus-
tado por lo menos en tres momentos. En este sentido, los estudios 
metropolitanos desde la sociología, la geografía y la antropología 
podrían aportar a lo que la gobernanza ya hace (que en realidad 
es una especie de amalgama que intenta articular aportes de otras 
disciplinas, a veces sin reconocerlo). 

La comunicación de la gobernanza con otras disciplinas, 
y sus alcances de análisis/puesta en marcha limitados en espacios 
metropolitanos es lo que se mostrará en este capítulo. Como ejercicio 
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teórico-conceptual, bordado con referencias de estudios de ciudades 
metropolitanas, en particular de la Zona Metropolitana del Valle de 
México, mostramos la utilidad metodológica de los territorios regio-
nales internos de las metrópolis para comprender las singularidades, 
esas que toma en cuenta la gobernanza actual. Dentro de estas parti-
cularidades, aunque relacionales, encontramos las formas de habitar 
y caminar en la región fantasma, caracterizada por una situación de 
desgobernanza. Se puede decir que, a manera de hipótesis, las formas 
de caminar como práctica de habitar indican de alguna manera el 
tipo de ciudad y gobernanza que tenemos. 

Palabras clave: Habitar y caminar, región fantasma, (des)gobernanza.
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Hablar hoy de suburbio problemático o de gueto 
es evocar casi automáticamente, no realidades, sino fantasmas. 

Bourdieu (2000, p. 119)

El objetivo de este capítulo es poner en diálogo elementos conceptuales 
de la sociología, la geografía y, en menor medida, la antropología, con 
(sin ser nuestra especialización) el modelo explicativo de la (des)gober-
nanza metropolitana. Aunque es un ejercicio eminentemente teóri-
co-conceptual, se basa en gran medida en cuatro estudios en torno 
a prácticas socioterritoriales en regiones metropolitanas durante 
una década (2013-2023).22 Lo que hay de común en estos estudios 
es la variable de desigualdad social que se espacializa y expresa 
en: a) Regiones metropolitanas de inseguridad, riesgo y miedo, 
estigmatizadas, fragmentadas social y materialmente, y b) dispo-
siciones de miedo/desconfianza y prácticas socioterritoriales del 
habitar y caminar las periferias urbanas. Para aglutinar de alguna 
manera elementos conceptuales de las tres disciplinas mencionadas, 
se utilizará la categoría de espacio fantasma, que, junto a concep-
ciones de la desgobernanza metropolitana, posibilite observar rela-
ciones problemáticas entre prácticas espaciales y escalas, con énfasis 
en las disposiciones en los planos cotidiano y regional. En general, 
como argumento central, se busca responder a la pregunta de cómo 
generar análisis y grados de gobernanza en regiones fantasma de 
las metrópolis.

Este ejercicio reflexivo tiene génesis en algunas lecturas, en 
particular, apreciaciones de dos estudiosos de la gobernanza metro-
politana y urbana. Primero, que la teoría de la gobernanza no logra 
explicar una complejidad en su totalidad, sino que es necesario el 
22	  Temas sobre la construcción social del riesgo, la segregación, fragmentación y estigmas socio-

territoriales que frenan a poblaciones vulnerables en cuanto al acceso a la vivienda adecuada y 
hábitat sustentable y sostenible en la ZMVM. A grandes rasgos, se destacan cuatro proyectos de 
investigación e incidencia: 1) Tesis de maestría (2011-2013) que alude al tema de la producción 
del territorio (hábitat y vivienda) y riesgo en torno a zonas industriales; 2) doctorado y pro-
yecto de ciencia básica de Conahcyt (2013-2021), sobre la inseguridad y disposiciones de mie-
do/confianza, prácticas del caminar, banquetas, fragmentación y segregación socioespacial en 
periferias urbanas vulnerables; 3) estancia posdoctoral de incidencia (2021-2023) asociada al 
ProNacE-Vivienda. De estos se han derivado líneas y subproductos asociados: a) La figura de 
la banqueta fantasma; b) identidades regionales y estigmas socioterritoriales; c) dispositivos 
colectivos de producción territorial; d) metodologías de investigación e incidencia, entre otros.
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acompañamiento de otros elementos teórico-conceptuales de manera 
transdisciplinaria, incluso para tratar de colocarla a la altura de 
otros paradigmas posestructuralistas y críticos (Porras, 2021b, pp. 
63-64; 2022, p. 50).23 Segundo, que cuando no se cumplen las carac-
terísticas constituyentes de la gobernanza metropolitana, estamos 
frente a una situación de desgobernanza (Navarrete, 2022, p. 34). 
El reto es doble: entablar grados de comunicación transdisciplinaria 
con las tres disciplinas enunciadas y, desprendido de esto, mostrar 
los límites del análisis y aplicación de modelos de gobernanza metro-
politana en regiones fantasma. Dentro de este diálogo, reconocemos 
límites en relación con autores de los cuales, aunque los mencio-
namos, no profundizamos en sus aportes, como los elaborados por 
Harvey y Davis o de los lugares vacíos en el diagnóstico de la moder-
nidad líquida de Bauman. 

La problemática se plantea de la siguiente manera. Desde el 
pensamiento de la gobernanza, en la complejidad y contingencia 
de las metrópolis, se genera la propuesta de gestionar los asuntos 
urbanos con instituciones y políticas públicas adecuadas a dicha 
complejidad (Navarrete, 2022, p. 26; Aguilar, 2022). La interrogante 
es sobre la (im)posible o poco probable participación de los habi-
tantes de las regiones fantasma, para dar legitimidad al modelo 
de gobernanza, en este caso, cómo generar disposiciones regionales de 
confianza para la colaboración en esa gestión en el ámbito regional con 
incidencia o relación metropolitana. Bajo la problemática anterior, y 
siguiendo el argumento central, el documento se estructura en tres 
apartados: 1) Los elementos conceptuales sobre la región fantasma y 
su relación estrecha con la situación de desgobernanza; 2) el estigma 
y la fragmentación socioterritorial y regional en el habitar y caminar las 
periferias a causa de las políticas públicas centralizadas de clasificación 
y exclusión; 3) la dificultad de vivir los espacios fantasma caracterizados 
por la condición de desconfianza y desgobernanza. 

23	  También se trata de escapar del ejercicio de palomear atributos de la gobernanza en algún terri-
torio. En efecto, es difícil pensar la gobernanza (junto a la teoría de los regímenes urbanos –tru–) 
como un asunto de si cumple o no con los criterios de gobernanza, como analogía del interruptor 
de luz prendido o apagado (Porras, 2021a).
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Consideramos que los tres elementos constituyen argumentos 
conceptuales y empíricos sobre los límites analíticos y de aplicación 
de la gobernanza metropolitana en regiones fantasma; por otro lado, 
llaman la atención sobre la necesidad de comunicación inter, multi y 
transdisciplinariamente con los que estudian la ciudad y lo urbano, que 
contribuya a la hechura y puesta en marcha de políticas públicas más 
integrales, situadas y participativas, con incidencia regional pero que 
generen diseminación activa y resonancia (Rosa, 2019) metropolitana.

Elementos conceptuales: región fantasma y (des)
gobernanza metropolitana 

En este primer apartado se discutirá la relación conceptual de la 
región fantasma y la (des)gobernanza metropolitana. Esta sección 
también servirá para elaborar y presentar la problemática (incluida 
la hipótesis) de que dentro de las zonas metropolitanas existen 
regiones con problemas singulares para pensar (y aplicar) algún 
grado o tipo de gobernanza. Esto se refuerza con base en estudios 
sobre la producción del hábitat y las formas de habitar y del caminar 
cotidiano en la Zona Metropolitana del Valle de México, ya que se 
plantea que esas regiones tienen las características de los espacios 
fantasma similares a la condición de desgobernanza.

En el contexto de la metrópoli, la región en tanto categoría 
espacial se entiende como una dimensión más de la realidad, es decir, 
como parte constituyente de las relaciones sociales y diversos fenó-
menos (económicos, culturales, políticos, etc.). En ese sentido, la 
región es parte estructurador del problema, es decir, los problemas 
se regionalizan y, por tanto, se espacializan. De esta manera, la región 
estructura prácticas diferenciadas en un marco metropolitano, a la 
vez que es un producto constante de esas prácticas socioterritoriales. 

Entonces, comencemos con la categoría de región asociada al 
espacio metropolitano. En la conferencia del 14 de marzo de 1967, 
“Des espaces autres”, Michel Foucault ya planteaba la relevancia 
que cobraría la dimensión espacial para finales del siglo xx e inicios del 
xxi en las ciencias sociales. En aquel entonces, describió la nueva 
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configuración territorial de las ciudades en términos de “emplaza-
mientos” (que sustituía a la extensión y reemplazaba a la localización), 
definidos como “relaciones de proximidad entre puntos o elementos; 
formalmente, se les puede describir como series, árboles, enrejados”. 
Estos emplazamientos, o espacios metropolitanos, se constituyen 
por una relación estrecha entre población y extensiones territoriales 
urbanos interdependientes de manera compleja, fragmentada y 
contingente (Navarrete, 2022; Aguilar, 2022). 

Dentro de este marco general de las metrópolis, como se 
puede apreciar, se presentan diferencias, desigualdades e incluso 
distinciones; así, la región se vuelve una expresión territo-
rial de esa desigualdad y heterogeneidad de las metrópolis. Sin 
embargo, ese corte territorial no existe en sí como dato dado a priori, 
y por eso, con Erick Van Young, consideramos que las regiones 
más bien son una especie de hipótesis (citado en Giménez, 2000, 
p. 35), en esa medida, son elaboraciones conceptuales y metodoló-
gicas para ser estudiadas o intervenidas. Pueden incluir relaciones 
macroterritoriales intermunicipales y metropolitanas, o un muni-
cipio como región administrativa; o bien, como en nuestro caso, una 
franja fronteriza de la periferia. La que nos interesa aquí se asocia 
más a la región espacial que propone Coraggio (citado en Palacios, 
1983), donde la región se configura con base en una relación entre 
elementos territoriales y las prácticas sociales que se desarrollan por 
medio de esos, ya que se comprende que sin relación no hay espacio 
(Baudrillard, 1968).24 

Bajo ese estatus ontológico relacional de lo regional, se 
observa un sentido de ciertas rutinas y prácticas de producción y 
reproducción, pero también de diferenciación socioterritorial, ya que 
no se remite solo a la mera delimitación geográfica, como localización, 
24	 Es importante tomar en cuenta estos argumentos conceptuales y epistemológicos porque permiten 

eliminar cualquier consideración espacial que coloque a los sujetos fuera del espacio y que este se 
aprecie como un contenedor o tablero sin historia ni relaciones. Una de las definiciones del espacio 
que nos ha servido bastante para este tema es la que proporciona el geógrafo crítico Milton Santos, 
quien lo concibe como la relación estrecha entre dos sistemas: un sistema de objetos (naturales y 
artificiales) y un sistema de acciones (sociales, culturales, etc.). Definición relacional que nace de 
un enfoque transdisciplinario entre la geografía crítica y la sociología, Milton Santos así lo confir-
ma en La naturaleza de la geografía, al aseverar que la geografía no tenía un objetito de estudio, 
por lo cual lo fue a buscar en la sociología.
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sino, ante todo, a un sentido de espacialización (De Certeau, 1996, 
p. 109). La región, en este caso, tiene un carácter de socialización, 
estructurador de prácticas sociales con un orden de espacio-tiempo 
(Giddens, 2011), estructuración no solo en el sentido clásico de 
los grandes procesos externos, sino también de ellos en relación 
con las constantes “maneras de hacer” desde el lugar (De Certeau, 
1996, p. 109) y la interacción en los microestablecimientos regionales 
(Goffman, 2012, p. 124).

Con esa categoría de la región como una construcción analí-
tica, con características en común (sean políticas, ambientales, 
económicas, de inseguridad, o de desgobernanza, etc.) las regiones 
a las que nos referiremos aquí serán las que tengan las caracte-
rísticas de espacios fantasma. Asociada a una mirada dialéctica del 
espacio, desprendida de una geografía de los fantasmas, la figura 
fantasmal indica que los espacios quedan marcados por sucesos 
dramáticos e históricos ocurridos en el lugar; por ejemplo, en el 
contexto de una guerra, sobresalen dos dimensiones: la violencia y 
la incompletud. Por un lado, las muertes, cuerpos sin una sepultura 
y sus espíritus vagando (por medio de la memoria) por no obtener 
paz, y lo incompleto del territorio, la pérdida de elementos del paisaje 
físico. Estos dos fantasmas marcan el espacio y la misma experiencia 
de las personas que lo habitan y usan. 

Bajo esa relación conceptual sobre la producción del espacio, 
entre las tres esferas pensadas por Henri Lefebvre, y la consideración 
fantasmal, como ausencia/presencia, se puede entender también 
como una forma de metonimia de la intervención del Gobierno en la 
gestión urbana, donde lo fantasmal refiere lo incompleto, inacabado 
y las ruinas de infraestructura pública, así como la incapacidad y 
deficiencia para hacer cumplir las normas de la planificación urbana 
(O’Callaghan et al., en Vivant, 2018, p. 1). La relativa presencia y 
la ausencia final de las autoridades en aplicación de las políticas 
públicas urbanas, no solo en la construcción y culminación material 
de la infraestructura y servicios urbanos, sino también en la gestión 
posterior de cuidado, limpieza, alumbrado, seguridad, etcétera. 
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De esta manera, la metáfora fantasmagórica, sin dejar de lado 
la dimensión material, nos permite incluir experiencias y narrativas 
sobre el espacio y sus temporalidades sobrepuestas (rompiendo con el 
tiempo lineal), en este caso, sobre la región como dispositivo sociocul-
tural, urbano y arquitectónico. En tanto su condición fantasmal alude a 
la presencia/ausencia de acontecimientos y discursos del pasado (como 
proyectos de desarrollo urbano inacabados) que estructuran disposi-
ciones y prácticas en el lugar, los hechos se hacen presentes en la vida 
cotidiana y en una posible proyección hacia el futuro (Barthe-Deloizy 
et al., 2018, p. 2). Como dispositivo espacial y disposicional, la región 
encarna esos fantasmas/emociones del pasado: 

Todos estos dispositivos son manifestaciones de emociones íntimas y 
conflictivas: ansiedad, miedo ambivalente a los demás y soledad. Por 
tanto, ofrece un enfoque renovado de las relaciones entre espaciali-
dades y emociones, integrando estas últimas en dispositivos espa-
ciales visibles (en redes, en nodos, en interacciones) que encarnan 
los fantasmas (Referencia al cineasta Japonés Emmanuel Trouvi-
llard, en Barthe-Deloizy et al., 2018, p. 6. Traducción propia).25

En efecto, la región fantasma permite observar el peso de la historia 
de sucesos dramáticos y frustraciones sociales por el mito del desa-
rrollo en el lugar que marca la vida del presente; en este sentido, la 
región no queda aislada de su contexto, sino va más allá de ser solo 
un elemento o soporte material, y de esta manera designa un dispo-
sitivo entre esa experiencia y su entorno (local y metropolitano). 
La experiencia con el lugar llama a esos fantasmas, por ejemplo, el 
discurso del desarrollo aún sin materializarse por completo, o la expe-
riencia con el riesgo y la inseguridad pública permanente: recuerdos 

25	  “Ces dispositifs seraient autant de manifestations d’émotions intimes et conflictuelles : l’angoisse, 
la peur ambivalente de l’autre et la solitude. Il propose ainsi une approche renouvelée des relations 
entre spatialités et émotions, en intégrant ces dernières dans des dispositifs spatiaux visibles – en 
réseaux, en noeuds, en interactions – que les fantômes incarnent.”
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de asesinatos, accidentes, muertes y feminicidios.26 Pero también, 
paradójicamente, invoca recuerdos de logros familiares, como la 
misma autoconstrucción de la casa y parte de los servicios urbanos, 
entre ellos, de forma gradual la configuración de la región que, más 
relevante aquí, estructura disposiciones espaciales y temporales del 
habitar y del caminar (entiéndase igual como reglas formales e infor-
males del uso urbano y del orden de la ciudad), presentes/ausentes 
en varios momentos. En este sentido, intentar cambiar la región 
incompleta (social y material) tiene que pasar por procesos para 
cambiar también esa historia cristalizada en las disposiciones regio-
nales incorporadas, es decir, generar políticas públicas integrales 
que incluyan problemáticas y necesidades regionales para concluir 
proyectos urbanos y sociales. 

Volvamos a la característica de fragmentación de las metrópolis, 
pero ahora pensada para la región fantasma y la desgobernanza. El diag-
nóstico de que los territorios metropolitanos representan comple-
jidad es aceptado, y se parte de esa premisa; la región fantasma es un 
ejemplo de esa fragmentación no solo política, sino socioterritorial. 
La metrópoli implica complejidad y en general presenta formas de 
fragmentación (Navarrete, 2022, p. 27), aunque el autor no se refiere 
a la fragmentación social en términos sociológicos, sí alude a cierta 
fragmentación asociada a la inequidad de dotación de servicios e 
infraestructura cultural, educativa, tecnológica y urbana en general, 
condición de los espacios fantasma aquí aludidos. En el contexto de 
la racionalidad y dinámica de la metrópoli, estamos de acuerdo 
en que los estudios metropolitanos giran en torno al problema de 
estas fragmentaciones (Navarrete, 2022, p. 29), y lo mismo vale decir 
para las regiones constituyentes de esos territorios metropolitanos. 
Bajo estas coordenadas, el autor propone que la gobernanza es una 
opción para atender el problema metropolitano. 

26	  El trabajo sobre la muerte de dos jóvenes en la Torre Utrillo, en un barrio popular de Francia, da 
cuenta, como sucede en las periferias de nuestro país, del dolor que queda después de tragedias 
que dejan muertes, perpetradas por los paisajes urbanos: por ejemplo, cruces rosas con los nom-
bres de las mujeres asesinadas. En el caso de la Torre Trujillo, se levantó una estela de luz (Vivant, 
2018, p. 6).
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En términos prácticos, se recuperan los tres componentes 
de la gobernanza metropolitana: a) Entramado del diseño institu-
cional; b) la gestión pública, y c) las políticas públicas metropoli-
tanas (Navarrete, 2022, p. 32). Estos elementos se consideran como 
etapas sincronizadas y desplegadas por múltiples actores e institu-
ciones (público y administrativo), una red de narrativas, objetivos, 
intereses, visiones, valores, etc., con objetivos del bienestar colec-
tivo (metropolitano). A decir de Navarrete, lo contrario o deficiencia 
de la puesta en marcha coordinada de estos componentes es lo que 
se puede considerar como desgobernanza, que el autor define como 
la inacción del gobierno, “esto es, la inexistencia [o deficiencia] de 
redes multiactorales como centro de la acción pública orientada a 
la sociedad metropolitana para la generación de bienes públicos” 
(p. 32) (sobre este término, también se puede consultar Morales 
y Cadena, 2020). A nuestro modo de ver, podemos asociarlo con 
una especie de dispositivo definido por Foucault como relación de 
saber y poder.27 La misma definición permite comprender también 
esta situación de desgobernanza en la medida que existe una 
dimensión alta de poder y desigualdad dentro de la red. Por cierto, 
la tercera ola de la gobernanza, que resalta no solo la red y los 
valores/normas, sino también las narrativas locales (Porras, 2022), 
comparte elementos en común con esta definición del dispositivo 
que aquí utilizamos, e incluso podríamos decir que esta versión de 
gobernanza (metropolitana y regional) resulta ser un tipo de lo que 
denominamos dispositivo colectivo de coproducción territorial, en 
términos analíticos posestructuralistas y críticos, Porras asegura 
que la tercera ola de la gobernanza podría ubicarse en estos para-
digmas de la complejidad con una bandera de la transdisciplina 
(2022, p. 50), muy ad hoc con la perspectiva de Foucault. 

Entonces, siguiendo nuestros argumentos y autores, el 
espacio fantasma representa lo adverso de la promesa de la gober-

27	  Un conjunto decididamente heterogéneo que comprende discursos, instituciones, instalaciones 
arquitectónicas, decisiones reglamentarias, leyes, medidas administrativas, enunciados científi-
cos, proposiciones filosóficas, morales, filantrópicas; en resumen, los elementos del dispositivo 
pertenecen tanto a lo dicho como a lo no dicho. El dispositivo es la red que puede establecerse entre 
estos elementos (Foucault, 1991, p. 128. Cursivas propias).
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nanza metropolitana. Es decir, en realidad los espacios de desgober-
nanza son espacios fantasmales como aquí los definimos; así la cues-
tión, la región fantasma es un producto metropolitano y condición 
de su estructuración heterogénea y contingente. Esto es justo lo que 
mete en aprietos al modelo de gobernanza metropolitana, pero no 
por su condición fragmentada y contingente, sino más bien porque 
se presentan recortes territoriales difíciles de alcanzar en las clasifi-
caciones del modelo de las ciudades deseadas. Recordemos que estas 
regiones/periféricas son y siguen siendo productos también de la (in)
acción sistemática del Estado, en forma de violencias estructurales 
y simbólicas de exclusión y estigma socioterritorial, normalmente 
designadas como políticas públicas. 

28	  “Es un régimen de pobreza ascendente en las ciudades posindustriales de las sociedades avanza-
das, en el contexto del resurgimiento de desigualdad de clases sociales, el retroceso del Estado de 
bienestar, la expansión de Estado penal y la polarización espacial. Esta mancha territorial se puede 
presentar en: (1) La creciente heterogeneidad interna y la marginación laboral; (2) la desconexión 
funcional entre los barrios y las tendencias macroeconómicas; (3) fijación y estigmatización terri-
torial; (4) aislamiento y disolución espacial; (5) pérdida de un entorno viable; y (6) fragmentación 
de poblaciones marginadas, las cuales son pulverizadas más allá de los ámbitos comprendidos por 
los colectivos establecidos (tales como sindicatos, organizaciones comunales y partidos políticos de 
izquierda) (Wacquant, 2001, p. 224).

29	  “El vacío del lugar está en el ojo de quien lo contempla y en las piernas del habitante o en las rue-
das de su auto. Son vacíos los lugares en los que no entramos y en los que nos sentimos perdidos 
y vulnerables, sorprendidos, alarmados y un poco asustados ante la vista de otros seres humanos” 
(Bauman, 2021, p. 113).

Estigma socioterritorial y regional en el habitar y 
caminar la periferia: políticas públicas de exclusión 

Las periferias latinoamericanas siempre han representado una figura 
fantasmal. La región fronteriza, limítrofe o liminal a la que aludimos 
aquí tiene las mismas características estructurales de territorios con 
una marginalidad avanzada,28 de lugares vacíos como lo aprecia 
Bauman.29 En algunos estudios que hemos elaborado y algunos otros 
consultados, encontramos narrativas de que la periferia, por ejemplo 
el oriente de Ciudad de México tiene lugares lejanos, oscuros, vacíos, 
violentos, “duros”, desconectados, feos, complicados, todas las carac-
terísticas socioterritoriales asociadas a lo que Goffman define como 
estigma, “un atributo profundamente desacreditador” (2019, p. 15), 
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también en relación con la personalidad o identidad de los que 
habitan esos lugares incompletos y comfusos.30 

Existen identidades socioterritoriales deterioradas de los que 
habitan las regiones periféricas y fantasmales (Gálvez Matías, en 
prensa). Se han encontrado todo tipo de atributos negativos sobre 
esta población, sobre todo cuando hay un ejercicio comparativo centro/
periferia, afuera/adentro conocido/extranjero: representaciones colec-
tivas negativas sobre los habitantes de Neza (De Alba, en Giglia, 
2010, p. 347); en la ciudad central “el peligro viene de afuera”, los 
extranjeros a los que hay que evitar diría Bauman (2019), son los que 
vigilan (vendedores de tamales o los de fierro viejo como “halcones”), 
o los que ocupan espacios estigmatizados, por ejemplo, la Prision-
cita, lugar de un parque en los límites de la demarcación Roma-Con-
desa que es utilizado por jóvenes para hacer ejercicio, con ciertas 
características sociales y de raza: morenos, delgados, sin playera, 
exconvictos. El lugar donde habitan los pobres, estigmas asociados a 
tipos de lugares habitados por tipos de gente (Bayón, 2012, p. 134).31 
Son atributos; sin embargo, lo que se necesita es un lenguaje rela-
cional sobre esos atributos (Goffman, 2019, p. 15), esto es, que sin 
referencia de los lugares (centro-periferia) y los grupos sociales, no 
cobra sentido el atributo como tal (Bayón, 2012, p. 134). Así, a partir 
de una violencia simbólica, los que habitan la periferia asumen esos 
atributos, y desde estos atributos o clasificaciones, clasifican también 
a los habitantes de las ciudades centrales- “Las dimensiones cultu-
rales están fuertemente ligadas al espacio, que es uno de los lugares 
donde se afirma y ejerce el poder en forma más sutil, la violencia 
simbólica” (Bourdieu, 2000, p. 122), tema relevante para tomar en 
cuenta a la hora de proponer el modelo de gobernanza metropoli-
tana, que más adelante se retomará. 

Lo que se ha encontrado en varios contextos europeos, esta-
dounidenses y latinoamericanos es que las políticas públicas urbanas 

30	  Comfuso es un resultado de las acciones en paralelo de una ciudad compacta y a la vez una difusa 
(discontinua), que implica en una racionalidad híbrida de ciudad popular en la metrópoli latinoa-
mericana (Abramo, en Pedrotti, 2019, p. 35).

31	  Texto basado en el estudio del municipio de Chimalhuacán, Estado de México, incluido dentro de 
la región fantasma de este trabajo.
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del Estado posfordista en las ciudades metropolitanas han generado 
guetos, encierros excluyentes (Wacquant, 2007, p. 231), ciudades miseria 
(Davis, 2016) y regiones fantasmas (Gálvez, 2022),32 lo que se traduce en 
violencia, inseguridad y estigma socioterritorial, y por supuesto, reper-
cute en la calidad de vida y vivienda (Wacquant, 2007, p. 232). Asociado 
a las características de la fragmentación de las metrópolis descritas 
más arriba, en términos de inequidad de dotación de infraestructura 
y servicios urbanos, en realidad lo que hemos encontrado es que esto 
responde más bien a los efectos de lugar y las ganancias de espacio 
(Bourdieu, 2000),33 fundamentadas por el origen de clase social; “la 
urbanización ha sido, por tanto, un fenómeno relacionado con la divi-
sión de clases sociales” (Harvey, 2021, p. 21), con las condiciones mate-
riales de existencia, y su correspondencia con un espacio geográfico 
metropolitano y regional. Lo que estamos diciendo es que existe una 
relación estrecha entre espacio social y espacio geográfico, entre la 
ubicación en la estructura social y la ubicación en la ciudad, e incluso 
entre puntos ocupados en ese espacio y los puntos de vista: posición 
y disposición. Dentro de esas dimensiones sociales y espaciales, se 
encuentran construcciones de clases sociales y regionalizaciones 
de los espacios (Bourdieu, 1984, p. 299), una regionalización del 
espacio social, lo que indica una alta heterogeneidad y desigualdad 
en las ciudades. Por otro lado, esta misma regionalización corres-
ponde con narrativas que naturalizan las condiciones de existencia 
en forma de estigmas socioterritoriales, bajo una violencia simbó-
lica entre centro y periferia y sus nuevas (re)configuraciones en los 
límites de la ciudad (Portal y Zirión, 2019). 

32	  Acontecen fenómenos de una remarcada centralización de políticas públicas en los lugares cen-
trales, mientras que en las periferias son marginales o desarticuladas. Un ejemplo de esto es lo que 
hemos encontrado en la comparación de una región central, Roma-Condesa, y la región limítrofe 
al oriente de la ciudad de México.

33	  Las ganancias de espacio pueden adoptar la forma de ganancia de localización, en sí misma sus-
ceptible de analizarse en dos clases: las rentas (llamadas de situación) que se asocian al hecho de 
estar situado junto a gente y bienes escasos y deseables (tales como los equipamientos educativos, 
culturales o sanitarios); las ganancias de posición o rango (como las que aseguran una dirección 
prestigiosa), caso particular de las ganancias simbólicas de distinción que se vinculan a la posesión 
monopólica de una propiedad distintiva. Además, puede asumir la forma de ganancia de ocupa-
ción (de volumen), y la posesión de un espacio físico (grandes parques, amplios departamentos, 
etcétera) puede ser una manera de mantener a distancia y excluir toda clase de intrusiones inde-
seables (Bourdieu, 2000, p. 122).
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Esa posición (en el espacio social y geográfico) genera dispo-
sición (Bourdieu, 2008), es decir, esquemas de representación, apre-
ciación y evaluación (hábitus); encontramos una estrecha relación, 
aunque a veces turbia, entre hábitat y habitus (Bourdieu, 2000). Desde 
hace tiempo, en nuestros estudios hemos insistido en la existencia 
de hábitus regionales en el contexto de las experiencias metro-
politanas, una especie de hábitus metropolitano (Duhau y Giglia, 
2008, p. 21), el hábitus regional singulariza las prácticas e incluso 
las subraya, mientras que se minimizan en las consideraciones donde 
solo se menciona la relación territorial y poblacional. 

Para este caso, el hábitus regional (perteneciente a la región 
fantasma, en situación de riesgo permanente) está constituido por 
disposiciones espacio-tiempo de miedo que estructuran a la vez prác-
ticas de caminar y habitar singulares. Producto histórico de los espacios 
fantasma metropolitanos, el hábitus regional designa disposi-
ciones espacio-temporales del habitar (que incluyen formas de 
movilidad), es decir, de estar en el mundo singular y contextual 
(Giglia, 2012, pp. 12-13). Estas disposiciones, también del miedo 
o la desconfianza, limitan las formas de participación y colabora-
ción en las decisiones y prácticas ciudadanas de producción del espacio 
y del derecho a la ciudad (Lefebvre, 1973), elementos fundamen-
tales de la gobernanza regional y metropolitana, e incluso de la revo-
lución urbana, como poder configurador del proceso de urbanización, 
sobre la forma en que se hacen y rehacen nuestras ciudades, de modo 
fundamental y radical (Harvey, 2021, p. 21). 

Uno de los síntomas de este tipo de regiones es que la ciudad 
no se disfruta ni se desea; por ejemplo, en el caminar cotidiano, o 
en relación con las formas de habitar los entornos, indica poca o nula 
intervención/participación colectiva de los habitantes en el uso de 
la ciudad y las decisiones sobre su producción y gestión. Aunque estas 
ciudades son producto directo de los habitantes, como producción 
social, se interesan más por sus espacios inmediatos y familiares, 
pero no en comunidad; las estrategias son familiares, pero limi-
tadas porque no hay conexión con otras estrategias estructurales 
(como un tipo de gobernanza). La situación de riesgo permanente 
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(la vulnerabilidad frente a todo tipo de peligros y amenazas), la 
violencia del crimen organizado y el delito predatorio, junto con 
la complicidad de las autoridades locales y del Estado, han logrado 
desfigurar la comunidad y el capital social. La violencia física y 
simbólica logra arrinconar todo tipo de organización que no sea para 
interés individual. En la región fantasma, la desconfianza es abar-
cadora, como veremos, lo cual erosiona todo tipo de participación 
individual y colectiva si no hay un incentivo real, sobre todo si no hay 
participación inicial de las autoridades en el plano del terreno en la 
interacción cara a cara. 

34	  Aunque este autor alude a la “dura realidad” por contrastar las promesas de las primeras versiones 
(ideales) de la gobernanza (Porras, 2022, p. 46), para efectos prácticos funciona muy bien aquí 
porque, justo, la heterotopía dista de la utopía (gobernanza) y de lo tópico, lo cotidiano. 

La dificultad de vivir los entornos fantasmales: entre la 
desconfianza y la desgobernanza

La región fantasma representa también un espacio heterotópico, 
lugares donde se sabe, “suceden cosas”; el espacio que nos carcome 
y nos agrieta (Foucault, 1984), donde se realiza “la dura realidad” 
(Porras, 2022),34 donde la identidad se deteriora (Goffman, 2019). 
Espacios que generan estigmatización para “estimular prácticas de 
diferenciación y distanciamiento sociales internos que contribuyen 
a reducir la confianza interpersonal y socavan la solidaridad social 
local” (Wacquant, 2001, p. 142), elementos todos que ponen en jaque 
cualquier tipo de gobernanza, o por lo menos las versiones de las dos 
primeras olas a las que alude Porras (2022).

En nuestra consideración, habría que repensar el análisis y la 
aplicación de un modelo de gobernanza territorial y metropolitano 
(importado desde la centralidad, con sus formas de clasificación de la 
gestión urbana) como estrategia, o como lo denominamos más arriba, 
dispositivo colectivo de producción territorial, coordinado, con que 
el Estado pueda responder por su ausencia en estos espacios para 
legitimar la solicitud de la colaboración y confianza de los habitantes. 
En efecto, no podemos comprender al Estado aislado o a la sociedad 



134

Eliud Gálvez Matías

fuera de él; sin embargo, frente a esa relativa (in)acción (como indi-
cador de una situación de desgobernanza definida más arriba), refle-
jada en proyectos inacabados o inexistentes, los habitantes, desde las 
familias, han tratado de resolver esos huecos en temas variados como 
la inseguridad, el acceso al agua potable, pavimento, banquetas, 
electrificación y movilidad, entre otros temas. Uno de los ejemplos 
más paradigmáticos sobre esta gestión urbana desde la organización 
de los colonos es el caso de Ciudad Nezahualcóyotl. Con todo y esto, el 
tema es que el Estado, en coordinación metropolitana y regional, 
debe responder por los problemas estructurales que ha generado su 
(in)acción, como en cuanto a la inseguridad (situación que se agudizó 
a partir de 2008 con la declaración de guerra al crimen organizado). 
Es posible que si esto comienza así, asumiendo responsabilidades, 
las personas tendrían referencias, indicadores, ejemplos y evidencia 
directa (en realidad es lo que la gente busca en el ámbito de las colo-
nias y regiones) para empezar a estructurar disposiciones de confianza 
y participación colectiva y colaborativa sobre el derecho a la ciudad, 
pero no solo sobre lo que ya existe, sino también sobre su transfor-
mación radical (en la alcaldía Iztapalapa de Ciudad de México con las 
Utopías, podemos ver un ejemplo de lo que hablamos). 

En ese sentido, algunos de los buenos resultados del modelo de 
gobierno y gobernanza territorial se deben a que las autoridades 
descienden al territorio, y al parecer, la presencia y la interacción 
sistemática cara a cara tiene un buen efecto en la generación de la 
confianza. A decir de Goffman, uno de los elementos indispensables 
para las actuaciones de los equipos en las diferentes regiones es la 
confianza; por supuesto, el modelo goffmaniano alude a espacios/esta-
blecimientos microsociales, donde sucede la interacción cara a cara. 
Del mismo modo, Luhmann argumenta que no es suficiente la gene-
ración de la confianza en un plano sistémico/estructural (es decir, 
desde la perspectiva del gobierno jerárquico y a la distancia) sino que, 
junto con este, en el plano de las disposiciones internas que permitan 
dar cierta correspondencia con los elementos de confianza estruc-
tural/institucional, que él denomina disposiciones para la confianza 
(2005, p. 135). “Lo que eso significa, entonces, es que la complejidad 
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no se reduce solamente por las estructuras y procesos externos, sino 
también por los internos” (p. 137). Estas disposiciones pueden contri-
buir a la reducción de contingencia y la generación de mayor libertad 
de acción (p. 65); por ejemplo, en las formas de habitar, caminar y, 
en general, en la participación de los temas públicos y urbanos, como 
inicio gradual de gobernanza regional. 

En la región fantasma el capital social está deteriorado, y si 
esto sucede, la inseguridad y el delito predatorio seguirán confi-
gurando las relaciones sociales de convivencia básica (característica 
distintiva de esa región). En este sentido, estamos de acuerdo con 
Putman con que en lugares con mayores redes sociales, en tanto capital 
social, la inseguridad puede disminuir (2005, p. 6). Hemos encon-
trado testimonios de habitantes, ejemplos singulares, entre otros, 
oficiales de seguridad pública que mencionan no tener confianza en 
el entorno y sus vecinos de la región, al mismo tiempo que a ellos no 
les otorgan confianza. Contrario a esto es lo que el Ayuntamiento de 
Nezahualcóyotl ha puesto en marcha desde hace más de una década 
con el modelo de policía vecinal, que busca generar confianza a partir 
de la interacción cara a cara en cuadrantes delimitados dentro de la 
región (entrevista con el director de seguridad, 2020).35 

Por otro lado, de manera paradójica, están las consideraciones 
de exceso de confianza como motivo en los casos de feminicidios. Al 
respecto de esto, resulta interesante el testimonio de un ex funcio-
nario del Estado de México, Abel Villicaña, que en ese entonces era 
el presidente del Tribunal de Justicia de esa entidad: “Podríamos 
decir que hay exceso de confianza, en algunos casos consentimiento 
para convivir, para dar eco a las peticiones de sus victimarios; quizá 
falta más sentido de prevención y de alerta en la mujer para evitar 
que sea atacada” (Padgett, 2014, p. 128-129). Es paradójico porque, por 
un lado, los habitantes de la región fantasma manifiestan no tener 
confianza en las autoridades y, en general, de sus propios vecinos, 
mientras que las autoridades elaboran narrativas del exceso de 

35	  Es interesante este tema, e incluso se puede revisar una tesis doctoral del Colmex, donde aplican 
el modelo teórico goffmaniano del interaccionismo simbólico en el análisis de la interacción de los 
policías municipales en este municipio mexiquense (Silva, p. 2008).
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confianza entre los habitantes. Son formas de clasificación hacia 
los habitantes de ciertos lugares, clasificaciones que, en muchos de los 
casos, como lo hemos encontrado en las investigaciones aludidas, 
asumen las mismas personas, y desde esas asignaciones de atri-
butos (como estigma socioterritorial), clasifican también ellos 
mismos sobre sus prácticas, de libertad, de decidir o participar en 
los espacios públicos y en el asunto urbano, es decir, en hacer ciudad. 

Este último fenómeno es el que ubicamos como violencia 
simbólica, tema difícil para la gobernanza regional o metropolitana, 
porque, aunque haya voluntad colectiva de participación en proble-
máticas urbanas en común (gracias a un fortalecimiento del capital 
social para hacer comunidad y generar mayor grado de confianza), 
habría que poner para la consideración formas naturalizadas de 
clasificar el modo de gestionar las ciudades desde una centralidad. 
En otras palabras, habría que considerar la gobernanza “en papel”, 
en la medida que es una construcción social que se puede ir (re)elabo-
rando de manera continua y colaborativa, tomando en cuenta la 
diversidad de puntos de vista en situación de desigualdad regional 
y metropolitana. Esto implica asumir un pensamiento relacional y 
desde la complejidad.

Reflexión final (la articulación de estrategias de 
incidencia)

Desde un ejercicio de estudios regionales, de manera modesta y limi-
tada, podemos argumentar que la reducción de libertades en las formas de 
habitar y caminar resultan ser indicadores de grados de una desgober-
nanza en el ámbito regional, la cual, en relación con otras regiones, 
constituye espacios metropolitanos mayores.

El habitar y las formas de moverse a pie con miedo (práctica 
rutinaria a veces sin llamar la atención en los estudios y políticas 
públicas metropolitanas) muestra una condición de desconfianza 
generalizada en la región fantasma, la cual mina cualquier tipo de 
organización en torno a la gestión urbana como condición de gober-
nanza. Y es que el caminar no es una práctica aislada o de voluntad 
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natural, como lo hemos indicado en los estudios aludidos (que resaltan 
disposiciones, prácticas, estrategias, tácticas y técnicas corporales del 
caminar), sino responde más bien a condiciones estructurales en dos 
sentidos: por un lado, estructuras de primer orden que aluden a 
condiciones materiales e institucionales (vale lo mismo decir a una 
condición de clase social), y por otro, a las estructuras de segundo 
orden asociadas a las disposiciones internas, emociones y senti-
mientos de miedo/confianza. Hablamos de la importancia de generar 
disposiciones internas de confianza en paralelo a la confianza estruc-
tural de la región y la metrópoli. Estas disposiciones (como parte 
del hábitus regional y metropolitano) son las que permiten cubrir 
o complementar de alguna manera los vacíos institucionales en la 
ciudad fantasma. 

Dentro del desorden metropolitano y regional se estructuran 
reglas para generar cierto orden (Duhau y Giglia, 2008), similar al 
orden híbrido (Capron et al., 2022); ocurre lo que estos estudiosos de 
las ciudades metropolitanas observan, arreglos formales/informales 
que permiten que la ciudad no estalle, lo cual también ha sido demos-
trado en otros estudios, donde existen disposiciones resultado de la 
experiencia local y regional que les permite corregir, complementar o 
innovar las disposiciones formales; un ejercicio constante entre agencia 
y estructura. El modelo de los órdenes híbridos manifiesta acuerdos 
explícitos y no explícitos, aunque no representa una estrategia, como sí 
lo sería una intervención de gobernanza territorial y metropolitana. 

La propuesta de incidencia (incluso en términos de política 
pública) sería la siguiente: La gobernanza metropolitana como estra-
tegia en la gestión urbana, mientras que las disposiciones regionales 
funcionan como tácticas que estructuran y fortalecen o innovan esa 
estrategia de manera constante, con la intención de que el habitante 
genere control espacio-tiempo, con interés para resolver proble-
máticas metropolitanas en común. Esto quiere decir que existe un 
acompañamiento de dos tipos de estrategias: las estrategias fami-
liares de reproducción social (Bourdieu, 2013), que incluyen las 
experiencias de autoproducción de la región popular, y las estrate-
gias de gobernanza regional y metropolitano en términos de política 
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pública del orden urbano. Lo que hemos encontrado en otros estudios 
es que cuando se corresponden se vuelven eficientes y generan mayor 
participación ciudadana y crean ciudad, mientras que cuando se 
presenta un desajuste entre ambas, como en las periferias aludidas 
aquí, la fragmentación social y territorial sigue siendo una constante. 
La articulación de esas estrategias se consolidará también en lo que 
hemos denominado dispositivo colectivo de coproducción territorial, 
regional y metropolitano. 

La propuesta regional que aquí se presenta podría contribuir a 
las posibilidades de la gobernanza situada (Porras, 2022, p. 52), que 
atiende problemas concretos, actores, prácticas, experiencias y narra-
tivas, con una mirada fenomenológica e interaccionista, elementos 
de la sociología microsocial, pero a la vez relacional, problema por 
problema, de manera más modesta, región por región que constituya 
la metrópoli, donde la región sirve de bisagra entre la escala metro-
politana y lo totalmente local. Lo que estamos proponiendo es que la 
gobernanza metropolitana tendría mayor alcance si se desplegara en 
acciones regionales, diferenciada según las experiencias y problemá-
ticas también endógenas a esos cortes territoriales. 

Antes de que esos fantasmas nos terminen por echar de 
la ciudad, como sucede en el cuento de Julio Cortázar, La casa 
tomada, la idea es contribuir a la caza de espectros en estas 
regiones para generar grados de gobernanza metropolitana. Para 
eliminar las apariciones, habría que comenzar por iniciar o concluir 
los proyectos de desarrollo urbano y social, y mitigar los riesgos 
asociados a la racionalidad de las políticas públicas excluyentes de la 
ciudad centralizada y regionalizada. 
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Resumen

La gobernanza de zonas metropolitanas interestatales desafía al 
federalismo. El caso de Puerto Vallarta-Bahía de Banderas mani-
fiesta serios retos ecológicos y socioeconómicos. Existen avances 
en su gobernanza metropolitana, pero la formulación de instru-
mentos de planeación resulta intrincada. Asimismo, surgen dispa-
ridades considerables entre los actores gubernamentales. En este 
contexto, se exploran estrategias para la elaboración de instrumentos 
metropolitanos interestatales que permitan complementar las capa-
cidades de los actores gubernamentales involucrados. Se realiza una 
revisión de la literatura, abordando avances y obstáculos del objeto 
de estudio. Por último, se proponen acciones para optimizar la gober-
nanza metropolitana en un escenario multinivel.

Palabras clave: Gobernanza multinivel, instrumentos de planeación, 
zona metropolitana interestatal, Puerto Vallarta-Bahía de Banderas.
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En México existen siete zonas metropolitanas interesta-
tales: el Valle de México, La Piedad-Pénjamo, Tampico, Querétaro, 
Puebla-Tlaxcala, La Laguna y Puerto Vallarta-Bahía de Banderas. 
Estas zonas albergan aproximadamente 29 millones de habitantes 
o 23% del total de la población nacional (inegi, 2020). Como en cual-
quier zona metropolitana, las interacciones sociales y económicas 
conllevan problemáticas que rebasan los límites administrativos e 
impactan el día a día del ciudadano: transporte público insuficiente; 
regulaciones redundantes; violencia e inseguridad; graves afecta-
ciones a los ecosistemas, entre otras. Al ser territorios frontera entre 
más de una entidad federativa, presentan desafíos adicionales debido 
a las diferencias administrativas, regulaciones y competencias entre 
los estados involucrados.

La necesidad de una gobernanza metropolitana efectiva que 
trascienda los límites administrativos tradicionales es un tema 
importante, así como definir correctamente los asuntos que requieran 
de la acción pública transterritorial (Aguilar, 2022) como son: i) Las 
externalidades intermunicipales, es decir, los efectos no deseados o 
impactos indirectos de decisiones o acciones tomadas en un muni-
cipio y que pueden afectar a municipios vecinos; ii) atención eficiente, 
efectiva y de efectos equitativos (Atención 3E); esta noción destaca la 
importancia de abordar asuntos públicos de manera eficiente y efec-
tiva, teniendo en cuenta la equidad en los resultados; iii) acción coor-
dinada, cooperativa y colaborativa (Acción 3C); implica que las partes 
involucradas trabajen juntas hacia objetivos comunes, compartiendo 
ideas, recursos y responsabilidades para abordar problemas que 
trascienden los límites territoriales (Navarrete, 2022). 

La complejidad administrativa que abarcan múltiples estados o 
jurisdicciones; los desafíos de la planeación territorial para lograr un 
desarrollo sostenible y equitativo en las zonas metropolitanas interes-
tatales; la existencia de un marco normativo claro y la ejecución de 
políticas coherentes en el plano local; la participación ciudadana en la 
toma de decisiones para abordar las necesidades locales y construir 
consensos en temas clave; la coordinación entre niveles de gobierno 
(federal, estatal y municipal); y la innovación en gobernanza, con la 

https://www.zotero.org/google-docs/?6Lhfir
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creación de organismos o entidades específicas para la gestión, son 
aspectos para considerar en relación con la insuficiencia administra-
tiva y la importancia del ordenamiento y la planeación territorial en 
el contexto de una federación como México (Aguilar y Bustelo, 2010). 

Es importante abordar estos desafíos mediante la promoción 
de enfoques colaborativos, la mejora de la coordinación interguber-
namental y la adaptación de las políticas y regulaciones para reflejar 
la realidad compleja de las zonas metropolitanas interestatales. De 
igual manera, se deben tener presentes las particularidades del orde-
namiento y planeación territorial en México, tales como:

1) La autonomía municipal, que significa que los municipios 
tienen la capacidad de tomar decisiones sobre su propio desarrollo 
y ordenamiento territorial de acuerdo con sus necesidades y carac-
terísticas locales. 

2) La influencia de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Terri-
torial y Urbano (sedatu), instancia que tiene un papel importante 
en el ámbito federal en la formulación de políticas y la coordinación 
de esfuerzos para el ordenamiento territorial. Sus acciones buscan 
incidir en los procesos locales y garantizar una planificación que 
responda a los desafíos específicos del territorio.

3) La participación ciudadana en el proceso de planificación 
territorial es una prioridad. Las comunidades locales, mediante a 
consultas y procesos participativos, tienen la oportunidad de expresar 
sus necesidades y contribuir a la toma de decisiones en temas que 
afectan directamente a sus entornos.

4) La gestión sostenible de los recursos naturales y la protección 
del ambiente son componentes esenciales en la planificación territorial.

Estas particularidades reflejan la complejidad y diversidad del 
territorio mexicano. El enfoque en la coordinación entre niveles de 
gobierno y la participación de la sociedad civil son esenciales para 
abordar de manera efectiva los desafíos y garantizar un desarrollo 
territorial equitativo y sostenible.

La elaboración de guías por parte de la Sedatu para estanda-
rizar la planeación puede ayudar a garantizar consistencia y calidad 
en los instrumentos de planificación territorial. Sin embargo, la 

https://www.zotero.org/google-docs/?pVaj8F


146

Karimen Zamora Sandoval y Raúl Agraz Joya

falta de técnicos locales preparados para utilizar estas guías es una 
barrera crítica que puede llevar a que los tomadores de decisiones 
subestimen el potencial de los instrumentos de planificación (Bollo 
et al., 2019). Esta carencia puede resultar en la subutilización de las 
guías estandarizadas, así como en la falta de aplicación efectiva de 
políticas federales y la toma de decisiones informada. 

La falta de sincronización entre los tiempos políticos, a menudo 
asociados con ciclos electorales u otras consideraciones políticas y los 
tiempos técnicos necesarios para una planificación detallada y una 
ejecución efectiva, puede generar presiones en el equipo encargado 
de la puesta en marcha. La premura causada por la descoordinación 
temporal puede afectar la calidad de los resultados finales. La planifi-
cación detallada y la consideración cuidadosa de los aspectos técnicos 
son esenciales para la efectividad a largo plazo de los proyectos (Bollo 
et al., 2019).

A pesar de que México posee un marco legal de cooperación 
interestatal para planear y regular las zonas metropolitanas, los ejem-
plos son mínimos o se encuentran en etapas tempranas de desarrollo. 
Tal es el caso de la Zona Metropolitana Interestatal Puerto Vallar-
ta-Bahía de Banderas (zmipv-bb). Desde su constitución en 2019 hasta 
2023, la zmipv-bb era la única zona interestatal con todas sus instan-
cias de gobernanza instaladas (Ramírez, 2021, p. 78); lo cual demuestra 
la voluntad política del momento. En este sentido, la siguiente etapa fue 
plasmar una visión metropolitana dentro de un instrumento de planea-
ción concertado. Es así como en 2021 surge el proyecto del Programa 
de Ordenamiento Territorial de la Zona Metropolitana Interestatal 
Puerto Vallarta - Bahía de Banderas (potzmi) del marco del Programa 
de Fomento a la Planeación Urbana, Metropolitana y Ordenamiento 
Territorial (pumot) de la sedatu. El Instituto Municipal de Planeación 
para Bahía de Banderas (implan) fue el ente ejecutor. Este proyecto 
representa uno de los primeros instrumentos interestatales de 
planeación del país.

No obstante, el proceso de elaboración se estima accidentado y 
lleno de dudas, derivado de su carácter interestatal y por el marco 
normativo que lo regula, la Ley general de asentamientos humanos, 

https://www.zotero.org/google-docs/?Zj0Lrd
https://www.zotero.org/google-docs/?Zj0Lrd
https://www.zotero.org/google-docs/?mIVrpY
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ordenamiento territorial y desarrollo urbano (lgahotdu). Por otro 
lado, la interacción de actores de los tres niveles de gobierno es 
desigual y el equipo técnico local a cargo de la elaboración requiere 
más capacitación para ejecutarlo.

La mirada autocrítica y la exploración de experiencias exitosas 
pueden ser fundamentales para optimizar la gobernanza metropo-
litana en un escenario interestatal y multinivel. Al aprender de los 
éxitos y desafíos de otras regiones, ofrecen lecciones aprendidas, 
estrategias efectivas para mejorar la planificación y ejecución de 
instrumentos que se adapten al contexto específico de Puerto Vallar-
ta-Bahía de Banderas.

El documento inicia con un breve análisis de la planeación terri-
torial y sus instrumentos, seguido de un estudio de la cooperación 
intergubernamental en la zmipv-bb, en el cual se identificaron los princi-
pales avances y obstáculos que inhiben la coordinación metropolitana. 
Posteriormente, se presentan experiencias internacionales y nacio-
nales sobre la planeación territorial multinivel, y se concluye con una 
propuesta de acciones para optimizar los instrumentos de planea-
ción metropolitanos.

La planeación territorial y sus instrumentos

La planeación indaga sobre cómo conocer, pero también cómo actuar. 
Se trata de una técnica cuyos instrumentos están a tono no solamente 
con la técnica y la tecnología, sino con los principios epistemológicos 
y éticos que subyacen en su base. La planeación contemporánea 
cree en el conocimiento experto y científico, pero valora igualmente 
el saber ciudadano del habitante común y corriente que lidia con los 
problemas cotidianos (cepal, 2017). 

Para Rittel y Webber (1973) los problemas de planeación son 
“perversos” y esta complejidad demanda la intervención de diversos 
actores, no solo una secretaría de Estado; y de marcos legales que 
favorezcan una articulación multinivel. Gestionar una zona metropo-
litana requiere de instrumentos de planeación permisibles en la inte-
racción de los actores y de espacios de consensos (Pulido y Pulido, 2014). 

https://www.zotero.org/google-docs/?zLGHuR
https://www.zotero.org/google-docs/?mtGRCk
https://www.zotero.org/google-docs/?FSjl6A
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Cabe mencionar que no hay coerción centralizada para la producción 
de instrumentos de planeación, sino un orden espontáneo. En otras 
palabras, no hay un proceso central que posea el conocimiento para 
encadenar el proceso y verificarlos de principio a fin.

La ordenación del territorio es un instrumento para la armo-
nización territorial, que va más allá de la delimitación de zonas y 
representa una opción indispensable de consenso social y econó-
mico. No consiste solamente en ejecutar un ejercicio colectivo de 
discusión sobre cómo debe establecerse un espacio dado, sino también 
es un instrumento preventivo o atenuador de conflictos territoriales 
existentes o latentes (Antón y González, 2005). La justificación de la 
ordenación territorial tiene que ver con la incapacidad de los meca-
nismos de mercado para reparar los desequilibrios territoriales y las 
externalidades que planea el crecimiento. 

Los planes de ordenamiento territorial tienen el objetivo de 
planear y regular de manera conjunta y coordinada el desarrollo 
sostenible e integral para el territorio en función de sus capacidades 
económicas, socioculturales, ambientales y turísticas (Mendoza 
y Alcívar, 2020). Procuran asegurar la participación de los actores 
involucrados en la aplicación de políticas públicas, la actualización u 
homologación de los reglamentos, el monitoreo y la evaluación de los 
instrumentos de planeación.

En ese sentido, los instrumentos de planeación metropoli-
tanos deben ser coherentes y objeto de escrutinio permanente. No 
se tratan de verdades inmutables ni universales. Son construidos en 
momentos y lugares específicos, y se requiere de un proceso colabora-
tivo que permita interacciones dinámicas entre las escalas espaciales; 
se consolidan con su aplicación y su ánimo de resolver los problemas 
territoriales (Simeonova et al., 2018).

Es así como durante las últimas dos décadas los instrumentos 
de planeación territorial se han vuelto imprescindibles en la toma de 
decisiones (Bollo et al., 2019). A su vez, Rosas, Rogel y Colin (2016) 
señalan que los instrumentos de planeación en México no integran 
las prioridades sociales de los principales núcleos urbanos, y se 
distinguen por la ausencia de una visión estratégica de largo plazo en 

https://www.zotero.org/google-docs/?qgE1xF


149

Reto de gobernanza interestatal: puerto vallarta-bahía de banderas.

su planeación, control y seguimiento. Además, consideran que uno 
de los retos pendientes, en cualquiera que sea su carácter, es la elabo-
ración de instrumentos operativos, donde la estructura permita la 
participación, innovación y flexibilidad para el ordenamiento territo-
rial, y que no sean escritos extensos, monótonos y normativos (Rosas 
et al., 2016). 

La planeación territorial debe ir acompañada de un meca-
nismo como la gobernanza, concepto que introduce dos dimensiones 
fundamentales de la vida humana en sociedad: la intencionalidad para 
atacar un problema público con participación ciudadana, y la capa-
cidad de actores no gubernamentales para organizarse con el fin de 
alcanzar los objetivos, que concierne a la definición del arreglo espe-
cífico: el proceso productivo idóneo (eficiente y eficaz) para realizar 
los objetivos proyectados. También incluye una dimensión valorativa 
(teleológica) sobre lo que habrá de conseguirse mediante un plan o 
programa; y una dimensión práctica, que se refiere a las aplicaciones 
técnicas y en general al procedimiento causal que concluye con un 
objetivo planteado en la llamada agenda social (Aguilar, 2013).

El actor central de la gobernanza es la ciudadanía organizada y 
su capacidad de coordinar grupos de la sociedad civil, sectores acadé-
micos, especialistas científicos y la iniciativa privada, que confluyen 
a la par en los órganos de gobierno y su personal, específicamente 
para la ejecución de tareas destinadas a resolver problemas públicos 
acotados; pero, al final, la responsabilidad recae en los políticos inves-
tidos de autoridad, razón por la que se encuentran a cargo. 

La cuestión operativa es una cuestión medular: la manera espe-
cífica de coordinar las estructuras de gobierno con los mecanismos que 
genera la participación ciudadana. Más aún si los problemas públicos 
sobrepasan la circunscripción política institucional, como en el caso 
de las metrópolis. Es el caso de los municipios de diferentes estados 
de la república obligados a resolver los problemas de su conurbación, 
siendo que nuestro país carece de un órgano de gobierno específico 
para gestionar los problemas de demarcación política en contextos 
de metropolización.

https://www.zotero.org/google-docs/?NZiE6n
https://www.zotero.org/google-docs/?NZiE6n
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Específicamente, nos referimos a la gobernanza metropolitana 
definida como la capacidad de dirección de asuntos públicos trans-
territoriales, basados en comunicación, coordinación, cooperación, 
asociación entre Gobiernos y entre Gobierno y sociedad. Se centra 
en la gestión: apunta al rediseño del funcionamiento de los órganos 
de gobierno para introducir la participación de los actores no guber-
namentales, en especial en la toma de decisiones en la forma de 
intervenir en el territorio para revertir el desorden urbano (Aguilar, 
2022; Navarrete, 2022); y “controlar o regular su comportamiento y 
el funcionamiento o provisión de servicios públicos desde una pers-
pectiva de conjunto que incluya la planificación y la gestión del desa-
rrollo metropolitano” (Venancio e Iracheta, 2015, p. 97). 

Metodología

Este trabajo se enmarca en el paradigma de la gobernanza multinivel y la 
planeación territorial, por medio del cual busca comprender la comple-
jidad social en los actores elegidos para negociar con ellos la toma de 
decisiones, con el propósito de reducir las asimetrías con el Gobierno. 
Su fuente de racionalidad son las capacidades, y su forma de control 
es la colaboración. 

El objeto de análisis se aborda con base en los “obstáculos” 
que inhiben la coordinación metropolitana identificados por Charbit 
(2011) y Durand y Decoville (2018). Los autores clasifican una serie 
de obstáculos que afectan la coordinación entre actores gubernamen-
tales multinivel y, por ende, la planeación territorial. Estos obstáculos 
se describen en la Tabla 1 y párrafos subsecuentes.

https://www.zotero.org/google-docs/?SRqf89
https://www.zotero.org/google-docs/?xUZOPL
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Tabla 1. Definición de los obstáculos que inhiben la coordinación metropolitana

Obstáculos Descripción

1. Información
Asimetrías en la información (calidad, cantidad, tipo) entre los actores gubernamentales, ya sea voluntario o no.
=> Necesidad de instrumentos para compartir información.

2. Capacidad
Insuficiencia en las capacidades técnicas, científicas o de infraestructura en los actores locales para llevar a 
cabo acciones específicas.
=> Necesidad de instrumentos para construir capacidades locales.

3. Financiamiento
Ingresos inestables o insuficientes para la efectiva aplicación de responsabilidades de nivel subnacional.
=> Necesidad de mecanismos de financiamiento compartido.

4. Institucionales
Fragmentación sectorial entre entidades o dependencias gubernamentales. Predominio de modelos verti-
cales de gobernanza en detrimento de los actores locales. Diferencias entre las atribuciones de los actores.
=> Necesidad de mecanismos de coordinación intermunicipal para coadyuvar en el compromiso y liderazgo.

5. Administrativo
Desfase entre los límites administrativos y los límites funcionales para la aplicación de políticas y estrategias.
=> Necesidad de mecanismos para alcanzar la escala efectiva.

6. Políticas
Diferencias entre prioridades, agendas y objetivos particulares de los actores que pueden generar obstá-
culos.
=> Necesidad de instrumentos para alinear agendas.

7. Rendición de 
cuentas

Dificultad para asegurar la transparencia entre los diferentes niveles de gobierno.
=> Necesidad de instrumentos de evaluación y seguimiento.
=> Necesidad de mecanismos de participación ciudadana.

8. Culturales
Discrepancias entre las prácticas de planeación o métodos de trabajo. Diferencias en la percepción del terri-
torio. Diferencias lingüísticas o étnicas.

9. Interpersonales
Calidad de las interacciones interpersonales de los actores. Diferencias entre los actores en términos de lide-
razgo, experiencia y legitimidad. Grado de interés y compromiso desigual entre los actores.
=> Necesidad de dinámicas de colaboración y participación.

Elaboración propia con base en Charbit, 2011; y Durand y Decoville, 2018.

La información se recopiló mediante fuentes secundarias de datos 
cuantitativos y cualitativos, derivados de bases electrónicas como la 
Biblioteca Digital de la Universidad de Guadalajara y la Red Temá-
tica de Gobernanza Metropolitana (Zenodo), en donde se revisaron 
artículos académicos y libros sobre el tema tratado. En un segundo 
momento, se consultaron informes de Gobierno, datos estadísticos 
oficiales, periódicos y sitios web de los Ayuntamientos de los munici-
pios objeto de estudio y de los casos internacionales y nacionales de 
que se hace mención.

Aproximación al caso Puerto Vallarta-Bahía de Banderas

La zona metropolitana interestatal Puerto Vallarta-Bahía de Banderas 
(zmipv-bb) es uno de los destinos de playa más icónicos del país junto 
con Cancún, Los Cabos, Mazatlán y Acapulco. Esta zona se localiza 

https://www.zotero.org/google-docs/?5DDzZf
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en la costa del Pacífico, en la bahía de Banderas, la cual se divide al 
norte por el municipio de Bahía de Banderas, en el estado de Nayarit, 
y al sur por el municipio de Puerto Vallarta, en Jalisco. El río Ameca 
es la frontera natural entre ambas entidades. La zona metropolitana 
cuenta con una superficie total de 1 878.4 km².

La ocupación del territorio contrasta en ambos márgenes del 
río Ameca. En Puerto Vallarta, que concentra 60% de la población 
metropolitana, las áreas urbanas se emplazan en torno a la ciudad 
central de Puerto Vallarta; en cambio, Bahía de Banderas presenta 
áreas urbanas dispersas entre áreas agrícolas y naturales. Las áreas 
urbanizadas en la zona metropolitana ocupan 6% del territorio; en 
comparación con 81% que ocupan las áreas naturales y 13% de áreas 
agrícolas. Estas características inciden en los retos de ordenamiento 
territorial, sobre cómo armonizar el desarrollo urbano y la conserva-
ción de los recursos naturales, ecosistemas y paisajes.
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Mapa 1. Localización del área de estudio

Elaboración propia con base en inegi (2022); iieg (2018).

La zona metropolitana obtuvo la categoría más baja en gestión 
medioambiental (imco, 2021), donde prevalece la disminución de 
los ecosistemas costeros, que afecta ecosistemas marinos, playas, 
ríos y suelos (Virgen, 2018). De manera paralela, el crecimiento 
urbano anárquico provoca el déficit de equipamiento e infraestruc-
turas; aunado a una movilidad y transporte urbano deficientes. Estas 
características inciden en los retos de cómo armonizar el desarrollo 
urbano y la conservación de los recursos ambientales.

https://www.zotero.org/google-docs/?KSeBCO
https://www.zotero.org/google-docs/?xO4JDY
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Respecto a la dinámica poblacional, después de la Zona Metro-
politana de Cancún-Isla Mujeres, la zmipv-bb es la segunda de impor-
tancia en peso demográfico, con una población de 479 471 habitantes 
(inegi, 2020) y un crecimiento a una tasa promedio anual de 3.4% 
(2000, 2020). En un lapso de treinta años (1990 al 2020) el municipio 
de Puerto Vallarta creció a una tasa promedio anual del 3.3% y su muni-
cipio conurbado de Bahía de Banderas creció al 5.3% (inegi, 2020). 

Tabla 1. Evolución de la población de los municipios de Puerto Vallarta y Bahía 
de Banderas 1990-2020 y proyección 2030 y 2040

Municipio 1990 1995 2000 2005 2010 2015 2020 2030* 2040*

Puerto Vallarta 111 457 149 876 184 728 220 368 255 681 275 640 291 839 329 778 369 351

Bahía de Banderas 39 831 47 077 59 808 83 739 124 205 150 250 187 632 266 437 362 355

Total ZMIPV-BB 15 ,288 196 953 244 536 304 107 379 886 425 890 479 471 596 216 731 706

Elaboración propia a partir del censo inegi (2020). Nota: Las proyecciones de crecimiento en 2030* y 
2040* se calcularon utilizando el método geométrico por incremento medio anual. 

Entre 2000 y 2010 el municipio de Bahía de Banderas creció a una 
tasa promedio de 7.6% anual, asociado a la llegada de trabajadores 
foráneos ante la alta oferta de trabajo, principalmente en la industria 
de la construcción de infraestructura turística y habitacional, por el 
incremento de inversiones turísticas en la costa nayarita y por la oferta 
de vivienda horizontal de bajo costo que se construyeron en predios 
rurales en el Valle de Banderas (Baños, 2019). 

Un distintivo de la zmipv-bb es ser la única zona interestatal 
del país con vocación turística y de servicios relacionados. Se carac-
teriza por ser un destino de sol y playa, de cruceros internacionales, 
famoso por sus campeonatos de golf (deportivo), prémium o de lujo 
(boutique), ecoturístico y turismo de aventura; con potencial para los 
segmentos de negocios y naturaleza. 

En 2019, el turismo en el municipio de Puerto Vallarta repre-
sentó 36.5% del pib de Jalisco, mientras que la participación del muni-
cipio de Bahía de Banderas, en el estado de Nayarit, fue de 92%. La 
llegada de turistas en 2021 en el total de la conurbación alcanzó 2 903 
323 personas, con una ocupación hotelera promedio cercana a 50%, 
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siendo mayor en las categorías de cuatro y cinco estrellas (DataTur, 
2023). Sin embargo, los beneficios del turismo no se derraman hacia 
las comunidades locales, donde persisten las desigualdades. 

Como efecto, el índice de desarrollo humano promedio de los 
municipios que conforman la zmipv-bb no ha registrado avances signi-
ficativos en los últimos diez años. Por el contrario, ha perdido valor al 
disminuir de 0.777 en 2010 a 0.763 en 2020, a causa de un menor índice 
de salud y de ingresos (pnud, 2022). Otro dato que destacar es que si 
bien su tasa de ocupación económica es alta: 96.90%, alrededor de 
25% de la población económicamente activa recibe menos de dos sala-
rios mínimos, situación que también se refleja en su tasa de pobreza, 
de alrededor de 28% (onu-Hábitat, 2018). Por ser una economía depen-
diente del sector turístico, el territorio es extremadamente vulnerable 
ante desastres naturales, crisis económicas o sanitarias.

Instrumentos de planeación en la zmipv-bb

En términos de planeación territorial, el fenómeno de conurbación 
de las áreas urbanas de Puerto Vallarta y Bahía de Banderas ha reci-
bido más atención por parte de las autoridades, academia y actores 
de la sociedad civil en los últimos treinta años. En este sentido, hay 
avances importantes sobre la coordinación metropolitana en la 
región, de los cuales destacan los siguientes: la alineación de Bahía 
de Banderas al huso horario de Puerto Vallarta en 2010, toda vez que el 
resto del estado de Nayarit se rige por el horario del Pacífico; la organi-
zación en conjunto del Tianguis Turístico 2012 (Cárdenas, 2018); y la 
celebración del segundo convenio de coordinación, establecimiento 
de las instancias de gobernanza metropolitanas y la aprobación del 
reglamento interior de las instancias de gobernanza en 2019 y 2020.

No obstante, a pesar de estos avances sustanciales, los retos son 
mayores. En términos de planeación territorial, existe un antecedente 
para intentar crear un instrumento de planeación metropolitano. 
Como resultado del convenio de conurbación firmado en 2010 entre 
el Gobierno federal, las administraciones estatales y municipales, en 
2012 se realizaron trabajos por parte de El Colegio de la Frontera Norte 
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(Colef) para elaborar un primer Programa de ordenamiento territo-
rial de la zona metropolitana interestatal Puerto Vallarta-Bahía de 
Banderas (pozmipv-bb).

Su principal objetivo fue mejorar la coordinación entre 
Gobiernos con el impulso de una red metropolitana para enlazar los 
centros de población, que permitiera una articulación eficiente en 
atención al entorno natural y construido (Baños, 2019); sin embargo, 
este nunca se sometió a consulta pública ni lo aprobaron los respec-
tivos actores gubernamentales (Cárdenas, 2018). 

Es importante mencionar que las condiciones normativas 
de aquel momento no eran la mismas que en la actualidad: la Ley 
General de Asentamientos Humanos omitía la gobernanza metro-
politana y, en consecuencia, sus instancias no tenían sustento legal; 
asimismo, la Ley de Coordinación Metropolitana de Jalisco estaba 
en sus etapas tempranas de aplicación y la de Nayarit no existía. A 
su vez, el convenio de coordinación de 2010 dejó de surtir efecto por 
falta de seguimiento de las autoridades. 

Hoy en día las circunstancias han cambiado; hasta julio de 
2022, Puerto Vallarta-Bahía de Banderas era la única zona metropo-
litana interestatal con todas sus instancias de gobernanza instaladas 
(Ramírez, 2021, p. 78). Lo que da muestra del compromiso y voluntad 
política para consolidar una visión metropolitana, situación que ha 
permitido que los municipios conurbados avancen de manera favo-
rable con la firma de convenios de colaboración que permitió su 
consolidación como zona metropolitana desde 2019.

De igual manera, en 2021 se inició la elaboración del potzmi 
pv-bb, instrumento de carácter estratégico, cuya lógica es planear y 
regular de manera conjunta y coordinada el desarrollo de estos muni-
cipios apoyándose en un conjunto de lineamientos estructurados para 
propiciar un desarrollo más igualitario, sostenible e integral, además 
de facilitar la regulación de los cambios de uso de suelo, las aptitudes del 
territorio y las necesidades sociales y del sector productivo. El docu-
mento borrador se sometió a un proceso de consulta pública que 
culminó en octubre de 2022. 
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A la fecha, el potzmi pv-bb ha sido aprobado por los Ayunta-
mientos que integran la conurbación, pero aún no ha sido publicado en 
el Diario Oficial de sus respectivos estados. Incluso se visualiza lejano 
a transitar hacia su puesta en marcha en el corto o mediano plazo.

Principales obstáculos que inhiben la coordinación metropolitana 
en la zmipv-bb

1.	 Información 

Existen asimetrías entre la información de ambos municipios y estados. 
Se carece de información estadística y de indicadores que den cuenta 
del avance de los objetivos de desarrollo sostenible del territorio 
(Zamora y Cornejo, 2021). Esto perjudica la toma de decisiones 
para avanzar en temas de interés metropolitano, como la movi-
lidad, el equipamiento, la seguridad o la infraestructura. Hasta 
la fecha no existen mecanismos para compartir información entre los 
tres niveles de gobierno.

2.	Capacidades 

Así como en otras ciudades del país, escasea el talento humano capa-
citado para la elaboración de los instrumentos de planeación; que es 
una problemática local recurrente (Baños, 2013). Durante los últimos 
cinco años, tanto Puerto Vallarta como Bahía de Banderas han 
elaborado sus instrumentos con personal propio; a la vez, el aseso-
ramiento por parte de los estados y la Federación continúa siendo 
incipiente, por lo que es prematuro ver resultados en términos de 
generación de talento local y difusión de conocimiento. Se han care-
cido de habilidades como liderazgo, poder de negociación o comu-
nicación para concretar estrategias o acciones específicas entre los 
agentes del destino turístico (Baños, 2017).

https://www.zotero.org/google-docs/?z44Pms
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3.	Financiamiento

De acuerdo con el Índice Ciudades Prósperas 2018 (onu-Hábitat / 
infonavit, 2018a, 2018b), Puerto Vallarta y Bahía de Banderas están 
bien calificados en materia de generación de recursos propios. Aun 
así, con la eliminación del Fondo Metropolitano, no existen incen-
tivos ni mecanismos de financiamiento compartido para impulsar 
proyectos de impacto metropolitano.

4.	Institucionales

Desde 2020 se cuenta con instancias de gobernanza instaladas: la 
Comisión de Ordenamiento Metropolitano (com) y el Consejo Consul-
tivo de Desarrollo Metropolitano (ccdm). No obstante, sus acuerdos no 
influyen seriamente en la toma de decisiones municipales. Además, 
es extremadamente complicado reunir a la com para atender los 
asuntos metropolitanos. Esta comisión está integrada por la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu), los Gobiernos de 
Nayarit y Jalisco y los presidentes municipales. A su vez, el trabajo 
del ccdm es reducido y sus miembros no demuestran el mismo nivel de 
interés y compromiso por la causa. Existe jurídicamente un Instituto 
Metropolitano de la Bahía (imba), que en teoría es el ente técnico 
metropolitano; sin embargo, carece de recursos humanos propios, de 
estructura operativa y bienes inmuebles para su funcionamiento. 

Se percibe un enfoque vertical y sin mucho margen de actuación 
en la colaboración multinivel. El Programa de fomento a la planea-
ción urbana, netropolitana y ordenamiento territorial (Pumot) de la 
Sedatu impone términos de referencia y tiempos que se han de acatar 
por parte de los Ayuntamientos, pasando por alto los requerimientos 
y leyes estatales, por lo que la colaboración y comunicación entre la 
Federación y los estados se manifiesta como insuficiente. Por el tema 
de los tiempos, estos provocan presiones sobre los ejecutores en detri-
mento de la calidad de los resultados y entregables.
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5.	 Administrativo

No existe obstáculo en este término, ya que los límites oficiales de 
la zona metropolitana abarcan la escala administrativa y funcional 
del territorio. 

6.	Políticas

Los mayores obstáculos políticos son los estados. Nayarit resta prota-
gonismo al tema metropolitano interestatal dentro de su agenda. 
El Plan Estatal de Desarrollo 2017-2021 impulsaba instrumentos 
operativos para el desarrollo integral para la zona metropolitana 
de Bahía de Banderas, así como el Programa Integral de Movilidad 
Sustentable Puerto Vallarta-Bahía de Banderas; sin embargo, el Plan 
Estatal de Desarrollo 2021-2027 no retoma estas acciones. Además, 
la mención de la zmipv-bb es mínima.

Otras diferencias políticas latentes son la falta de acuerdos 
a raíz de la crisis sanitaria derivada de la enfermedad por corona-
virus de 2019 (covid-19), donde los estados impusieron medidas aisladas 
y cambiantes en el territorio metropolitano (Zamora y Cornejo, 2021); y la 
movilidad e infraestructura de transporte, como el caso del puente 
Federaciones aún sin construir o el deficiente transporte público 
que conecta Puerto Vallarta y Bahía de Banderas.

La movilidad urbana es considerada como una de las tres prin-
cipales problemáticas que aquejan a esta metrópoli, ante una escasa 
coordinación entre Gobiernos en sus tres niveles, que ha impedido 
la solidificación de proyectos añejos que no han sido retomados ni 
actualizados a la creciente demanda del parque vehicular de los 
últimos diez años. Una de las causas es que las partes interesadas 
(stakeholders) no han logrado sumar esfuerzos para consolidar 
un sistema de movilidad metropolitana de alta densidad para los 
dos municipios (Zamora, 2023). 

Si bien se ha planteado establecer una Agencia Metropolitana 
de Movilidad en colaboración con los Gobiernos estatales, actores 
privados y actores sociales, aún no se ha concretado la propuesta 

https://www.zotero.org/google-docs/?GS6N02
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debido al poco o nulo avance de la concertación entre los actores de la 
movilidad metropolitana para crear acuerdos que impulsen el cambio 
hacia un concepto de movilidad sostenible. Y en tanto no se avance 
en esto, tampoco se podrán establecer convenios de colaboración 
para impulsar y realizar acciones mediante la innovación y en cola-
boración con otros sectores y órdenes de gobierno.

7.	 Rendición de cuentas

Según el Índice Ciudades Prósperas del Programa de Naciones 
Unidas para los Asentamientos y el Instituto del Fondo Nacional para 
la Vivienda de los Trabajadores de México (onu-Hábitat / infonavit, 
2018a, 2018b), Puerto Vallarta y Bahía de Banderas tienen un bajo 
desempeño en participación y rendición de cuentas. Esto sugiere que 
puede haber limitaciones en el involucramiento activo de los ciuda-
danos en los procesos de toma de decisiones y que la rendición de 
cuentas por parte de las autoridades locales puede no ser satisfactoria. 

En 2020, el Colectivo Ciudadanos por Municipios Transpa-
rentes (cimtra) posicionó al municipio de Puerto Vallarta como de 
los menos transparentes de Jalisco, con una calificación de 78.1%, lo 
que resalta preocupaciones sobre la divulgación de información por 
parte del Gobierno local. Por su parte, la calificación de 0% para Bahía 
de Banderas en la evaluación del cimtra podría indicar graves defi-
ciencias en la rendición de cuentas. La falta de información pública 
accesible puede generar desconfianza y afectar la percepción de la 
efectividad del Gobierno local. 

La Métrica de Gobierno Abierto, del Centro de Investigación 
y Docencia Económica (cide, 2017), también ha calificado con valores 
bajos (33 de 100), en materia de transparencia, rendición de cuentas 
y participación ciudadana, lo cual refuerza la idea de que la trans-
parencia y la participación ciudadana en estos municipios pueden 
ubicarse por debajo de los estándares deseados.

En la rendición de cuentas, aunque tiene que ver con evitar 
la corrupción, la cuestión de fondo es mejorar las estrategias y 
acciones con base en el recuento de las experiencias que condujeron 

https://www.zotero.org/google-docs/?FxGrG6
https://www.zotero.org/google-docs/?FxGrG6
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a buenos resultados o que explican el porqué del fracaso, la demora o 
falta de eficiencia. Las decisiones crean asimetrías que se disimulan 
por falta de transparencia, dado que hay poca o nula rendición de 
cuentas e insuficientes estrategias participativas y de capacidades 
institucionales.

7.1. Mecanismos de participación ciudadana

Un porcentaje importante de los ciudadanos que han participado 
en los procesos de consulta pública de alcance metropolitano 
mediante la consulta del Programa de Ordenamiento Territorial 
de la Zona Metropolitana Interestatal (Potzmi) no entendieron que 
su aportación era para ambos municipios, ya que los ciudadanos 
hablaban por su municipio, y sus aportaciones se clasificaron como 
“improcedentes”, ya que eran quejas que abarcaba su colonia o cuadra, 
y no peticiones como tales (CCM, 2022). 

Para lograr una etapa de discusión, de diálogo para alcanzar 
consensos; exploración de puntos de vista, expectativas e intereses 
de todos los actores públicos, privados, de la sociedad civil orga-
nizada, es importante alcanzar una participación efectiva de alto 
impacto o de cogestión, que implique compartir la autoridad y lograr 
una gobernanza efectiva.

7.2. Instrumentos de evaluación y seguimiento

En la actualidad, se carece de indicadores para evaluar y dar segui-
miento a la toma de decisiones en la planeación y gestión de la 
zmipv-bb. En este tenor, se reconoce la necesidad de contar con una 
serie de indicadores para evaluar la capacidad de coordinación entre 
los Gobiernos metropolitanos, así como entre el sector guberna-
mental y otros grupos de interés, desde las universidades, los empre-
sarios, la ciudadanía y demás agentes externos que confluyen en esta 
metrópoli interestatal.
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8.	Culturales

Puerto Vallarta y Bahía de Banderas son municipios que se comple-
mentan. Aun así, en Bahía de Banderas impera una percepción de 
inferioridad con respecto a Puerto Vallarta por tener localidades 
menos consolidadas y menos amenidades.

Impera un choque político-cultural por parte de los gobernadores. 
Desde un punto de vista patrimonialista, menoscaban la autonomía 
de los municipios y sobreponen el control estatal. Claros ejemplos son el 
reciente cambio de nombre de la localidad de Nuevo Vallarta por “Nuevo 
Nayarit”, por instrucción del Gobierno de Nayarit, sin justificación 
técnica, legal o consenso alguno; o la controversial verificación vehi-
cular por parte del Gobierno de Jalisco para vehículos foráneos que 
circulen en Puerto Vallarta.

9.	Interpersonales

Las habilidades como la negociación, el liderazgo, la comunicación 
y la resolución de conflictos aún requieren trabajarse por parte de 
todos los actores involucrados. Los actores gubernamentales mues-
tran un interés desigual por el instrumento metropolitano. Durante el 
proceso de elaboración del potzmi, el implan actuó como mediador; sin 
embargo, requirió un mayor esfuerzo de negociación. Al mismo tiempo, 
la participación de la sedatu, los Gobiernos estatales y Puerto Vallarta 
se limitó a observaciones, sin contribuir activamente en el documento 
y proceso. Además, los presidentes municipales en turno continúan 
menospreciando la relevancia del Programa; sin que uno sobre-
salga como un líder metropolitano. 

Al contrario, las asociaciones empresariales muestran lide-
razgos para generar los contrapesos para una gobernanza más 
eficiente, pero no se ha logrado una verdadera colaboración públi-
co-privada. Zamora y Cornejo (2021) exponen que los empresarios 
son muy participativos en impulsar la metropolización; sin embargo, 
estos últimos perciben que no son reconocidos ni tomados en cuenta, 
como quisieran, por parte de los actores gubernamentales. 
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En síntesis, la información, capacidad, financiamiento insti-
tucionales, administrativos, políticos; la rendición de cuentas y los 
aspectos culturales e interpersonales pueden considerarse como 
obstáculos que se manifiestan en diferentes etapas y contextos, y 
abarcan aspectos de origen, lógica y resolución.

Se identificaron como obstáculos de origen:

1.	 La información. La falta de descentralización efectiva puede 
originar la concentración de la recopilación de datos y la toma 
de decisiones en instancias gubernamentales superiores, lo que 
lleva a la asimetría de información. Los Ayuntaientos (Puerto 
Vallarta-Bahía de Banderas) tienen diferentes enfoques para la 
recopilación de datos, lo que dificulta la comparación y la crea-
ción de indicadores coherentes.

2.	 Capacidad. Principalmente por la falta de profesionales capa-
citados para la elaboración de instrumentos de planeación, y el 
escaso apoyo y orientación por parte de instancias superiores en 
la elaboración de instrumentos de planeación.

3.	 Financiamiento. Ausencia de mecanismos efectivos de financia-
miento compartido para proyectos de impacto metropolitano; 
por ejemplo, la eliminación del Fondo Metropolitano y la reduc-
ción de recursos financieros específicos.

4.	 Institucionales. Problemas relacionados con la estructura y 
funciones de las instituciones desde su establecimiento, lo que 
ha dificultado establecer canales de comunicación efectivos entre 
los diferentes agentes del destino turístico.
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Obstáculos de lógica:

1.	 Políticos. Desafíos relacionados con la toma de decisiones y las 
dinámicas políticas, debido a las resistencias o cambios en las prio-
ridades políticas que afectan la continuidad de las iniciativas.

2.	 Rendición de cuentas. Problemas en la transparencia y la respon-
sabilidad durante la ejecución.

Obstáculos de resolución:

1.	 Culturales. Desafíos derivados de diferencias culturales y de 
percepciones.

2.	 Interpersonales. Problemas relacionados con las relaciones 
entre individuos o grupos; enfoques de mediación, construcción 
de equipos y desarrollo de habilidades sociales.

Experiencias internacionales

A continuación, se presentan algunas experiencias internacionales 
que tratan la planeación territorial en un contexto multinivel o federal. 
En la literatura, los casos puntuales sobre instrumentos de planeación 
son escasos, por lo que se eligieron los siguientes para los propósitos 
del presente trabajo.

Una visión, cuatro países: Esquema de Desarrollo Territorial de 
la Gran Región 

Desde el punto de vista de planeación, en los sistemas federales una 
frontera interior crea efectos institucionales y políticos similares a 
las fronteras internacionales (Durand, 2014; Mévellec et al., 2018). 
Bajo este argumento, el caso del Esquema de Desarrollo Territo-
rial de la Gran Región (sdtgr, por sus siglas en francés) presenta un 
instrumento de planeación transfronterizo y multinivel.

https://www.zotero.org/google-docs/?1l7FP4


165

Reto de gobernanza interestatal: puerto vallarta-bahía de banderas.

La Gran Región es una región metropolitana que abarca 
Bélgica, Luxemburgo, Francia y Alemania, con una superficie de 65 
401 km2 (comparable a Nuevo León) y que alberga alrededor de 11.6 
millones de habitantes (Secrétariat du Sommet de la Grande Région, 
2022). Es la región metropolitana transfronteriza más transitada de 
la Unión Europea. Aproximadamente 250 000 trabajadores cruzan 
cada día una frontera, donde destaca la ciudad de Luxemburgo como 
principal destino (Secrétariat, 2022). Debido a los desafíos de movi-
lidad, competitividad económica, cambio climático y envejecimiento 
demográfico, fue necesaria la creación de una estrategia común para 
los actores gubernamentales locales.

Aprobado en 2021, el sdtgr define una visión prospectiva y una 
estrategia transfronteriza compartida en aras de asegurar un desa-
rrollo integrado y coherente del territorio (Durand et  al., 2018), así 
como para reforzar su atractividad y competitividad a fin de responder 
a los diversos retos actuales y futuros. El sdtgr (2021) propone cinco 
finalidades: la competitividad; la cohesión social y territorial; un 
mercado laboral transfronterizo y compartido; el desarrollo metropo-
litano policéntrico articulado en una movilidad y conectividad baja 
en carbono; y un marco de coordinación multinivel a largo plazo.

Este instrumento es producto de décadas de cooperación 
y colaboración. Muestra de ello es su reciente aprobación, después 
de cuarenta y un años de existencia de la Gran Región (Secrétariat, 
2022). El proceso de elaboración tomó tres años a cargo de un comité 
científico integrado por miembros de instituciones de los cuatro 
países de la Gran Región. Un desafío mayor para su elaboración fue 
la armonización de los datos estadísticos (Durand et al., 2018). Al ser 
un instrumento internacional, los insumos de datos varían en escalas 
temporales y espaciales, y se descartan los análisis a escalas finas.

Con respecto a esto, el sdtgr queda en el plano general, ya que 
su alcance es brindar una base común y concertada para la toma de 
decisiones. Por eso propone treinta y cinco “ideas” de proyecto, más 
que una cartera de proyectos per se. La concertación fue focalizada y 
sin consulta pública a gran escala (Chaire anmt, 2018). Se organizaron 
dos talleres de concertación con actores locales y gubernamentales. 

https://www.zotero.org/google-docs/?FQcH4E
https://www.zotero.org/google-docs/?FQcH4E
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https://www.zotero.org/google-docs/?mjuxkW
https://www.zotero.org/google-docs/?mjuxkW
https://www.zotero.org/google-docs/?Coalo7
https://www.zotero.org/google-docs/?phS0e9
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Como punto para tomar en cuenta, sobresale el carácter estra-
tégico y no regulatorio del sdtgr. De esta forma, se evita vulnerar la 
autonomía y los marcos legales de los territorios transfronterizos que 
integran una región metropolitana.

Un organismo de acompañamiento: Cerema

Como se mencionó antes, la mayoría de los municipios mexicanos 
carecen de recursos técnicos y personal capacitado para ejecutar 
las metodologías propuestas por el Gobierno federal, así como para 
formular y aplicar sus instrumentos de planeación (Bollo et al., 2019; 
imco, 2014, p. 48). El caso del Centro de Estudios y Conocimiento sobre 
los Riesgos, Medio Ambiente, Movilidad y Ordenamiento (cerema, 
por sus siglas en francés) de Francia ilustra una alternativa para 
subsanar esta problemática.

La base del ordenamiento y planeación territorial en Francia 
son las comunas, las cuales gestionan los usos de suelo del terri-
torio (imco, 2014, pp. 23-24). El Estado francés, consciente de que 
la mayoría de las comunas no cuentan con los recursos o personal 
para ejecutar las políticas nacionales, crea el cerema en 2014, el cual 
es un organismo público con el objetivo de acompañar a las colec-
tividades territoriales en la elaboración, aplicación y evaluación de 
políticas públicas para la transición ecológica y gestión territorial 
(cerema, 2022). Este organismo brinda apoyo técnico y científico 
en la formulación de políticas públicas; investigación y difusión de 
conocimiento, así como en la estandarización de técnicas y procesos. 
Sus campos de acción son la movilidad, la infraestructura de trans-
porte, la edificación, la gestión e ingeniería territorial, el ambiente y 
riesgos, y el cuidado y la protección del mar y los litorales.

El cerema ha asesorado a 420 colectividades territoriales, 
cuenta con 26 representaciones en el territorio francés conti-
nental y de ultramar, así como 11 equipos de investigación y 43 
proyectos europeos en vías de ejecución. Actualmente lleva a cabo 
una ambiciosa estrategia para consolidarse como el ente articulador 

https://www.zotero.org/google-docs/?oCkzxQ
https://www.zotero.org/google-docs/?oCkzxQ
https://www.zotero.org/google-docs/?5UxYIE
https://www.zotero.org/google-docs/?gkpBD3
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de actores locales públicos y privados, así como para aumentar la difu-
sión de conocimiento mediante plataformas digitales. 

Establecer este tipo de organismos subsana las carencias de 
los territorios o complementa sus capacidades; y a largo plazo, podría 
incentivar el talento local. Un ejercicio de esta índole en México son 
los trabajos realizados por la Secretaría de Medio Ambiente y Desa-
rrollo Territorial (semadet) de Jalisco. Durante el periodo 2019-2021, 
gestionó e intervino en la actualización de los ordenamientos ecoló-
gicos y urbanos de pequeños municipios jaliscienses, que de otra 
forma hubiera representado altos costos financieros para estos, o 
bien mantener el status quo. 

Experiencias nacionales

Al igual que con las experiencias internacionales, los casos espe-
cíficos sobre instrumentos de planeación interestatales en México 
son casi inexistentes, por lo que se eligieron los siguientes para los 
propósitos del presente trabajo.

Iniciativas ciudadanas: La Zona Metropolitana Interestatal de la 
Laguna

La Zona Metropolitana Interestatal de la Laguna (zmil) se conforma 
por los municipios de Torreón, Matamoros y Francisco I. Madero en 
Coahuila; y por Gómez Palacio y Lerdo en Durango. Es la décima zona 
metropolitana más poblada y la quinta economía más importante del 
país (imco, 2020). Al igual que Puerto Vallarta-Bahía de Banderas, 
la Zona no es capital estatal, lo que complica las agendas estatales en la 
planeación metropolitana (Romero, 2021). Sin embargo, las organiza-
ciones civiles, así como empresariales, impulsan cambios en materia de 
coordinación metropolitana que merecen ser reconocidos.

En México, la única forma de cooperación multinivel, inter-
municipal o interestatal es de carácter contractual, bajo convenios de 
cooperación o colaboración (Ruiz, 2018). De esta manera, la primera 

https://www.zotero.org/google-docs/?UW5K2i
https://www.zotero.org/google-docs/?VkciIC
https://www.zotero.org/google-docs/?gJDN7m


168

Karimen Zamora Sandoval y Raúl Agraz Joya

experiencia de la zmil aborda mecanismos de cooperación interes-
tatal que se establecieron bajo la modalidad contractual.

La Zona vivió una severa crisis de inseguridad durante el 
periodo 2006-2014, e incluso llegó a ser catalogada como la más 
violenta del país (Romero, 2021). En consecuencia, por iniciativa de 
empresarios locales, se promovieron exitosamente estrategias para 
mejorar la seguridad pública. Aguayo y Dayán (2020, pp. 70-74) 
reconocen tres mecanismos de cooperación creados exprofeso: 1) 
Una policía metropolitana interestatal; 2) un grupo antisecuestros, 
y 3) un observatorio ciudadano para dar seguimiento y vigilancia en 
asuntos de seguridad y gasto público. 

La experiencia de la zmil en la gestión de la seguridad pública es 
considerada como un éxito. Se pasó de 95 asesinatos por cada 100 000 
habitantes en 2012 a una tasa de 12 por cada 100 000 habitantes en 2018 
(Romero, 2021). Es importante destacar que los liderazgos empresa-
riales y sociales alentaron estos cambios. Aguayo y Dayán (2020, pp. 
71, 103) plantean que el sector privado aportó recursos económicos y 
materiales para el equipamiento e infraestructuras necesarias para 
el funcionamiento de la Fuerza Metropolitana, a lo que se añade el 
liderazgo gubernamental y continuidad de políticas entre periodos 
de gobierno en Coahuila.

Los instrumentos de planeación requieren de la participación 
ciudadana para identificar necesidades, incluir los puntos de vista 
de amplios sectores de la sociedad y dar legitimidad a las acciones. 
Sin embargo, en repetidas ocasiones la participación es escasa y sin 
resultados con la calidad esperada, como señalan Bollo et al., (2019). 
Para subsanar esta situación, son necesarios los mecanismos para la 
difusión y la construcción de la ciudadanía e identidad del territorio. 

La zmil propone Metrópoli Laguna, una red conformada por 
empresas, universidades y asociaciones civiles. Romero Muñiz (2021) 
relata que la iniciativa surge por Fomento Económico Laguna, A. 
C. (fomec) en 2018, como efecto de la estrategia de seguridad pública 
y del empoderamiento de la sociedad civil en temas metropolitanos. 
La misma autora señala que Metrópoli Laguna busca “acompañar 
la institucionalización de la gobernanza metropolitana”, para de 

https://www.zotero.org/google-docs/?QQdCoY
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esa forma consolidar progresivamente una zona metropolitana 
eficiente, plural e incluyente (2021, pp. 89-90). Dentro de las acti-
vidades de la red destacan sus campañas en medios digitales para 
socializar de una forma entendible para el ciudadano común los retos 
y temas metropolitanos.

A pesar de su reciente conformación, Metrópoli Laguna se perfila 
como una plataforma para democratizar los procesos de gobernanza, 
consolidar una ciudadanía proactiva y revitalizar la identidad metro-
politana. Inclusive, esta red posee el potencial de crear una marca del 
territorio para impulsar la competitividad. Es así como estos elementos 
coadyuvarían en el mejoramiento de los instrumentos de planeación. 

Iniciativas ciudadanas: La Zona Metropolitana Interestatal de 
Puerto Vallarta-Bahía de Banderas

Al igual que la Laguna, varios de los avances obtenidos en Puerto 
Vallarta-Bahía de Banderas han sido resultado del impulso de actores 
privados. Asociaciones empresariales como la Asociación de Empre-
sarios de Puerto Vallarta y Bahía de Banderas, A.C. (aebba), la Confe-
deración de Cámaras Nacionales de Comercio, Servicios y Turismo 
(concanaco-servytur) o la Confederación Patronal de la República 
Mexicana (coparmex) han coadyuvado en la organización de eventos 
para la promoción en conjunto de Puerto Vallarta y Bahía de Banderas, 
lo que podría servir de base para la creación de una marca del terri-
torio que no solo se enfoque en el turismo.

El estudio El desarrollo del turismo en el Pacífico Central 1970-
2022 y sus perspectivas geopolíticas es una herramienta valiosa para 
la toma de decisiones en la planificación estratégica de la región conur-
bada en los próximos veinticinco a treinta años, desde la visión de los 
actores clave de la región y el trabajo conjunto con los tres niveles 
de gobierno para redireccionar y consolidar un desarrollo ordenado de 
esta región conurbada.

https://www.zotero.org/google-docs/?u5GNw0
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Alcances definidos: El caso de Jalisco

Jalisco se encuentra en la vanguardia en temas de gobernanza y planea-
ción metropolitana (Silva y De la Torre, 2021). No obstante, estos 
avances surgen de un largo proceso de desacuerdos y negociaciones 
(Kunz y González, 2018, pp. 475, 480), lo que ha permitido su madu-
ración. A diferencia de la lgahotdu, el Código Urbano para el Estado 
de Jalisco (cuej), en su artículo 102 (Congreso del Estado de Jalisco, 
2008), divide los instrumentos metropolitanos en programas de 
desarrollo y planes de ordenamiento territorial. Esta clasificación 
es sustancial, ya que de aquí se delimitan los alcances para cada 
tipo de instrumento, lo que facilita su elaboración y ejecución.

El artículo 102 del cuej precisa que los programas de desarrollo 
metropolitano equivalen a los programas del artículo 23 fracción III de 
la lgahotdu, mientras que los planes de ordenamiento territorial metro-
politano se refieren a la política de ordenamiento territorial, así como 
a la zonificación primaria y la estructura urbana. Un claro ejemplo de la 
aplicación de esta norma es el Plan de ordenamiento territorial metro-
politano del área metropolitana de Guadalajara (potmet). 

El potmet establece los criterios esenciales para controlar la 
expansión urbana al definir un sistema de ciudades complementa-
rias y una zonificación primaria que delimita las áreas de reserva para 
el crecimiento urbano (Blanco-Ochoa et al., 2017; imeplan, 2016). Al 
igual que el Esquema de Desarrollo Territorial de la Gran Región 
(sdgt), el potmet es un instrumento estratégico que neutraliza posi-
bles conflictos en términos de regulación de usos de suelo, y fija una 
visión en común para los tomadores de decisiones. El claro alcance 
del potmet facilita la socialización y adecuación de su contenido para el 
ciudadano común.

En contraste, en el caso del potzmi pv-bb, ni funcionarios munici-
pales, federales ni demás actores locales lograron comprender la escala y 
los alcances del instrumento; una situación recurrente en el país (Bollo 
et al., 2019, p. 79). Parte de ello surge por el apego a la lgahotdu, dictado 
por el artículo 31 (dof, 2016). Dicha ley no distingue entre un instru-
mento de ordenamiento territorial o de desarrollo metropolitano al 

https://www.zotero.org/google-docs/?I3mF9w
https://www.zotero.org/google-docs/?an7R91
https://www.zotero.org/google-docs/?an7R91
https://www.zotero.org/google-docs/?4KlxwA
https://www.zotero.org/google-docs/?TXy6xC
https://www.zotero.org/google-docs/?TXy6xC
https://www.zotero.org/google-docs/?C4Mndr
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denominar “Programas de zonas metropolitanas o conurbaciones” 
(Art. 23, fracción III). Por otro lado, enuncia catorce temas de interés 
metropolitano (Artículo 34) y trece requisitos de contenido obliga-
torio para dichos programas (Artículo 37). Tanto los temas de interés 
como el contenido obligatorio mezclan objetos de desarrollo metropo-
litano y de ordenamiento territorial, como seguridad pública, áreas de 
reserva, políticas de movilidad, acciones de mejoramiento de espa-
cios públicos o de servicios como la gestión de residuos sólidos.

Entonces, resulta complejo y en parte confuso cómo se pueden 
armonizar estas dos vertientes en un solo instrumento que, desde 
su denominación como “Programa de Ordenamiento Territorial” 
también ambicione abarcar temas de desarrollo. Es necesario, como 
remarcan Kunz y González (2018, p. 472), que se definan reglas claras 
para poder operar dentro de lo permitido por estas. Bajo este enten-
dido, la normativa de Jalisco da una pauta para evitar conflictos en 
términos de la elaboración y ejecución de instrumentos metropoli-
tanos de planeación.

Conclusiones

La gobernanza metropolitana ejercida por medio de los instrumentos 
de planeación no es un asunto menor, pues se requiere de una serie de 
elementos para poder llevarla a cabo: habilidades blandas –como 
liderazgo, negociación o comunicación para concertar estrategias–; 
un marco normativo puntual; conocimientos técnicos para una ejecu-
ción certera; y participación ciudadana informada para garantizar 
un ejercicio democrático y coherente. El caso de Puerto Vallarta-Bahía 
de Banderas demuestra inconsistencias en estos elementos, por lo 
que, para futuros ejercicios, en este y otros territorios, se deter-
mina lo siguiente: 

Por ser instrumentos metropolitanos e interestatales dentro 
de un nivel indefinido constitucionalmente, es deseable mante-
nerlos en un plano estratégico. Como lo describe Durand (2014), 
existen instrumentos estratégicos y regulatorios. Los primeros 
contienen la visión y objetivos comunes y competen a los niveles 

https://www.zotero.org/google-docs/?MFFvvO
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gubernamentales superiores e intermedios, como la Federación o los 
estados; en cambio, los segundos contienen las normas para los usos 
de suelo e intervención en el territorio, que se aplican en los niveles 
gubernamentales básicos, como los Ayuntamientos. Así lo reflejan 
el potmet de Guadalajara o el sdt de la Gran Región, que conciertan 
acuerdos sin violentar la autonomía de los actores gubernamentales. 

Con respecto a lo anterior, sería necesaria la revisión de la 
Ley federal y hacer las reformas pertinentes. Trabajar de forma para-
lela con las legislaciones estatales y gobernantes para que haya una 
agenda común y sacar adelante una reforma metropolitana. El obje-
tivo es que los órganos de gobierno dispongan de calidad institu-
cional para asumir ciertos compromisos, como el financiamiento y 
seguimiento de proyectos metropolitanos.

El buen andamiaje de los mecanismos de cooperación interes-
tatal y público-privados del caso de la seguridad pública en la Zona 
Metropolitana Interestatal de la Laguna (zmil) demuestra que establecer 
reglas claras y otorgar mayor participación de actores locales no guber-
namentales, más que iniciativas federales o estatales (top-down), 
puede ser la clave para obtener resultados más eficientes y eficaces. 
Como en el caso del cerema, que recomienda evaluar la factibilidad de 
crear una estructura independiente, federal o estatal que se dedique 
exclusivamente al acompañamiento y asesoramiento de los gobiernos 
municipales, con el propósito de reducir las asimetrías de informa-
ción, complementar las capacidades de los territorios y estimular al 
talento humano local. Asimismo, reducir las brechas de comunica-
ción y pugnar por una colaboración más estrecha entre Federación, 
estados y municipios. 

Establecer un observatorio o red ciudadana, como lo es Metró-
poli Laguna. En el caso de Puerto Vallarta-Bahía de Banderas, existen 
marcas independientes enfocadas en la promoción turística, por lo que 
sería óptimo evolucionar hacia una marca en conjunto que abone a 
la competitividad de la zona metropolitana e impulse una ciudadanía 
informada y participativa, al mismo tiempo que se fomente una iden-
tidad común.
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Para finalizar, desde una mirada autocrítica, se identifican 
ciertas constantes que parecen optimizar la gobernanza metropoli-
tana en un escenario multinivel. A mayor capacidad de iniciativa, 
liderazgo y concertación, proliferan más los procesos colaborativos. 
A mayor participación ciudadana, mayor confianza en el cogobierno, 
mayor exigencia de transparencia y rendición de cuentas, y mayor 
presión sobre los órganos de gobierno. 

En la medida que se logren diseñar instrumentos de planeación 
metropolitanos más evaluativos que coercitivos, y que se logre distin-
guir entre los instrumentos estratégicos de los regulatorios, se podrá 
avanzar hacia la consolidación de una agenda de interés metropoli-
tano que incluya estrategias y líneas de acción de corresponsabilidad 
y reciprocidad entre gobernantes y gobernados.
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Resumen

La dicotomía entre lo urbano y rural es muy antigua y ha pasado por 
varias fases hasta llegar a la actual relación de complementariedad, 
reflejada en propuestas teóricas como la conexidad compleja suda-
mericana o el territorio en continuum europeo, propuestas alternas 
a la dicotómica. La academia ha avanzado en la discusión y en la 
enunciación de propuestas que implican la vinculación de lo urbano 
y lo rural como uno de los temas clave para afrontar las grandes 
problemáticas de la humanidad. La Organización de las Naciones 
Unidas (onu) se ha interesado en la relación entre lo urbano y rural, y 
ha construido temáticas fundamentales, marcos conceptuales, estu-
dios clave, síntesis y estrategias claras de acción para confrontar las 
problemáticas que este gran tópico requiere resolver. Las reuniones 
y agendas de acción, denominadas onu-Hábitat (i, en Vancouver, 
1976; ii, en Estambul, 1996), dieron continuidad a acuerdos y líneas 
de acción, donde figura el tema de la importancia de los vínculos 
urbano-rurales y su relación con lo metropolitano. Este estudio 
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tendrá como propósito analizar el origen y discusión conceptual de 
la relación entre campo y ciudad, identificando cómo ha evolucio-
nado esa relación dicotómica a una de integración; para pasar por un 
análisis y crítica a lo propuesto en este tema por parte de la agenda 
onu-Hábitat iii. Se concluye con un bosquejo para una propuesta de 
red rururbana para la región Ciénega del Chapala, que cumpla con 
algunos de los criterios de la agenda onu-Hábitat ii. Dado que esta 
región tiene el potencial de formar un área metropolitana a futuro, 
se incluye la inherencia de ese concepto a estas nuevas visiones de 
complementariedad entre lo urbano y lo rural.

Palabra clave: Redes, vínculos, rurbanidad, Ciénega del Chapala, 
onu-Hábitat. 
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Teórica y conceptualmente, la discusión de la relación entre lo 
urbano y rural es uno de los temas con los que iniciaron su exis-
tencia las ciencias sociales. Empezando por la sociología hasta llegar 
al urbanismo, muchas disciplinas sociales exploraron y agregaron 
su visión a los conceptos de lo urbano y lo rural. Se argumentó en un 
inicio que el origen de la dicotomía entre lo urbano y rural era muy 
antiguo, y se insertaba como parte de nuestra propia cultura occi-
dental, pero poco a poco se ha pasado por varias fases de entendi-
miento y comprensión de esa relación hasta llegar a la actual relación 
de complementariedad. 

La academia ha avanzado en la discusión y enunciación de 
propuestas que se enarbolan ante los desafíos que implica el tema 
de la vinculación de lo urbano y lo rural, como uno de los temas clave 
para afrontar las grandes problemáticas actuales de la humanidad. 

Desde la década de los setenta del siglo pasado, la Orga-
nización de las Naciones Unidas (onu) se ha interesado en el tema 
de la relación entre lo urbano y rural, desde sus conferencias sobre 
vivienda y desarrollo urbano sostenible, y ha construido temáticas 
fundamentales, marcos conceptuales, estudios clave, síntesis y estra-
tegias claras de acción para confrontar las problemáticas que puede 
resolver este gran tópico. En la tercera reunión de Hábitat (iii, Quito, 
2016), se le dio continuidad a varios acuerdos y temáticas de las ante-
riores conferencias (Hábitat i, Vancouver, 1976; Hábitat ii, Estambul, 
1996), entre ellos el que hace referencia a los vínculos urbano-rurales. 

Este estudio tiene como propósito analizar brevemente el origen 
y la discusión conceptual de la relación campo-ciudad, a partir de la 
revisión de un breve estado de la correspondencia de estos conceptos 
clave, e identificando cómo ha evolucionado esa relación dicotómica a 
una de integración. Posteriormente, se realizará un análisis y crítica 
a lo propuesto sobre este tema por parte de las distintas reuniones 
para la agenda onu-Hábitat, sobre todo en su penúltima versión, al 
darse en ella continuidad a los acuerdos de la primera reunión, donde 
es notorio el interés por esta relación de continuidad. Se concluye 
con un bosquejo de lineamientos de lo que debería caracterizar una 
propuesta de red rururbana para la región Ciénega del Chapala, 
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que cumpla con algunos de los criterios de la agenda onu-Hábitat 
y rescate algunos aspectos metodológicos del estado de la cuestión 
revisada al inicio, integrando el concepto de metropolización, al ser el 
probable futuro de las principales poblaciones de esta región michoacana, 
de la que se espera crezca a la par del resto de los asentamientos de la 
región, en vez de esperar una relación de dependencia. 

De la antinomia a la integración de lo urbano y rural

Desde el origen mismo de las ciencias sociales, y hasta el inicio de la 
década de los setenta del siglo pasado, se aceptó la antinomia del signi-
ficado de los conceptos de lo urbano y lo rural. A lo largo del siglo xix, la 
modernización era sinónimo de urbanización, que proyectaba la posibi-
lidad de que lo rural desaparecería en algún momento ante el dominio 
de la ciudad industrial, lo cual no ha ocurrido (Benedetti, en Dalla 
et al., 2019), sino, al contrario, el desarrollo de las áreas rurales se 
vislumbra como una oportunidad de frenar el crecimiento desme-
dido de las megalópolis. 

Se argumentó sobre la naturaleza dicotómica entre lo urbano 
y rural, rastreándola desde épocas muy antiguas; se identificó su 
relación antípoda desde orígenes míticos, que es incluso anterior a la 
segunda revolución civilizatoria o revolución urbana (Gordon, 1996, 
pp. 173-217), que enfrentó en un primer momento al nomadismo 
con el sedentarismo, y a las sociedades agrícolas con las pastoriles 
(Baigorri, 1995, p. 3). Pero al igual que se reconoce que esta época 
no puede clasificarse netamente como nómada, así como que la exis-
tencia de la agricultura y el inicio del proceso civilizatorio urbano no 
significó el fin del nomadismo, no puede definirse de forma tajante 
que lo rural es un estadio que llevará a la generalización de la urba-
nización; todo es cuestión de la relación material y simbólica entre 
ambos (Gordon, 1996, pp. 85-130). 

Pero esta idea de antagonismo se justificará e influirá en el 
pensamiento occidental en general desde su pilar judeo-cristiano, 
para incrustarse a la postre en las nociones de lo urbano y lo rural. 
Por ejemplo, el mito sumerio de Dumuzi (Kramer, 1999) se consi-
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dera una de las referencias más antiguas para ilustrar la disputa 
entre pastores y agricultores, entre nómadas y sedentarios, enre el 
campo y la aldea o ciudad; que es similar al relato bíblico de Caín 
y Abel; que mitifica el supuesto triunfo de la ciudad sobre el campo 
en el dominio de las grandes metrópolis antiguas. Se concibió a la gran 
ciudad como el reflejo del imperio de lo urbano sobre lo rural desde 
épocas antiguas. 

Este fenómeno difusionista (Gordon, 1996, pp. 206-208; 
Quijano, 2011, pp. 5-6), explica en buena medida cómo la percep-
ción antinómica de lo urbano y lo rural ha llegada hasta la época 
moderna para replicarse durante la evolución del sistema capita-
lista moderno y contemporáneo, e incrustarse más profundamente 
desde el inicio de la Revolución Industrial a partir de la ideología 
positivista del progreso que caracteriza al pensamiento moderno. 
Desde esta visión discordante entre estos dos hábitats se ha expli-
cado, por ejemplo, la razón y el origen de los fenómenos migratorios 
y demográficos que caracterizan al crecimiento del sistema urbano a 
costa del despoblamiento de las áreas rurales, fenómenos iniciados 
durante la expansión del modelo industrial y que continúan hasta el 
día de hoy, y ensanchan cada vez más la densidad poblacional urbana 
a costa de la rural. Elucidaciones como estas fueron aceptadas para 
comprender la relación dicotómica de lo urbano y lo rural, al menos 
hasta la década de los setenta del siglo pasado. 

Pero es interesante que, ante esta aparente relación fratricida 
entre el campo y la ciudad, esta última no hubiera podido desarro-
llarse de no ser por las ventajas naturales, económicas y demográ-
ficas que dejaron el descubrimiento y desarrollo de la agricultura, y se 
consolidó con el desarrollo del comercio (Gordon, 1996, pp. 173-208). 
Las ciudades se convirtieron en centros acumuladores de riquezas 
y de otros recursos que en su mayoría se producían en los campos, 
visión que influyó en las formas de estudiar las relaciones urbano-ru-
rales aun antes de que surgieran las ciencias especializadas en estos 
temas. Lo urbano durante mucho tiempo fue sinónimo de civiliza-
ción y progreso; y el campo, de atraso. Desde la sociedad industrial, la 
urbanización se definió como un proceso civilizatorio, y lo rural como 
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residuo. La dicotomía se viene planteando en términos de polarización 
y luego de oposición desde la Revolución Industrial. Con el positivismo 
(Spencer, Durkheim, Simmel, Tönnies o Redfield) y su planteamiento 
de sucesión histórica en etapas y jerárquica, si la Revolución Industrial 
traía el progreso económico a las sociedades, la urbanización conlle-
vaba el progreso social, y así evolucionó el concepto de lo urbano y 
rural en la modernidad. Se estaba poniendo en lo alto de la escala a lo 
urbano, y en lo más bajo a lo rural (Baigorri, 1995, p. 2).

Paulatinamente, los estudios territoriales, tanto urbanos 
como rurales, se han alejado de los enfoques económicos y técnicos 
para acercarse a un paradigma más relacionado con la protección 
ecológica y las necesidades sociales. Este cambio subraya la impor-
tancia de la sustentabilidad y el bienestar, y valora las variables 
ambientales, sociales y culturales por encima de las económicas. 
Hoy es inadecuado concebir que las zonas rurales son sinónimo de 
lo agrario, o considerarlas áreas residuales de las zonas urbanas o 
tierras vacías entre áreas urbanas funcionales y de sus redes informa-
cionales (Baigorri, 1995, p. 2; Núñez, 2016, p. 4). Se ha sensibilizado 
el enfoque actual sobre las ciudades y el campo que las humaniza y 
vuelve amigables para el ambiente. En este contexto, es importante 
considerar que tanto el sistema económico como el sociocultural (con 
independencia de la connotación que se les asigne) han penetrado de 
manera profunda en los espacios urbanos y rurales. Esta penetración 
ha dificultado la percepción de las diferencias en hábitos, actitudes 
y valores, y aún más en lo que respecta a las estructuras y relaciones 
de producción (Baigorri, 1995, p. 1).

Hoy se aboga por definir y planificar el territorio y las rela-
ciones urbano-rurales desde las necesidades de su gente y la protección 
de su patrimonio natural y cultural, en lugar de basarse en criterios de 
infraestructura y crecimiento económico. Este cambio de paradigma 
ha ido ocurriendo desde hace ya mucho tiempo, y se ha vuelto cada vez 
más relevante en la discusión académica y en el desarrollo de polí-
ticas nacionales y mundiales al respecto. Desafortunadamente, aun 
no se han cumplido tales visiones, a pesar de que ha cambiado el 
paradigma sobre el entendimiento de la relación ciudad, campo y 
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ambiente; aún al día de hoy las ideas del dominio sobre del hombre 
hacia la naturaleza, de un progreso positivista, y de la dicotomía 
entre lo urbano-rural, han permeado en las políticas neoliberales que 
se han aplicado en el mundo durante más de tres décadas, las cuales 
categorizan lo rural y urbano a partir del tamaño de la población 
y el peso de la plusvalía, que deriva en la delimitación del suelo en 
urbano o apto para urbanizar (Baigorri, 1995, p. 1). Este paradigma 
de organización de los sistemas urbanos basado en la concentración 
económica demostró tener tanto ventajas para los nodos o núcleos 
urbanos principales como costes para los demás asentamientos del 
sistema, y ha generado las disparidades regionales que hoy lo carac-
terizan. Esta lógica de organización del sistema urbano tuvo como 
uno de sus puntales esa visión antagónica entre lo urbano y lo rural. 
Es tiempo de un cambio paradigmático. 

Estos cambios se iniciaron en el campo académico, tanto 
por parte de los estudiosos del urbanismo como del ruralismo, con 
más desencuentros que coincidencias; un choque entre la visión de 
la permanencia con el del cambio (Baigorri, 1995, p. 1), y comen-
zaron al tratar de definir y comprender las relaciones entre lo urbano 
y lo rural. Esto llevó a construir distintos términos para definir 
tales las relaciones; por ejemplo, territorios de borde, periurbanos, 
áreas periurbanas, periferia-periurbana, transición, interfaz, peri-
feria urbana, suburbano, asociaciones territoriales, áreas receptoras, 
vínculos, escalas intermedias, binomios de complementariedad, entre 
otros (Eizaguirre, 2001, citado en López-Goyburu, 2017, p. 2; Ávila, 
2001; Cruz 2002; Sobrino, 2003; Ramírez, 2003; Hiernaux, 2000; 
Delgado, 2003). La conceptualización de cada una de ellas depende 
de los diferentes enfoques desde donde se definan, pero todas tienen 
en común que ligan en estos territorios a lo urbano y lo rural de una 
dicotomía a una relación de complementariedad (Núñez, 2016, p. 5), 
a pesar de la inexistencia de una conceptual común para definir las 
particularidades de la periferia en sus términos relacionales con lo 
urbano-rural (Cruz, 2003, p. 8).
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Tabla 1. Principales marcos teóricos-conceptuales de la relación urbano-rural

Marco teórico Formas y conceptos Procesos Referencias

Dicotomía urbano-rural 
(avance a la comple-
mentariedad).

Ciudad/campo.
Franjas, áreas, coronas.
Rururbano.
Periferia-periurbano.
Suburbio, suburbano.
Territorios de borde o de 
transición.
Interfaz
Asociaciones territoriales.
Áreas receptoras.
Vínculos territoriales.
Escalas intermedias.
Binomios de complemen-
tariedad.

Suburbanización.
Rururbanización.
Periurbanización.

Wehrwein (1942).
Pryor (1968).
Bauer y Roux (1976).
Nilsson et al. (2013).
Bozzano, 1995.
Barsky, 2005.
Frediani, 2010.
Le Gall & García, 2010.
Rodríguez & Ghermandi, 2016.
Eizaguirre, 2001. 
Ávila, 2001.
Cruz 2002.
Sobrino, 2003.
Torres, 2000.
Ramírez, 2003.
Hiernaux, 2000. 
Delgado, 2003.

Continuum (da por 
hecho la complemen-
tariedad, pero se centra 
en lo urbano).

Ciudad difusa.
Zwischenstadt.
Sprawl.

Disolución de la 
ciudad.
Difusión urbana.

Taut (1920), Wirth (1938).
Lefebvre (1970).
Indovina (1991).
Lévy (1994).
Hayden (2004).

Fases cíclicas (se centra 
en lo urbano).

Urbanización.
Desurbanización.
Urban decay.
C o n t r a u r b a n i z a -
ción. 
Suburbanización.
Reurbanización.

Lewis & Maund (1976).
Klaassen et al. (1981).
Van den Bergh et al. (1982).
Champion (2001).
Antrop (2004).

Fuente: Baigorri, 1995; Obeso, 2019 y Núñez, 2016.

Algunas de las escuelas principales que proponen el cambio en la 
concepción de lo rural son la propuesta centrada en las ciudades urbanas 
(Berdegué et al., 2010); la nueva ruralidad (Chevalier, 1980), el enfoque 
de continuo rural-urbano o rururbano (Carneiro, 2001; Wanderley, 
2001); la tradicional agrocéntrica (centrada en el desarrollo rural y la 
relación de lo rural y lo agrario (Canales y Hernández 2011; Canales 
y Canales, 2012), la basada en el conmuting y la contraurbanización 
(basada en las relaciones urbanas rurales), y la visión basada en la 
globalización capitalista (centrada en la especialización de zonas y 
la división global). Este último enfoque es el que había dominado en las 
últimas décadas. 

Pero en la actualidad, las relaciones urbano-rurales están 
excesivamente influidas por la experiencia que ofrecen las zonas 
periurbanas, donde el commuting y la contraurbanización definen 
y dominan los estudios de caso, lo cual demuestra que la lógica del 
commuting puede llegar a tener consecuencias negativas para el 
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área periurbana que pretende apoyar (Núñez, 2016, p. 5). Ante esto 
surge una nueva escuela que podría denominarse de conexidad 
multidimensional (Proyecto European Development Opportunities 
for Rural Areas –edora– del observatorio espon), la cual integra, bajo 
la lógica del vínculo, a las diferentes dimensiones que conforman una 
región o territorio (económica, social, innovación, política, ambiental, 
entre otras). Esto, bajo el supuesto de que la relación de lo rural y lo 
urbano está marcada por su complejidad. 

Por su parte, lo urbano se definió desde un principio por la 
Escuela de Chicago a partir del supuesto de funcionalidad de sus 
vínculos y un desarraigo de la figura de comunidad. Pero desde 
finales de la década de los setenta e inicios de los ochenta, se comienza 
a alejar de lo funcional para integrar la visión múltiple de la ciudad 
proveniente de la Escuela de Los Ángeles, que concibe a la ciudad como 
fragmentada, decadente, marginal e informal. Una perspectiva más 
de lo urbano es la que concibe al espacio como un campo de disputa, 
y la ciudad es un espacio en espera de habitarlo (De Certeau, 1984; 
Lefebvre, 1991; Soja, 2000). Estas visiones permitieron proponer una 
ruralidad que expone modos resignificados de habitarla, y en la ciudad 
se reconoce una mixtura entre prácticas modernas y tradicionales. 

Las transformaciones teóricas del significado y uso de los 
conceptos de lo urbano y lo rural son observables empíricamente 
(Concha et al., 2013), donde se explican los cambios en la relación 
entre lo urbano y lo rural.

Por tanto, los vínculos urbano-rurales, entendidos como contra-
rios, ya no pueden sostenerse. Tampoco resulta pertinente la identifica-
ción inmediata de las ciudades con lo urbano, y de las pequeñas locali-
dades y poblados con lo rural. Criterios político-administrativos y demo-
gráficos (tamaño o densidad) que dominan en países de América 
Latina para definir lo urbano, como es el caso del Instituto Nacional 
de Estadística y Geografía (inegi) en México, que define el criterio 
de 2 500 habitantes para precisar cuando una población es urbana, 
son netamente dicotómicos; por ello, se requiere redefinir la meto-
dología de clasificación; esto, al no tomar en cuenta, por un lado, 
elementos culturales o de patrimonio cultural (Roque, 2023), y por 
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otro, “la creciente pluriactividad de los hogares rurales, para los cuales la 
agricultura es muchas veces solo una de las varias fuentes de ingreso, 
ni tampoco la mayor conectividad entre localidades que ha acortado 
distancias y favorecido la interdependencia entre zonas urbanas y 
rurales” (Soloaga et al., 2022, pp. 9, 14, 21-22, 49). 

Se requiere una nueva forma de resignificar y conceptualizar el 
territorio, pues la continuidad y relación cercana, casi simbiótica, 
entre lo urbano y lo rural, es la forma en que verdaderamente se dan las 
relaciones en el territorio; ya no es el gran conglomerado urbano 
la base en que se debe organizar y fincar el desarrollo. En la actua-
lidad, todo estudio de lo urbano y rural debe apartarse de la noción 
de atraso, aislamiento, desconexión o superioridad que dio a alguno de 
esos conceptos la percepción de la antinomia heredada de la ideología 
de la modernidad y del progreso decimonónico, y que aún hoy se sigue 
utilizando en el campo de la gestión y planeación pública y política, e 
invalida la posibilidad de entender el territorio. Los territorios tienen 
diversas mezclas de elementos urbanos y rurales que permiten clarifi-
carlos para comprender su grado de hibridaciones, así como las lógicas 
subyacentes a esto. Asimismo, lo rural y lo urbano como continuo 
conceptual conectan dos tipos espaciales ideales: la ciudad funcional 
metropolitana y el campo en su forma tradicional (Concha et al., 2013, p. 
8). Entonces, sí se puede hablar de grados de vinculación en las rela-
ciones, vínculos o interfaz en una red urbano-rural. Estas relaciones 
se han convertido en interfaces de alto dinamismo y gran potencial 
estratégico para incrementar el efecto multiplicador del desarrollo 
regional, socioeconómico, territorial y urbano-rural.

Los acuerdos de la agenda ONU-Hábitat II: La 
importancia de los vínculos urbano-rurales 

En el ámbito internacional se ha avanzado en la discusión y en la formu-
lación de propuestas que abordan los desafíos de la vinculación entre lo 
urbano y lo rural, siendo este uno de los temas clave para enfrentar 
las grandes problemáticas de la humanidad. Hasta la década de los 
setenta, la influencia de escuelas como la de Londres (C. Loudon, 
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Lord Meath, George L. Pepler, y Ebenezer Howard; este último con 
una visión cercana a lo señalado en este estudio; en López, 2013) o 
Chicago (teoría de la ecología urbana; Burgess, 1925; Hoyt, 1939; 
Harris y Ullman, 1945) determinó que el fenómeno rural se analizara 
desde la óptica de lo urbano, al grado de definirlo como “lo que aún 
no es urbano”. Lo urbano se definía por su gran tamaño y densidad 
poblacional, funcionalidad y complejidad en sus vínculos, mientras 
que lo rural se caracterizaba por su baja densidad, su carácter natural 
y sus componentes culturales y tradicionales, a los cuales presentaba 
como antagónicos. Sin embargo, esa separación pronto entraría en 
crisis, lo que permitió su reconceptualización (Concha et al., 2013).

En esta misma época, la Organización de las Naciones Unidas 
comenzó a interesarse en la relación entre lo urbano y lo rural por 
medio de sus conferencias sobre vivienda y desarrollo urbano soste-
nible. Estas iniciativas condujeron a la construcción de temáticas 
fundamentales, marcos conceptuales, estudios clave, síntesis y estra-
tegias claras de acción para abordar las problemáticas que este gran 
tópico requiere resolver.

En la tercera y última reunión de Hábitat, realizada en Quito, se 
le dio continuidad a varios acuerdos y temáticas de la anterior confe-
rencia (Hábitat ii, Estambul, 1996), donde se retomaron los referentes 
a los vínculos urbano-rurales (onu-Hábitat, 2015).

Los vínculos urbano-rurales se refieren a las funciones y flujos, 
complementarios y sinérgicos de personas, “recursos naturales, capi-
tales, bienes, empleo, servicios de los ecosistemas, información 
y tecnología entre las zonas rurales, periurbanas y urbanas áreas” 
(onu-Hábitat, 2015, p. 1). Tales efusiones tienen relación cercana con 
el concepto de sistema urbano regional alimentario (City Region 
Food Systems –crfs–), considerado una “red de actores, procesos 
y relaciones de producción de alimentos, transformación, comer-
cialización y consumo que existe en una región geográfica determi-
nada”. Dicha región se forma a partir de un “paisaje regional [que] 
comprende un centro urbano, su zona de influencia periurbana y rural 
que la rodea a través del cual fluyen las personas, los bienes y servicios 
que se gestionan de los ecosistemas” (onu-Hábitat, 2015, p. 1). Como 
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se observa, uno de los principales ejes de relación entre lo urbano y lo 
rural es el consumo y la alimentación.

Cuando lo anterior se concibe como una unidad o sistema de 
lo urbano y lo rural, forman una asociación o mecanismo de cola-
boración que gestiona formas de alcanzar objetivos comunes para 
mejorar las relaciones rurales-urbano. Las finalidades de la asocia-
ción son variables y sus actores pueden variar: “El sector público, 
organizaciones de la sociedad civil, el sector privado y otros intere-
sados” (onu-Hábitat, 2015, p. 1). Cualquier estudio y diseño del vínculo 
urbano y rural debe implicar a todos los actores existentes de todos los 
sectores de la sociedad.

En este vínculo urbano-rural se reconocen fenómenos como el 
de la periurbanización, que expresa la urbanización de las antiguas 
zonas rurales en la periferia en sentido cualitativo (estilo de vida) 
y cuantitativo (nuevas áreas residenciales). Otro fenómeno primor-
dial es el migratorio, conformado por razones o factores de “atrac-
ción” y de “empuje”, generalmente de connotación negativa para las 
áreas rurales y positivas en las urbanas (onu-Hábitat, 2015, p. 1).39 
La migración y la periurbanización siguen siendo los principales 
fenómenos que estudiar.

Los datos que justifican las anteriores definiciones, ejes y 
fenómenos principales de estudio, sobre el tema del vínculo urba-
no-rural se citan en las publicaciones resaltantes de la cumbre 
Hábitat ii (1996) (Tabla 1), cuya revisión los convierte en otros tópicos 
primordiales de estudio, al menos para el caso mexicano, donde la 
relación campo-ciudad aún es palpable. 

La agenda onu-Hábitat acepta y usa la nueva relación concep-
tual entre lo urbano y lo rural como complementarias y como 
elementos integrales de redes de vinculación del territorio. Las zonas 
rurales requieren de planificación y gestión que hagan hincapié en 
los vínculos urbano-rurales, tratando a los pueblos y ciudades como 

39	  Definida como el movimiento cíclico de las personas y sus familias entre las zonas rurales y urba-
nas. Factores de “empuje” son las razones que hacen que las personas abandonen las zonas urba-
nas o rurales por distintas razones. Factores de “atracción” son los que atraen a la gente a las zonas 
urbanas o rurales, tales como el acceso al empleo y la mejora del acceso a la salud, la educación y 
los servicios básicos.
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dos extremos de los asentamientos humanos continuo. La propuesta 
Hábitat busca, a partir de la relación urbano-rural: promover la 
descentralización, fortaleciendo los servicios; contener y reorientar 
la densidad poblacional; redistribuir la inversión, el consumo y la 
generación de residuos; equilibrar el aporte del producto interno 
bruto mundial; un crecimiento urbano amigable para el ambiente; 
la sustentabilidad alimentaria; incentivar la movilidad y la conecti-
vidad; responder a contrastes extremos; eficientar cadenas de sumi-
nistro, erradicar la pobreza; subrayar la importancia de los puentes 
entre lo urbano y lo rural; la equidad territorial y económica; incen-
tivar el desarrollo sostenible; promover proyectos de planifica-
ción territorial; generar y gestionar conocimiento sobre los vínculos 
urbano-rurales; documentar y difundir experiencias en este campo; 
reformar y reforzar marcos legislativos y normativos; crear redes 
basadas en los vínculos urbano-rurales; promover la planificación 
territorial y espacial; apoyar las alianzas urbano-rurales; mejorar 
el mecanismo de gobierno; evitar la pérdida de alimentos; desarro-
llar una gestión pública inclusiva; incentivar proyectos estratégicos 
de infraestructura verde y proyectos de financiación inclusivos, así 
como de capacitación en cadenas de valor para proteger las tierras 
agrícolas; mejorar las redes de transporte y la comunicación; forta-
lecer los sistemas alimentarios; mejorar la planificación territorial; 
reducir los impactos ambientales, y promover la complementariedad 
y las redes. 

Es por ello que cualquier propuesta que intente incidir en el 
desarrollo de las regiones y promueva el desarrollo y bienestar de sus 
habitantes a partir de herramientas que utilicen la simbiosis urbano 
rural permitirá alcanzar los objetivos trazados por los países miem-
bros del cónclave internacional.
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Lineamientos para una propuesta de red urbano-rural, 
primer paso: Definiendo la región Ciénega del Chapala, 
Michoacán

Ante el cambio de paradigma conceptual descrito arriba, vale la 
pena recuperar algunas de las reflexiones que hacen Núñez (2016) 
y Dalla et al. (2019) durante su revisión del plan de ordenamiento 
territorial en Mendoza, Argentina, y del contexto de planeación terri-
torial europeo, respectivamente, para señalar las implicaciones del 
cambio de la relación de lo urbano y lo rural, cuyos lineamientos bien 
pueden considerarse directrices para el diseño de redes urbano-ru-
rales (Tabla 2): 1) Comprender la relación de lo urbano y rural como 
un continuo territorial, en interfaz o interconectados por múltiples 
centros, todos de igual importancia y en relación armónica; 2) enfo-
carse más en el territorio y menos en los núcleos poblacionales; 3) 
promover la participación social en el diseño de políticas públicas, 
como los planes del ordenamiento territorial y en dinámicas de 
gobernanza más efectiva: y 4) la identificación de características de 
conexión multidimensionales (en lo económico, social, la innova-
ción, política y lo ambiental), así como de actividades económicas y 
relaciones sociales entre actores clave, crecimiento urbano, disponi-
bilidad de servicios y de tipo de suelos dados en esas interfaces. 
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Tabla 2. Comparativo de propuestas de análisis de la relación urbano-rural

Enfoque de 
la relación 

entre lo 
urbano y lo 

rural 

Categorías 
analísticas

Variables y actores 
principales

Política pública en la 
cual incidir

Estudio de 
caso

Referencia

Continuum, no 
dicotomía.

Territorio y fronteras.
Reconocer singula-
ridades, particulari-
dades (no son homo-
géneas), sus caracte-
rísticas distintivas.
Interfase.*

*Es la construcción 
del territorio a partir 
del avance de la urba-
nización en territorios 
rurales. Son áreas de 
mayor dinamismo en 
su matriz productiva y 
residencial, y de alta 
fragilidad ecológica.

Actividades económicas.
Tipo de relaciones entre 
actores.
Tipo de urbanizaciones o 
desarrollos habitacionales 
que predominan.
Disponibilidad de servi-
cios.
Tipo de suelo.

Ordenamiento territorial
regular y orientar las prác-
ticas y los diversos intereses 
vinculados al territorio.
Requiere de participación 
social de actores locales en 
su diseño y aplicación.
Se incorpora la partici-
pación ciudadana para 
generar el reconocimiento 
de las particularidades de 
un determinado territorio.
Incorporar procesos cola-
borativos y de construcción 
colectiva.**

** Permite identificar las 
diversas fronteras dentro del 
territorio, las problemáticas; 
construir y llevar adelante 
transformaciones y solu-
ciones que se traduzcan 
en espacios construidos y 
vividos por sus habitantes.

Propuesta de 
ordenamiento 
territorial en 
Mendoza 
(Argentina).

Dalla et al. 
(2019).

Conexidad 
compleja 
(económica, 
social, innova-
ción, política y 
ambiental).

Policentrismo (articu-
lado; nuevo sistema 
urbano equilibrado y
policentrico).
Zonas periurbanas.
Commuting. 
Contraurbanización.
Gobernanza.
Cohesión territorial.

Características demográ-
ficas (densidad pobla-
cional, despoblación, 
envejecimiento).
Conexión
de territorios (caracterís-
ticas de movilidad).
Cooperación (caracterís-
ticas de la administración 
pública territorial).
Regiones (características 
geográficas específicas: 
recursos naturales [rural] 
e infraestructura [urbana]).

Diseño de estructuras de 
gobernanza y cooperación 
entre regiones.
Gobernanza a diferentes 
niveles.
Establecimiento de infraes-
tructuras para la relación 
periurbana; análisis de sus 
características y potenciali-
dades.
Mejor coordinación hori-
zontal y vertical.
Participación de la sociedad 
civil urbana y rural.

Estrategia 
Territorial 
Europea 
(ete-espd) 
(documento 
Unión 
Europea).

Núñez 
(2016).

Fuente: Núñez, 2016: Dalla et al., 2019.

Las necesidades que acompañan a este nuevo siglo requieren también 
de nuevos planteamientos sobre los sistemas urbanos, que ahora 
deben ser más equilibrados y policéntricos, por lo que una propuesta 
así requiere de un nuevo tipo de asociación entre lo urbano y lo rural. 
De manera tradicional, las articulaciones urbanas se han basado 
jerárquicamente a partir de las ciudades de mayor tamaño, y dejan 
en segundo término todos los asentamientos restantes, al tiempo de 
simplificar sus vínculos a relaciones satelitales y de dependencia. 

Una nueva propuesta de cohesión territorial busca superar 
las divisiones entre los territorios urbanos y rurales, identificando y 
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construyendo zonas prósperas que los unan; esto, por medio de distintas 
herramientas, como lo es la gobernanza en sus distintas formas y enfo-
ques. La participación en conjunto de los distintos actores sociales, 
tanto públicos como privados, se considera la base de estas nuevas rela-
ciones territoriales. Las metas y finalidades de esta labor en conjunto 
son el desarrollo equitativo y equilibrado de todas las regiones y 
lograr que sus habitantes puedan aprovechar al máximo las caracte-
rísticas inherentes del territorio que habitan; vencer la alta densidad 
de las megalópolis, al apoyar la concentración urbana en ciudades 
con umbrales mínimos de crecimiento; conectar los territorios 
mediante la superación de distancias; la cooperación para superar 
las divisiones geográficas; y el reconocimiento de regiones con carac-
terísticas geográficas específicas y diferentes a las apuntaladas en la 
actualidad (Núñez, 2016, pp. 1-3). 

Se debe partir de un supuesto que indica complementa-
riedad y no división entre lo urbano y lo rural; por ejemplo, la acti-
vidad económica se concentra en ciudades, pero las zonas rurales 
son fundamentales por los recursos naturales que hacen posible el 
desarrollo económico. Por otro lado, son las poblaciones pequeñas 
y medianas, y no las grandes metrópolis, las que por su ubicación 
pueden ser clave para detener el éxodo rural, al proporcionar acceso 
a servicios e infraestructura, e invertir en la habitabilidad y adapta-
bilidad de personas y empresas, lo cual las vuelve lugares atractivos 
para vivir (Núñez, 2016, pp. 1-3).

Un cambio de este tipo, basado en la colaboración de urbano 
y lo rural, implica procesos amplios y eficaces de participación social 
de actores locales, así como del diseño de políticas públicas y su apli-
cación desde estos procesos de gobernanza (Dalla et al., 2019, p. 
147). Implica conocer a detalle las relaciones urbano-rurales, donde 
algunos de sus temas y ejercicios clave son la realización de un ejer-
cicio preliminar de caracterización de las distintas tipologías que 
pueden identificarse en un territorio,40 seguido del trazo de cone-
xiones de comunicación y transporte, de acceso a servicios (médicos, 

40	  Se requiere de una tipología de los territorios que profundice en su complejidad y facilite el diseño 
de programas coherentes que impulsen la cohesión territorial.
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educación, energía sostenible, internet, redes de energía, entre 
muchos otros), así como del vínculo del asentamiento, con empresas 
y centros de investigación. Otras cuestiones que también deben ser 
resueltas son la mejora de las condiciones de traslado del hogar al 
empleo (commuting), la satisfacción de servicios en las zonas periur-
banas, el impulso de la infraestructura como elemento del desarrollo 
de las zonas rurales, la puesta en práctica de redes de negocio en 
relación con los productos rurales (como el turismo rural y ecotu-
rismo) o el análisis de la plusvalía inmobiliaria,41 entre otros (Núñez, 
2016, pp. 1-6).

Estas áreas de vinculo o interfaz entre lo urbano y lo rural, en 
que se basaría este modelo de red para definir nuevos sistemas terri-
toriales, se concentraría en nuevas dimensiones de naturaleza mixta 
y no solo cuantitativa, como en modelos anteriores: aptitud del suelo, 
capacidad de carga, redes de riego y drenaje, acuífero, singularidad y 
paisaje, redes de infraestructura básicas, red vial, multifuncionalidad, 
encadenamiento productivo, economía de globalización y aglomera-
ción, compatibilidad e incompatibilidad de usos, entre otros. Estos 
elementos permitirían rescatar las particularidades de estos terri-
torios; singularidades que definen estos vínculos urbano-rurales, e 
incluso urbano-rurales-ambientales (Dalla et al., 2019, pp. 145-146).

Por otro lado, la propuesta metodológica para una invitación 
de esta naturaleza son los planes de ordenamiento territorial (Dalla 
et al., 2019), el cual se comprende como un enfoque integral y sisté-
mico que integra las distintas dimensiones que conforma al territorio; 
aspectos económicos, sociales, culturales, estéticos, físicos, entre 
otros, cuyo objetivo principal es intervenir y gestionar en el orden 
territorial, regulándola y orientándola, creado de manera espontánea 
por las fuerzas económicas, para inducir la construcción de escena-
rios deseados que incluyan además el punto de vista ambiental, social 
y espacial. Las propuestas de ordenamiento territorial establecen 
medidas correctivas, de conservación y de desarrollo territorial, así 
41	 Sobre todo la encargada de la satisfacción de la demanda de vivienda, que es la que puede llegar a 

expulsar a sus pobladores originales de su mercado inmobiliario y marginalizar a los antiguos po-
bladores de estas zonas. El buen manejo del ordenamiento territorial y el uso del suelo son claves 
para ello.
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como directrices de prospección, sostenibilidad ambiental y huma-
nistas (Gómez Orea y Massiris, en Dalla et al., 2019, p. 143). Y aunque 
en el estudio diagnóstico algunos procesos y la evaluación pueden 
proponerse en términos cuantitativos, este es un enfoque metodoló-
gico donde los aspectos cualitativos tienen gran peso, pues se parte del 
supuesto de que los agentes sociales, con sus actividades cotidianas, 
son los que determinan los espacios al apropiarse con ello del terri-
torio, y al mismo tiempo al construir el paisaje y la región. Otra ventaja 
de una propuesta de ordenamiento territorial es que puede plantearse 
a distintas escalas, donde destaca el papel protagónico del municipio 
(Navarrete, 2023), lo que facilita la aplicación de políticas territoriales 
e incentiva tanto la participación del sector público como social. Esto 
último es de consideración y mucha utilidad cuando se define la plata-
forma territorial donde actuará la red urbana-rural en la clasificación 
del territorio o regionalización, lo que a su vez permite indagar en las 
áreas de interfaz, por lo que ya no solo se podrá clasificar en áreas 
urbanas, rurales o naturales, sino que la red se construiría princi-
palmente a partir de áreas de interfaces urbano-rurales que ya no 
se definirían por la densidad, sino por variables cualitativas sociales 
e históricas que muestran el desenvolvimiento de la población en el 
territorio en estas áreas de conexión y transición entre las áreas conso-
lidadas (Dalla et al., 2019, pp. 143-144).

Aunque la herramienta básica para construir un sistema en 
equilibro a partir de los vínculos existentes entre los nodos o inter-
faces urbano-rurales es la gobernanza, y la metodología ideal es una 
propuesta de ordenamiento territorial, el lugar donde se aplica es 
la plataforma, y es el primer paso para diseñar redes de este tipo. 
Es por ello que este escrito solo desarrollará este primer paso, el de 
regionalizar, y deja el resto para posteriores aportaciones. 

Se inicia con el análisis monográfico tradicional, así como con 
el diagnóstico básico, que incluye el análisis demográfico, económico, 
de patrimonio cultural y ambiental, entre otros, tratando de identi-
ficar y definir los ejes estructurales del territorio, así como microrre-
giones especificas u oasis (Dalla et al., 2019, pp. 141-150). 
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Es muy común el uso de conceptos de región ya existentes, 
como es el caso de La Ciénega, que es un ejemplo de una región 
presente en prácticamente todos los estados del país. Las regionaliza-
ciones que se hacen a partir de criterios físico-geográficos o adminis-
trativos suelen caer en esta convención. Pero, por desgracia, criterios 
de este tipo resultan insuficientes en el análisis de un tema que gira 
alrededor del estudio de la relación de lo urbano y lo rural. Existen 
varias regiones en el mundo denominados de esta misma manera, 
pues el sistema ecológico de ciénega es muy común en cualquier 
lugar cercano a áreas inundables. Es por ello que se debe especificar 
la ubicación de la Ciénega a partir de regionalizaciones más amplias 
o de objetos territoriales y paisajísticos más conocidos, como, en este 
caso, la relación con el lago de Chapala, del lado perteneciente al estado 
de Michoacán, área integrante al occidente de México. Se tiene que 
subrayar la relación con el lago, pues existen otras regiones ciénega 
en el estado michoacano. 

Tras revisar varios estudios en los que se menciona esta región, 
Roque y Escalera (2018) definen al menos tres conjuntos de criterios 
de regionalización para esta área: la basada en características físi-
co-geográfico; o en el vínculo y homogeneidad de un conjunto de muni-
cipios, así como por la conjunción de las anteriores, pero agregando 
algunos elementos específicos de regionalización a partir de criterios 
disciplinarios y alcances de objetos de investigación (2018, pp. 21-22). A 
pesar de que idealmente no se debería regionalizar basándose en crite-
rios administrativos, en la práctica, es común el uso de límites muni-
cipales para definir regiones, aunque no constituye la única opción. 
Además, las regiones administrativas son valiosas para la planificación 
pública, especialmente en el contexto de la toma de decisiones polí-
ticas y la formulación de políticas públicas en México desde la década 
de los treinta. Esto se debe en parte a que la mayoría de las dependencias 
especializadas, como el Instituto Nacionald de Geografía e Informática 
(inegi) y el Consejo Nacional de Población (conapo), desglosan su infor-
mación por municipio, lo que para numerosos estudios vuelve prác-
tico el criterio de región basado en municipios. A lo anterior se debe 
sumar lo ya mencionado sobre el papel protagónico que aún tiene 
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el municipio para definir políticas de ordenamiento territorial y de 
gobernanza en ámbitos como el metropolitano, cuya cualidad prin-
cipal de esta última es la de integrar o sumar múltiples jurisdicciones 
(Navarrete, 2023), herramienta que resulta primordial para construir 
una la relación armónica entre lo urbano y lo rural. 

Se reconoce la importancia de superar los criterios regionales 
basados en la administración política, aunque se considera un sólido 
punto de partida en esta propuesta. Por ello, la base regional aquí 
señalada parte casi siempre de un área contenida en los municipios 
michoacanos de Sahuayo, Jiquilpan, Villamar, Venustiano Carranza, 
Briseñas, Pajuacarán, Vista Hermosa e Ixtlán (Roque y Escalera, 
2018, p. 22), donde las cabeceras municipales de las primeras dos 
son clave para esta propuesta de red rururbana por su situación de 
conurbación y potencial metropolitano (Roque y Escalera, 2017): 

En el área metropolitana se extiende la mezcla rural-urbana en virtud 
de que se constituye por la agregación de municipios y no solo de su 
espacio urbano. Este tipo de metrópoli es el de mayor interés para 
investigadores, administradores-gestores públicos y políticos en 
virtud de su relevancia política [...] económica, industrial, tecnológica, 
agrícola, forestal, social, financiera y cultural (Navarrete, 2023, p. 40).

Esta región de La Ciénega del Chapala en Michoacán representa la 
posibilidad de llevar a cabo de forma diferente la planeación terri-
torial y metropolitana; una verdadera red rururbana que construya 
relaciones equitativas, sustentables y armónicas de desarrollo.

Aunque la anterior delimitación y definición del área de estudio 
se encuentra en desarrollo, es de vital importancia iniciarla para 
definir la base territorial y los alcances de la propuesta de red urba-
na-rural. El estudio tipológico del territorio es uno de los primeros 
pasos al momento de diseñar nuevos sistemas basados en la rela-
ción y vinculación urbano-rural; donde la delimitación de una región 
resulta de gran trascendencia, pues determina la cantidad de nodos 
o interfaces construidos a partir de las áreas donde se dará la rela-
ción híbrida entre lo urbano y lo rural.
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Conclusiones

Se observó que cada escuela o teoría utiliza diferentes términos para 
referirse a las relaciones urbanas y rurales, integrándose en grupos 
teóricos exequibles, como lo son el enfoque dicotómico, el de conti-
nuum y el cíclico; en un inicio, centradas en lo urbano, pero, como se 
explicó al inicio, tendientes a aceptar la interrelación y complemen-
tariedad de lo urbano y lo rural. 

Tras superar la influencia antagónica del modernismo, las 
muchas escuelas contemporáneas que estudian lo urbano y lo rural 
coinciden en la importancia de relacionar ambos conceptos de forma 
equitativa para proponer sistemas territoriales más equilibrados 
y sostenibles. A esto hay que sumarle el hecho de que la evidencia 
empírica sostiene tal relación. 

Aún sigue dominando el enfoque que integra en lo urbano 
toda expresión ajena a ella, pero poco a poco se impone el potencial 
que tiene este vínculo de lo urbano y rural para resolver los grandes 
problemas de la humanidad. La muestra de ello es cómo se confi-
guran las acciones del programa onu-Hábitat a partir del vínculo 
igualitario entre lo urbano y lo rural. A esto se suma que muchas de 
las soluciones para los problemas rurales, urbanos y metropolitanos 
suelen ser las mismas propuestas de las agendas internacionales 
(Navarrete, 2023, p. 30).

Lo metropolitano es un concepto inherente a lo rural-urbano; 
es un área de oportunidad, pues la zona metropolitana, como catego-
rías de análisis, condiciona lo urbano y posibilita la integración de lo 
rural al esquema de red que se propone. El estudio de lo metropoli-
tano implica comprender la diversidad de fronteras, y las dinámicas de 
gobernanza. Lo metropolitano diluye fronteras, fragmenta territorios 
y jurisdicciones; son fenómenos transterritoriales (Aguilar, en Nava-
rrete, 2023), por lo que exige interacciones coordinadas de actores e insti-
tuciones: “Los asuntos metropolitanos son asuntos de gobernanza, [de 
la] intervención articulada de actores, una gobernanza articulada” 
(Navarrete, 2023, pp. 29, 37). Y es precisamente en esos aspectos –
en la necesidad de comprender fronteras por la fragmentación que 
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le caracteriza, y en la necesidad de la participación social para una 
planeación eficiente– donde los estudios metropolitanos coinciden 
teóricamente con lo propuesto en enfoques que diluyen la dicotomía de 
lo urbano y lo rural, como es, en este caso, lo propuesto por la cone-
xidad compleja y el continuum territorial.

Cualquier propuesta que pretenda equilibrar el sistema territo-
rial, sea por medios policéntricos, o basados en el peso de los vínculos 
inclusivos de lo urbano y lo rural, solo tendrá éxito si la planificación 
se adapta a la realidad territorial y se incluyan estructuras eficaces de 
gobernanza que incentiven la cooperación entre regiones al dismi-
nuir barreras administrativas, se dote de los servicios esenciales a la 
población y se impulsen redes de cooperación e innovación (Núñez, 
2016, p. 6). 

Para promover tales relaciones urbano-rurales, se debe iniciar 
con propuestas de tipología territoriales nuevas que profundicen en 
la complejidad de estos vínculos y faciliten la planeación y el diseño 
de programas que impulsen la cohesión territorial. Tales tipologías 
pueden comenzar a partir de ejercicios de regionalización que giren 
en el vínculo urbano-rural.

En los aspectos técnicos y profesionales, no solo la arquitec-
tura y la ingeniería deben proponer los sistemas urbanos y territo-
riales. Se debe convencer a los políticos y técnicos responsables de 
la ordenación y el desarrollo urbano y rural sobre la conveniencia 
del conocimiento disciplinario e interdisciplinario de las ciencias 
sociales y humanidades en general en el ordenamiento del territorio 
a partir de este vínculo equitativo de lo urbano y rural (Baigorri, 
1995, p. 2). 

Tras este recuento, subrayamos las principales problemáticas 
que el diseño de redes urbano-rurales deben ayudar a resolver: la 
gobernanza,el despoblamiento y la sobrepoblación, el envejecimiento, 
los retos sociales-rurales, la competitividad (economía rural princi-
palmente), el desarrollo equilibrado de zonas periurbanas (cambios 
de usos del suelo, demanda de servicios públicos, gobernanza multi-
nivel y políticas específicas), las consideraciones ambientales (Núñez, 
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2016, p. 5), entre otros, definidos local y regionalmente según las 
características de cada vínculo identificado o diseñado.

El abandono del anterior pensamiento moderno dicotómico 
entre lo urbano y lo rural generará una mayor identidad, que puede 
observarse empíricamente en el diseño de redes urbano-rurales 
(Concha et al., 2013), y en espera de que se convierta en un proyecto a 
largo plazo para la planeación territorial y metropolitana de la región 
de La Ciénega de Chapala en Michoacán.

Referencias

ÁVILA, H. (2001). Ideas y planteamientos teóricos sobre los territorios periurbanos. 
Las relaciones campo-ciudad en algunos países de Europa y América. Inves-
tigaciones Geográficas. Boletín del Instituto de Geografía, 45. Universidad 
Nacional Autónoma de México, Instituto de Geografía, 108-127.

BAIGORRI, A. (1995). De lo rural a lo urbano. Hipótesis sobre las dificultades 
de mantener la separación epistemológica entre Sociología Rural y Socio-
logía Urbana en el marco del actual proceso de urbanización global. V 
Congreso Español de Sociología. Granada. Sociología Rural. Sesión 1.ª “La 
sociología rural en un contexto de incertidumbre”.

BERDEGUÉ, J., Jara, E., Modrego, F., Sanclemente, X., & Schejtman, A. (2010). 
Ciudades rurales de Chile. Documento de Trabajo N.° 61. Programa Diná-
micas Territoriales Rurales. Rimisp, Santiago de Chile.

BURGUESS, E. W. (1925). The growth of city: An introduction to a research 
project. En R. E. Park, E. W. Burgess, & R. D. Mckenzie, The city (pp. 35-41). 
The University of Chicago Press.

CANALES, M., & Canales, A. (2012). La nueva provincia: (Re)poblamiento de los 
territorios agrarios. Chile 1982-2002. Revista Anales. Séptima Serie, 3, 
julio, 155-173.

CANALES, M.; & Hernández, C. (2011). Nueva agricultura y geografía humana. 
Refundación y dinamismo de las agrourbes. Revista Paraguaya de Socio-
logía, 138, 79-104.

CARNEIRO, M. (2001). ¿Do rural e do urbano, uma nova terminología para una 
velha dicotomía ou a reemergencia da ruralidade? II Seminario sobre: do 
Novo Rural Brasileiro. Campinas, p. IE/Unicamp.



202

Omar Ernesto Roque Bernal

CERTEAU, M. de (1984). The practice of everyday life (S. Rendall, trad.). Univer-
sity of California Press.

CHEVALIER, M. (1981). Les phénomènes néo-ruraux. L’Espace Géogra-
phique, 10(1), 33-47.

CONCHA, C., Errázuriz, T., Letelier, F., Micheletti, S., Rasse, A. & Salcedo, R. 
(2013). ¿Urbano o rural? Repensando territorios, discursos y prácticas al 
margen de la metrópolis [Manuscrito]. XXIX Congreso de la Asociación 
Latinoamericana de Sociología.

CRUZ, M. S. (2003). Presentación. Sociológica. Nuevos enfoques de la relación 
campo-ciudad, 51, enero-abril, 2-12.

CRUZ, M. S. (2002). Procesos urbanos y “ruralidad” en la periferia de la Zona 
Metropolitana de la ciudad de México. Estudios Demográficos y Urbanos, 
17(1), 39-76.

DALLA TORRE, J., Romina, G. S., Esteves, M., & Ghilardi, M. (2019). Los territo-
rios de interfase urbano-rural en tierras secas. Reflexiones sobre su trata-
miento en las políticas de ordenamiento territorial de Mendoza (dossier). 
Revista de Área de Estudios Urbanos del Instituto de Investigaciones 
Gino Germani de la Facultad de Ciencias Sociales, Quid, 16(11), junio-no-
viembre, 137-150.

DELGADO, J. (2003). Transición rural-urbana y oposición campo-ciudad. En A. 
G. Aguilar Martínez (coord.), Urbanización, cambio tecnológico y costo 
social. El caso de la Región Centro de México (pp. 73-118). Universidad 
Nacional Autónoma de México, Instituto de Geografía / Consejo Nacional 
de Ciencia y Tecnología / Miguel Ángel Porrúa.

EIZAGUIRRE GARAITAGOITIA, X. (2001). La construcción del territorio 
disperso. Talleres de reflexión sobre la forma difusa. Edicions Universitat 
Politècnica de Catalunya (upc). http://duot.upc.edu/publicacions/EIZA-
GUIRRE_La%20construccion%20del%20territorio%20disperso.pdf

GORDON CHILDE, V. (1996). Los orígenes de la civilización. Fondo de Cultura 
Económica.

HARRIS, C. D., & Ullman, E. L. (1945). The nature of cities. Annals of the American 
Academy of Political and Social Sciences, 242, 7-17.

HIERNAUX, D. (2000). Las nuevas formas urbanas y reestructuración del mundo 
rural. En P. Torres Lima (comp.), Procesos metropolitanos y agricultura 



203

Redes urbano-rurales para la región ciénega del chapala

urbana (pp. 31-41). Universidad Autónoma Metropolitana-Xochimilco / 
Organización de las Naciones Unidades para la Agricultura y la Alimentación.

HOYT, H. (1939). The structure and growth of residential neighborhoods in 
American cities. Government Printing Office.

KRAMER, S. N. (1999). El matrimonio sagrado en la antigua Súmer. Ausa, Sabadell.
LEFBVRE, H. (1991). The production of space. Blackwell.
LÓPEZ VARELA, S. (2013). El green belt inglés. De la contención edilicia al valor 

del paisaje. V Seminario Internacional de Investigación en Urbanismo, 
Barcelona-Buenos Aires, junio. duot.

LÓPEZ-GOYBURU, P. (2017). Miradas innovadoras sobre la interfaz urbano-rural: 
El plan de extensión de Ámsterdam, los planes del condado de Londres y del 
Gran Londres, y el plan Dedos de Copenhague. EURE, 43(128), enero, 175-196.

MÉNDEZ SASTOQUE, M. J. (2005). Contradicción, complementariedad e 
hibridación en las relaciones entre lo rural y lo urbano. Revista Mad, 13, 
septiembre. http://www.revistamad.uchile.cl/13/paper02.pdf 

NAVARRETE ULLOA, C. A. (2023). Conceptos para la comprensión de la acción 
pública metropolitana, ¿qué es la metrópoli y cuáles son los atributos de 
su gobernanza? En Metrópoli en red, claves para pensar en nuestras 
ciudades (pp. 25-43). Red de Gobernanza Metropolitana. https, p. //doi.
org/10.5281/zenodo.8136159

NÚÑEZ, J. A. (2016). Las relaciones urbano-rurales. Primera aproximación a 
la clarificación de este concepto. En Urban-rural narratives and spatial 
trends in Europe. The state of the question (pp. 1-6). Presidencia Española. 
http://81.47.175.201/urban_rural/documents/docs_others/aportacion_
JANunez.pdf

OBESO MUÑIZ Í. (2019). Definir la urbanización periférica: conceptos y termino-
logía. ERÍA, 2(XXXI), 183-206

ONU (2015). Objetivos de desarrollo sostenible. Organización de las Naciones 
Unidas. https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/objetivos-de-de-
sarrollo-sostenible/

ONU-HÁBITAT (2015). Documento número de vínculos urbano-rurales (Temas 
Hábitat iii; 10-Vínculos Urbano-Rurales. Programa de Naciones Unidas 
para los aAsentamientos Humanos.



204

Omar Ernesto Roque Bernal

ONU-HÁBITAT / Alianza de las Ciudades (2014). La evolución de las políticas 
nacionales urbanos. Programa de Naciones Unidas para los Asenta-
mientos Humanos.

QUIJANO, D. (2011). Del Neolítico a las sociedades urbanas del Próximo Oriente, 
p. Mesopotamia y Egipto” (Temario de oposiciones de Geografía e Historia). 
Clío, 37. http: //clio.rediris.es.

RAMÍREZ, B. (2003). La vieja agricultura y la nueva ruralidad. Enfoques y categorías 
desde el urbanismo y la sociología. Sociológica, 18(51), enero-abril, 99-127.

ROQUE, O. (2023). El criterio cultural para comprender territorios, regiones 
y su desarrollo: Paisaje, identidad, patrimonio cultural y turismo en la 
región Ciénega del Chapala, Michoacán. Universidad de La Ciénega del 
Estado de Michoacán de Ocampo.

ROQUE, O., & Escalera, V. (2018). “Explorando el concepto de región de La 
Ciénega de Chapala, Mich., en su literatura científica reciente. Revisión 
preliminar”. Manuscrito no publicado.

ROQUE, O., & Escalera, V. (2017). Sahuayo y Jiquilpan de la región Ciénega en 
Michoacán. Conflicto y posibilidades para una conurbación y metropoliza-
ción a largo plazo. En R. Arias de la Mora (coord.), Gobernanza metro-
politana y federalismo en México (pp. 77-102). Red de Investigadores en 
Gobiernos Locales Mexicanos (Iglom) / El Colegio de Jalisco

SOBRINO, L. (2003). Rurbanización y localización de las actividades económicas en 
la Región Centro del país, 1980-1998. Sociológica, 18(51), enero-abril, 99-127.

SOLOAGA I., Plassot T., & Reyes M. (2022). Lo rural y lo urbano en México: Una 
nueva caracterización a partir de estadísticas nacionales. Documentos de 
Proyectos (LC/TS.2022/48; LC/MEX/TS.2022/6). Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe (Cepal).

SOJA, E. (2000). Postmetropolis: Critical studies of cities and regions. Blackwell 
Publishers Ltd.

WANDERLEY, M. (2001). A ruralidade no Brasil moderno. Por un pacto social 
pelo desenvolvimento rural. En N. Giarracca (comp.), ¿Una nueva rura-
lidad en América Latina? Colección Grupos de Trabajo de Clacso. Grupo 
de Trabajo Desarrollo Rural.



205

GOBERNANZA METROPOLITANA, 
VIVIENDA PERIURBANA Y 

DESEQUILIBRIOS TERRITORIALES. CASO 
DE ESTUDIO EN YAUHQUEMEHCAN, 

TLAXCALA

Daniel Hernández Hernández42

(El Colegio de Tlaxcala)

42	  Profesor-investigador en El Colegio de Tlaxcala, A.C.; doctor en Desarrollo Regional por El Co-
legio de Tlaxcala, A.C. Área de investigación en calidad de vida, economía urbana, mercado de 
suelos, desarrollo sustentable.

Resumen

En un contexto de ausencia de gobernanza metropolitana para 
atender la complejidad que se presenta en los territorios metropoli-
tanos dada la fragmentación inherente a estos, se pueden visualizar, 
en las directrices autónomas de los gobiernos municipales tradicio-
nales basados en relaciones jerárquicas verticales y burocráticas, 
los problemas comunes al ámbito metropolitano que se quedan sin 
resolver, y lo más preocupante es que se agudizan continuamente. 
Con base en ello, este capítulo tiene como objetivo analizar los 
desequilibrios territoriales vinculados a la problemática de desocu-
pación de la vivienda periurbana de interés social, con el propósito 
de mostrar que la aplicación de las políticas nacionales de vivienda 
no toma en cuenta desde su diseño los efectos de cambios de usos del 
suelo y dotación de servicios para un crecimiento urbano que guarde 
ciertos equilibrios en el ámbito metropolitano. 

El abordaje metodológico consistió en un enfoque mixto 
que tomó en cuenta la cuantificación del incremento-desocupa-
ción de viviendas en fraccionamientos, con sus respectivos parámetros 
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de cambio de uso de suelo y aumento de la superficie ocupada para 
asentamientos humanos en el periodo 2017-2020. En cuanto al 
marco conceptual y teórico, se parte del enfoque de gobernanza 
metropolitana y políticas públicas como dos aspectos inseparables 
para el análisis del tema urbano ante situaciones que cada día son 
de mayor complejidad.

El territorio de estudio es un municipio de la parte central 
del estado de Tlaxcala, que cuenta con un total de 14 542 viviendas en 
fraccionamientos, de las cuales 3 264 se mantienen desocupadas, 
lo que representa 22.4% del total. En las principales localidades del 
municipio, la desocupación de la vivienda en fraccionamientos es como 
sigue: San Benito Xaltocan, 28.7%, San José Tetel, 25.1%, y Santa Úrsula 
Zimatepec, 23.7%. Como se puede observar, es significativa la desocu-
pación de vivienda 

Palabras clave: Gobernanza metropolitana, desocupación de vivienda, 
desequilibrios en el territorio.
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Relevancia de la vivienda y el problema del abandono

La vivienda como derecho humano tiene el propósito principal de satis-
facer la necesidad de toda persona y las familias a contar con un lugar 
digno y de resguardo para vivir, siendo ello la base para un desarrollo 
sano del individuo y la colectividad, de tal manera que de no aten-
derlo se afectan otros derechos, como la integridad física y mental, 
por mencionar algunos (Zúñiga, 2021).

La periurbanización a partir de la vivienda en fracciona-
mientos que se presenta en el caso de estudio es el efecto y a la vez la 
fuente de desequilibrios en el territorio; efecto, porque es resultado 
del inadecuado diseño y aplicación de políticas públicas que no toman 
en cuenta las condiciones y capacidades reales del territorio para crecer 
con la velocidad que lo han hecho, con vivienda nueva y la consecuente 
ocupación de espacios que dejan al límite y a un paso de expandirse a las 
superficies que se supone deben ser de reserva. Y es fuente de desequili-
brios porque, una vez que se han instalado nuevos fraccionamientos con 
sus habitantes, estos no reciben por parte de las instancias públicas 
de gobierno servicios básicos para una calidad de vida promedio. 

Desde el diseño de las políticas nacionales de vivienda –y no 
se diga en su aplicación y seguimiento–, no se incorporan análisis de las 
condiciones del suelo en términos de conocer los índices de ocupación 
adecuados, pues se enfocan principalmente en el cumplimiento de 
metas anuales desde una visión centralista, con énfasis en aumentar 
en lo más posible el otorgamiento de créditos para vivienda, sin tomar 
en cuenta las condiciones dinámicas del territorio, e incluso de los 
beneficiarios de los créditos otorgados, verificando si es que realmente 
necesitan de una vivienda, pues información de campo muestra que 
muchos son propietarios de más de una vivienda, lo cual da pauta 
para el alquiler o renta. 

El proceso de periurbanización causa disfuncionalidad en dos 
vertientes: en la primera, como producto de los altos índices de desocu-
pación de la vivienda de interés social que se han cuantificado princi-
palmente en fraccionamientos de tipo horizontal, donde se observan 
cambios drásticos en el uso del suelo, de agrícola a urbano, provocado 
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en gran medida por grupos inmobiliarios que marcan la pauta en el 
acaparamiento de suelo que consiguen a bajo precio para después 
capitalizarlo mediante la venta de vivienda, y donde prácticamente no 
intervienen las autoridades para regular el mercado de suelo. La segunda 
vertiente de disfuncionalidad radica en el campo social, ya que los habi-
tantes que permanecen habitando los fraccionamientos padecen el 
deterioro del espacio urbano en términos de soportar, de acuerdo 
con opiniones de los residentes, un ambiente de delincuencia, 
ocupación ilegal de la vivienda vacía, incremento de basura en la 
calle, daños al paisaje urbano, y limitación y deterioro de los servi-
cios públicos, entre otros. Y al exterior, con la población circundante, 
se observan los mismos efectos. 

Esta problemática, si bien no es exclusiva del territorio que 
se ha seleccionado para aportar evidencia empírica, es un fenómeno 
que muestra lo irracional de las políticas públicas, o si se prefiere, 
las acciones de los diferentes niveles de gobierno que dejan al 
abandono muchos territorios. En este caso, los territorios donde 
se han asentado diversos fraccionamientos en los intersticios de los 
campos de cultivo con ocupación del suelo sin control en ausencia 
de acciones de contención por parte de instancias de gobierno, donde 
los desarrolladores privados son quienes acaparan los beneficios, 
pues ni siquiera las haciendas municipales captan recursos sufi-
cientes para atender las áreas conurbadas con servicios básicos. Los 
efectos especulativos del suelo están a la orden del día y van acom-
pañados de construcción de viviendas que de antemano, una buena 
parte, están condenadas al abandono, es decir, vivienda vacía, con 
las consecuencias antes señaladas. 

Como antecedente importante de señalar, recordemos que fue a 
partir de las últimas décadas del siglo pasado cuando se marcó un punto 
de inflexión en el sentido del cambio de política social que el Estado 
implantó para darle facilidades a la entrada del capital privado inmobi-
liario en el sector de la vivienda, principalmente en la vivienda social. 
A partir de ahí se profundizó esta intervención, que causó una serie 
de efectos en las estructuras urbanas de las ciudades relacionadas con 
la vivienda en fraccionamientos y en los contextos nacional, estatal y 
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municipal. Ello causó procesos intensivos y extensivos en la ocupa-
ción del suelo para edificación de fraccionamientos en los que, 
ante la falta de servicios públicos, infraestructura y servicios en 
general, se da desocupación de la vivienda, que a la vez trae consigo 
el deterioro del espacio habitable, principalmente por inseguridad 
y vandalismo. 

El abandono de la vivienda es el reflejo de la irracionalidad de 
las políticas públicas en la materia, pues las instituciones federales 
y estatales otorgan créditos a quien lo solicite, sin hacer una evalua-
ción y dictaminación rigurosa para saber a quién sí y a quién no debe 
otorgársele crédito; es decir, operan en esencia como cualquier banco 
privado, lo que propicia que en varios casos los que adquieren vivienda 
la destinen para negocio en renta, como se indicó anteriormente.

El tema de la desocupación de la vivienda se puede abordar 
desde enfoques teóricos de la desorganización social, las actividades 
rutinarias y la tesis de la ventana rota, las cuales explican que la 
inestabilidad de vivienda, la elevada diversidad étnica y el bajo nivel 
socioeconómico permean de manera negativa en el tejido social; 
asimismo, establece que las oportunidades para el delito en un área 
en particular se relacionan con las actividades cotidianas de los habi-
tantes, mientras que los espacios en conservación y cuidado constante 
presentan un menor vandalismo. Otro factor que causa la desocu-
pación de las viviendas es la migración de la población en busca de 
trabajo, y se puntualiza que la inseguridad y la falta de ingresos para 
sostener un crédito a largo plazo, sin certeza ni estabilidad laboral, es 
el principal motivo para emigrar (Fuentes-Flores, 2010).

Gobernanza metropolitana

En el contexto descrito con anterioridad, y en ausencia de meca-
nismos de gobernanza metropolitana, los gobiernos municipales, 
además de que se ven rebasados por el fenómeno de expansión 
urbana, de origen no cuentan con facultades legales para normar el 
crecimiento urbano en el ámbito metropolitano. Este es el principal 
problema que se presenta no nada más en el área periurbana que se 
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analiza, sino en prácticamente todo el territorio metropolitano del 
país, con pocas excepciones donde se muestran avances en la consti-
tución de consejos metropolitanos. 

Aguilar Celis (2017) plantea que 

las metrópolis se han convertido en los nuevos protagonistas del 
análisis espacial y urbano, así como [en] regiones de planeación y 
gestión territorial, sin embargo, uno de los temas más relevantes 
de este fenómeno espacial es la manera de gobernarlo, pues se trata de 
territorios espacialmente únicos que son administrados por dife-
rentes entes gubernamentales (p. 64).

Este es precisamente el planteamiento central que da pauta para 
cuestionar el abandono explicable de los espacios metropolitanos 
por parte del poder. Explicable por cuanto a que el poder del Estado 
y sus gobiernos responden a estructuras burocráticas rígidas e 
inconsistentes con las necesidades reales del territorio metropoli-
tano que se desenvuelve en una complejidad que nadie atiende desde 
los ámbitos de poder gubernamental. 

Desde que se inauguró la llamada transición a la democracia 
y la alternancia, que produjo mayor competencia entre partidos polí-
ticos, se pensó que los diversos problemas del país, entre ellos los 
que se generan en el espacio metropolitano, se verían resueltos o 
cuando menos puestos en la agenda de los gobernantes; la realidad 
es que no fue así, con lo cual en la actualidad, y en perspectiva, se 
presenta un panorama nebuloso. 

Aguilar (2020) lo ilustra con toda precisión:

El concepto de transición democrática que hicimos nuestro, que 
nos entusiasmó y movilizó, pero sin percibir las omisiones y defi-
ciencias conceptuales e institucionales de su recepción y uso, es 
en gran medida la causa original de las fallas del actual gobierno 
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democrático mexicano, que suscita desencantos, dudas, cuestiona-
mientos y escepticismos (p. 24).

Nos encontramos con dificultades que de origen dan forma y cuerpo 
a las estructuras políticas y normativas institucionales con las que se 
sustenta nuestra sociedad. 

Navarrete (2022) atinadamente apunta:

La fragmentación [del espacio metropolitano] se traduce en comple-
jidad y dilemas en la actuación pública […] con lo cual se descarta 
como respuesta suficiente o necesaria la desfragmentación mediante 
el gobierno tradicional que es jerárquico y burocrático, ya sea de 
forma centralizada o como ente descentralizado (pp. 31-32). 

Esto implica mirar hacia la conformación de gobiernos metropoli-
tanos, que en sí es una ardua tarea que no se resuelve en el corto plazo, 
y ni siquiera con las directrices que marquen una línea o estilo de 
gobierno; se requiere de la madurez de la sociedad en su conjunto, es 
decir, de una real y verdadera organización ciudadana que dialogue 
con el poder para resolver problemas específicos. 

En el caso del ámbito del gobierno municipal, se conjugan 
otros elementos de no menor importancia, como son las desventajas 
de tipo técnico y de disponibilidad de recursos, sobre todo los muni-
cipios pequeños, lo cual en alguna medida justificaría su inacción 
en cuanto a coordinar y conjuntar esfuerzos para resolver el tema 
metropolitano. En el caso contrario, los municipios que disponen 
de recursos suficientes para atender con eficacia los problemas de 
índole metropolitana incurren en pasividad y abandono; o si bien en 
un momento dado se pueden reconocer acciones conjuntas, como sería 
el caso de la seguridad, o de medidas de control de la contaminación 
vehicular, estas resultan insuficientes y, sobre todo, no forman parte 
de un enfoque sistémico que garantice incluir el todo metropolitano. 

La gobernanza real no es tal sin la participación de la sociedad 
en estos términos: “Actuar intencionalmente persiguiendo objetivos 
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y utilizando medios, lo que supone una estrategia que exige organi-
zación, recursos y alguna concepción respecto a las acciones nece-
sarias para transformar dichos insumos en resultados que tiendan 
a la consecución de los objetivos propuestos” (Cohen, 2005, p. 83). 
En específico, la participación ciudadana “se refiere a la intervención 
de los particulares en tanto portadores de determinados intereses 
sociales” (Cunill, en Cohen, 2005, p. 83).

Uno de los principales obstáculos que se suponían superados 
para lograr una verdadera participación de la sociedad es la cuestión 
del alto grado de centralización de las decisiones de gobierno, pues esto 
ha limitado e impedido en muchos casos la toma de decisiones de abajo 
arriba, es decir, desde lo local hacia las instancias inmediatas del 
plano de gobierno municipal y estatal, donde las demandas se llegan 
a empantanar. Según Cohen (2005), América Latina se ha caracteri-
zado por una fuerte centralización, manteniendo tendencias centra-
listas incluso en países con estructuras federales. Arocena (en Cohen, 
2005, p. 73 señala que este predominio histórico del centralismo ha 
generado gobiernos locales débiles, incapaces de desempeñar un 
papel fundamental en la democracia. Esta situación provoca confu-
sión de competencias entre municipios, gobiernos provinciales y el 
Estado central, lo que resulta en superposiciones, estancamientos y 
obstáculos que afectan negativamente a las comunidades locales.

La situación se complica cada día más debido a la falta de 
acciones de política pública en respuesta a una sociedad apática y 
desencantada, que carece de la iniciativa de organizarse para la acción 
ciudadana. En su lugar, la preocupación prioritaria de esta sociedad 
se centra en las necesidades básicas y cotidianas. Es importante 
destacar que en los planos individual y grupal abundan las solicitudes 
que las personas en las comunidades y en las ciudades presentan a 
diario para abordar diversos problemas. Sin embargo, aquí reside 
la debilidad social, ya que estas solicitudes son de carácter indivi-
dual, lo que no capta la atención ni el interés de las autoridades polí-
ticas. La clave está en dirigir demandas sólidas al Estado y sus repre-
sentantes mediante la sociedad organizada, ya que esta es la única 
forma en que las autoridades prestarán atención a los problemas. 
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Además, es la única vía para empoderar a la sociedad directamente 
en la solución o mitigación de diversas desigualdades.

Estructura institucional versus gobernanza 
metropolitana real

En la Figura 1 se explicita la estructura institucional tradicional de tipo 
vertical cuyas directrices parten precisamente del centro de poder 
nacional por medio de secretarías de Estado de los sectores de 
ordenamiento territorial, ecología e infraestructura urbana. A 
partir de ello, y con instituciones del subsector de vivienda y desa-
rrollo urbano, se decantan las diversas normatividades hasta llegar 
al nivel estatal y municipal, pero sin que se incluya o se fomente 
la participación ciudadana. Esta situación estructural obliga con 
urgencia a impulsar procesos organizativos y de reforma del marco 
legal para avanzar en una real gobernanza metropolitana, condi-
ción sin la cual no se podrán garantizar mejores niveles de bienestar 
a la población, y mucho menos el cuidado y protección del entorno 
natural. En este proceso, resulta importante tener en cuenta otros 
elementos de especial relevancia.

Brugué-Torruela (2018) pone énfasis en el sentido de mirar hacia 
afuera de la administración pública y hacia adentro de ella, en términos 
de potenciar la atención a los problemas que se presentan en lo complejo 
del territorio, mediante la incorporación de los actores económicos 
y sociales en la reflexión para generar demandas complejas, lo cual 
exige al mismo tiempo fortalecer las capacidades de los funcionarios en 
las instituciones públicas, con lo cual plantea el autor que la parti-
cipación ciudadana y la gestión son dos caras de la misma moneda, 
es decir, no se pueden separar de la práctica de la exigencia de solu-
ción de los problemas procesos de acompañamiento conjunto entre 
gobierno y sociedad (2018, p. 13). 
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Figura 1. Estructura institucional vertical del sector vivienda, desarrollo urbano 
y ordenamiento territorial

Elaboración propia con información de Vivienda y ods en México (onu-Hábitat, 2018).

La intención es poner a la gobernanza como punto de anclaje político 
y administrativo, es decir, como bandera de reivindicación organi-
zada de la sociedad, ya que dicha estructura institucional tradicional 
(Figura 1) ya comentada aporta evidencia de que estamos muy lejos 
de avanzar como sociedad en logar una verdadera gobernanza en el 
contexto metropolitano con todas sus complejidades, ya que es nece-
sario complementar las estructuras burocráticas que frenan y obsta-
culizan la atención de los problemas, con procesos de participación 
social organizada para el análisis y deliberación de alternativas de solu-
ción en conjunto con las instancias de los diferentes niveles de gobierno.

Urbanización y metropolización

La urbanización se dinamiza a partir de la existencia de una ciudad 
central, y en la actualidad se hace más patente por la conformación de 
estructuras urbanas policéntricas, donde se concentran en diferentes 
magnitudes actividades económicas que integran una multiplicidad 
de funciones con efectos en sus áreas periféricas, y forman sistemas 
urbano-regionales de gran complejidad. 
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En el caso de las zonas metropolitanas, el proceso de urbaniza-
ción se hace evidente en los continuos urbanos de dos o más municipios 
donde se aglomeran miles de habitantes. Por tanto, la metropolización 
se entiende como el proceso de expansión espacial de las ciudades con 
grandes aglomeraciones producidas por la actividad económica, social, 
cultural, política e incluso ambiental, lo que produce un espacio multi-
dimensional concentrador de las relaciones sociales de sus habitantes.

Galeana y Bolis (2017) nos dicen que

la urbanización a la que nos referimos como objeto de estudio en los 
conjuntos habitacionales presenta ciertos desequilibrios en las áreas 
de dominio público y privado, dada la imposibilidad por parte de la 
autoridad municipal de atender aspectos de interés común necesa-
rios para sus residentes. El problema se intensifica con la desocu-
pación y el abandono de vivienda, ya que esto origina la escasez de 
recursos económicos que repercute en la atención de estos espacios 
comunes y públicos (p. 69). 

Ante este conjunto de problemas que en ocasiones se ven desde 
una sola óptica, conviene retomar el planteamiento de Navarrete y 
Águila (2022):

En sentido positivo, dado que la vivienda, conjuntos habitacionales, la 
ciudad y el espacio natural que los aloja forman un sistema, se infiere 
que reclama para su abordaje coordinación de las políticas secto-
riales respectivas: vivienda, urbana, territorial, medioambiental. En 
sentido vertical el reclamo es de colaboración y coordinación entre 
órdenes de gobierno, y horizontalmente, la participación de actores 
sociales, privados y académicos. Al sistema complejo e interactivo 
de todas estas dimensiones se le puede denominar gobernanza de la 
ciudad o gobernanza metropolitana, según sea la escala (p. 9).
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Existen diferentes alternativas para las personas que desean obtener 
un espacio que cubra las necesidades de protección y habitabilidad; 
en este sentido, surge el modelo de vivienda de interés social.

Ziccardi (2012) comenta:

Este tipo de solución habitacional –que aunque ya no se produce 
permanece en casi todas las ciudades del país– es habitada principal-
mente por población de ingresos medio-bajos. La tipología de vivienda 
puede ser unifamiliar o multifamiliar (departamentos) de interés 
social, generalmente prototipos de vivienda completa, en unidades 
habitacionales (pp. 31-32).

En un principio, se consideró que esto solucionaría el problema de la 
vivienda, pero con el tiempo empezaron a producirse efectos que modi-
ficaron rápidamente la estructura urbana en aspectos como el cambio 
de uso de suelo, falta de espacios verdes, equipamiento urbano, 
transporte y comunicaciones, o demanda de mayor comercio y servi-
cios, lo cual ha agravado la situación dada por la poca flexibilidad y 
experiencia de las autoridades municipales para administrar la expan-
sión y el crecimiento físico de la ciudad, y desarrollar programas de 
planeación urbana que guíen el desarrollo ordenado y sostenido de 
las ciudades (Sánchez, 2011).

Adicionalmente, se ha presentado una limitada capacidad 
financiera del Estado para llevar a cabo inversión en la construcción 
y mantenimiento de las viviendas, lo cual contrasta con el aumento en 
el otorgamiento de créditos. Esta situación ha dado pauta para la aper-
tura de la inversión privada mediante los desarrolladores inmobiliarios 
privados, lo cual ha generado que el fin social que se perseguía con la 
vivienda impulsada por instituciones del Estado se trasladara a un fin 
económico particular por medio de las inmobiliarias que persiguen 
la obtención de utilidades con bajos costos de producción. En este 
contexto se producen distorsiones del mercado inmobiliario a través 
del incremento del valor del suelo, acompañado de bajas condiciones de 
habitabilidad y de la incapacidad de los gobiernos locales de planificar 
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el desarrollo urbano, los cuales son factores que propician el fenó-
meno de viviendas deshabitas, desocupadas o abandonadas. 

Los efectos por la desocupación y abandono de la vivienda en 
los fraccionamientos se presentan de forma directa con las finan-
cieras por las pérdidas económicas ante la falta de cumplimiento de 
pago de créditos, e indirectamente con quienes continúan viviendo 
en los conjuntos habitacionales al provocar un proceso de acumu-
lación negativo por la desvaloración del espacio, contracción de las 
actividades económicas y de los vínculos sociales, ante una gran difi-
cultad de los gobiernos locales para solventar los costos de infraestruc-
tura y servicios urbanos dentro de los fraccionamientos por la falta de 
recaudación de ingresos tributarios directos provenientes de estas 
fuentes (infonavit, 2014, p. 22).

Lo regional y metropolitano de Tlaxcala

La importancia de las zonas metropolitanas recae en su trascendencia 
económica, social y ambiental, por lo que se pueden caracterizar 
como unidades territoriales donde se concentran las principales 
actividades económicas, políticas, sociales y culturales, y su grado 
de complejidad aumenta con los procesos de desarrollo económico 
(Moreno, 2006).

En las últimas décadas se ha desarrollado con mayor fuerza 
el fenómeno de crecimiento de las ciudades en Tlaxcala, con lo cual 
se han formado las zonas metropolitanas dentro de su territorio, que 
causan procesos de conurbación y expansión urbana hacia las áreas 
agrícolas de los municipios. 

Gallegos (2015) nos dice que “en el año 2015 se tenía un total 
de 331 fraccionamientos con 37 480 viviendas, localizados prin-
cipalmente en los municipios de Tlaxcala, Apizaco, Huamantla, 
Yauhquemehcan y Tetla de la Solidaridad” (pp. 2 y 116).

En el Programa Estatal de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano del estado de Tlaxcala (peotdut, 2017-2021) se 
presentan dos zonas metropolitanas (zm): 1) zm Puebla-Tlaxcala, 
de carácter interestatal, y 2) zm Tlaxcala-Apizaco, intermunicipal, 
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conformada por los municipios de Amaxac de Guerrero, Apetatitlán 
de Antonio Carvajal, Apizaco, Cuaxomulco, Chiautempan, Contla de 
Juan Cuamatzi, Panotla, Santa Cruz Tlaxcala, Tetla de la Solida-
ridad, Tocatlán, Tlaxcala, Totolac, Tzompantepec, Xalostoc, La 
Magdalena Tlaltelulco, San Francisco Tetlanohcan, Santa Isabel 
Xiloxoxtla, San Damián Texoloc y Yauhquemehcan. Dicha clasifi-
cación se da como iniciativa de impulsar la integración regional, 
municipal y metropolitana mediante el fortalecimiento del ordena-
miento territorial y desarrollo urbano haciendo uso del marco norma-
tivo y técnico pertinente.

Yauhquemehcan dentro de lo urbano-metropolitano

El municipio de Yauhquemehcan se ubica en el Altiplano Central 
Mexicano, a 2 420 metros sobre el nivel del mar; se sitúa en un eje 
de coordenadas geográficas entre los 19º 24’ latitud norte y 98º 11’ 
longitud oeste. Localizado en la parte central del estado, el muni-
cipio colinda al norte y oriente con Apizaco, al sur con Amaxac de 
Guerrero y al poniente con el municipio de Xaltocan; cuenta con una 
superficie de 36.68 km2, lo que representa 0.90% del total del territorio 
estatal, el cual asciende a 3 991.14 km2. Se integra por la cabecera 
municipal dividida en ocho localidades, dos secciones, dos delega-
ciones y tres llanos (inegi, 2020).

El municipio de Yauhquemehcan presenta una alta concentración 
de habitantes debido al proceso de urbanización intenso de los últimos 
años, lo que ha generado presión en el territorio mediante la demanda de 
suelo disponible, servicios e infraestructura. La expansión y estructura-
ción física dentro del territorio ha sido atendida desordenadamente 
y sin ningún apego a los planes de desarrollo urbano (Hernández 
Flores et al., 2009; Ávila, 2001). Existen instrumentos de planeación 
urbana que forman parte del sistema estatal de planeación diseñados 
para trabajar tomando en cuenta bases legales del ámbito federal y 
estatal, solo que no se aplican (Tabla 1). 
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Tabla 1. Programas de planeación de desarrollo urbano aplicables al municipio 
de Yauhquemehcan, 1982-2013

Municipio Nombre del programa
Acta de 

probación 
en cabildo

1er. publicación 
en el periódico 

oficial 

2da. 
publicación 

en el periódico 
oficial 

Inscripción 
en el Registro 
Público de la 

Propiedad

60 municipios
Programa Estatal de 
Ordenamiento Territorial 
de Tlaxcala.

17-06-2004

60 municipios

Programa de Ordena-
miento Territorial y Desa-
rrollo Urbano para el 
Estado de Tlaxcala.

04-06-2013 04-06-2013 23-06-2014

19 municipios
Plan de Desarrollo de la 
Zona Metropolitana Tlax-
cala Apizaco.

07-03-2013 06-06-2013 23-06-2014

Apizaco, Santa Cruz 
Tlaxcala, Tzom-
pantepec, Tetla, 
Yauhquemehcan y 
Xaloztoc 

Programa director Urbano 
de la Zona Conurbada 
de Apizaco, Santa Cruz 
Tlaxcala, Tetla, Tzompan-
tepec, Xaloztoc y Yauh-
quemehcan. 

10-08-1992 28-10-1982 05-12-1998 04-01-1999

Yauhquemehcan 

Programa Parcial de 
Desarrollo Urbano de 
Santa María Atlihuetzia, 
Municipio de Yauhque-
mehcan, Tlax.

31-01-2007 22-06-2007

Ya u h q u e m e h c a n , 
Apizaco, Santa Cruz 
Tlaxcala y Tzompan-
tepec. 

Programa Parcial de 
Desarrollo Urbano Libra-
miento Carretero.

05-12-1998 12-11-1998

Elaboración propia con datos del peotdut 2017-2021

La dinámica de conurbación con las ciudades centrales se ha acentuado 
en los últimos años de manera desordenada y sin planeación urbana.

Gallegos (2015) comenta que

el crecimiento en los municipios circundantes a la ciudad de Apizaco 
es el resultado de la concentración de actividades económicas en dicha 
ciudad, lo que atrae a la población y genera proximidad con los servi-
cios especializados de salud, educación, recreativos y comerciales.

Datos relevantes del panorama que se comenta son los siguientes: en 
el periodo de 1995 a 2020 el municipio de Yauhquemehcan presentó 
un alto incremento poblacional de 150.78%, en comparación con el 
crecimiento estatal, que fue de 51.93%. Respecto a la vivienda, esta 
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ha crecido a un porcentaje estatal de 98.8% para el mismo periodo, 
y en el caso de Yauhquemehcan, el aumento de la vivienda ha sido de 
247.98%. Las localidades del municipio que colindan con Apizaco 
son San José Tetel, Santa Úrsula Zimatepec, San Benito Xaltocan y 
Huacaltzingo (inegi, 2021).

Crecimiento de la superficie urbanizada

De acuerdo con estudios realizados para los años 2017 a 2020 en el 
municipio de Yauhquemehcan, el área ocupada por los asentamientos 
humanos en 2017 era de 25.11 km2 de los 36.68 km2 con que cuenta 
el municipio, lo que corresponde a 68.46% de su territorio, es decir, 
más de la mitad de su superficie ha sido destinada para el desarrollo 
urbano. Para 2018, el área disminuyó a 23.71 km2, principalmente en 
la periferia de los asentamientos, lo cual pudo deberse a la relocaliza-
ción poblacional, considerando que en los límites de lo que se concibe 
como urbano y rural se estén formando nuevas zonas periurbanas. 
Para los años 2019 y 2020, la superficie urbana aumentó en una 
proporción promedio del 2%. La orientación del crecimiento urbano 
se está dando hacia el este del municipio, donde cardinalmente se 
ubica la mancha urbana correspondiente al municipio de Apizaco, 
que forma un continuo urbano típico de los procesos de expansión 
metropolitana (Figura 2).
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Figura 2. Asentamientos humanos en el municipio de Yauhquemehcan, 
2017-2020

Fuente: inegi (2019). Guía para la interpretación de cartografía. Topografía escala 1: 250,000 serie II.

Al establecer una correlación entre el incremento del área ocupada 
y el incremento poblacional con los datos de la tabla que se muestra 
en la Figura 2, podemos observar que el área ocupada por asenta-
mientos humanos, que en promedio del año 2018 a 2020 creció 2%, 
casi es directamente proporcional al aumento de la población, ya 
que esta creció en promedio 2.5% durante el periodo 2017-2020. 
A manera de suposición, esta situación puede estar dejando de 
lado otras problemáticas en cuanto a vivienda, tal como el haci-
namiento, lo que a su vez pudiese estar relacionado con cambios 
en las políticas que limitan la dotación de servicios públicos básicos, 
con lo cual se estarían generando condiciones de precariedad en el 
municipio (Lentini y Palero, 1997). 

Respecto a la densidad poblacional que mide el número de 
habitantes por kilómetro cuadrado, en la misma tabla (Figura 2) 
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se registran dos densidades de población para los años 2017-2020: 
una se calculó con la superficie estimada que ocupan los asen-
tamientos humanos; la densidad de la otra se obtuvo tomando la 
superficie total del municipio. Al compararlas, la primera es mucho 
mayor en promedio con respecto a la segunda en poco más de 200%. 
Esta diferencia puede evidenciar el grado de hacinamiento al que se 
hacía referencia más arriba.

Vivienda desocupada

De acuerdo con su condición de uso, las viviendas se clasifican en 
habitadas, deshabitadas y de uso temporal. Según los censos y conteos 
del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (inegi, 2005, 2010, 
2020), la desocupación de vivienda en el estado fue de 13.8% para 
2005, de 12.8% para el 2010 y del 14.2% para el 2020 (ver tabla 2).

Tabla 2. Viviendas particulares en Tlaxcala según condición de habitación, 
2005, 2010 y 2020

Año
Total, de 

viviendas

Condición de habitación Condición de habitación en %

Habitadas Deshabitadas
De uso 

temporal
Habitadas Deshabitadas

De uso 
temporal

2005 286 983 233 881 39 645 13 376 81.5 13.8 4.7

2010 336 215 274 202 43 081 18 932 81.6 12.8 5.6

2020 424 196 341 577 60 086 22 533 80.5 14.2 5.3

Elaboración propia con datos de Inegi (2005, 2010, 2020).

Con el objeto de conocer el contexto general de la distribución de las 
viviendas totales no ocupadas, de uso temporal y por localidades 
en el municipio, se elaboraron las Tablas 3 y 4 a partir de datos del 
inegi (2020). Dentro de las características de la vivienda en Yauh-
quemehcan, resalta el hecho de que, de un total de 15 421 viviendas 
contadas en 2020, 2 610 se hallaban desocupadas, lo que representa 
16.9%, donde las localidades con mayor porcentaje de desocupación 
eran San Benito Xaltocan (18.9%), San José Tetel (16.9%) y Santa 
Úrsula Zimatepec (15.8%), que asimismo son las mismas localidades 
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con el mayor número de viviendas dentro del municipio (Hernández 
et al., 2022).

Tabla 3. Viviendas particulares en Yauhquemehcan según condición de 
habitación, 2010 y 2020

Año
Total, de 

viviendas

Condición de habitación Condición de habitación en %

Habitadas Deshabitadas
De uso 

temporal
Habitadas Deshabitadas

De uso 
temporal

2010 11 367 8 393 2 288 686 73.8 20.1 6.0

2020 15 421 12 050 2 610 761 78.1 16.9 4.9

Elaboración propia con datos de inegi (2010, 2020).

Tabla 4. Distribución de viviendas del municipio de Yauhquemehcan, 2020

Código INEGI Localidad
Total, de 

viviendas
Viviendas 
habitadas

Viviendas no 
ocupadas

Viviendas parti-
culares de uso 

temporal

290430001 San Dionisio Yauhquemehcan 1 580 1 252 216 112

290430002 El Rosario Ocotoxco 350 286 40 24

290430003 San Benito Xaltocan 2 495 1 943 472 80

290430004 San Francisco Tlacuilohcan 803 589 136 78

290430005 San Lorenzo Tlacualoyan 364 281 68 15

290430006 Santa María Atlihuetzia 1 102 852 169 81

290430007 Santa Úrsula Zimatepec 3 762 2 990 595 177

290430008 San José Tetel 2 816 2 236 475 105

290430009 Barrio de Atencingo 232 185 33 14

290430011 Huacaltzingo 1 512 1 126 330 56

290430012 San José Tepoxtla 292 221 63 8

290430017 Chimalpa 28 24 3 1

290430019 Cuarta Sección 45 35 7 3

290430020 Tlatelpa 1 1 * *

290430021 La Soledad (El Charco) [Rancho] 18 16 0 2

290430022 Serafín Sánchez García 1 1 * *

290430023 El Llano 5 3 0 2

290430024 Tepetexco 5 2 * *

290430026 El Llano Dos 9 6 2 1

290430000 Yauhquemehcan 15 421 12 050 2 610 761

Elaboración propia a partir de datos del censo inegi (2020).

Conclusiones

En el contexto general, se presenta una ausencia casi total de una sociedad 
organizada, consciente y participativa, y con estilos de gobiernos que 
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continúan con las mismas prácticas de priorizar los aspectos políticos 
por encima de atender los verdaderos problemas del territorio, particu-
larmente del espacio metropolitano; nos encontramos como sociedad 
con nula gobernanza, lo que plantea como prioridad para todos los 
actores sociales y políticos impulsar procesos a cualquier nivel o 
escala de organización de la sociedad para demandar el cumpli-
miento de sus peticiones, pero con compromisos claros de colabo-
ración y apoyo social para garantizar la real solución o mitigación 
gradual de los diversos problemas. 

En el municipio de Yauhquemehcan, como en el estado de 
Tlaxcala, el incremento de viviendas no ocupadas es un fenómeno 
que afecta la dinámica ambiental, económica, social y, especial-
mente, la seguridad de sus habitantes. La cantidad de viviendas 
vacías da lugar a un funcionamiento ineficiente del espacio urbano 
donde los desarrolladores habitacionales soslayan mantener 
óptimas condiciones de alojamiento de la población, al consumir 
de manera desmedida el suelo, lo que propicia la pérdida de paisaje 
y otros usos no residenciales. De esta forma, se propician espacios 
para actividades ilícitas a las que se encuentra susceptible la pobla-
ción más joven, quienes, a pesar de incorporarse a temprana edad 
al campo laboral (muchas veces de manera informal), carecen de 
garantía para adquirir una vivienda propia, ya que priorizan otras 
necesidades básicas para la supervivencia. 

Los datos que se han expuesto son impactantes porque mues-
tran los efectos de las políticas públicas desfasadas del conocimiento 
del territorio y del campo social a quienes van dirigidas las acciones de 
vivienda, en este caso. Esto es el efecto de la desocupación de la vivienda 
que se basa en causales de tipo institucional de política pública de 
vivienda. Y más concretamente, se observan procesos de cambios de 
usos del suelo intensivos en los últimos años, con toda la problemática 
que ello genera. Y se ha optado, por parte de los diversos gobiernos, 
por heredar en cada periodo los diversos problemas que no resuelven 
y cuyas inequidades se acrecientan por su propia naturaleza. Es un 
hecho que sin presión social organizada muy poco se podrá hacer en 
beneficio de una mejor calidad de vida. 
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Los impactos del fenómeno de la desocupación de la vivienda en 
el ámbito periférico metropolitano están bien localizados y son preci-
samente ellos los factores causantes de los desequilibrios territoriales 
a los que se ha hecho alusión. En el caso de estudio, Yauhquemehcan 
es uno de los municipios estrechamente conurbados con el muni-
cipio de Apizaco como lugar central de atracción, y en específico para 
sus localidades, como San José Tetel, Santa Úrsula Zimatepec, San 
Benito Xaltocan y Huacaltzingo, donde se deja ver una dinámica sin 
control y en beneficio de los desarrolladores privados, pero en perjuicio 
del contexto habitacional de los fraccionamientos con un alto índice de 
desocupación de la vivienda, y del entorno social y territorial de las 
comunidades aledañas, que no ha sido atendido de la mejor forma a 
pesar de la existencia de planes de desarrollo urbano regional. 

Los desequilibrios territoriales son producto de decisiones de 
gobierno donde no caben las recomendaciones de los planes de orden 
territorial metropolitano. Hay un desbalance ocasionado por el cambio 
abrupto del uso de suelo para pasar de rural a urbano. El proceso actual 
de urbanización en el territorio de estudio marca una franja roja de 
alerta que está llegando al límite de las áreas de reserva terri-
torial, la cual es una situación que, si se agrava en los próximos 
años, causará una problemática aún más aguda en cuanto a lo social 
y lo ambiental. Se está en el umbral de una sobreexplotación del 
suelo rural ante la que aún se está a tiempo de controlar y planificar 
de manera eficiente y sustentable. Esta problemática gravita prin-
cipalmente en estas franjas o zonas urbanas de las periferias de las 
ciudades centrales en gran parte por la indefinición del uso real final 
del suelo, motivado por una desvaloración del suelo rural, el cual ha 
sido acaparado por los desarrolladores de vivienda de interés social.

Si no se plantean alternativas de regulación y control inmediata 
de estos espacios por parte de los agentes locales con organización de 
la sociedad civil y con una concepción y estructura mínima de gober-
nanza ciudadana, persistirán las afectaciones a los ecosistemas y a los 
recursos naturales, que no son infinitos, además de prolongar este 
escenario de incertidumbre urbanística y conflicto en los usos del suelo 
periurbano, lo que genera una carga ambiental, económica y social. De 
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gran relevancia es impulsar una gestión estatal que promueva la parti-
cipación activa de los municipios en la actualización de bases de datos, 
así como promover y dar seguimiento a los ordenamientos ecoló-
gicos que pudiesen llevarse a cabo, para complementar el trabajo 
realizado por las diferentes instancias gubernamentales en materia 
de desarrollo urbano.
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Figura 2. Asentamientos humanos en el municipio de  
Yauhquemehcan, 2017-2020

Fuente: European Space Agency (2023); conabio (). La superficie ocupada por asentamientos humanos 
se estimó a partir de imágenes satelitales en formato ráster obtenidas del sitio web sentinel (https://
livingatlas.arcgis.com/landcoverexplorer/) y la capa de los municipios de México en formato shape del 
Catálogo de metadatos geográficos de la conabio (http://geoportal.conabio.gob.mx/metadatos/doc/
html/muni_2018gw.html). Dicho análisis se llevó a cabo en el software de análisis de información 
geográfica de acceso libre QGIS versión 3.32.2. La proyección de población se realizó con datos de los 
censos inegi 2010 y 2020, por medio de la siguiente fórmula exponencial: 

Finalmente se estimó la cantidad de habitantes para cada una de las 
áreas obtenidas. 

https://livingatlas.arcgis.com/landcoverexplorer/
https://livingatlas.arcgis.com/landcoverexplorer/
http://geoportal.conabio.gob.mx/metadatos/doc/html/muni_2018gw.html
http://geoportal.conabio.gob.mx/metadatos/doc/html/muni_2018gw.html
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DIEZ TESIS SOBRE LAS PARADOJAS 
Y POSIBILIDADES DE LA 

INTERDISCIPLINARIEDAD

Josep Pont Vidal43

Abordar la interdisciplinariedad hoy en día es una tarea en la que coin-
ciden la mayoría de los científicos, técnicos e investigadores de las cien-
cias humanas y ciencias sociales. Problemas derivados del desarrollo 
tecnológico, la planificación y los impactos en la salud y vida humana 
requieren de la interdisciplinariedad. Los ámbitos son incontables y 
extensos: medidas y lucha contra el cambio climático, emergencia 
y análisis de los procesos de voto populistas y crisis de las democra-
cias, impactos de las nuevas tecnologías de la comunicación, reorga-
nización y gestión de las ciudades y áreas metropolitanas frente a la 
escasez de agua, el acelerado cambio climático y sus impactos y riesgos, 
problemas derivados de la movilidad urbana y el tráfico, residuos y su 
reciclaje, hábitat, seguridad, causas de la violencia doméstica, multicul-
turalidad, entre otros, son solo algunos de los desafíos que enfrentan 
las ciudades, metrópolis y sociedades.

En el ámbito de las metrópolis y ciudades, y los problemas 
vinculados con su gestión y gobernanza, las variables que intervienen 
son incontables: vivienda, sostenibilidad, ecología, género, transporte, 
gestión inteligente, exclusión y desempleo, nuevas tecnologías, plani-
ficación, entre otros. La contingencia los atraviesa de manera trans-
versal, y los expone a la imprevisibilidad y al riesgo. El abordaje de 
estos ámbitos y fenómenos no es nuevo, sino que constituye una 
práctica ya establecida en los estudios y análisis técnicos y de planifi-
cación desde las dos últimas décadas del siglo pasado. A estos factores 
se añaden los impactos y secuelas colectivas, individuales y de plani-
ficación urbanística derivados de la reciente pandemia de la covid-19.
43	  Licenciatura en Sociología (Universidad Bielefeld, Alemania). Doctorado en Sociología Política 

(Universidad de Barcelona). Profesor e investigador del Núcleo de Altos Amazónicos (Universidad 
Federal de Pará, Belém). Actuación en las áreas de sociología, administración y gestión pública, 
Teoría de las organizaciones, políticas públicas.
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Este conjunto de factores es solo uno de los múltiples temas que 
requieren abordajes específicos interdisciplinarios, o incluso transdis-
ciplinarios. Los actuales problemas, fenómenos y riesgos planetarios 
exigen un diálogo abierto y dinámico entre las disciplinas, si real-
mente se asume la voluntad de abordarlos y de proponer alternativas 
y soluciones sostenibles.

El objetivo de este documento es presentar y explicar diez 
tesis o supuestos principales vinculados con la práctica y la teoría de 
la interdisciplinariedad. Se exponen en forma de tesis sintética, con el 
objetivo de ser analizados y discutidos. Un segundo objetivo es facilitar 
el diálogo interdisciplinario y superar los obstáculos que lo dificultan. 
Estos supuestos abarcan los planos epistemológico, conceptual y 
práctico de la interdisciplinariedad.

Las tesis que se exponen son producto de un trabajo de 
análisis de publicaciones de artículos de la filosofía de la ciencia y 
de sociología de la ciencia. Constituyen una breve y rápida introduc-
ción a esta compleja temática y, por tanto, no tienen la pretensión de 
presentar explicaciones conclusivas. Son el resultado de un estudio 
de análisis y síntesis de publicaciones de diferentes filósofos de la 
ciencia, epistemólogos y de la propia experiencia en debates y obser-
vaciones interdisciplinarias llevadas a cabo durante años de docencia 
en el Programa de Doctorado en la disciplina Fundamentos Episte-
mológicos de la Interdisciplinariedad, en el Núcleo de Altos Estu-
dios Amazónicos (naea-ufpa) y de investigación en diversos grupos 
de investigación interdisciplinarios en diferentes universidades.

Es evidente que el debate no se reduce a la exposición de estas 
tesis, habida cuenta de las numerosas publicaciones sobre este ámbito, 
especialmente en la literatura de países anglosajones. En los países 
de América Latina, el debate se remonta a unas décadas, aunque 
todavía reservado a círculos muy restringidos.

Este trabajo se presenta dentro del V Coloquio Internacional 
Gobernanza Metropolitana (El Colegio de Jalisco, octubre de 2022), 
como propuesta de trabajo para los talleres sobre interdisciplina-
riedad en el ámbito metropolitano.
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Cuestionando descripciones absolutas

44	  Entrevista, La Vanguardia, 8 de mayo de 2005.

Hace unos años, el premio nobel de física Frank Wilczek declaró: 
“La realidad es inimaginable”.44 ¿Qué pretende transmitir con esta 
provocativa declaración? En la academia es habitual considerar 
los métodos y técnicas denominados fuertes o empíricos como los 
únicos que pueden transmitir una fotografía de lo que denominamos 
realidad o mundo material. Con afirmaciones similares se han 
expresado los sociólogos interaccionistas Thomas Luckmann y Peter 
Berger. Este último ha sido tajante en sus tesis: “La máxima principal 
de la sociología es esta: las cosas no son lo que parecen. Afirmación 
engañosamente simple... La realidad social tiene muchos estratos 
de significado. El descubrimiento de cada nuevo estrato cambia la 
percepción del conjunto” (Berger, 1985, p. 40). Este sociólogo radica-
liza su tesis con la afirmación: “Solamente un bárbaro intelectual es 
capaz de afirmar que la realidad es únicamente lo que podemos ver 
mediante métodos científicos” (p. 40). La investigación cualitativa y 
las observaciones de segundo grado han logrado un avance en afinar 
y operacionalizar estos supuestos epistemológicos.

El auge de la investigación cualitativa y el refinamiento de las 
técnicas cualitativas en las últimas décadas han sido un contrapeso 
a la concepción cuantitativa y numérica del mundo. Sin embargo, 
también la técnica o metodología cualitativa posee sus limitaciones 
al definir el mundo solo a partir de la subjetividad de los sujetos de la 
denominada acción comunicativa. La emergencia de las observa-
ciones en las que el observador diferencia las comunicaciones simbó-
licas entre actores, sujetos y otras formas comunicativas es un avance 
más preciso y amplio en este tipo de técnicas. Emergen diversas 
preguntas iniciales.

La primera pregunta es cómo definimos los fenómenos sociales 
y cómo el observador los describe dada la inevitable existencia de un 
sesgo al tratarse de la misma persona que forma parte de la sociedad 
que está observando. Responder a estas cuestiones permitirá dar un 
paso decisivo en la comprensión de la interdisciplinariedad y en las 
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posibilidades que abre uno de sus conceptos fundamentales, a saber, 
las ideas de complejidad y autobservación.

Una segunda pregunta se refiere a las paradojas del impulso 
y la práctica para la interdisciplinariedad. Este impulso se caracte-
riza por un discurso contradictorio, como veremos. La Organiza-
ción para la Cooperación y el Desarrollo Económico (ocde) impulsó 
a finales de la década de los setenta la idea de “interdisciplinariedad” 
para abordar los problemas de desarrollo, en particular la reforma de 
los sistemas de enseñanza de las sociedades y las posibilidades de la 
interdisciplinariedad, pluridisciplinariedad y transdisciplinariedad 
con un elevado nivel de sofisticación. El objetivo debía ser contribuir 
por medio de la interdisciplinariedad como factor impulsor dialó-
gico y conceptual a reducir la distancia entre la ciencia y la sociedad 
y procurar soluciones a los complejos problemas globales y locales.

Los orígenes de este impulso institucional no fueron solo los 
grupos de trabajo interdisciplinarios creados durante la Segunda 
Guerra Mundial (en particular para la fabricación de la bomba 
atómica), sino debido a la constante especialización de disciplinas, 
basada en la división del trabajo en toda la sociedad. Este conjunto 
de factores influyó en la academia, a la cual dividió en una variedad de 
disciplinas independientes y programas de investigación especiali-
zados con sus propias culturas científicas diferenciadas. Desde ese 
momento, surgió la necesidad de enseñar e investigar la interdisci-
plinariedad y cómo afrontar mejor las consecuencias de la creciente 
segmentación del conocimiento. La pregunta dominante giró en torno 
a la cuestión de cómo se pueden preservar las ganancias de raciona-
lidad de la especialización, y a la vez impulsar perspectivas interdisci-
plinarias que puedan incidir en un proceso de difusa especialización, 
y si se trata de solucionar los problemas que se plantean en la sociedad.

El resultado fue la creación de numerosos centros de inves-
tigación interdisciplinaria en algunas universidades. Así pues, 
la interdisciplinariedad se utilizó también en el debate político y 
universitario como un instrumento de debate y conflicto contra 
la universidad y la academia, referida y considerada a menudo 
como una “torre de marfil” incuestionable. Entre sus críticos se 
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propuso que la interdisciplinariedad pudiera aplicarse solo fuera 
de las universidades, por ejemplo, en ámbitos como la investiga-
ción industrial o en la administración pública y la planificación.

Transcurridas unas décadas, se ha reconocido el bajo 
impacto de la interdisciplinariedad, y su conclusión se resume en 
la necesidad de reforzar el cambio de las estructuras organizativas 
tradicionales de las universidades en departamentos y facultades, 
en dirección a abrir el pensamiento interdisciplinario.

La tercera cuestión se refiere a la epistemología de las mismas 
disciplinas. No se puede olvidar que las disciplinas son tipos de colec-
tividades que incluyen personas, relaciones de poder, con una auto-
definición de lo que debe ser la ciencia, una identidad nominal, con 
títulos de la misma especialización, organizados en unidades acadé-
micas que otorgan a su vez títulos, que favorecen el intercambio de 
estudiantes y que privilegian su práctica profesional por medio de 
colegios y agrupaciones profesionales. Estas entidades promocionan 
un mercado de trabajo en sus respectivas especialidades, crean 
audiencia para comprender su aportación epistemológica y velan por 
la calidad del trabajo de su disciplina. No menos importante aquí es 
el prestigio de los departamentos y facultades y las posibilidades de 
oferta de consultoría de sus miembros.

Con lo planteado hasta aquí como trasfondo, a continuación 
se desarrollan las diez tesis sobre las paradojas y posibilidades de la 
transdisciplina.

Interdisciplinariedad: Un discurso aceptado, pero 
relegado en la práctica académica y administrativa

En la academia, no existe profesor, estudioso o departamento univer-
sitario que niegue la realidad y la existencia de la complejidad de 
los fenómenos actuales y la necesidad reconocida de realizar inves-
tigaciones que tengan como eje –o el diálogo– de la interdiscipli-
nariedad. Sin embargo, para los científicos que deciden dedicarse a 
impulsar proyectos interdisciplinarios, la realidad institucional (y 
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burocrática) académica de las agencias de fomento científico y profe-
sional chocan con situaciones muy diferentes:

•	 Bajo reconocimiento profesional de los títulos y diplomas en los 
que consta un título de doctor en interdisciplinariedad.

•	 Dificultad a la hora de publicar estudios y observaciones empí-
ricas fundamentadas en principios y diálogo interdisciplinario.

•	 Poca oferta de financiación institucional para investigaciones 
que contengan como método la interdisciplinariedad.

En un plano estrictamente académico, emergen también diversas 
dificultades:

•	 Dificultades administrativas y organizacionales en la configu-
ración de estudios interdisciplinarios y curricular.

•	 Dificultades en la selección de los discentes y aspirantes en estos 
cursos y de su participación en la configuración en los programas.

•	 Poca claridad en la tipología de organización de este tipo de 
estudios superiores.

•	 Objetivos básicos difusos en los programas denominados inter-
disciplinarios.

Estas dificultades y paradojas tienen diversas causas de índole epis-
temológica, conceptual, metodológica, disciplinaria, institucional e 
ideológica. Destacamos a modo ilustrativo algunas de ellas:

•	 Lógicas y procesos en la construcción del conocimiento y 
su crisis.

•	 Forma en que se presenta y describe lo que denominamos 
realidad material.

•	 El tipo de impactos (habitualmente bajos) de las publicaciones 
orientadas a la interdisciplinariedad.

•	 El papel y función de las denominadas metateorías respecto al 
pensamiento analítico actual.
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•	 La dificultad de alcanzar un consenso debido a que los investi-
gadores discordantes se adhieren a y defienden diferentes ideo-
logías, tomando ciertas teorías y axiomas aceptables para un 
grupo, que son imposibles o incomprensibles para otro grupo. 

El resultado es el bloqueo en un avance de la procura de lenguajes 
compartidos.

Vínculo de la interdisciplinariedad para la superación 
de las lógicas de pensamiento hegemónico

Una pregunta fundamental es ¿qué se entiende aquí por comple-
jidad? En la perspectiva de este trabajo, la idea de la complejidad no 
es el conjunto de problemas complicados o la existencia de diversos 
elementos interrelacionados entre sí. Tampoco es una propiedad. 
Se trata de un concepto multidimensional independiente en el que 
intervienen múltiples variables que es preciso seleccionar (Pont-
Vidal, 2021, pp. 28-31).

En este sentido, se cuestiona la validez de las perspectivas 
monocausales (una causa produce un efecto) y lineales de pensamiento 
imperantes, al tiempo que permite establecer la diferencia mediante la 
confección de ámbitos, esferas o sistemas. Sin embargo, todavía no 
existe en la academia claridad sobre cómo abordar la complejidad.

Necesidad de un nuevo vocabulario conceptual

Los investigadores y epistemólogos que se dedican a la interdis-
ciplinaridad mantienen que los términos clásicos de disciplina e 
interdisciplinario ya no son adecuados. Defienden la necesidad 
de desarrollar un nuevo vocabulario conceptual para las ciencias. 
La definición de ciencia interdisciplinaria, sin embargo, sigue no 
estando clara y se vuelve más difícil su comprensión por la actual 
heterogeneidad de fenómenos en las sociedades actuales. Esta difi-
cultad se refleja en las publicaciones de la filosofía de la ciencia.
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Los científicos entienden de maneras muy diferentes qué 
significa la interdisciplinariedad, siendo las respuestas muy dife-
rentes. Esto se reproduce en las fuentes de internet bajo el término 
interdisciplinariedad. Diversos websites y textos en las páginas 
electrónicas apoyan la interdisciplinariedad con intereses y descrip-
ciones muy amplias que abarcan desde las redes globales, la ciencia 
de la información, farmacia, psiquiatría, teoría del caos, ambiente, 
robótica, sistemas dinámicos e ingeniería eléctrica, sociocibernética, 
cibersicología, ciencia de la computación, sociobiología, resiliencia 
cognitiva, entre otras teorías y ámbitos científicos. A estos hay que 
añadir conceptos emergentes como predictibilidad, contingencia, 
riesgo, caos y orden, adaptación, etcétera.

Término innovación como motor de la 
interdisciplinariedad. Paradójicamente, las ciencias 
humanas se muestran reticentes al término

Las áreas científicas que siguen atrayendo la mayor atención interdisci-
plinaria hoy en día son las ciencias avanzadas de materiales y métodos de 
ingeniería, ciencias de la computación, sistemas complejos software, 
biología molecular y especialidades biomédicas. Se trata de ámbitos 
científicos con mayores vínculos con la innovación de productos y de 
nuevos descubrimientos. Con ellos surge la pregunta: ¿La interdisci-
plinariedad está necesariamente vinculada con un discurso y prác-
tica de la innovación tecnológica? El término innovación tiene una 
connotación que comprende desde nuevas ideas hasta el diseño de 
productos. También tiende a equipararse con mejoras en los sistemas 
sociotécnicos de fabricación y mayor desempeño de productos, servi-
cios y costos.

A pesar de la constante defensa y pertinencia del término, y 
de los intereses epistemológicos en las ciencias sociales y políticas, la 
interdisciplinariedad sigue ocupando un segundo puesto. Comprende 
preguntas tradicionales sobre el conocimiento, los estudios socioló-
gicos de las prácticas sociales y de la ciencia política. Se trata de un 
discurso impulsado por las agendas políticas o demandas de problemas 
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sociales orientados a la resolución de problemas sociales. Sin embargo, 
no se entra a cuestionar las disciplinas tradicionales existentes y las 
prácticas de las instituciones públicas.

Necesidad introducir de otra lógica de pensamiento que 
sobrepase lo lógica binaria hegemónica de causa-efecto

La interdisciplinariedad implica puntos de contacto y encuentro 
entre las diversas disciplinas, en la que cada una aporta sus problemas, 
conceptos y métodos específicos de investigación. Se trata de una 
construcción constante epistemológica de la reagrupación y reorga-
nización de los saberes. Es la construcción de un lenguaje y un punto 
de vista común entre discursos y perspectivas, los cuales son inicial-
mente independientes y distantes. Procura la convergencia de las 
disciplinas para abordar un fenómeno determinado, con el objetivo 
de sobrepasar la relación lógica de la causa/efecto, para otra lógica 
más sofisticada que incluye el análisis de las causas, los efectos, y 
estos, a su vez, la producción de nuevas causas, así como la relación 
entre la naturaleza y la sociedad. Por otro lado, también sobrepasa 
los límites tradicionales entre las disciplinas académicas, o entre 
diversas escuelas y corrientes de pensamiento, algunas en conflicto 
conceptual entre ellas debido al surgimiento de nuevas necesidades 
epistemológicas, prácticas y fenómenos sociales, o también por la 
emergencia de nuevas profesiones.

La organización administrativa y académica universitaria 
actual no favorece el pensamiento interdisciplinario

El proceso de investigación interdisciplinaria es un camino largo y 
más complejo que la investigación disciplinaria. No existe una meto-
dología única para la investigación interdisciplinar dado que tampoco 
existe una única definición consensuada para definirla. Los equipos 
que se forman para solucionar problemas prácticos se constituyen de 
forma ad hoc de manera colectiva. Este tipo de investigación supera 
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los problemas derivados de diversas perspectivas. Los desafíos pueden 
sintetizarse en tres ámbitos principalmente.

La adquisición del conocimiento y su forma de presen-
tarlo comienza por la misma manera disciplinaria de adquirirlo en 
las universidades. En estas, se adquiere por medio de currículos 
y programas definidos y organizados de manera disciplinaria y 
estanca.

La manera en que se divide el conocimiento según las facul-
tades y departamentos y profesiones. La organización en facultades, 
departamentos e institutos aísla el conocimiento, su intercambio y el 
diálogo en la comunidad científica.

La segmentación y extrema especialización actual del conoci-
miento constituyen barreras para el trabajo interdisciplinario poste-
rior. Como consecuencia, tanto los planes de estudio, las carreras y 
grados universitarios como la ausencia de un currículo integrado no 
contribuyen a esta finalidad, como tampoco propician la voluntad 
e interés de trabajos e investigaciones interdisciplinarias entre los 
futuros estudiantes.

El pensamiento interdisciplinario es posible a partir de 
una profunda disciplinariedad previa

En contraposición a la tesis anterior, algunos filósofos de la ciencia 
mantienen que solo en un mundo de disciplinas especializadas y con 
una larga tradición y formación histórica de construcción epistemo-
lógica y conceptual es posible avanzar en la interdisciplinariedad. 
En otras palabras, la interdisciplinariedad solo puede surgir de una 
profunda y previa disciplinariedad en que cada ciencia esté arraigada 
en sus propios paradigmas. Sin embargo, la extrema especialización 
puede avanzar en el conocimiento, pero también aislar subáreas 
unas de otras y crear subáreas que representan tan solo posiciones 
de poder académico sin un fundamento explícito suficiente. Con dife-
rentes grados de probabilidad, a veces los métodos, procedimientos y 
conceptos de las diferentes subáreas pueden ser integrados, aunque 
esta no es la norma.
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Pueden existir múltiples tipos de integración que es necesario 
clarificar, como integración completa; integración parcial; integración 
incompleta; interdisciplinariedad insuficiente; preferencias episte-
mológicas irreconciliables o terrenos comunes. La creación de una 
subárea epistemológica por medio de un investigador o grupo inter-
disciplinar puede crear una comprensión más amplia de una disci-
plina, como es el caso de la biopolítica y la gestión de los mecanismos 
biológicos vivientes, como ha sido durante el tiempo de la pandemia 
de coronavirus-19, o la bioestadística, fundamental en la epidemio-
logia, ecología, psicología social y la medicina basada en evidencias.

Pero también puede tratarse de un tipo de integración limitada 
sin aportaciones epistemológicas relevantes y que solo representan el 
interés de un investigador para ampliar su dominio epistemológico 
con escaso interés científico.

45	  No olvidemos que la interdisciplinariedad surge precisamente durante la Segunda Guerra Mundial.

Procura de fenómenos transversales

Para poder referirse a la interdisciplinariedad, es necesario que 
existan una serie de condiciones previas que la permitan o favo-
rezcan. Primera: cuando un problema o cuestión no puede abordarse 
adecuadamente o de manera limitada desde una única disciplina 
académica y requiere de conceptos de por lo menos un subgrupo 
externo a esta área. Segunda: hace referencia al abordaje de cues-
tiones complejas. Para ser interdisciplinario, debe realizarse una 
tentativa rigurosa de síntesis y de integración de ideas y métodos de 
cada disciplina sobre un asunto en particular. Estas condiciones son 
necesarias para el trabajo interdisciplinario.

Así, es más sencillo iniciar un grupo interdisciplinario a 
partir de delimitar temas concretos y amplios (por ejemplo, región 
de la Amazonia, metrópolis, ciudades, violencia doméstica, cambio 
climático, psiquiatría y comportamiento, relaciones internacionales, 
música y arte, resolución de conflictos,45 etc.), que iniciar con cues-
tiones dentro de los dominios fundacionales de cada disciplina, 
por ejemplo, en sociología (trabajo, educación, familia, estructura 
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social), en ciencia política (partidos políticos, elites, poder, grupos 
de presión) en arquitectura (espacio, morfología, forma) o en admi-
nistración (dirección y control de recursos, gestión, organizaciones).

La interdisciplinariedad solo es posible a partir de unos 
supuestos necesarios asumidos por los investigadores

El filósofo Richard Boyd presenta y discute dos características de la 
práctica científica: “La intersubjetividad (la capacidad de los inves-
tigadores para alcanzar un consenso estable sobre las cuestiones 
que investigan y concordar sobre revisiones en este consenso raíz de 
nuevos datos o desarrollos teóricos), la confiabilidad (la capacidad de los 
científicos a acertar (aproximadamente) sobre las cosas que estudian”. 
Ambas características son supuestos necesarios para iniciar la prác-
tica observacional en fenómenos interdisciplinarios. Sin embargo, esta 
actitud no aparece de manera espontánea, sino que precisa de iniciar 
un proceso subjetivo formado por unos pasos.

El primer paso es aceptar la profundidad de las diferencias entre 
los campos disciplinarios. El segundo paso es entender cuáles son estas 
diferencias, o sea, diferenciar entre disparidades de índole epistemoló-
gica, conceptual o técnica. El tercer paso se orienta a la construcción 
de algún tipo de vocabulario con que puedan ser formuladas públi-
camente. Así, para abordar, por ejemplo, el estudio del territorio o de 
los cambios en el mundo del trabajo, posiblemente sea necesaria la 
complejidad como concepto de partida.

En este sentido, filósofos de la ciencia han puesto en cuestión 
que las matemáticas sean un conocimiento con un lenguaje trans-
versal. Por último, el cuarto paso se refiere al propio objetivo de la 
interdisciplinariedad, es decir, la verificación de lo que contribuye 
la integración de las diferentes disciplinas y lo que conduce en otras 
direcciones no interdisciplinarias.
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Interdisciplinariedad requiere de una nueva forma 
de organización del conocimiento, sin necesariamente 
rechazar algunos aspectos del pensamiento cartesiano

La división del mundo del aprendizaje en disciplinas acompaña el 
aumento de compartimentos cada vez más rígidos y estancos unos 
de otros. Los mismos investigadores, profesores y científicos que perpe-
túan la división académica de la ciencia cuestionan sus limitaciones.

Con la interdisciplinariedad, se trata de un nuevo modo 
de producción del conocimiento denominado Modo 2, caracte-
rizado por la transdisciplinariedad (pensamiento no jerárquico, 
interactivo, cooperativo, innovador, abierto, democrático y orien-
tado al cruce de fronteras y a la solución de problemas concretos). 
Este tipo de conocimiento ultrapasa los límites tradicionales de la 
universidad (y del conocimiento Modo 1, es decir, homogéneo, jerár-
quico, basado en métodos y valores de las disciplinas), por medio de 
contextos de problemas y de su aplicación, y con formas de organización 
muy flexibles (Gibbons et al., 1994).

Es posible todavía citar otros autores que indican la existencia 
de una teoría implícita sobre la innovación por detrás de la interdis-
ciplinaridad, en la que son introducidos conceptos relativos a una 
visión a través dos límites de las disciplinas similares, con la coope-
ración de diversas disciplinas distantes y la formulación de preguntas 
nunca formuladas con anterioridad para aprender lo que desconoce 
la propia disciplina (Weingard, 2021).

Puede existir una explicación para el discurso aparentemente 
paradójico y el comportamiento de los científicos en el análisis de R. K. 
Merton (1973), que denominó como la “ambivalencia de los científicos”. 
Con ello se refiere a que, debido a la originalidad de las investigaciones 
interdisciplinares, las declaraciones de los científicos pueden reflejar 
una abertura en favor de la interdisciplinariedad; sin embargo, por el 
contrario, también se incluyen negaciones de la “mentalidad disciplinar”, 
excepto en conexión con los esfuerzos para garantizar innovaciones.
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Unos comentarios finales

Las tesis expuestas permiten diferentes conclusiones que el lector deberá 
extraer. Hoy por hoy, es una ilusión distante esperar un cambio de 
actitud de los científicos a partir de los recursos y propuestas norma-
tivas sobre lo que se entiende por interdisciplinariedad. La cuestión 
de la interdisciplinaridad debe ser trasladada para el plano organiza-
tivo para que la investigación interdisciplinar se refuerce a partir de 
acciones concretas en grupos de investigación.

La aceptación y aplicación de observaciones interdisciplina-
rias dependerá en última instancia de la actitud y predisposición 
del observador y de los participantes en un grupo de investigación. 
Esta actitud requiere iniciar un cuestionamiento de los paradigmas 
y axiomas aceptados como únicos o verdaderos para la explicación e 
interpretación de la sociedad. No es posible abordar la complejidad 
de los fenómenos actuales con teorías que simplifican las causas y los 
efectos de estos fenómenos o que reducen la explicación de estos al 
binomio cierto-falso. En este sentido, es pertinente que el investigador 
salga de la posición confortable de repetición de conceptos inviolables 
dentro de su área de conocimiento, y se atreva a experimentar con 
lenguajes compartidos y con conceptos y lógicas científicas y de pensa-
miento que colocan en cuestión la lógica hegemónica de la ciencia 
durante el último siglo y, en consecuencia, como fue su aprendizaje 
en la perspectiva hegemónica.
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